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Al margen izquierdo un escudo del estado de 

Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”.- LA 

TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON 

SUS MANOS.- PODER LEGISLATIVO. LVI 

LEGISLATURA.- 2024- 2027.- H. CONGRESO DEL 

ESTADO DE MORELOS.-LVI LEGISLATURA 

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II, del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de los 

siguientes: 

ANTECEDENTES 

En Sesión Ordinaria de Pleno del día veintiséis 

de junio del dos mil veinticinco, el Diputado Rafael 

Reyes Reyes, Coordinador del Grupo Parlamentario 

de Morena; Diputado Oscar Daniel Martínez Terrazas, 

Coordinador del Grupo Parlamentario de Partido 

Acción Nacional; Diputada Tania Valentina Rodríguez 

Ruiz, Coordinadora del Grupo Parlamentario de 

Partido del Trabajo; Diputada Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, Coordinadora de la Fracción 

Parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional; 

Diputado Luis Eduardo Pedrero González, 

Coordinador de la Fracción Parlamentaria del Partido 

Verde Ecologista de México; Diputada Luz Dary 

Quevedo Maldonado, Coordinadora de la Fracción 

Parlamentaria del Partido Movimiento Ciudadano; 

Diputada Ruth Cleotilde Rodriguez López, 

Coordinadora de la Fracción Parlamentaria del Partido 

Nueva Alianza Morelos; integrantes de la 

Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 

facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, presentaron ante el Pleno el “POR EL QUE 

SE DESIGNA LA INTEGRACIÓN DE LA MESA 

DIRECTIVA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 

MORELOS, PARA EL SEGUNDO AÑO DE 

EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA LVI 

LEGISLATURA”, los siguientes: al tenor de 

ANTECEDENTES 

El día veintinueve de agosto del año dos mil 

veinticuatro, se celebró la sesión de la junta previa 

conforme lo establece el artículo 12 de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, en 

la cual, la Comisión Instaladora declaró que las 

diputadas y diputados designados para integrar la 

mesa directiva durante el primer año de ejercicio 

constitucional de la LVI Legislatura fueron: Presidenta: 

Diputado Jazmín Juana Solano López; Vicepresidenta: 

Diputada Luz Dary Quevedo Maldonado; secretaria: 

Diputada Ruth Clotilde Rodríguez López; y secretaria: 

Diputada Gonzala Eleonor Martínez Gómez. 

En sesión solemne de pleno de fecha 1º de 

septiembre de 2024, quedó legalmente instalada la 

LVI Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 

Con motivo de las diversas reuniones de trabajo 
efectuadas entre las fuerzas políticas representadas 
en la actual legislatura, tenemos a bien exponer las 
siguientes: 

CONSIDERACIONES 
Conforme al artículo 24 de la Constitución 

Política del Estado de Morelos, el poder legislativo se 
deposita en una asamblea que se denomina Congreso 
del Estado de Morelos, el cual se integra con diversos 
Órganos, entre los que destaca por su importancia la 
Mesa Directiva, cuya función primordial es la de 
coordinar los trabajos del pleno, de las comisiones y 
los comités del congreso.  

El artículo 53 de la constitución del estado, en 
correlación con el artículo 33 de la Ley Orgánica para 
el Congreso, señala que la Mesa Directiva del 
Congreso se integrará por un presidente, un 
vicepresidente y dos secretarios, electos por mayoría 
calificada de los integrantes del Congreso del Estado, 
los cuales durarán en su ejercicio un año legislativo, 
en cuya integración no pueden formar parte los 
coordinadores de los grupos parlamentarios, y será 
dirigida y coordinada por quien presida dicho órgano.  

Ahora bien, el artículo 32 de la Ley Orgánica 
para el Congreso del Estado de Morelos, señala que la 
Mesa Directiva será la responsable de coordinar los 
trabajos legislativos del pleno, así como de las 
comisiones y comités del Congreso del Estado. Los 
integrantes de la Mesa Directiva durarán en sus 
funciones un año y podrán ser reelectos. 

El presidente de la Mesa Directiva conduce las 
sesiones del Congreso del Estado y asegura el debido 
desarrollo de los debates, discusiones y votaciones del 
pleno; garantiza que en los trabajos legislativos se 
aplique lo dispuesto en la constitución y en la presente 
ley. En caso de falta de nombramiento de mesa 
directiva para el segundo y tercer año legislativo, la 
mesa directiva en turno continuará en funciones hasta 
el día 5 del siguiente mes, o hasta que se nombre la 
nueva mesa directiva. 

Por su parte, el artículo 28 del Reglamento para 
el Congreso del Estado de Morelos, establece que, la 
elección de los integrantes de la mesa directiva se 
realizará por el Pleno del Congreso en votación por 
cédula, de cuando menos las dos terceras partes de 
sus integrantes. Dicha elección podrá llevarse a cabo 
hasta con treinta días naturales previos a la conclusión 
del segundo periodo ordinario del año legislativo 
correspondiente, a fin de garantizar una transición 
ordenada, eficaz y funcional en el inicio del siguiente 
año legislativo. En la misma sesión en la que resulten 
electos protestarán el cargo en términos de la Ley y 
del presente Reglamento; debiendo tomar posesión 
del mismo en la primera sesión ordinaria del año 
legislativo siguiente. 

Además, la disposición tercera transitoria del 
“DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO 28 DEL REGLAMENTO PARA EL 
CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS”, 
establece de manera textual:  
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“TERCERA. Por única ocasión, la Mesa 

Directiva que haya sido electa conforme al artículo 28 

del presente Reglamento tomará posesión de su 

encargo el día 1º de agosto de 2025, a efecto de 

permitir una transición institucional ordenada y dar 

inicio al siguiente año legislativo en condiciones 

óptimas de coordinación política y administrativa.” 

En ese sentido las Diputadas y Diputados que 

suscribimos el presente acuerdo, coincidimos en que 

la elección de la Mesa Directiva es un asunto 

primordial, dado que el poder legislativo es uno de los 

Poderes del Estado que no puede quedar sin 

representación y la Persona Titular de la Presidencia, 

además de coordinar los trabajos legislativos del Pleno 

y de las Comisiones y Comités del Congreso, es el 

representante legal del Poder Legislativo, por lo que a 

efecto de cumplir con la disposición prevista en el 

artículo 32 de la citada Ley Orgánica para el Congreso 

del Estado de Morelos  y en un ánimo de diálogo y 

entendimiento de las fuerzas políticas que convergen 

en este congreso, presentamos ante el pleno del 

poder legislativo la propuesta para integrar la Mesa 

Directiva que conducirá los trabajos del Congreso 

durante el segundo año de ejercicio constitucional.” 

Por lo anteriormente expuesto, esta LVI 

Legislatura aprueba el siguiente:  

ACUERDO POR EL QUE SE DESIGNA LA 

INTEGRACIÓN DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, PARA EL 

SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL 

DE LA LVI LEGISLATURA. 

ARTÍCULO PRIMERO. La Mesa Directiva del 

Congreso del Estado, que funcionará durante el 

segundo año de ejercicio constitucional se integra por 

una persona titular de la Presidencia, una persona 

titular de la Vicepresidencia y dos  personas titulares 

de las Secretarías, mismas que ejercerán sus 

funciones a partir del quince de agosto de dos mil 

veinticinco; en términos de lo establecido en la 

disposición tercera transitoria del Decreto por el que 

se reforma el artículo 28 del Reglamento para el 

Congreso del Estado de Morelos. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se designan como 

integrantes de la Mesa Directiva del Congreso, a:  

PRESIDENTE: DIPUTADO ISAAC PIMENTEL 

MEJÍA 

VICEPRESIDENTA: DIPUTADA GONZALA 

ELEONOR MARTÍNEZ GÓMEZ 

SECRETARIA: DIPUTADA GUILLERMINA 

MAYA RENDÓN  

SECRETARIO: DIPUTADO ALBERTO 

SÁNCHEZ ORTEGA  

ARTÍCULO TERCERO. Las y los Diputados 

integrantes de la Mesa Directiva, tomarán protesta en 

esta misma sesión.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. El presente acuerdo entrará en vigor 

a partir de su aprobación por el Pleno del Congreso 

del Estado de Morelos.  

SEGUNDA. Se abroga todo acuerdo 

parlamentario de esta LVI Legislatura, que se oponga 

al presente instrumento legislativo. 

TERCERA. Publíquese en la Gaceta Legislativa 

y remítase el presente acuerdo a la persona titular del 

Poder Ejecutivo del Estado, para su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos, de conformidad 

con el artículo 145 del Reglamento para el Congreso 

del Estado de Morelos.  

CUARTA. Se instruye a las Secretaría de 

Servicios Legislativos y Parlamentarios y a la 

Secretaría de Administración y Finanzas, ambas del 

Congreso del Estado de Morelos, le dé cumplimiento a 

este acuerdo en todos sus términos. 

QUINTA. Comuníquese el presente Acuerdo a 

los Poderes de la Unión y del Estado, a los Congresos 

de las Entidades Federativas y de la Ciudad de 

México; así como a los municipios del Estado. 

Recinto Legislativo, en Sesión Ordinaria de 

Pleno del día veintiséis de junio del año dos mil 

veinticinco. 

ATENTAMENTE 

LAS CC. DIPUTADAS SECRETARIAS 

DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO DEL 

ESTADO. 

DIPUTADA RUTH CLEOTILDE RODRÍGUEZ LÓPEZ 

SECRETARIA 

DIPUTADA GONZALA ELEONOR MARTÍNEZ 

GÓMEZ 

SECRETARIA 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II, del 

artículo 40, de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, respecto a las observaciones realizadas 

por el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, al 

DECRETO NÚMERO TREINTA Y CUATRO, por el 

que se concede pensión por jubilación a VICTORIA 

PAREDES NOGUERÓN, presentado al Pleno de la 

Asamblea Legislativa, en el cual se establecen los 

siguientes: 

“ANTECEDENTES 

1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 07 de septiembre del 

2017, la C.  Victoria Paredes Noguerón por su propio 

derecho y en virtud de ser servidora pública al servicio 

del Poder Judicial del Estado de Morelos, solicitó de 

esta Soberanía le fuera otorgada pensión por 

Jubilación, toda vez que se ubica en los supuestos 

establecidos en la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos para gozar de dicha prestación de seguridad 

social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 

respuesta a lo solicitado, la C.  Victoria Paredes 

Noguerón interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado 

Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, quien por 

sentencia de fecha veintiséis de julio de dos mil 

veinticuatro, dictada en el Expediente 733/2024, 

concedió el amparo y protección solicitados para el 

efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 

vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 

resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 

la pensión solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 

integrado debidamente el expediente respectivo, 

habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 

haber verificado fehacientemente la antigüedad 

devengada por dicha servidora pública, es por lo que 

se sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su 

lectura y aprobación, el Dictamen con Proyecto de 

Decreto respectivo, siendo aprobado en sesión 

ordinaria del Pleno de esta Legislatura el día 27 de 

febrero de 2025, mediante el  Decreto Número Treinta 

y Cuatro. 

4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 

Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 

conocimiento de la Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 

para los efectos legales correspondientes. 

5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 

Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 

2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 

Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 

fracción I y VIII, y 22, fracciones 1y XIII, de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública para el Estado 

Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 

fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 

Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 

del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 

de sus atribuciones la Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado formuló al mencionado Decreto para 

someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 

SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/25, de fecha 3 de abril 

de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que, 

por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 

Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 

los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 

la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

La Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

realiza la única observación aplicable en la cual 

expone lo siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 

correspondientes artículos 2, que el pago de la 

pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 

Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 

en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 

Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 

b) Para los demás casos: 
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"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 

del propio Decreto.” 

No obstante, se estima que la redacción 

empleada genera una inadecuada interpretación de 

los citados preceptos, situación que puede inducir al 

error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 

los artículos en cuestión es que Dentro del 

presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 

deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 

se encuentra relacionado con lo determinado en el 

artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 

que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 

2025, que menciona que cuando existan obligaciones 

de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 

correspondientes a las Dependencias u Organismo 

Auxiliares, siempre y  cuando estos recursos tengan 

como origen el gasto corriente de las Dependencias, 

disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 

recursos que se transfieran sean elegibles para tal 

aplicación, es decir que las adecuaciones 

presupuestales a las que se hace referencia en el 

citado artículo, consisten principalmente en aquellas 

dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 

habla de una ampliación presupuestal ; ya que en 

caso de que los recursos con los que cuenten no 

resulten suficientes tal y como lo señalan los citados 

Decretos pensionarios, lo que las Entidades podrían 

llegar a requerir, no es una reasignación presupuestal, 

sino una ampliación presupuestal, misma que el Poder 

Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 

través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 

debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 

Hacienda, y en su debido momento determinar si es 

procedente o no a través de una iniciativa de 

modificación al presupuesto de Egresos que deberá 

aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 

el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 

Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 

del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 

que la reasignación de la que se habla es respecto de 

los propios recursos asignados a los respectivos entes 

públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 

de evitar una interpretación equívoca por parte de los 

Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 

estar en posibilidades de solicitar una reasignación 

presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 

Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 

reasignación de los recursos propios con los que 

cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 

realice la adecuación de la redacción correspondiente, 

en los términos siguientes:  

a) Para el caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto…" 

b) Para los demás casos: 

"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 

Decreto.” 
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Una vez analizados los argumentos que 
contienen la presente Observación, así como de la 
revisión al Decreto observado y de la documentación 
que integra el expediente respectivo, esta Comisión 
Legislativa considera que es procedente la misma; 
toda vez que para que exista una mayor claridad en el 
texto del artículo 2 del Decreto observado y evitando 
confusión y en lo posible inducir al error  al Ente 
Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 
otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 
adecuaciones correspondientes a la redacción del 
texto del artículo 2, en términos de la propuesta 
planteada por la Persona Titular del Poder Ejecutivo 
Estatal para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 
sirve:  

DICTAMINAR 
PRIMERO. - Se determina como 

PROCEDENTE la observación realizada por el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 
NÚMERO TREINTA Y CUATRO, POR EL QUE SE 
OTORGA PENSIÓN POR JUBILACION A LA 
CIUDADANA VICTORIA PAREDES NOGUERON. 

SEGUNDO. - Túrnese a la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 
turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, 
dentro del juicio de amparo número 733/2024, 
promovido por VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, 
sentencia que resuelve que la Justicia de la Unión 
AMPARA Y PROTEGE a la citada quejosa, respecto 
del acto y autoridades que quedaron precisadas en 
dicha resolución.  

En atención al citado turno y con fundamento en 
los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 
Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 
Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 
ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 
al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 
del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 
las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 
Legislativa, atender los asuntos que el presidente de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 
posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 
a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 
conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 
fecha veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro 
presentado en la Oficina de Correspondencia Común 
de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 
promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 
Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se 
transcribe: 

“I. Del Congreso; Comisión de Trabajo Previsión 
y Seguridad Social del Congreso; y Gobernador, todos 
los Estados de Morelos, lo siguiente: 

a). La omisión de pronunciarse respecto del 
escrito presentado el siete de septiembre de dos mil 
diecisiete, mediante el cual, solicita resolver el trámite 
de pensión por jubilación.” 

   IV. - Por razón de turno, mediante auto de 
fecha cinco de marzo de dos mil veinticuatro le 
correspondió conocer de la demanda al Juzgado 
Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, quien, 
admitió a trámite la demanda, quedando registrada 
bajo el expediente 733/2024. 

   V. - Posteriormente, en fecha veintiocho de 
mayo dos mil veinticuatro le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha veintiséis 
de julio del mismo año emitida por el Juez Octavo de 
Distrito en el Estado de Morelos, causando ejecutoria 
el veintiséis de noviembre del citado año, por la cual 
resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, 
en los siguientes términos: 

RESUELVE: 
… 
“SEGUNDO. La Justicia de la Unión AMPARA y 

PROTEGE a VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, 
respecto de las autoridades y acto precisados en el 
considerando segundo, por las consideraciones y 
fundamentos vertidos en el sexto y para los efectos del 
último considerando de esta sentencia.” 

… 
“OCTAVO. Efectos del amparo. En términos de 

lo dispuesto en los artículos 74, fracción V, y 77, 
fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, a 
continuación, se determinarán con precisión los 
efectos del amparo, especificándose las medidas que 
las autoridades o particulares deben adoptar para 
asegurar su estricto cumplimiento y la restitución de la 
quejosa en el goce del derecho humano que se 
consideró infringido. 

Se otorga el amparo y protección de la Justicia 
de la Unión solicitado por la quejosa para el efecto de 
que el Congreso y la Comisión de Trabajo, Previsión y 
Seguridad Social del propio Congreso, ambos del 
Estado de Morelos, en forma inmediata: 
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a) Emitan contestación al escrito presentado el 
siete de septiembre de dos mil diecisiete, en el que la 
parte quejosa solicitó se dictaminara la procedencia 
del otorgamiento de la pensión por jubilación.  

b) Notifique, en términos de la ley que rija su 
actuar, su respuesta a la parte quejosa en el domicilio 
que se señaló para tal efecto.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de 
VICTORIA PAREDES NOGUERÓN presentada el 
siete de septiembre del dos mil diecisiete. En mérito 
de lo anteriormente expuesto, y en estricto 
cumplimiento a la sentencia ejecutoria referida con 
anterioridad, esta Comisión dictaminadora somete a la 
consideración del Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito de VICTORIA 
PAREDES NOGUERÓN presentado de ante esta 
Soberanía el siete de septiembre del dos mil 
diecisiete, mediante el cual solicita la pensión por 
jubilación, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 
PRIMERA. En fecha 7 de septiembre de 2017, 

VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, por su propio 
derecho, presentó ante este Congreso solicitud de 
pensión por Jubilación de conformidad con la hipótesis 
contemplada en el  artículo 58, fracción II, inciso e), de 
la Ley del Servicio Civil del Estado, acompañando a su 
petición la documentación exigida por el artículo 57, 
apartado A), fracciones I, II y III, del marco legal antes 
mencionado, consistentes en: acta de nacimiento, hoja 
de servicios expedido por el Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos, así como hoja de servicios  y carta 
de certificación de salario expedidas por el Poder 
Judicial  del Estado de Morelos. 

SEGUNDA. Al tenor del artículo 56 de la Ley del 
Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 
jubilación se otorgará mediante decreto que expida el 
Congreso del Estado una vez satisfechos los 
requisitos que establece la misma y los demás 
ordenamientos legales aplicables y el pago de la 
misma, se generará a partir de la fecha en que entre 
en vigencia el decreto respectivo. Si la pensionada se 
encuentra en activo, a partir de la vigencia del decreto 
cesarán los efectos de su nombramiento. La 
trabajadora que se hubiere separado justificada o 
injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 
fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 
pago de su pensión a partir del siguiente día de su 
separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 
mismo ordenamiento, la pensión por jubilación, se 
otorgará a la trabajadora que conforme a su 
antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente.  

TERCERA. Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad de VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, ya 
que prestó sus servicios en el Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos, desempeñando los cargos 
siguientes:  

 Alta como Mecanógrafa, adscrita en la 
Dirección General de Procedimientos Penales de la 
Procuraduría General de Justicia, del 01 de diciembre 
de 1990, al 15 de julio de 1991; 

 Cambio de Plaza como Analista Especializado, 
adscrita en la Procuraduría General de Justicia, del 16 
de julio de 1991, al 30 de septiembre de 1992; 

 Cambio de Plaza como Agente de Ministerio 
Público, adscrita en la Procuraduría General de 
Justicia, del 01de octubre de 1992 al 01 de febrero de 
1995, fecha en la que causa baja; 

 Reingreso como Agente del Ministerio Público, 
adscrita en la Delegación de Circuito Jiutepec de la 
Procuraduría General de Justicia, del 16 de marzo de 
1995, al 01 de mayo de 1998, fecha en la que se 
otorga la Licencia sin Goce de Sueldo; 

 Reanuda Labores como Agente del Ministerio 
Público, adscrito en la Dirección General de 
Averiguaciones Previas Zona Metropolitana de la 
Procuraduría General de Justicia, del 16 de agosto de 
1998, al 26 de mayo de 1999, fecha en la que causa 
baja. 

CUARTA. Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad de VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, 
por lo que se acreditan a la fecha de su solicitud 30 
años y 6 meses, de servicio efectivo de trabajo 
interrumpido, ya que ha prestado sus servicios en el 
Poder Judicial del Estado de Morelos, desempeñando 
los cargos siguientes:  

 Se nombra de manera definitiva como Actuaria 
del Juzgado Civil de Primera Instancia del Cuarto 
Distrito Judicial, con residencia en Jojutla, Morelos, del 
01 de julio de 1999, al 03 de abril de 2003; 

 Se comunica Comisión como Secretaria de 
Acuerdos, adscrita al Juzgado Civil de Primera 
Instancia del Cuarto Distrito Judicial del Estado, con 
residencia en Jojutla, Morelos, del 04 de abril, al 15 de 
julio del 2003; 

 Se reincorpora al cargo definitivo de Actuaria 
del Juzgado Civil de Primera Instancia del Cuarto 
Distrito Judicial, con residencia en Jojutla, Morelos, del 
16 de julio de 2003 al 23 de febrero del 2006; 

 Se designa de manera temporal e interina 
como Secretaria de Primera Instancia, con adscripción 
al Juzgado Civil en Materia Familiar y de sucesiones 
de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, con sede en Jojutla, Morelos, del 24 de 
febrero al 24 de marzo de 2006; 
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 Se reincorpora al cargo definitivo como 

Actuaria del Juzgado Civil de Primera Instancia del 

Cuarto Distrito Judicial, con residencia en Jojutla, 

Morelos de acuerdo al Oficio, 49/99 de fecha 

01/07/1999, del 25 de marzo, al 02 de abril del 2006; 

 Se designa de manera temporal e interina 

como Secretaria de Primera Instancia Interina, con 

adscripción al Juzgado Civil en materia familiar y de 

sucesiones de Primera Instancia del Cuarto Distrito 

Judicial del Estado con sede en Jojutla, Morelos, del 

03 de abril, al 02 de julio de 2006; 

 Se reincorpora como Actuaria del Juzgado 

Civil de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial, 

con residencia en Jojutla, Morelos de acuerdo al oficio 

49/99 de fecha 01/07/1999, del 03 de julio del 2006, al 

06 de agosto del 2009; 

 Se designa de manera temporal e interina 

como Secretaria de Acuerdos de Primera Instancia, 

con adscripción al Juzgado Séptimo Civil en Materia 

Familiar y de Sucesión de Primera Instancia del Primer 

Distrito Judicial del Estado, con sede en esta Ciudad, 

del 07 de agosto de 2009, al 09 de octubre del 2009; 

 Se reincorpora como Actuaria del Juzgado 

Civil de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial, 

con residencia en Jojutla, Morelos de acuerdo al Oficio 

49/99/ de fecha 01/07/1999, del 10 al 15 de octubre 

del 2009; 

 Se designa de manera temporal e interina 

como Secretaria de Acuerdos de Primera Instancia del 

Juzgado Séptimo Civil en Materia Familiar y de 

Sucesiones de Primera Instancia del Primer Distrito 

Judicial del Estado, con residencia en Cuernavaca, 

Morelos, del 16 de octubre, al 11 de noviembre del 

2009; 

 Se reincorpora como Actuaria del Juzgado 

Civil de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial, 

con residencia en Jojutla, Morelos de acuerdo al oficio 

49/99 de fecha 01/07/1999, del 12 de noviembre de 

2009, al 04 de enero del 2010; 

  Se designa de manera temporal e interina 

como Secretaria de Acuerdos de Primera Instancia, 

del Juzgado Cuarto Civil de Primera Instancia del 

Primer Distrito Judicial del Estado, con residencia en 

esta Ciudad, del 05 de enero de 2010, al 14 de junio 

del 2011; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Secretaria de Acuerdos, al Juzgado 

Civil en Materia Familiar y de Sucesiones de Primera 

Instancia del Cuarto Distrito Judicial del Estado, con 

sede en Jojutla, Morelos, del 15 de junio del 2011, al 

12 de octubre del 2016; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Secretaria de Acuerdos, al Juzgado 

Mixto de Primera Instancia del Segundo Distrito 

Judicial en el Estado, del 13 de octubre de 2016, al 09 

de mayo de 2017; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos, de Secretaria de Acuerdos al Juzgado 

Primero Civil en Materia Familiar y de Sucesiones de 

Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial del 

Estado, del 28 de octubre de 2020, al 27 de julio de 

2023; 

Se le nombra de manera temporal e interina 

como Secretaria de Acuerdos de Primera Instancia, 

adscrita al Juzgado Primero Familiar de Primera 

Instancia del Cuarto Distrito Judicial del Estado de 

Morelos, del 28 de Julio del 2023, al 30 de enero del 

2024, fecha en que se actualizó la constancia de 

referencia. De lo anterior se desprende que la 

jubilación solicitada encuadra en lo previsto por el 

artículo 58, fracción II, inciso a) del cuerpo normativo 

antes aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TREINTA Y CUATRO 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

VICTORIA PAREDES NOGUERÓN 

ARTÍCULO 1°. Se concede pensión por 

Jubilación a la C. VICTORIA PAREDES NOGUERÓN, 

quien ha prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo 

del Estado de Morelos, así como en el Poder Judicial 

del Estado de Morelos, desempeñando como último 

cargo el de: Secretaria de Acuerdos de Primera 

Instancia, adscrita al Juzgado Primero Familiar de 

Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial del 

Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 2°. La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 100% del último salario de la 

solicitante, a partir del día siguiente a aquél en que se 

separe de sus labores y deberá ser cubierta por el 

Poder Judicial del Estado de Morelos, con cargo a la 

partida presupuestal correspondiente al pago de 

Pensiones y Jubilaciones, por el Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Morelos, precisado en el 

artículo Décimo Octavo y conforme a las disposiciones 

establecidas en los artículos Primero, cuarto párrafo, 

Décimo Sexto, párrafo décimo octavo, Vigésimo 

Quinto, primer párrafo y Disposición Transitoria Quinta 

y Anexo 2 del Decreto Número Veinticinco, por el que 

se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno 

del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 

enero al 31 de diciembre de 2025, y las partidas 

respectivas de los ejercicios subsecuentes. En caso 

de que las asignaciones presupuestales consignadas 

en el Decreto referido no resulten suficientes en la 

partida específica de pensiones aprobada al 

mencionado Ente Público, el Ente Público podrá 

solicitar una reasignación presupuestal en términos de 

lo establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto, cumpliendo con lo 

que disponen los artículos 55, 56 y 58 fracción II inciso 

a) de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos. 
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ARTÍCULO 3°. El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por el trabajador, incrementándose la 

cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo general vigente, integrándose la misma 

por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. Remítase el presente Decreto a la 

Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los 

efectos correspondientes. 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 733/2024; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. Para estar en condiciones de 

solicitar al Poder Ejecutivo Estatal, la asignación y 

transferencia de recursos para el pago de pensión, a 

través de la Dirección Jurídica, requiérase al Poder 

Judicial del Estado de Morelos, a efecto de que 

informe a este Poder Legislativo, la cantidad necesaria 

para el pago de la pensión respectiva. 

CUARTO. El presente Decreto entrará en vigor 

a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II, del 

artículo 40, de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, respecto a las observaciones realizadas 

por el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, al 

DECRETO NÚMERO CUARENTA Y CINCO, por el 

que se concede pensión por cesantía en edad 

avanzada a HECTOR CASTRO GOMEZ, presentado 

al Pleno de la Asamblea Legislativa, en el cual se 

establecen los siguientes: 

“ANTECEDENTES 

1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 02 de marzo del 2023, 

el C.  HECTOR CASTRO GOMEZ por su propio 

derecho y en virtud de ser servidor público al servicio 

del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, solicitó de 

esta Soberanía le fuera otorgada pensión por Cesantía 

en Edad Avanzada, toda vez que se ubica en los 

supuestos establecidos en la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos para gozar de dicha prestación de 

seguridad social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 

respuesta a lo solicitado, el C.  HECTOR CASTRO 

GOMEZ interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado 

Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, quien 

por sentencia de fecha once de julio de dos mil 

veinticuatro, dictada en el Expediente 815/2024, 

concedió el amparo y protección solicitados para el 

efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 

vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 

resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 

la pensión solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 

integrado debidamente el expediente respectivo, 

habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 

haber verificado fehacientemente la antigüedad 

devengada por dicho servidor público, es por lo que se 

sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su lectura 

y aprobación, el Dictamen con Proyecto de Decreto 

respectivo, siendo aprobado en sesión ordinaria del 

Pleno de esta Legislatura el día 27 de febrero de 2025, 

mediante el Decreto Número Cuarenta y Cinco. 
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4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 

Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 

conocimiento de la Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 

para los efectos legales correspondientes. 

5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 

Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 

2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 

Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 

fracción I y VIII, y 22, fracciones 1y XIII, de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública para el Estado 

Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 

fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 

Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 

del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 

de sus atribuciones la Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado formuló al mencionado Decreto para 

someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 

SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/25, de fecha 3 de abril 

de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que, 

por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 

Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 

los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 

la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

La Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

realiza la única observación aplicable en la cual 

expone lo siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 

correspondientes artículos 2, que el pago de la 

pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 

Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 

en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 

Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 
b) Para los demás casos: 

"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 
Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto.” 

No obstante, se estima que la redacción 
empleada genera una inadecuada interpretación de 
los citados preceptos, situación que puede inducir al 
error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 
los artículos en cuestión es que Dentro del 
presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 
deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 
se encuentra relacionado con lo determinado en el 
artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 
que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 
2025, que menciona que cuando existan obligaciones 
de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 
correspondientes a las Dependencias u Organismo 
Auxiliares, siempre y  cuando estos recursos tengan 
como origen el gasto corriente de las Dependencias, 
disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 
recursos que se transfieran sean elegibles para tal 
aplicación, es decir que las adecuaciones 
presupuestales a las que se hace referencia en el 
citado artículo, consisten principalmente en aquellas 
dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 
habla de una ampliación presupuestal ; ya que en 
caso de que los recursos con los que cuenten no 
resulten suficientes tal y como lo señalan los citados 
Decretos pensionarios, lo que las Entidades podrían 
llegar a requerir, no es una reasignación presupuestal, 
sino una ampliación presupuestal, misma que el Poder 
Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 
través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 
debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 
Hacienda, y en su debido momento determinar si es 
procedente o no a través de una iniciativa de 
modificación al presupuesto de Egresos que deberá 
aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 
el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 
del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 
que la reasignación de la que se habla es respecto de 
los propios recursos asignados a los respectivos entes 
públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 
de evitar una interpretación equívoca por parte de los 
Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 
estar en posibilidades de solicitar una reasignación 
presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 
Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 
reasignación de los recursos propios con los que 
cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 
realice la adecuación de la redacción correspondiente, 
en los términos siguientes:  

a) Para el caso del Poder Judicial: 
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"...con cargo a la partida presupuestal 
correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes en la partida 
específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 
Público, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 
décimo séptimo del propio Decreto…" 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes en la partida específica de 
pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 
Ente Público podrá solicitar una reasignación 
presupuestal en términos de lo establecido en el 
Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 
Decreto.” 

Una vez analizados los argumentos que 
contienen la presente Observación, así como de la 
revisión al Decreto observado y de la documentación 
que integra el expediente respectivo, esta Comisión 
Legislativa considera que es procedente la misma; 
toda vez que para que exista una mayor claridad en el 
texto del artículo 2 del Decreto observado y evitando 
confusión y en lo posible inducir al error  al Ente 
Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 
otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 
adecuaciones correspondientes a la redacción del 
texto del artículo 2, en términos de la propuesta 
planteada por la persona Titular del Poder Ejecutivo 
Estatal para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 
sirve:  

DICTAMINAR 
PRIMERO. - Se determina como 

PROCEDENTE la observación realizada por el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 
NÚMERO CUARENTA Y CINCO, POR EL QUE SE 
OTORGA PENSIÓN POR CESANTIA EN EDAD 
AVANZADA AL CIUDADANO HECTOR CASTRO 
GOMEZ. 

SEGUNDO. - Túrnese a la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 
turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 
Morelos, dentro del juicio de amparo número 
815/2024, promovido por HECTOR CASTRO GOMEZ, 
sentencia que resuelve que la Justicia de la Unión 
AMPARA Y PROTEGE al citado quejoso, respecto del 
acto y autoridades que quedaron precisadas en dicha 
resolución.  

En atención al citado turno y con fundamento en 
los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 
Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 
Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 
ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 
al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 
del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 
las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 
Legislativa, atender los asuntos que el presidente de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 
posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 
a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 
conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. - El citado promovente, mediante escrito 
presentado el veinticuatro de mayo de dos mil 
veinticuatro presentado en la Oficina de 
Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito 
en el Estado de Morelos, promovió juicio de amparo 
en contra del Congreso del Estado de Morelos y de la 
Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 
Congreso del Estado de Morelos por el acto que a 
continuación se transcribe: 

“La omisión de dar respuesta a su petición de 
pensión por cesantía en edad avanzada, presentada el 
dos de marzo de dos mil veintitrés.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
tres de junio de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Segundo de 
Distrito en el Estado de Morelos, quien, admitió a 
trámite la demanda, quedando registrada bajo el 
expediente 815/2024. 
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V. - Posteriormente, en fecha treinta de julio del 
dos mil veinticuatro le fue notificado a este Congreso 
del Estado, la sentencia de fecha once del mismo mes 
y año emitida por la Jueza Segunda de Distrito en el 
Estado de Morelos, causando ejecutoria el dieciséis de 
agosto del mismo año, por la cual resolvió conceder el 
Amparo y Protección de la Justicia Federal a HECTOR 
CASTRO GOMEZ, en los siguientes términos: 

“ÚNICO. La justicia de la Unión ampara y 
protege a HECTOR CASTRO GOMEZ, contra el acto 
reclamado precisado en el considerando segundo de 
esta sentencia, por los motivos y para los efectos 
señalados en las consideraciones cuarta y quinta de 
este fallo”.  

… 
“QUINTO. Efectos de la sentencia protectora. 

Ante lo fundado de los conceptos de violación, en 
términos del artículo 77, fracción II, de la Ley de 
Amparo, se concede el amparo y protección de la 
Justicia Federal, para que una vez que esta sentencia 
cause ejecutoria las autoridades responsables en el 
ámbito de su respectiva competencia, con plenitud de 
atribuciones:  

 Den respuesta en forma congruente, fundada 
y motivada a la petición de pensión por cesantía en 
edad avanzada presentada el dos de marzo de dos mil 
veintitrés; y se lo notifiquen en la forma legal 
procedente”.  

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de 
HECTOR CASTRO GOMEZ presentada el dos de 
marzo del dos mil veintitres. En mérito de lo 
anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 
la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 
Comisión dictaminadora somete a la consideración del 
Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito presentado ante esta 
Soberanía el dos de marzo del dos mil veintitrés  por 
HECTOR CASTRO GOMEZ solicitando la pensión por 
cesantía en edad avanzada, bajo las términos 
siguientes: 

CONSIDERACIONES 
PRIMERA.- Mediante oficio presentado en fecha 

02 de marzo del 2023, ante este Congreso del Estado 
de Morelos, HECTOR CASTRO GOMEZ, por su 
propio derecho, solicitó de esta Soberanía, el 
otorgamiento de pensión por Cesantía en Edad 
Avanzada, adjuntando a su petición las documentales 
exigidas por el artículo 57, inciso A), fracciones I, II, y 
III de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, 
siendo estas: el acta de nacimiento, hoja de servicios 
expedida por el Ayuntamiento de Cuernavaca, 
Morelos, así como hoja de servicios y la carta 
certificada de salario expedidas por el Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos. 

SEGUNDA. - Con fecha 28 de marzo del 2023, 
esta Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, recibió de la Secretaría de Servicios 
Legislativos y Parlamentarios, el turno 
correspondiente, integrando el expediente respectivo 
bajo el numeral LV1149/23. 

TERCERA.- Mediante oficio de investigación 
LVI/CTPySS/0225/2024; de fecha 13 de noviembre del 
2024, girado al Presidente Municipal del H. 
Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, para el efecto 
de que remitieran el expediente laboral que sustentara 
la antigüedad del solicitante de pensión; resultando 
que mediante oficio de respuesta 
SADMON/DGRRHH/DRG/PS/01279/2024 del 28 del 
mismo mes y año, recibido ante esta Comisión 
Legislativa, de fecha 29 del mismo mes y año, dicho 
sujeto obligado remitió la documentación solicitada 
dentro del oficio de investigación, la cual consta dentro 
del expediente. 

CUARTA.- Mediante oficio de investigación 
LVI/CTPySS/0200/2024; de fecha 13 de noviembre del 
2024, girado al Director General de Recursos 
Humanos del Gobierno del Estado de Morelos, para el 
efecto de que remitieran el expediente laboral que 
sustentara la antigüedad del solicitante de pensión; 
resultando que mediante oficio de respuesta 
SA/DGRH/DP/SS/001318/2024 de fecha 21 del mismo 
mes y año recibido ante esta Comisión Legislativa, de 
fecha 27 del mismo mes y año, dicho sujeto obligado 
remitió la información solicitada dentro del oficio de 
investigación, la cual consta dentro del expediente. 

QUINTA. - En el caso que nos ocupa, el 
interesado HECTOR CASTRO GOMEZ, ha acreditado 
fehacientemente haber prestado sus servicios en el 
Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, 
desempeñando los siguientes cargos: 

 Jefe de Departamento en la Dirección de 
Vinculación Ciudadana, del 01 de junio de 2018, hasta 
el 01 de enero de 2019, fecha en que causó baja. 

III.- El interesado HECTOR CASTRO GOMEZ, 
ha acreditado fehacientemente haber prestado sus 
servicios en el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
desempeñando los siguientes cargos: 

 Alta como Capturista, adscrito en la Dirección 
General de Información Gubernamental de la 
Secretaría de Hacienda, del 01 de marzo de 1999, al 
31 de agosto de 2002, fecha en la que causa baja; 

 Reingreso como Profesor de Enseñanza 
Musical, adscrito en el CENDI Margarita Maza de 
Juárez de la Dirección General de Administración y 
Desarrollo de Personal de la Oficialía Mayor, del 08 de 
enero, al 30 de junio del 2003, fecha en la que causa 
baja; 

 Reingreso como Auxiliar Administrativo, 
adscrito (Laboró bajo el régimen de nombramiento por 
tiempo y obra determinados) en el Programa de 
Reemplacamiento 2005 en la Dirección General de 
Control Vehicular de la Secretaría de Finanzas y 
Planeación, del 17 de enero, al 30 de abril del 2005, 
fecha en la que causa baja; 
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 Reingreso como Profesional Ejecutivo “C”, 

adscrito en la Dirección General de Coordinación del 
Sistema Estatal de Planeación de la Secretaría de 

Finanzas y Planeación, del 03 de febrero del 2009, al 
31 de diciembre del 2013, fecha en la que causa baja; 

 Reingreso como Auxiliar Administrativo, 
adscrito en la Dirección General de Planeación 

Participativa e Información Estratégica de la Secretaría 
de Hacienda, del 01 de marzo del 2022, al 16 de enero 

del 2023, siendo esta última fecha la cual consta en su 
hoja de servicios, misma que obra como corresponde 

en su expediente respectivo. 
En ese orden de precisiones, el artículo 59, 

ambos de la Ley del Servicio Civil del Estado de 
Morelos, establece que la pensión por cesantía en 

edad avanzada, se otorgará al trabajador que 
habiendo cumplido cuando menos cincuenta y cinco 

años de edad y un mínimo de diez años de servicio, 
en la inteligencia de que se debe ubicar en el supuesto 

correspondiente, pues el monto de la pensión que 
solicite será de acuerdo a su último salario y al 

porcentaje que por los años de servicio le competa, 
según lo estipula el artículo de referencia, siendo estos 

requisitos los que le permitan ubicarse en el supuesto 
correspondiente, teniendo para ello que el monto que 

se le conceda sea de acuerdo a su último salario 
devengado y al porcentaje que por los años de 

servicio le competa. 
SEXTA. A manera de conclusión, en el caso 

que nos ocupa, se comprobó la antigüedad del 
trabajador interesado de la pensión, desprendiéndose 

de la hoja de servicio respectiva que, al momento de 
su expedición, acreditó 10 años, 07 meses y 18 días 

de antigüedad de servicio efectivo de trabajo 
interrumpido y 65 años de edad, ya que nació el 09 de 

junio de 1957.  
De lo anterior, resulta cierto que se cumple 

cabalmente con las hipótesis jurídicas contempladas 
en los preceptos legales de la ley de la materia citados 

en líneas anteriores, por lo que se encuentran 
colmados los requisitos previstos en el artículo 59 

inciso a) del marco jurídico invocado, por lo tanto, la 
pensión otorgada será al 50% de su último sueldo…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 
DECRETO NÚMERO CUARENTA Y CINCO 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 
CESANTIA EN EDAD  

AVANZADA A HECTOR CASTRO GOMEZ 
ARTÍCULO 1°. Se concede pensión por 

Cesantía en Edad Avanzada a HECTOR CASTRO 
GOMEZ, quien ha prestado sus servicios en el 

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, así como en el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 

desempeñando como último cargo el de: Auxiliar 
Administrativo, adscrito en la Dirección General de 

Planeación Participativa e Información Estratégica de 
la Secretaría de Hacienda. 

ARTÍCULO 2°. La pensión decretada deberá 
cubrirse a razón del 50 % del último salario del 
solicitante, será pagado a partir del día siguiente a 
aquél en que el trabajador se separe de sus labores y 
será cubierto por la Secretaría de Hacienda del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Quien deberá 
realizar el pago en forma mensual, del Presupuesto 
otorgado en el Decreto Número Veinticinco, por el que 
se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno 
del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2025, en términos de los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo, Vigésimo Noveno, parte final del penúltimo 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta. En caso de 
que las asignaciones presupuestales consignadas en 
el Decreto referido no resulten suficientes en la partida 
específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 
Público, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto, cumpliendo con lo que disponen 
los artículos; 55, 56 y 59, inciso a) de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3°. El monto de la pensión se 
calcula tomando como base el último salario percibido 
por el trabajador, incrementándose la cuantía de 
acuerdo con el aumento porcentual al salario mínimo 
vigente, integrándose la misma por el salario, las 
prestaciones, las asignaciones y el aguinaldo, según lo 
cita el numeral 66 de la ley de la materia. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
PRIMERO. Remítase el presente Decreto a la 

Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los 
efectos correspondientes. 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente al 
quejoso la presente determinación y notifíquese por 
Oficio al Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 
Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 
pronunciada dentro del expediente número: 815/2024; 
ambas notificaciones por conducto de la Dirección 
Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. El presente Decreto entrará en vigor 
a partir del día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 
difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 
Morelos, en el juicio de amparo número 714/2024, 
promovido por MAYRA MUÑOZ NAVA, ejecutoria que 
resuelve conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 
acto reclamado y autoridades responsables que 
quedaron precisados en el proemio de la misma. 

Así también, respecto a las observaciones 
realizadas por el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos, al Decreto número CUARENTA Y SEIS POR 
EL CUAL SE CONCEDE PENSIÓN POR 
JUBILACIÓN A MAYRA MUÑOZ NAVA, presentado al 
Pleno de la Asamblea Legislativa, en el cual se 
establecen los siguientes: 

“ANTECEDENTES: 
1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 05 de septiembre del 
2023, la C. MAYRA MUÑOZ NAVA por su propio 
derecho y en virtud de ser servidora pública al servicio 
del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia 
del Estado de Morelos (DIF MORELOS), solicitó de 
esta Soberanía le fuera otorgada pensión por 
Jubilación, toda vez que se ubica en los supuestos 
establecidos en la Ley del Servicio Civil del Estado de 
Morelos para gozar de dicha prestación de seguridad 
social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 
respuesta a lo solicitado, la C. MAYRA MUÑOZ NAVA 
interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado Primero 
de Distrito en el Estado de Morelos, quien por 
sentencia de fecha once de junio de dos mil 
veinticuatro, dictada en el Expediente 714/2024, 
concedió el amparo y protección solicitados para el 
efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 
vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 
resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 
la pensión solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 
integrado debidamente el expediente respectivo, 
habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 
haber verificado fehacientemente la antigüedad 
devengada por dicha servidora pública, es por lo que 
se sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su 
lectura y aprobación, el Dictamen con Proyecto de 
Decreto respectivo, siendo aprobado en sesión 
ordinaria del Pleno de esta Legislatura el día 27 de 
febrero de 2025, mediante el Decreto Número 
Cuarenta y Seis. 

4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 
Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 
conocimiento de la Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 
para los efectos legales correspondientes. 

5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 
Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 
2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 
Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 
fracción I y VIII, y 22, fracciones 1y XIII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 
fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 
Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 
del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 
de sus atribuciones a la Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado formuló al mencionado Decreto para 
someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 
SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/25, de fecha 3 de abril 
de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que, 
por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 
Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 
los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 
la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 
La Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

realiza la única observación aplicable en la cual 
expone lo siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 
correspondientes artículos 2, que el pago de la 
pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 
"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 
Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 
en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 
Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto.” 
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No obstante, se estima que la redacción 

empleada genera una inadecuada interpretación de 

los citados preceptos, situación que puede inducir al 

error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 

los artículos en cuestión es que Dentro del 

presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 

deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 

se encuentra relacionado con lo determinado en el 

artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 

que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 

2025, que menciona que cuando existan obligaciones 

de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 

correspondientes a las Dependencias u Organismo 

Auxiliares, siempre y cuando estos recursos tengan 

como origen el gasto corriente de las Dependencias, 

disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 

recursos que se transfieran sean elegibles para tal 

aplicación, es decir que las adecuaciones 

presupuestales a las que se hace referencia en el 

citado artículo, consisten principalmente en aquellas 

dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 

habla de una ampliación presupuestal ; ya que en 

caso de que los recursos con los que cuenten no 

resulten suficientes tal y como lo señalan los citados 

Decretos pensionarios, lo que las Entidades podrían 

llegar a requerir, no es una reasignación presupuestal, 

sino una ampliación presupuestal, misma que el Poder 

Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 

través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 

debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 

Hacienda, y en su debido momento determinar si es 

procedente o no a través de una iniciativa de 

modificación al presupuesto de Egresos que deberá 

aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 

el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 

Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 

del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 

que la reasignación de la que se habla es respecto de 

los propios recursos asignados a los respectivos entes 

públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 

de evitar una interpretación equívoca por parte de los 

Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 

estar en posibilidades de solicitar una reasignación 

presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 

Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 

reasignación de los recursos propios con los que 

cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 

realice la adecuación de la redacción correspondiente, 

en los términos siguientes:  

a) Para el caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto…" 

b) Para los demás casos: 

"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 

Decreto.” 

Una vez analizados los argumentos que 

contienen la presente Observación, así como de la 

revisión al Decreto observado y de la documentación 

que integra el expediente respectivo, esta Comisión 

Legislativa considera que es procedente la misma; 

toda vez que para que exista una mayor claridad en el 

texto del artículo 2 del Decreto observado y evitando 

confusión y en lo posible inducir al error al Ente 

Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 

otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 

adecuaciones correspondientes a la redacción del 

texto del artículo 2, en términos de la propuesta 

planteada por la Persona Titular del Poder Ejecutivo 

Estatal para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 

sirve:  

DICTAMINAR 
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PRIMERO. - Se determina como 

PROCEDENTE la observación realizada por el Poder 

Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 

NÚMERO CUARENTA Y SEIS, POR EL QUE SE 

OTORGA PENSIÓN POR JUBILACIÓN A LA 

CIUDADANA MAYRA MUÑOZ NAVA. 

SEGUNDO. - Túrnese a la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado a fin de que sea considerado 

para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 

presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 

turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 

Morelos, dentro del juicio de amparo número 

714/2024, promovido por MAYRA MUÑOZ NAVA, 

sentencia que resuelve que la Justicia de la Unión 

AMPARA Y PROTEGE a la citada quejosa, respecto 

del acto y autoridades que quedaron precisadas en 

dicha resolución.  

En atención al citado turno y con fundamento en 

los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 

fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 

Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 

Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 

ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 

al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la Presidenta de 

la Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 

fecha tres de mayo del dos mil veinticuatro presentado 

en la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 

Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 

“La omisión o falta de contestación del escrito 
de la quejosa presentado el cinco de septiembre de 
dos mil veintitrés, mediante el cual solicitó pensión por 
jubilación.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
seis de mayo del dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Primero de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
714/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha catorce de junio 
del dos mil veinticuatro le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha once de 
junio del mismo año emitida por el Juez Primero de 
Distrito en el Estado de Morelos, causando ejecutoria 
el uno de julio del citado año, por la cual resolvió 
conceder el Amparo y Protección de la Justicia 
Federal a MAYRA MUÑOZ NAVA, en los siguientes 
términos: 

RESUELVE: 
… 
“ÚNICO. La justicia de la unión ampara y 

protege a MAYRA MUÑOZ NAVA, contra la omisión 
reclamada a las autoridades responsables precisadas, 
por las razones expuestas en el penúltimo 
considerando y para los efectos precisados en la 
última parte de esta sentencia.” 

… 
“VII. Efectos de la concesión. Con fundamento 

en el artículo 77, fracción I. de la Ley de Amparo, se 
especifica que la concesión del amparo es para el 
efecto de que, una vez que cause ejecutoria la 
presente sentencia, las autoridades responsables, 
Congreso del Estado de Morelos y Comisión de 
Trabajo Previsión y Seguridad Social de dicho órgano 
legislativo realicen lo siguiente: 

En el ámbito de sus respectivas competencias y 
con plenitud de atribuciones de manera congruente y 
completa den contestación al escrito presentado por la 
quejosa el cinco de septiembre de dos mil veintitrés y 
se le notifiquen, ello en el sentido de que resuelvan 
sobre la solicitud de pensión de la aquí impetrante de 
amparo. 

En el entendido de que lo anterior no las obliga 
a resolver en determinado sentido, pues cuentan con 
libertad de atribuciones para tal efecto. 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de MAYRA 
MUÑOZ NAVA presentada el cinco de septiembre del 
dos mil veintitrés. En mérito de lo anteriormente 
expuesto, y en estricto cumplimiento a la sentencia 
ejecutoria referida con anterioridad, esta Comisión 
dictaminadora somete a la consideración del Pleno de 
la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito de MAYRA MUÑOZ 
NAVA presentado de ante esta Soberanía el cinco de 
septiembre del dos mil veintitrés, mediante el cual 
solicita la pensión por jubilación, bajo los términos 
siguientes: 
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CONSIDERACIONES 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado de 

fecha 05 de septiembre del 2023, ante este Congreso 

del Estado de Morelos MAYRA MUÑOZ NAVA, por su 

propio derecho, solicitó le sea otorgada pensión por 

Jubilación de conformidad con la Ley del Servicio Civil 

del Estado de Morelos, acompañando a su petición la 

documentación exigida por el artículo 57, apartado A), 

fracciones I, II y III del marco legal mencionado 

consistentes en: acta de nacimiento, hoja de servicios 

y carta de certificación de salario, expedidas por el 

Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 

Estado de Morelos (DIF MORELOS). 

SEGUNDO. - Que al tenor del artículo 56 de la 

Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 

por Jubilación se generará a partir de la fecha en que 

entre en vigor el decreto respectivo. Si la pensionada 

se encuentra en activo, a partir de la vigencia del 

decreto cesarán los efectos de su nombramiento. El 

trabajador que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se 

otorgará a la trabajadora que conforme a su 

antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de MAYRA MUÑOZ 

NAVA, por lo que se acredita 28 años 01 mes y 29 

días de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido ya 

que se comprobó que prestó sus servicios en el 

Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 

Estado de Morelos (DIF MORELOS), desempeñando 

los siguientes cargos: 

 Mecanógrafa, adscrita a Recursos 

Financieros, dependiente del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Morelos, del 16 de agosto de 1996, al 15 de 

noviembre de 1999; 

 Secretaria, adscrita a Sistemas de Evaluación, 

dependiente del Sistema para el Desarrollo Integral de 

la Familia del Estado de Morelos, del 16 de noviembre 

de 1999, al 31 de mayo del 2001; 

 Secretaria, adscrita a la Subdirección de 

Planeación y Desarrollo dependiente del Sistema para 

el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Morelos, del 01 de junio del 2001, al 30 de noviembre 

del 2001; 

 Jefa de Oficina, adscrita a Planeación y 

Desarrollo, dependiente del Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de Morelos, del 01 de 

diciembre del 2001, al 31 de marzo del 2003; 

 Jefa de Oficina, adscrita a la Unidad Jurídica, 

dependiente del Sistema para el Desarrollo Integral de 

la Familia del Estado de Morelos, de 01 de abril del 

2003, al 30 de noviembre del 2003; 

 Jefa de Oficina, adscrita a la Subdirección 

General, dependiente del Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de Morelos, del 01 de 

diciembre del 2003, al 31 de julio del 2004; 

 Jefa de Oficina (BASE), adscrita a la 

Subdirección General dependiente del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Morelos, del 01 de agosto del 2004, al 31 de enero del 

2005; 

 Jefa de Oficina (BASE), adscrita a la 

Subdirección de contabilidad, dependiente del Sistema 

para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Morelos, del 01 de febrero del 2005, al 15 de 

septiembre del 2009; 

 Jefa de Oficina (BASE), adscrita al 

Departamento de Contabilidad, dependiente del 

Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 

Estado de Morelos, del 16 de septiembre del 2009, al 

15 de agosto del 2013; 

 Secretaria (BASE), adscrita al Departamento 

de Contabilidad, dependiente del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Morelos, del 16 de agosto del 2013, al 15 de octubre 

del 2024, fecha en que fue expedida la constancia de 

servicios actualizada, de lo anterior se desprende que 

la pensión por jubilación solicitada encuadra en lo 

previsto por el artículo 58, fracción II, inciso a) del 

cuerpo normativo antes aludido…” 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO CUARENTA Y SEIS 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A MAYRA MUÑOZ NAVA 

ARTÍCULO 1°. – Se concede Pensión por 

Jubilación a MAYRA MUÑOZ NAVA, quien ha 

prestado sus servicios en el Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de Morelos (DIF 

MORELOS), desempeñando como último cargo el de: 

Secretaria (BASE), adscrita al Departamento de 

Contabilidad, dependiente del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Morelos. 

ARTÍCULO 2. La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 100 % del último salario percibido 

por la trabajadora, y será pagada a partir del día 

siguiente a aquél en que la trabajadora se separe de 

sus labores y será cubierta por el Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Morelos 

(DIF MORELOS). Quien deberá realizar el pago en 

forma mensual, del Presupuesto otorgado en el 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos; 55, 56 y 

58, fracción I, inciso f) de la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3.- La cuantía de la pensión se 

incrementará de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo vigente, integrándose la misma por el 

salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley; 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. – Para dar claridad y certeza 

jurídica al beneficiario respecto del artículo 2° del 

presente Decreto, la Dependencia obligada al pago de 

la pensión será a cargo del Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de Morelos (DIF 

MORELOS), como Órgano Público descentralizado 

con Personalidad Jurídica y Patrimonio propio, 

sectorizado a la Secretaría de Salud. 

TERCERO. – Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 714/2024; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

CUARTO. - El presente Decreto, entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del día doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, 
en el juicio de amparo número 608/2024, promovido 
por ROSALBA SALGADO SALGADO, ejecutoria que 
resuelve conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 
acto reclamado y autoridades responsables que 
quedaron precisados en el proemio de la misma. 

Así también, respecto a las observaciones 
realizadas por el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos, al Decreto número Cuarenta y Ocho, 
mediante el cual se concede pensión por Jubilación, a 
la C. Rosalba Salgado Salgado, presentado al Pleno 
de la Asamblea Legislativa, en el cual se establecen 
los siguientes: 

“ANTECEDENTES: 
1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 25 de enero de 2024, la 
C. Rosalba Salgado Salgado por su propio derecho y 
en virtud de ser servidora pública al servicio del 
Gobierno del Estado de Morelos, solicitó de esta 
Soberanía le fuera otorgada pensión por Jubilación, 
toda vez que se ubica en los supuestos establecidos 
en la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos para 
gozar de dicha prestación de seguridad social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 
respuesta a lo solicitado, la C. Rosalba Salgado 
Salgado interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado 
Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, quien por 
sentencia de fecha veinte de junio de dos mil 
veinticuatro, dictada en el Expediente 608/2024, 
concedió el amparo y protección solicitados para el 
efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 
vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 
resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 
la pensión solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 
integrado debidamente el expediente respectivo, 
habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 
haber verificado fehacientemente la antigüedad 
devengada por dicha servidora pública, es por lo que 
se sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su 
lectura y aprobación, el Dictamen con Proyecto de 
Decreto respectivo, siendo aprobado en sesión 
ordinaria del Pleno de esta Legislatura el día 27 de 
febrero de 2025, mediante el Decreto Número 
Cuarenta y Ocho. 

4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 
Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 
conocimiento del Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 
para los efectos legales correspondientes. 

5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 
Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 
2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 
Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 
fracción I y VIII, y 22, fracciones 1 y XIII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 
fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 
Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 
del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 
de sus atribuciones el Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado formuló al mencionado Decreto para 
someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 
SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/2025, de fecha 03 de 
abril de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que 
por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 
Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 
los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 
la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 
La Titular del Ejecutivo Estatal, realiza una 

primera observación en la cual expone lo siguiente: 
“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 

correspondientes artículos 2, que el pago de la 
pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 
"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 
Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 
en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 
Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto.” 
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No obstante, se estima que la redacción 

empleada genera una inadecuada interpretación de 

los citados preceptos, situación que puede inducir al 

error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 

los artículos en cuestión es que Dentro del 

presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 

deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 

se encuentra relacionado con lo determinado en el 

artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 

que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 

2025, que menciona que cuando existan obligaciones 

de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 

correspondientes a las Dependencias u Organismo 

Auxiliares, siempre y cuando estos recursos tengan 

como origen el gasto corriente de las Dependencias, 

disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 

recursos que se transfieran sean elegibles para tal 

aplicación, es decir que las adecuaciones 

presupuestales a las que se hace referencia en el 

citado artículo, consisten principalmente en aquellas 

dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 

habla de una ampliación presupuestal; ya que en caso 

de que los recursos con los que cuenten no resulten 

suficientes tal y como lo señalan los citados Decretos 

pensionarios, lo que las Entidades podrían llegar a 

requerir, no es una reasignación presupuestal, sino 

una ampliación presupuestal, misma que el Poder 

Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 

través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 

debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 

Hacienda, y en su debido momento determinar si es 

procedente o no a través de una iniciativa de 

modificación al presupuesto de Egresos que deberá 

aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 

el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 

Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 

del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 

que la reasignación de la que se habla es respecto de 

los propios recursos asignados a los respectivos entes 

públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 

de evitar una interpretación equívoca por parte de los 

Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 

estar en posibilidades de solicitar una reasignación 

presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 

Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 

reasignación de los recursos propios con los que 

cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 

realice la adecuación de la redacción correspondiente, 

en los términos siguientes:  

a) Para e caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para eI ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto...." 

b) Para los demás casos: 

"...,del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 

Decreto.” 

Una vez analizados los argumentos que 

contienen la presente Observación, así como de la 

revisión al Decreto observado y de la documentación 

que integra el expediente respectivo, esta Comisión 

Legislativa considera que es procedente la misma; 

toda vez que para que exista una mayor claridad en el 

texto del artículo 2º  del Decreto observado y evitando 

confusión y en lo posible inducir al error al Ente 

Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 

otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 

adecuaciones correspondientes a la redacción del 

texto del artículo 2º , en términos de la propuesta 

planteada por la Titular del Poder Ejecutivo Estatal 

para su plena y total legalidad y validez. 
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El Titular del Ejecutivo, realiza una segunda 

observación en la cual expone lo siguiente: 

“II. Con relación al Decreto 48, en cumplimiento 

a la resolución dictada por la autoridad jurisdiccional 

competente, dentro del Juicio de Amparo 608/2024, 

vinculada con la vulneración al derecho de petición 

establecido en el artículo 8º Constitucional, ese 

Congreso del Estado determinó procedente conceder 

una pensión por Jubilación a la C. Rosalba Salgado 

Salgado, a razón del equivalente a cuarenta veces el 

salario mínimo general vigente, de conformidad con 

los artículos 55, 56, 58, fracción II, inciso c), de la Ley 

del Servicio Civil del Estado de Morelos, pues tal y 

como de dictaminó por la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social de ese Congreso del 

Estado de Morelos, en la Consideración Tercera del 

Decreto 48, se ratificó que la beneficiaria prestó sus 

servicios ante el Poder Ejecutivo Estatal y el Instituto 

del Deporte y Cultura Física del Estado de Morelos, 

señalando que se acreditaron 26 años, y 20 días de 

servicio efectivo de trabajo interrumpido, habiendo 

desempeñado como último cargo el de “Auxiliar 

Técnico de Egresos”, adscrita a la Unidad Deportiva 

Centenario, del 16 de enero de 2021, al 12 de 

diciembre de 2024. 

Al efecto, es preciso destacar que la citada 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social de 

ese Congreso del Estado de Morelos se allega a esa 

conclusión y dictaminación dado que, tal y como se 

precisa en la Consideración Cuarta del propio Decreto 

48, “…de conformidad a la constancia de salarios con 

fecha 18 de enero de 2024, expedida por la 

Coordinadora de área Administrativa del Instituto del 

Deporte y Cultura Física del Estado de Morelos, se 

hace constar que la interesada, a esa fecha obtiene 

una percepción mensual total de $12,000.00 (Doce Mil 

Pesos 00/100)…”; por tanto, refiere que”…la pensión 

solicitada y debidamente actualizada en cuadra en lo 

previsto por el artículo 16 penúltimo párrafo, del 

cuerpo normativo antes aludido, por lo que la pensión 

decretada será a razón del equivalente de 40 veces el 

salario mínimo general vigente en la entidad,…”, 

precisando para ello que, “…al haber acreditado una 

antigüedad de servicio efectivo de 26 años, 20 días, 

conforme a lo relatado con antelación, la pensión 

mensual correspondiente equivale al 90% de su último 

salario; ($12,000.00 x 90%=$10,800.00), es decir 

inferior al equivalente de cuarenta veces el salario 

mínimo general vigente.”; de ahí que se decrete que la 

pensión en ciernes sea a razón del equivalente de 40 

veces el salario mínimo general vigente en la entidad.  

Al respecto, es de suma importancia destacar 

que en el presente caso, en el cálculo de la pensión 

realizado por esa Comisión dictaminadora se toma 

como base el salario mínimo general vigente 

correspondiente al año 2025, esto es: $278.80, siendo 

que el último puesto desempeñado por la beneficiaria 

de la pensión en ciernes lo fue el 12 de diciembre de 

2024; de ahí que, atendiendo lo dispuesto en el 

artículo 66 de la referida Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos, a efecto de dictaminar la 

procedencia de la pensión de mérito en los términos 

que fuera aprobado, el cálculo correspondiente debió 

de realizarse tomando como base el último salario 

percibido por la beneficiaria, es decir, es decir, debió 

tomarse en consideración el salario mínimo general 

vigente correspondiente al año 2024, esto es: $248.93, 

siendo que se precisa que la beneficiaria dejó de 

desempeñar su último cargo el 12 de diciembre de 

2024.” 

… 

“De lo que resulta evidente que la pensión 

otorgada mediante el Decreto 48 que nos ocupa, 

resulta, resulta procedente a razón del 90% del último 

salario percibido por la beneficiaria de la pensión, y no 

así a razón del equivalente de 40 veces el salario 

mínimo general vigente en la entidad, como fuera 

aprobado por ese Congreso del Estado; ello, sin dejar 

de precisar que, en su caso, se podría generar una 

carga presupuestal considerable para el Instituto del 

Deporte y Cultura Física del Estado de Morelos, 

organismo público descentralizado obligado al pago de 

la pensión de mérito.”  

Una vez analizados los argumentos que 

contienen la presente Observación, esta Comisión 

Legislativa considera que no es procedente la misma; 

toda vez que si bien es cierto el artículo 66 de la Ley 

del Servicio Civil del Estado de Morelos en su primer 

párrafo prevé que los porcentajes y montos de las 

pensiones a que se refiere este Capítulo, se calcularán 

tomando como base el último salario percibido por el 

trabajador; también lo es que el diverso 58 de la citada 

Ley, que establece expresamente la pensión por 

jubilación, en su penúltimo párrafo previene que el 

monto de la pensión mensual a que se refiere ese 

artículo, en ningún caso podrá ser inferior al 

equivalente de 40 veces el salario mínimo general 

vigente en la entidad, debiendo entenderse éste 

último, al vigente al momento de otorgarse la pensión 

jubilatoria, y no al salario mínimo correspondiente al 

año de 2024 como lo es en el presente caso.  
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Lo anterior por identidad de razón, se corrobora 

con lo que disponen los artículos 60, antepenúltimo 

párrafo y 65, fracción II, último párrafo, que prevén las 

pensiones por invalidez y las pensiones a favor de los 

beneficiarios en caso de muerte del trabajador en 

activo o pensionado y que se refiere a los topes tanto 

mínimos como máximos en el monto de las pensiones 

a otorgar, que a la literalidad disponen lo siguiente: 

“Artículo 60.- La cuota mensual de la pensión 

por invalidez, se otorgará a los trabajadores que se 

incapaciten física o mentalmente por causa o motivo 

del desempeño de su cargo o empleo; o por causas 

ajenas al desempeño de éste, con base a lo siguiente:  

I.- cuando la incapacidad sea por causa o 

motivo del desempeño de su cargo o empleo, la 

pensión se pagará de acuerdo al porcentaje o grado 

de invalidez que se determine en el dictamen médico.  

II.- para el caso de que la incapacidad sea por 

causas ajenas al desempeño del trabajo, se cubrirá 

siempre y cuando el trabajador hubiese efectivamente 

laborado el término mínimo de un año anterior a la 

fecha en que ocurrió la causa de la invalidez, y se 

calculará de acuerdo al grado de incapacidad que se 

determine en el dictamen médico. En este caso el 

monto de la pensión no podrá exceder del 60% del 

salario que el trabajador venía percibiendo hasta antes 

de la invalidez, o en su caso a elección del trabajador, 

éste será repuesto a desempeñar labores de acuerdo 

a las aptitudes y condiciones en que se encuentre. 

En ambos casos el monto de la pensión no 

podrá ser inferior al equivalente de 40 veces el salario 

mínimo general vigente en la entidad; ni exceder del 

equivalente a 300 veces el salario mínimo general 

vigente en la entidad, al momento de ser otorgada la 

pensión.” 

“Artículo 65.- Tienen derecho a gozar de las 

pensiones especificadas en este Capítulo, en orden de 

prelación, las siguientes personas:  

I.- El titular del derecho; y  

II.- Los beneficiarios en el siguiente orden de 

preferencia:” 

… 

“En ningún caso, el monto de la pensión podrá 

exceder de 300 veces el salario mínimo General 

vigente en la entidad, al momento de otorgar la 

pensión.” 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 

sirve:  

DICTAMINAR 

PRIMERO.- Se determinan como 

PARCIALMENTE PROCEDENTES las observaciones 

realizadas por el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, al DECRETO NÚMERO CUARENTA Y 

OCHO, POR EL QUE SE OTORGA PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A LA CIUDADANA ROSALBA 

SALAGADO SALGADO. 

SEGUNDO.- Túrnese a la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión Legislativa de Trabajo, Previsión 

y Seguridad Social del Congreso del Estado de 
Morelos, le fue turnada para su cumplimiento, la 

sentencia dictada por el Juzgado Octavo de Distrito en 
el Estado de Morelos, en el juicio de amparo número 

608/2024, promovido por la C. Rosalba Salgado 
Salgado, en la que se concedió la pretensión 

constitucional respecto del acto y autoridad que 
quedaron precisados en el resultando primero de la 

ejecutoria señalada.  
En atención al citado turno y con fundamento en 

los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 

fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 
Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 

Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 
ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 

al tenor de los siguientes:  
ANTECENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 
materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que el presidente de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 
II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 
fecha seis de mayo de dos mil veinticuatro presentado 

en la Oficina de Correspondencia Común de los 
Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 
Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 
“…Del Congreso del estado de Morelos y la 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 
propio Congreso, se reclama la omisión de proveer 

sobre el otorgamiento de la jubilación, solicitada 
mediante escrito presentado el veinticinco de enero de 

dos mil veinticuatro, ante el Congreso del estado de 
Morelos.” 
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IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 

siete de mayo de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Octavo de Distrito 

en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 

608/2024. 
V. - Posteriormente, en fecha veintiuno de junio 

dos mil veinticuatro le fue notificado a este Congreso 
del Estado, la sentencia de fecha veinte del mismo 

mes y año emitida por el Juez Octavo de Distrito en el 
Estado de Morelos, causando ejecutoria el diez de 

julio del citado año, por la cual resolvió conceder el 
Amparo y Protección de la Justicia Federal a Rosalba 

Salgado Salgado, en los siguientes términos: 
RESUELVE: 

“ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 
protege a Rosalba Salgado Salgado, respecto de las 

autoridades y actos precisados en el considerando 
segundo, por las consideraciones y fundamentos 

vertidos en el quinto y para los efectos del último 
considerando de esta sentencia.” 

… 
“SÉPTIMO. Efectos del amparo. En términos de 

lo dispuesto en los artículos 74, fracción V, y 77 
fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, a 

continuación, se determinarán con precisión los 
efectos del amparo, especificándose las medidas que 

las autoridades o particulares deben adoptar para 
asegurar su estricto cumplimiento y la restitución del 

quejoso en el goce del derecho humano que se 
consideró infringido. 

Se otorga el amparo y protección de la justicia 
de la Unión solicitado por la quejosa para el efecto de 

que el Congreso del estado de Morelos y la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del propio 

Congreso, en forma inmediata: 
Emita contestación al escrito presentado el dos 

de junio de dos mil veintidós,(sic) por el que la parte 
quejosa solicitó se dictaminara la procedencia del 

otorgamiento de la pensión por jubilación a favor de la 
parte quejosa. 

Notifique, en términos de la Ley que rija su 
actuar, su respuesta a la parte quejosa en el domicilio 

que señaló para tal efecto. 
En el entendido de que lo resuelto en esta 

sentencia no obliga a la autoridad responsable a 
resolver en un determinado sentido, ello en virtud de 

que el derecho fundamental consagrado en el artículo 
8° constitucional tiende a asegurar la emisión de una 

respuesta que sea congruente, completa, rápida y 
sobre todo, fundada y motivada, no así a que 

necesariamente se resuelva en los términos 
solicitados por el peticionario.” 

VI.- Ahora bien, dado que, la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa se pronuncie, respecto a la solicitud de 
pensión por Jubilación presentada por la C. Rosalba 

Salgado Salgado presentada el veinticinco de enero 
de dos mil veinticuatro  

En mérito de lo anteriormente expuesto, y en 

estricto cumplimiento a la sentencia ejecutoria referida 
con anterioridad, esta Comisión dictaminadora somete 

a la consideración del Pleno de la Asamblea, lo 
siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
38 de la Constitución Política  del Estado Libre y 

Soberano de Morelos, 57 y 67 fracción I de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado, los suscritos 

integrantes de la Comisión de Trabajo, Previsión y 
Seguridad Social de la LVI Legislatura del Congreso 

del Estado de Morelos, tenemos a bien resolver 
mediante Dictamen con Proyecto de Decreto, la 

solicitud de pensión por Jubilación de la Ciudadana 
Rosalba Salgado Salgado, presentada en la fecha 

señalada en el párrafo que antecede ante esta 
Soberanía, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERANDOS 
PRIMERA. - Mediante escrito presentado de 

fecha 25 de enero de 2024, ante este Congreso del 
Estado de Morelos Rosalba Salgado Salgado, por su 

propio derecho, solicitó le sea otorgada pensión por 
Jubilación de conformidad con la Ley del Servicio Civil 

del Estado de Morelos, acompañando a su petición la 
documentación exigida por el artículo 57, apartado A), 

fracciones I, II y III del marco legal mencionado 
consistentes en: acta de nacimiento, hoja de servicios 

expedida por el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos; así como, hoja de servicios y carta de 

certificación de salario expedidas por el Instituto del 
Deporte y Cultura Física del Estado de Morelos. 

SEGUNDA. - Al tenor del artículo 56 de la Ley 
del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 

jubilación se otorgará mediante decreto que expida el 
Congreso del Estado una vez satisfechos los 

requisitos que establece la misma y los demás 
ordenamientos legales aplicables y el pago de la 

misma, se generará a partir de la fecha en que entre 
en vigencia el decreto respectivo. Si la pensionada se 

encuentra en activo, a partir de la vigencia del decreto 
cesarán los efectos de su nombramiento. La 

trabajadora que se hubiere separado justificada o 
injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 
pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 
mismo ordenamiento, la pensión por jubilación, se 

otorgará a la trabajadora que conforme a su 
antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente.  

TERCERA. - Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 
fehacientemente la antigüedad de Rosalba Salgado 

Salgado, por lo que se acreditan 26 años, y 20 días de 
servicio efectivo de trabajo interrumpido, siendo que 

ha prestado servicios en el Poder Ejecutivo del Estado 
de Morelos, desempeñando los cargos siguientes:  
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Contadora de Oficina, adscrita a la Dirección 
General de Contabilidad, del 15 de noviembre de 
1996, al 15 de agosto de 1998; Jefa de Departamento, 
adscrita a la Dirección General de Contabilidad de la 
Secretaria de Hacienda, del 16 de agosto de 1998, al 
15 de mayo de 2003; Subdirectora de Control e 
Información, adscrita a la Dirección General de 
Contabilidad de la Secretaria de Hacienda, del 16 de 
mayo de 2003, al 15 de junio de 2006; Subdirectora de 
Contabilidad, adscrita a la Dirección General de 
Contabilidad de la Secretaria de Hacienda, del 16 de 
mayo de 2006, al 15 de julio de 2009; Subdirectora de 
Contabilidad de Egresos, adscrita a la Dirección 
General de Contabilidad de la Secretaria de Finanzas 
y Planeación, del al 16 de julio de 2009, al 30 de abril 
de 2011; Subdirectora de Contabilidad de Ingresos, 
adscrita a la Dirección General de Contabilidad de la 
Secretaria de Finanzas y Planeación, del al 01 de 
mayo de 2011, al 15 de octubre de 2012; Jefa de 
Departamento de Contabilidad, adscrita a la Dirección 
General del Instituto del Deporte y Cultura Física, del 
05 de noviembre de 2012, al 15 de octubre de 2018; 
Jefa de Departamento de Recursos Materiales, 
adscrita a la Dirección General del Instituto del 
Deporte y Cultura Física, del 01 de octubre de 2020, al 
15 de enero de 2021, fecha en que causo baja. 

Así mismo ha prestado sus servicios en el 
Instituto del Deporte y Cultura Física del Estado de 
Morelos, desempeñando los cargos siguientes:  

Jefa de Departamento de Recursos Materiales, 
adscrita a la Unidad Deportiva Centenario, del 16 de 
enero de 2021, al 31 de julio de 2021; Auxiliar Técnico 
de Egresos, adscrita a la Unidad Deportiva 
Centenario, del 16 de enero de 2021, al 12 de 
diciembre de 2024, fecha en que se expidió a 
constancia de referencia. 

De lo anterior se desprende que la jubilación 
solicitada encuadra en lo previsto por el artículo 58, 
fracción II, inciso c) del cuerpo normativo antes 
aludido. 

CUARTA. - Por otra parte, es de advertirse que 
de conformidad a la constancia de salarios con fecha 
18 de enero de 2024, expedida por la Coordinadora de 
Área Administrativa del Instituto del Deporte y Cultura 
Física del Estado de Morelos, se hace constar que la 
interesada, a esa fecha obtiene una percepción 
mensual total de $12,000.00 (Doce Mil Pesos 00/100 
M.N.) 

Ahora bien, el penúltimo párrafo del artículo 58 
de la Ley que nos ocupa, prevé que en la Pensión por 
Jubilación, el monto de la pensión mensual en ningún 
caso podrá ser inferior al equivalente de cuarenta 
veces el salario mínimo general vigente (s. m. g. v= 
$278.80x40=$11,152.00), en el caso que nos ocupa, al 
haber acreditado una antigüedad de servicio efectivo 
de 26 años, 20 días, conforme a lo relatado con 
antelación, la pensión mensual correspondiente 
equivale al 90% de su último salario; ($12,000.00  x 
90% = $10,800.00), es decir inferior al equivalente de 
cuarenta veces el salario mínimo general vigente. 

De lo anterior se desprende que la pensión 

solicitada y debidamente actualizada encuadra en lo 

previsto por el artículo 58 penúltimo párrafo, del 

cuerpo normativo antes aludido, por lo que la pensión 

decretada será a razón del equivalente de 40 veces el 

salario mínimo general vigente en la entidad, por lo 

que al quedar colmados los requisitos de la Ley, lo 

conducente es conceder a la trabajadora en referencia 

el beneficio solicitado a esta Soberanía…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO CUARENTA Y OCHO  

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A ROSALBA SALGADO SALGADO 

ARTÍCULO 1°. - Se concede Pensión por 

Jubilación a Rosalba Salgado Salgado, quien ha 

prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, así como en el Instituto del 

Deporte y Cultura Física del Estado de Morelos, 

desempeñando como último cargo el de: Auxiliar 

Técnico de Egresos, adscrita a la Unidad Deportiva 

Centenario. 

ARTÍCULO 2°.- La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del equivalente a cuarenta veces el 

salario mínimo general vigente y será pagada a partir 

del día siguiente a aquél en que la trabajadora se 

separe de labores y será cubierta por el Instituto del 

Deporte y Cultura Física Estado de Morelos, Quien 

deberá realizar el pago en forma mensual, del 

Presupuesto otorgado en el Decreto Número 

Veinticinco, por el que se aprueba el Presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 

ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 

2025, en términos de los artículos Primero, cuarto 

párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo octavo, 

Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo Noveno, 

parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos 55, 56 y 

58, fracción II, inciso c) de la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3º El monto de la pensión se 

calculará tomando como base los cuarenta salarios 

mínimos, incrementándose la cuantía de acuerdo con 

el aumento porcentual al salario mínimo general 

vigente, integrándose la misma por el salario, las 

prestaciones, las asignaciones y el aguinaldo, según lo 

cita el artículo 66 de la misma ley; 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. – Para dar claridad y certeza 

jurídica a la beneficiaria respecto del artículo 2° del 

presente Decreto, la instancia obligada al pago de la 

pensión será a cargo de Instituto del Deporte y Cultura 

Física Estado de Morelos, como Organismo Público 

descentralizado con Personalidad Jurídica y 

Patrimonio Propio, sectorizado a la Secretaría de 

Educación. 

TERCERO. - Como lo ordena la Autoridad 

Judicial Federal en la ejecutoria que se cumplimenta, 

notifíquese personalmente a la peticionaria C. 

ROSALBA SALGADO SALGADO, en el domicilio que 

haya señalado para oír y recibir notificaciones. 

CUARTO. - A efecto de dar debido 

cumplimiento a la sentencia pronunciada en el Juicio 

de Amparo Número 608/2024 promovido por la C. 

ROSALBA SALGADO SALGADO, infórmese al 

Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos 

del presente Decreto, cumpliendo lo dispuesto en el 

Artículo 105 de la Ley de Amparo, ambas 

notificaciones por conducto de la Dirección Jurídica de 

este Congreso del Estado de Morelos. 

QUINTO. - El presente Decreto, entrará en vigor 

a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del día doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II, del 
artículo 40, de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, respecto a las observaciones realizadas 
por el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, al 
DECRETO NÚMERO SESENTA Y UNO, por el que se 
concede pensión por jubilación a IRMA ZSWLLETH 
CASTRO TAPIA, presentado al Pleno de la Asamblea 
Legislativa, en el cual se establecen los siguientes: 

“ANTECEDENTES 
1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 10 de agosto de 2023, 
la C. Irma Zswlleth Castro Tapia por su propio derecho 
y en virtud de ser servidor público al servicio del Poder 
Judicial del Estado de Morelos, solicitó de esta 
Soberanía le fuera otorgada pensión por JUBILACIÓN, 
toda vez que se ubica en los supuestos establecidos 
en la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos para 
gozar de dicha prestación de seguridad social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 
respuesta a lo solicitado, la C.  Irma Zswlleth Castro 
Tapia interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado 
Quinto de Distrito en el Estado de Morelos, quien por 
sentencia de fecha veintinueve de mayo de dos mil 
veinticuatro, dictada en el Expediente 730/2024, 
concedió el amparo y protección solicitados para el 
efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 
vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 
resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 
la pensión solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 
integrado debidamente el expediente respectivo, 
habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 
haber verificado fehacientemente la antigüedad 
devengada por dicho servidor público, es por lo que se 
sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su lectura 
y aprobación, el Dictamen con Proyecto de Decreto 
respectivo, siendo aprobado en sesión ordinaria del 
Pleno de esta Legislatura el día 27 de febrero de 2025, 
mediante el Decreto Número Sesenta y uno. 

4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 
Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 
conocimiento del Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 
para los efectos legales correspondientes. 
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5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 
Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 
2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 
Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 
fracción I y VIII, y 22, fracciones 1y XIII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 
fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 
Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 
del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 
de sus atribuciones el Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado formuló al mencionado Decreto para 
someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 
SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/25, de fecha 03 de 
abril de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que 
por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 
Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 
los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 
la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 
La Titular del Poder Ejecutivo Estatal, realiza la 

única observación aplicable en la cual expone lo 
siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 
correspondientes artículos 2, que el pago de la 
pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 
"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 
Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 
en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 
Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto.” 

No obstante, se estima que la redacción 

empleada genera una inadecuada interpretación de 

los citados preceptos, situación que puede inducir al 

error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 

los artículos en cuestión es que Dentro del 

presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 

deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 

se encuentra relacionado con lo determinado en el 

artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 

que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 

2025, que menciona que cuando existan obligaciones 

de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 

correspondientes a las Dependencias u Organismo 

Auxiliares, siempre y  cuando estos recursos tengan 

como origen el gasto corriente de las Dependencias, 

disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 

recursos que se transfieran sean elegibles para tal 

aplicación, es decir que las adecuaciones 

presupuestales a las que se hace referencia en el 

citado artículo, consisten principalmente en aquellas 

dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 

habla de una ampliación presupuestal ; ya que en 

caso de que los recursos con los que cuenten no 

resulten suficientes tal y como lo señalan los citados 

Decretos pensionarios, lo que las Entidades podrían 

llegar a requerir, no es una reasignación presupuestal, 

sino una ampliación presupuestal, misma que el Poder 

Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 

través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 

debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 

Hacienda, y en su debido momento determinar si es 

procedente o no a través de una iniciativa de 

modificación al presupuesto de Egresos que deberá 

aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 

el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 

Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 

del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 

que la reasignación de la que se habla es respecto de 

los propios recursos asignados a los respectivos entes 

públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 

de evitar una interpretación equívoca por parte de los 

Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 

estar en posibilidades de solicitar una reasignación 

presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 

Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 

reasignación de los recursos propios con los que 

cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 

realice la adecuación de la redacción correspondiente, 

en los términos siguientes:  
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a) Para el caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para eI ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto...." 

b) Para los demás casos: 

"...,del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 

Decreto.” 

Una vez analizados los argumentos que 

contienen la presente Observación, así como de la 

revisión al Decreto observado y de la documentación 

que integra el expediente respectivo, esta Comisión 

Legislativa considera que es procedente la misma; 

toda vez que para que exista una mayor claridad en el 

texto del artículo 2 del Decreto observado y evitando 

confusión y en lo posible inducir al error  al Ente 

Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 

otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 

adecuaciones correspondientes a la redacción del 

texto del artículo 2, en términos de la propuesta 

planteada por la Titular del Poder Ejecutivo Estatal 

para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 
sirve:  

DICTAMINAR 
PRIMERO.- Se determinan como  

PROCEDENTE las observación realizada por el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 
NÚMERO SESENTA Y UNO, POR EL QUE SE 
OTORGA PENSIÓN POR JUBILACIÓN A LA 
CIUDADANA IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA. 

SEGUNDO.- Túrnese a la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 
turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de Morelos, 
dentro del juicio de amparo número 730/2024, 
promovido por IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA, 
sentencia que resuelve que la Justicia de la Unión 
AMPARA Y PROTEGE a la citada quejosa, respecto 
del acto y autoridades que quedaron precisadas en 
dicha resolución.  

En atención al citado turno y con fundamento en 
los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 
Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 
Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 
ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 
al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 
del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 
las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 
Legislativa, atender los asuntos que el presidente de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 
posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 
a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 
conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 
fecha dos de mayo de dos mil veinticuatro presentado 
en la Oficina de Correspondencia Común de los 
Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 
promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 
Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se 
transcribe: 

“La omisión de acordar el escrito presentado el 
diez de agosto de dos mil veintitrés, por el cual solicitó 
le sea otorgada la pensión por jubilación.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
seis de mayo de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Quinto de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
730/2024. 
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V. - Posteriormente, en fecha tres de junio dos 
mil veinticuatro le fue notificado a este Congreso del 
Estado, la sentencia de fecha veintinueve de mayo del 
mismo año emitida por el Juez Quinto de Distrito en el 
Estado de Morelos, causando ejecutoria el veinticinco 
de junio del citado año, por la cual resolvió conceder el 
Amparo y Protección de la Justicia Federal a IRMA 
ZSWLLETH CASTRO TAPIA, en los siguientes 
términos: 

RESUELVE: 
… 
“ÚNICO. La justicia por tal motivo, con 

fundamento en el artículo 77 de la Ley de Amparo, se 
concede la protección de la justicia federal a la 
quejosa IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA a efecto 
de restituirle en el goce de su derecho vulnerado. 

… 
“Quinto. Efectos de la sentencia. Las 

autoridades responsables Presidente de la Mesa 
Directiva y Presidenta de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, ambos pertenecientes al 
Congreso del Estado de Morelos de la LV Legislatura, 
de manera inmediata deberán: Emitir respuesta 
completa, congruente, fundada y motivada respecto 
del escrito presentado por la parte quejosa el diez de 
agosto de dos mil veintitrés, en el que solicitó la 
tramitación de la pensión por jubilación, y, tome en 
consideración para ello, la hoja servicios que no 
excede de seis meses a la presentación de la solicitud, 
así como la copia del acta de nacimiento que en su 
momento se agregaron a la petición.  

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de IRMA 
ZSWLLETH CASTRO TAPIA presentada el diez de 
agosto de dos mil veintitrés. En mérito de lo 
anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 
la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 
Comisión dictaminadora somete a la consideración del 
Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito de IRMA 
ZSWLLETH CASTRO TAPIA presentado ante esta 
Soberanía el diez de agosto de dos mil veintitrés, 
mediante el cual solicita la pensión por jubilación, bajo 
los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 
PRIMERA. En fecha 10 de agosto de 2023, 

IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA , por su propio 
derecho, presentó ante este Congreso solicitud de 
pensión por Jubilación de conformidad con la hipótesis 
contemplada en el  artículo 58, fracción II, inciso b), de 
la Ley del Servicio Civil del Estado, acompañando a su 
petición la documentación exigida por el artículo 57, 
apartado A), fracciones I, II y III, del marco legal antes 
mencionado, consistentes en: acta de nacimiento, hoja 
de servicios y carta de certificación de salario 
expedidas por el Poder Judicial  del Estado de 
Morelos. 

SEGUNDA. Al tenor del artículo 56 de la Ley del 
Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 
jubilación se otorgará mediante decreto que expida el 
Congreso del Estado una vez satisfechos los 
requisitos que establece la misma y los demás 
ordenamientos legales aplicables y el pago de la 
misma, se generará a partir de la fecha en que entre 
en vigencia el decreto respectivo. Si la pensionada se 
encuentra en activo, a partir de la vigencia del decreto 
cesarán los efectos de su nombramiento. La 
trabajadora que se hubiere separado justificada o 
injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 
fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 
pago de su pensión a partir del siguiente día de su 
separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 
mismo ordenamiento, la pensión por jubilación, se 
otorgará a la trabajadora que conforme a su 
antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente.  

TERCERA. Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad de IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA,  
por lo que se acreditan a la fecha de su solicitud 27 
años, 1 mes y 24 días de servicio efectivo de trabajo 
interrumpido, siendo que ha prestado sus servicios en 
el Poder Judicial del Estado de Morelos, 
desempeñando los cargos siguientes: Se nombra 
interinamente Oficial Judicial “D” adscrita a la 
Dirección General de Administración del Poder Judicial 
del Estado, del 01 de septiembre, al 31 de diciembre 
de 1996; Se le nombra Oficial Judicial “D” adscrita a la 
Dirección General de Administración del Poder Judicial 
del Estado, del 01 de enero de 1997, al 15 de junio de 
1998; Se le nombra Oficial Judicial “D” de Base, 
adscrita a la Segunda Sala del H. Tribunal Superior de 
Justicia, del 16 de junio de 1998, al 21 de marzo de 
1999; Se le nombra temporalmente Actuaria de 
Primera Instancia, comisionada en la Sección de 
Amparos de este H. Cuerpo Colegiado con residencia 
en esta Ciudad, del 22 de marzo de 1999, al 07 de 
octubre de 2002; Se le confirma su nombramiento 
como Actuaria de Primera Instancia comisionada en la 
Sección de Amparos de ese H. Cuerpo Colegiado, con 
Residencia en esta Ciudad, del 08 de octubre, al 13 de 
noviembre de 2002; Se le concede licencia sin goce 
de sueldo para separarse del cargo de Actuaria de 
Primera Instancia, del 14 al 29 de noviembre de 2002; 
Se reincorpora a su cargo como Actuaria de Primera 
Instancia, comisionada en la Sección de Amparos de 
ese H. Cuerpo Colegiado, con residencia en esta 
Ciudad, de acuerdo al Oficio 004601 de 
fecha08/10/2002, del 30 de noviembre de 2002, al 31 
de octubre del 2003; Se le concede Licencia sin goce 
de sueldo para separarse de su nombramiento de 
Actuaria de Primera Instancia, del 01 de noviembre, al 
31 de diciembre del 2003; Se reincorpora a su cargo 
como Actuaria de Primera Instancia y a su mismo 
lugar de adscripción de acuerdo al oficio 004601 de 
fecha 08/10/2002, del 01 de enero de 2004 al 14 de 
marzo del 2011; Cambia de adscripción con su mismo 
cargo y emolumentos de Actuaria al Juzgado Primero  
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Civil en Materia Familiar y de Sucesiones de Primera 
Instancia del Noveno Distrito Judicial del Estado, del 
15 de marzo al 09 de agosto del 2011; Cambia de 
adscripción con su mismo cargo y emolumentos de 
Actuaria al Juzgado Sexto Civil en Materia Familiar y 
de Sucesiones de Primera Instancia de Primer Distrito 
Judicial del Estado, del 10 de agosto del 2011, al 15 
de marzo del 2012; Se le concede Licencia sin goce 
de sueldo para separarse de su nombramiento como 
Actuaria adscrita al Juzgado Sexto Civil en Materia 
Familiar y de sucesiones de Primera Instancia del 
Primer Distrito Judicial del Estado, del 16 de marzo, al 
16 de julio del 2012; Se reincorpora de su licencia sin 
goce de sueldo con el mismo cargo de Actuaria a su 
mismo lugar de adscripción, del 17 de julio de 2012, al 
18 de junio del 2015; Se le nombra Secretaria de 
Acuerdos de la Sala Auxiliar del H. Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de Morelos, del 19 de junio de 
2015, al 30 de noviembre de 2021; Se le comunica la 
conclusión de su nombramiento como Secretaria de 
Acuerdos de la Sala Auxiliar del H. Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de Morelos, del 30 de 
noviembre de 2021; Se le comunica designación como 
Secretaria de Acuerdos de Primera Instancia de 
manera temporal e interina al Juzgado Primero 
Familiar de Primera Instancia del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, del 01 de diciembre del 2021; 
Cambia de adscripción con su mismo cargo y 
emolumentos de Secretaria de Acuerdos de Primera 
Instancia al Juzgado Quinto Familiar de Primera 
Instancia del Primer Distrito Judicial del Estado, del 01 
de diciembre del 2021, al 13 de abril del 2023; Se le 
comunica cambio de adscripción con su mismo cargo 
y emolumentos de Secretaria de Acuerdos de Primera 
Instancia temporal e interina a la visitaduría General 
de la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina 
del Poder Judicial del Estado de Morelos, del 14 de 
abril, al 31 de agosto de 2023; Nombramiento 
temporal e interina como Secretaria de Acuerdos de 
Primera Instancia adscrita a la Visitaduría General de 
la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina del 
Poder Judicial del Estado de Morelos, del 01 de 
septiembre del 2023, al 25 de enero del 2024; 
Conclusión del cargo como Secretaria de Acuerdos de 
Primera Instancia adscrita a la visitaduría General de 
la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina del 
Poder Judicial del Estado de Morelos, del 26 de enero 
del 2024; Designación temporal e interina como 
Secretaria de Acuerdos de primera instancia adscrita 
al Juzgado Noveno Familiar de Primera Instancia del 
Primer Distrito Judicial del Estado, con residencia en 
Cuernavaca, Morelos, del 26 de enero, al 29 de abril 
del 2024; Cambia de adscripción con su mismo cargo 
y emolumentos de Secretaria de Acuerdos de primera 
instancia temporal e interina al Juzgado Primero Civil 
de Primera Instancia del Octavo Distrito Judicial del 
Estado con residencia en Xochitepec, Morelos del 30 
de abril, al 15 de mayo del 2024, información que se 
coteja en la constancia en referencia. De lo anterior se 
desprende que la pensión por jubilación solicitada 
encuadra en lo previsto por el artículo 58, fracción II, 
inciso b) del cuerpo normativo antes aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO SESENTA Y UNO 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA 

ARTÍCULO 1°. Se concede pensión por 

Jubilación a la C. IRMA ZSWLLETH CASTRO TAPIA, 

quien ha prestado sus servicios en el Poder Judicial 

del Estado de Morelos, desempeñando como último 

cargo el de: Secretaria de Acuerdos de primera 

instancia temporal e interina al Juzgado Primero Civil 

de Primera Instancia del Octavo Distrito Judicial del 

Estado con residencia en Xochitepec, Morelos. 

ARTÍCULO 2°. La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 95% del último salario del 

solicitante a partir del día siguiente a aquél en que el 

trabajador se separe de sus labores y será cubierta 

por el Poder Judicial del Estado de Morelos, con cargo 

a la partida presupuestal correspondiente al pago de 

Pensiones y Jubilaciones, por el Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Morelos, precisado en el 

artículo Décimo Octavo y conforme a las disposiciones 

establecidas en los artículos Primero, cuarto párrafo, 

Décimo Sexto, párrafo décimo octavo, Vigésimo 

Quinto, primer párrafo y Disposición Transitoria Quinta 

y Anexo 2 del Decreto Número Veinticinco, por el que 

se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno 

del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 

enero al 31 de diciembre de 2025, y las partidas 

respectivas de los ejercicios subsecuentes. En caso 

de que las asignaciones presupuestales consignadas 

en el Decreto referido no resulten suficientes en la 

partida específica de pensiones aprobada al 

mencionado Ente Público, el Ente Público podrá 

solicitar una reasignación presupuestal en términos de 

lo establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto cumpliendo con lo 

que disponen los artículos 55, 56 y 58, fracción II, 

inciso b) de la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos. 
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ARTÍCULO 3°. El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por la trabajadora, incrementándose la 

cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo general vigente, integrándose la misma 

por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. Remítase el presente Decreto a la 

Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los 

efectos correspondientes. 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 730/2024; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. Para estar en condiciones de 

solicitar al Poder Ejecutivo Estatal, la asignación y 

transferencia de recursos para el pago de la pensión, 

a través de la Dirección Jurídica requiérase al Poder 

Judicial del Estado de Morelos, a efecto de que 

informe a este Poder Legislativo la cantidad necesaria 

para el pago de la pensión respectiva. 

CUARTO. El presente Decreto entrará en vigor 

a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 
siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, respecto a las observaciones realizadas 
por el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, al 
DECRETO NÚMERO SESENTA Y CUATRO, por el 
que se concede pensión por jubilación a LUCERO 
LETICIA AYALA ESCOBEDO, presentado al Pleno de 
la Asamblea Legislativa, en el cual se establecen los 
siguientes: 

“ANTECEDENTES: 
1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 05 de octubre de 2023, 
la C. LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO por su 
propio derecho y en virtud de ser servidor público al 
servicio del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
solicitó de esta Soberanía le fuera otorgada pensión 
por JUBILACIÓN, toda vez que se ubica en los 
supuestos establecidos en la Ley de Prestaciones de 
Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de 
Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 
Seguridad Pública, para gozar de dicha prestación de 
seguridad social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 
respuesta a lo solicitado, la C.  LUCERO LETICIA 
AYALA ESCOBEDO interpuso Juicio de Amparo ante 
el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 
Morelos, quien por sentencia de fecha 20 de junio de 
2024, dictada en el Expediente 612/2024, concedió el 
amparo y protección solicitados para el efecto de que 
el Congreso del Estado de Morelos una vez que 
causara ejecutoria la sentencia emitida, resolviera lo 
que en derecho corresponda respecto de la pensión 
solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 
integrado debidamente el expediente respectivo, 
habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 
haber verificado fehacientemente la antigüedad 
devengada por dicho servidor público, es por lo que se 
sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su lectura 
y aprobación, el Dictamen con Proyecto de Decreto 
respectivo, siendo aprobado en sesión ordinaria del 
Pleno de esta Legislatura el día 27 de febrero de 2025, 
mediante el Decreto Número Sesenta y Cuatro. 

4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 
Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 
conocimiento del Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 
para los efectos legales correspondientes. 
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5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 
Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 
2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 
Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 
fracción I y VIII, y 22, fracciones 1y XIII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 
fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 
Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 
del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 
de sus atribuciones el Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado formuló al mencionado Decreto para 
someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 
SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/25, de fecha 03 de 
abril de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que 
por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 
Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 
los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 
la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 
La Titular del Poder Ejecutivo Estatal, realiza la 

única observación aplicable en la cual expone lo 
siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 
correspondientes artículos 2, que el pago de la 
pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 
"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 
Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 
en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 
Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto.” 

No obstante, se estima que la redacción 

empleada genera una inadecuada interpretación de 

los citados preceptos, situación que puede inducir al 

error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 

los artículos en cuestión es que Dentro del 

presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 

deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 

se encuentra relacionado con lo determinado en el 

artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 

que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 

2025, que menciona que cuando existan obligaciones 

de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 

correspondientes a las Dependencias u Organismo 

Auxiliares, siempre y  cuando estos recursos tengan 

como origen el gasto corriente de las Dependencias, 

disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 

recursos que se transfieran sean elegibles para tal 

aplicación, es decir que las adecuaciones 

presupuestales a las que se hace referencia en el 

citado artículo, consisten principalmente en aquellas 

dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 

habla de una ampliación presupuestal ; ya que en 

caso de que los recursos con los que cuenten no 

resulten suficientes tal y como lo señalan los citados 

Decretos pensionarios, lo que las Entidades podrían 

llegar a requerir, no es una reasignación presupuestal, 

sino una ampliación presupuestal, misma que el Poder 

Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 

través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 

debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 

Hacienda, y en su debido momento determinar si es 

procedente o no a través de una iniciativa de 

modificación al presupuesto de Egresos que deberá 

aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 

el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 

Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 

del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 

que la reasignación de la que se habla es respecto de 

los propios recursos asignados a los respectivos entes 

públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 

de evitar una interpretación equívoca por parte de los 

Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 

estar en posibilidades de solicitar una reasignación 

presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 

Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 

reasignación de los recursos propios con los que 

cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 

realice la adecuación de la redacción correspondiente, 

en los términos siguientes:  
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a) Para e caso del Poder Judicial: 

"...con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 

por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 

conforme a las disposiciones establecidas en los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para eI ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto...." 

b) Para los demás casos: 

"...,del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 

Decreto.” 

Una vez analizados los argumentos que 

contienen la presente Observación, así como de la 

revisión al Decreto observado y de la documentación 

que integra el expediente respectivo, esta Comisión 

Legislativa considera que es procedente la misma; 

toda vez que para que exista una mayor claridad en el 

texto del artículo 2 del Decreto observado y evitando 

confusión y en lo posible inducir al error  al Ente 

Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 

otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 

adecuaciones correspondientes a la redacción del 

texto del artículo 2, en términos de la propuesta 

planteada por la Titular del Poder Ejecutivo Estatal 

para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 
sirve:  

DICTAMINAR 
PRIMERO. - Se determinan como 

PROCEDENTE la observación realizada por el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 
NÚMERO SESENTA Y CUATRO, POR EL QUE SE 
OTORGA PENSIÓN POR JUBILACIÓN A LA 
CIUDADANA LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO. 

SEGUNDO.- Túrnese a la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 
turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, 
dentro del juicio de amparo número 612/2024, 
promovido por LUCERO LETICIA AYALA 
ESCOBEDO, sentencia que resuelve que la Justicia 
de la Unión AMPARA Y PROTEGE al citado quejoso, 
respecto del acto y autoridades que quedaron 
precisadas en dicha resolución.  

En atención al citado turno y con fundamento en 
los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 
Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 
Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 
ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 
al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 
del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 
las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 
Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 
posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 
a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 
conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. - El citado promovente, mediante presentado 
el tres de mayo de dos mil veinticuatro presentado en 
la Oficina de Correspondencia Común de los 
Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 
promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 
Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se 
transcribe: 
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“ La falta de contestación a su escrito 
presentado el cinco de octubre de dos mil veintitrés, 
por el que solicitó su pensión por jubilación.” 

    
IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 

siete de mayo de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Sexto de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
612/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha veinticuatro de 
junio del dos mil veinticuatro le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha veinte de 
junio de dos mil veinticuatro emitida por el Juez Sexto 
de Distrito en el Estado de Morelos, causando 
ejecutoria el once de julio del mismo año, por la cual 
resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a LUCERO LETICIA AYALA 
ESCOBEDO, en los siguientes términos: 

“ÚNICO.  La Justicia de la Unión ampara y 
protege a LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO, 
contra el acto y autoridades precisados en el 
considerando segundo, por los motivos expuestos en 
el considerando quinto y para los efectos precisados 
en el diverso sexto de esta sentencia.” 

… 
“SEXTO. EFECTOS DEL AMPARO:  
Demostrada la inconstitucionalidad de la 

omisión reclamada, procede conceder el amparo y 
protección de la Justicia Federal a favor de la parte 
quejosa Lucero Leticia Ayala Escobedo, para el efecto 
de que una vez que cause ejecutoria esta sentencia, 
en términos de lo dispuesto por el artículo 77 de la Ley 
de Amparo: el Congreso del Estado de Morelos y 
Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 
Congreso del Estado, en el respectivo ámbito de su 
competencia: 

 Conteste el escrito petitorio, presentado por la 
parte quejosa el cinco de octubre del dos mil veintitrés. 

 Hecho lo anterior, notifiquen personalmente la 
respuesta correspondiente a la parte quejosa. 

En el entendido que la concesión del amparo no 
implica que la autoridad responsable emita su 
resolución en el sentido en que la parte quejosa lo 
desea.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de 
LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO presentada el 
cinco de octubre de dos mil veintitrés. En mérito de lo 
anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 
la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 
Comisión dictaminadora somete a la consideración del 
Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito presentado ante esta 
Soberanía el cinco de octubre de dos mil veintitrés por 
LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO  solicitando la 
pensión por jubilación, bajo las términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado en 

fecha 05 de octubre del 2023, ante este Congreso del 

Estado de Morelos, LUCERO LETICIA AYALA 

ESCOBEDO, por su propio derecho, solicitó de esta 

Soberanía le sea otorgada pensión por Jubilación, de 

conformidad la Ley de Prestaciones de Seguridad 

Social de las Instituciones Policiales y de Procuración 

de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública, 

acompañando a su petición la documentación exigida 

por el artículo 15, fracción I incisos a) ,b), y c) del 

marco legal antes mencionado, consistentes en: acta 

de nacimiento, hoja de servicios y carta de 

certificación de salario expedidas por la Poder 

Ejecutivo del Estado de Morelos. 

SEGUNDO. - Que al tenor del artículo 14 de la 

Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 

por Jubilación se generará a partir de la fecha en que 

entre en vigor el decreto respectivo. Si el pensionado 

se encuentra en activo, a partir de la vigencia del 

decreto cesarán los efectos de su nombramiento. El 

trabajador que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 16 del 

mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se 

otorgará al trabajador que conforme a su antigüedad 

se ubique en el supuesto correspondiente. 

Del mismo modo se cita el artículo 8, 43 fracción 

I inciso a), 47 fracción I inciso a), 68 primer párrafo y 

105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del 

Estado de Morelos vigente a partir del 25 de agosto de 

2009; artículo 2 fracción II de la Ley de Prestaciones 

de Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de 

Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública. 

Artículo 8.- Los integrantes de las instituciones 

policiales, peritos y ministerios públicos serán 

considerados personal de seguridad pública y deberán 

cumplir con lo dispuesto en la fracción XV, del artículo 

100 de la presente ley; por lo que se sujetarán para su 

ingreso y permanencia a las evaluaciones de 

certificación y control de confianza. 

Artículo 43- Son instituciones en materia de 

Seguridad Pública: 

I. Estatales: 

a) La Secretaría de Seguridad y Protección 

Ciudadana; La Fiscalía General del Estado de 

Morelos; 

Artículo 47.- Las instituciones policiales en 

materia de Seguridad Pública son las siguientes: 

I. Estatales 

a) La policía preventiva, con todas las unidades 

y agrupamientos que prevean sus reglamentos 

respectivos; 
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Artículo 68.- Las relaciones jurídicas entre las 
Instituciones de Seguridad Pública, el personal 
conformado por los cuerpos policíacos, peritos y 
ministerios públicos se regirán por el apartado B, del 
artículo 123, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la propia del Estado, la presente 
Ley y demás disposiciones legales aplicables. 

Artículo 105.- Las Instituciones de Seguridad 
Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones 
previstas como mínimas para los trabajadores al 
servicio del Estado de Morelos y generarán de 
acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus 
presupuestos, una normatividad de régimen 
complementario de seguridad social y 
reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 123, apartado B, fracción XIII, tercer párrafo, 
de la Constitución General. 

Artículo 2.- Son sujetos de esta Ley, los 
miembros de las Instituciones Policiales y de 
Procuración de Justicia siguientes: 

I.- Dentro de las Instituciones Policiales: 
Estatales.- El Secretario de Seguridad Pública, el 
Secretario Ejecutivo, los Titulares, Mandos Superiores 
y Mandos Medios de la Secretaría de Seguridad 
Pública, los elementos de Policía Preventiva Estatal 
con sus grupos de investigación, de Policía Ministerial, 
los elementos de vigilancia y custodia de los 
establecimientos penitenciarios, así como los 
encargados de la seguridad durante los procesos 
judiciales y la vigilancia del cumplimiento de las 
medidas cautelares tanto de adolescentes como de 
adultos. Municipales. - El Secretario de Seguridad 
Pública, los Titulares, Mandos Superiores y Mandos 
Medios de la Secretaría de Seguridad Pública 
Municipal, los elementos policiacos y operativos de 
Seguridad Pública; y 

Con fundamento en las disposiciones de la Ley 
del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 
Morelos transcritas con anterioridad, y con base en los 
artículos 14, 15, 16 y 24 de la Ley de Prestaciones de 
Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de 
Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 
Seguridad Pública, a que se han hecho referencia en 
la consideración I de la presente, es procedente 
analizar la solicitud de pensión por Jubilación. 

TERCERO.- Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 
fehacientemente la antigüedad de LUCERO LETICIA 
AYALA ESCOBEDO, por lo que se acreditan 18 años, 
05 meses y 23 días de servicio efectivo de trabajo 
interrumpido, siendo que ha prestado sus servicios en 
el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
desempeñando los siguientes cargos: 

 Alta como Mecanógrafa, adscrita en la 
Dirección General de Planeación y Operaciones 
Policiacas de la Secretaría de Seguridad Pública, el 01 
de abril de 2005; 

 Cambio de Plaza como Policía Raso, adscrita 
en la Policía Industria, Bancaria y Auxiliar Zona 
Metropolitana de la Secretaría de Seguridad Publica, 
el 16 de noviembre del 2005; 

 Permuta como Policía Raso, adscrita en la 
Subdirección Depósito de Armas de la Comisión 
Estatal de Seguridad Publica, el 16 de octubre del 
2015; 

 Baja como Policía Raso, adscrita en la 
Comisión Estatal de Seguridad Publica, el 15 de mayo 
del 2017; 

 Reingreso como policía Segundo, adscrita en 
la Coordinación Operativa de la Comisión Estatal de 
Seguridad Publica, el 16 de mayo del 2017; 

 Baja como policía Segundo, adscrita en la 
Coordinación Operativa de la Comisión Estatal de 
Seguridad Publica de la Comisión Estatal de 
Seguridad Publica, el 15 de junio del 2022; 

 Reingreso como Policía Primero, adscrita en la 
Dirección General de Proximidad Social de la 
Comisión Estatal de Seguridad Publica, del 16 de junio 
del 2022 al 25 de septiembre del 2023, información 
que se coteja en el recibo de nómina del 26 de 
septiembre del 2023. De lo anterior se desprende que 
la pensión por jubilación solicitada encuadra en lo 
previsto por el artículo 16, fracción II, inciso K) del 
cuerpo normativo antes aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO SESENTA Y CUATRO 
POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  
LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO 

ARTICULO 1. Se concede Pensión por 
Jubilación a LUCERO LETICIA AYALA ESCOBEDO, 
quien ha prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos, desempeñando como último 
cargo el de: Policía Primero, adscrita en la Dirección 
General de Proximidad Social de la Comisión Estatal 
de Seguridad Publica. 

ARTICULO 2. La pensión decretada deberá 
cubrirse a razón del 50% del último salario mensual 
del solicitante a partir del día siguiente a aquél en que 
la trabajadora se haya separado de sus labores y será 
cubierta por la Secretaría de Hacienda del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Quien deberá 
realizar el pago en forma mensual, del Presupuesto 
otorgado en el Decreto Número Veinticinco, por el que 
se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno 
del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2025, en términos de los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo, Vigésimo Noveno, parte final del penúltimo 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta. En caso de 
que las asignaciones presupuestales consignadas en 
el Decreto referido no resulten suficientes en la partida 
específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 
Público, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto, cumpliendo con lo que disponen 
los artículos 14, 15 fracción I y 16 fracción II inciso K 
de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 
Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 
del Sistema Estatal de Seguridad Pública. 
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ARTICULO 3. La pensión concedida deberá 

incrementarse de acuerdo con el aumento porcentual 

al salario mínimo general vigente, atento a lo 

dispuesto por el segundo párrafo del artículo 66 de la 

Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos de 

aplicación supletoria en términos de lo señalado por el 

numeral Décimo Primero Transitorio de la Ley de 

Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, integrándose por el 

salario, las prestaciones, las asignaciones y la 

compensación de fin de año o aguinaldo, de 

conformidad con lo establecido por el segundo párrafo 

del artículo 24 de la Ley antes citada. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. – Notifíquese personalmente al 

quejoso la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 612/2024; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. - El presente Decreto, entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, 

en el juicio de amparo número 609/2024, promovido 

por María Alejandra Enciso Vázquez, ejecutoria que 

resuelve conceder el Amparo y Protección de la 

Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 

acto reclamado y autoridades responsables que 

quedaron precisados en el proemio de la misma. 

Así también, respecto a las observaciones 

realizadas por el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, al Decreto número SETENTA Y CUATRO 

POR EL CUAL SE CONCEDE PENSIÓN POR 

CESANTÍA EN EDAD AVANZADA A LA C. MARÍA 

ALEJANDRA ENCISO VÁZQUEZ, presentado al 

Pleno de la Asamblea Legislativa, en el cual se 

establecen los siguientes: 

“ANTECEDENTES: 

1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 25 de enero de 2024, la 

C. María Alejandra Enciso Vázquez por su propio 

derecho y en virtud de ser servidora pública al servicio 

del Gobierno del Estado de Morelos, solicitó de esta 

Soberanía le fuera otorgada pensión por Cesantía en 

Edad Avanzada, toda vez que se ubica en los 

supuestos establecidos en la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos para gozar de dicha prestación de 

seguridad social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 

respuesta a lo solicitado, la C. María Alejandra Enciso 

Vázquez interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado 

Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, quien por 

sentencia de fecha cuatro de julio de dos mil 

veinticuatro, dictada en el Expediente 609/2024, 

concedió el amparo y protección solicitados para el 

efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 

vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 

resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 

la pensión solicitada. 
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3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 
integrado debidamente el expediente respectivo, 
habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 
haber verificado fehacientemente la antigüedad 
devengada por dicha servidora pública, es por lo que 
se sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su 
lectura y aprobación, el Dictamen con Proyecto de 
Decreto respectivo, siendo aprobado en sesión 
ordinaria del Pleno de esta Legislatura el día 27 de 
febrero de 2025, mediante el Decreto Número Setenta 
y Cuatro. 

4.- Con fecha 07 de marzo de 2025, mediante 
Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 
conocimiento del Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 
para los efectos legales correspondientes. 

5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 
Número JOGE/0057/2025, de fecha 24 de marzo de 
2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 
Estado, con fundamento en los artículos 2, 3, 6, 8, 9, 
fracción I y VIII, y 22, fracciones 1y XIII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, 
fracción I, 7 y 8, fracciones I y V, del Reglamento 
Interior de la Jefatura de la Oficina de la Gubernatura 
del Estado, remitió las Observaciones que en ejercicio 
de sus atribuciones el Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado formuló al mencionado Decreto para 
someterlas a la consideración de esta Soberanía. 

6.- Mediante el Turno No. 
SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/571/2025, de fecha 03 de 
abril de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, informó que 
por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 
Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 
los efectos legales correspondientes.  

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 
la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 
La persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

realiza una única observación en la cual expone lo 
siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 
correspondientes artículos 2, que el pago de la 
pensión de mérito lo será: 

a) Para el caso del Poder Judicial: 
"... con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 
Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 
en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 
Sexto, párrafo décimo séptimo del propio Decreto…” 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 
del propio Decreto.” 

No obstante, se estima que la redacción 
empleada genera una inadecuada interpretación de 
los citados preceptos, situación que puede inducir al 
error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 
los artículos en cuestión es que Dentro del 
presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 
deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 
se encuentra relacionado con lo determinado en el 
artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 
que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 
2025, que menciona que cuando existan obligaciones 
de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 
correspondientes a las Dependencias u Organismo 
Auxiliares, siempre y cuando estos recursos tengan 
como origen el gasto corriente de las Dependencias, 
disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 
recursos que se transfieran sean elegibles para tal 
aplicación, es decir que las adecuaciones 
presupuestales a las que se hace referencia en el 
citado artículo, consisten principalmente en aquellas 
dentro de su propio techo presupuestal y nunca se 
habla de una ampliación presupuestal; ya que en caso 
de que los recursos con los que cuenten no resulten 
suficientes tal y como lo señalan los citados Decretos 
pensionarios, lo que las Entidades podrían llegar a 
requerir, no es una reasignación presupuestal, sino 
una ampliación presupuestal, misma que el Poder 
Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 
través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 
debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 
Hacienda, y en su debido momento determinar si es 
procedente o no a través de una iniciativa de 
modificación al presupuesto de Egresos que deberá 
aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 
el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 
del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 

En ese sentido, resulta inminente que se precise 
que la reasignación de la que se habla es respecto de 
los propios recursos asignados a los respectivos entes 
públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 
de evitar una interpretación equívoca por parte de los 
Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 
estar en posibilidades de solicitar una reasignación 
presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 
Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 
reasignación de los recursos propios con los que 
cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 
realice la adecuación de la redacción correspondiente, 
en los términos siguientes:  
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a) Para e caso del Poder Judicial: 
"... con cargo a la partida presupuestal 

correspondiente al pago de Pensiones y Jubilaciones, 
por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Morelos, precisado en el artículo Décimo Octavo y 
conforme a las disposiciones establecidas en los 
artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para eI ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 
ejercicios subsecuentes. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el 
Decreto referido no resulten suficientes en la partida 
específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 
Público, el Ente Público podrá solicitar una 
reasignación presupuestal en términos de lo 
establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 
décimo séptimo del propio Decreto…" 

b) Para los demás casos: 
"..., del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes en la partida específica de 
pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 
Ente Público podrá solicitar una reasignación 
presupuestal en términos de lo establecido en el 
Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 
Decreto.” 

Una vez analizados los argumentos que 
contienen la presente Observación, así como de la 
revisión al Decreto observado y de la documentación 
que integra el expediente respectivo, esta Comisión 
Legislativa considera que es procedente la misma; 
toda vez que para que exista una mayor claridad en el 
texto del artículo 2º  del Decreto observado y evitando 
confusión y en lo posible inducir al error al Ente 
Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 
otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 
adecuaciones correspondientes a la redacción del 
texto del artículo 2º , en términos de la propuesta 
planteada por la persona Titular del Poder Ejecutivo 
Estatal, para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 
sirve:  

DICTAMINAR 
PRIMERO. - Se determinan como 

PROCEDENTE las observaciones realizada por el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 
NÚMERO SETENTA Y CUATRO, POR EL QUE SE 
OTORGA PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD 
AVANZADA A LA CIUDADANA MARÍA ALEJANDRA 
ENCISO VÁZQUEZ. 

SEGUNDO.- Túrnese a la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 
turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, 
dentro del juicio de amparo número 609/2024, 
promovido por María Alejandra Enciso Vázquez, 
sentencia que resuelve que la Justicia de la Unión 
AMPARA Y PROTEGE al citado quejoso, respecto del 
acto y autoridades que quedaron precisadas en dicha 
resolución.  

En atención al citado turno y con fundamento en 
los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del 
Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 
Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 
ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 
al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 
del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 
las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 
Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 
posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 
a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 
conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito 
presentado el seis de mayo de dos mil veinticuatro 
presentado en la Oficina de Correspondencia Común 
de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 
promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 
Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se 
transcribe: 

“La omisión de dar contestación al escrito de 
veinticinco de enero de dos mil veinticuatro, registrado 
con el folio 3252, mediante el cual solicitó la pensión 
por cesantía en edad avanzada.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
siete de mayo de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Octavo de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
609/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha cinco de julio dos 
mil veinticuatro le fue notificado a este Congreso del 
Estado, la sentencia de fecha cuatro del mismo mes y 
año emitida por el Juez Octavo de Distrito en el Estado 
de Morelos, causando ejecutoria el veintitrés del citado 
mes y año, por la cual resolvió conceder el Amparo y 
Protección de la Justicia Federal a María Alejandra 
Enciso Vázquez, en los siguientes términos: 
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“ÚNICO.  LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA 
Y PROTEGE a MARÍA ALEJANDRA ENCISO 
VÁZQUEZ, respecto de las autoridades y acto 
precisados en el considerando segundo, por las 
consideraciones y fundamentos vertidos en el diverso 
cuarto de esta sentencia.” 

… 
“CUARTO. Efectos del Amparo. 
 Emitan por escrito una respuesta de manera 

fundada, motivada y congruente a la petición realizada 
el veinticinco de enero de dos mil veinticuatro, 
respecto a la solicitud de pensión por cesantía en 
edad avanzada formulada por la quejosa; y 

 Deberá notificarlo en la forma que proceda 
según las leyes que rijan su procedimiento.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de María 
Alejandra Enciso Vázquez presentada el veinticinco de 
enero de dos mil veinticuatro. En mérito de lo 
anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 
la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 
Comisión dictaminadora somete a la consideración del 
Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito presentado ante esta 
Soberanía el veinticinco de enero de dos mil 
veinticuatro   por María Alejandra Enciso Vázquez 
solicitando la pensión por cesantía en edad avanzada, 
bajo las términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 
PRIMERA.- Mediante escrito presentado en 

fecha 25 de enero de 2024, ante este Congreso del 
Estado de Morelos, María Alejandra Enciso Vázquez, 
por su propio derecho, solicitó de esta Soberanía le 
sea otorgada pensión por Cesantía en Edad 
Avanzada, acompañando a su petición la 
documentación exigida por el artículo 57, apartado A), 
fracciones I, II y III, del marco legal antes mencionado, 
consistentes en: acta de nacimiento, hoja de servicios 
expedida por el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos, así como hoja de servicios y carta de 
certificación de salario expedidas por el Instituto del 
Deporte y Cultura Física del Estado de Morelos. 

SEGUNDA. - Que al tenor del artículo 56 de la 
Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 
por cesantía en edad avanzada se generará a partir de 
la fecha en que entre en vigor el decreto respectivo. Si 
el pensionado se encuentra en activo, a partir de la 
vigencia del decreto cesarán los efectos de su 
nombramiento. El trabajador que se hubiere separado 
justificada o injustificadamente de su fuente de 
empleo, antes de la fecha de vigencia del decreto que 
la otorga, recibirá el pago de su pensión a partir del 
siguiente día de su separación. Y de conformidad con 
el artículo 59 del mismo ordenamiento, la pensión por 
cesantía en edad avanzada se otorgará al trabajador 
que habiendo cumplido cuando menos cincuenta y 
cinco años de edad, se separe voluntariamente del 
servicio público o quede separado del mismo con un 
mínimo de 10 años de servicio. 

TERCERA.– Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de María Alejandra 

Enciso Vázquez, por lo que se acreditan 16 años, 16 

días de servicio efectivo de trabajo interrumpido y 61 

años de edad a la fecha de la expedición de la 

constancia en referencia, ya que nació el 20 de marzo 

de 1962, según se acredita con el acta de nacimiento 

acompañada a su solicitud, siendo que ha prestado 

sus servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, habiendo desempeñado los cargos 

siguientes: Jefe de Oficina, adscrito a la Dirección 

General de Administración de la Secretaría de 

Gobierno, del 17 de enero, al 31 de diciembre de 

2000; Profesional Ejecutiva B, adscrita a la Dirección 

General de Administración de la Secretaría de 

Gobierno, del 01 de enero de 2001, al 31 de diciembre 

de 2002; Jefa de Departamento de Operación , 

adscrita a la Dirección General de Administración de la 

Secretaría de Gobierno, del 01 de enero de 2003, al 

15 de abril de 2005; Profesional Ejecutivo, adscrita a la 

Dirección General de Administración de la Secretaría 

de Gobierno, del 16 de abril de 2005, al 30 de 

septiembre de 2012; Profesional Ejecutiva A, adscrita 

a la Dirección General de Administración de la 

Secretaría de Gobierno, del 01 de octubre de 2012, al 

31 de enero de 2013, fecha en la que causó baja. En 

el Instituto del Deporte y Cultura Física del Estado de 

Morelos, ha prestado sus servicios desempeñando el 

cargo de: Auxiliar Técnico de Recursos Humanos, 

adscrito a la Unidad Deportiva Centenario, del 16 de 

enero de 2021, al 31 de octubre de 2024, fecha en que 

fue expedida la constancia de referencia. De lo 

anterior se desprende que la pensión por cesantía en 

edad avanzada solicitada encuadra en lo previsto por 

el artículo 59, inciso f) del cuerpo normativo antes 

aludido, por lo que al quedar colmados los requisitos 

de la Ley, lo conducente es conceder al trabajador en 

referencia el beneficio solicitado…” 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO SETENTA Y CUATRO 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

CESANTÍA EN EDAD AVANZADA A MARÍA 

ALEJANDRA ENCISO VÁZQUEZ 

ARTÍCULO 1°. – Se concede pensión por 

Cesantía en Edad Avanzada a María Alejandra Enciso 

Vázquez, quien ha prestado sus servicios en el Poder 

Ejecutivo del Estado de Morelos, así como en el 

Instituto del Deporte y Cultura Física del Estado de 

Morelos, desempeñando como último cargo el de: 

Auxiliar Técnico de Recursos Humanos, adscrito a la 

Unidad Deportiva Centenario.  

ARTÍCULO 2°. – La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 75% del último salario de la 

solicitante, a partir del día siguiente a aquél en que la 

trabajadora se separe de sus labores y será cubierta 

por el Instituto del Deporte y Cultura Física del Estado 

de Morelos. Quien deberá realizar el pago en forma 

mensual, del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos 55, 56 y 

59, inciso f) de la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos. 

ARTÍCULO 3º.- El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por el trabajador, incrementándose la 

cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo general vigente, integrándose la misma 

por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley; 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. – Para dar claridad y certeza 

jurídica a la beneficiaria respecto del artículo 2° del 

presente Decreto, la instancia obligada al pago de la 

pensión será a cargo de Instituto del Deporte y Cultura 

Física del Estado de Morelos, como Organismo 

Público descentralizado con Personalidad Jurídica y 

Patrimonio Propio, sectorizado a la Secretaría de 

Educación. 

TERCERO. – Notifíquese personalmente al 

quejoso la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 609/2024; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

CUARTO. - El presente Decreto, entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del día doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, y; 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de 
Morelos, en el juicio de amparo número 301/2024, 
promovido por Georgina Lara Gómez; ejecutoria que 
resuelve conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 
acto reclamado y autoridades responsables que 
quedaron precisados en el proemio de la misma. 

Así también, respecto a las observaciones 
realizadas por el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos, al Decreto número CIENTO CUARENTA Y 
DOS, POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 
JUBILACIÓN A LA CIUDADANA GEORGINA LARA 
GÓMEZ, presentado al Pleno de la Asamblea 
Legislativa, en el cual se establecen los siguientes: 

“ANTECEDENTES: 
1.- Mediante escrito presentado ante este 

Congreso del Estado en fecha 01 de septiembre de 
2022, la C. Georgina Lara Gómez por su propio 
derecho y en virtud de ser servidora pública al servicio 
del Gobierno del Estado de Morelos, solicitó de esta 
Soberanía le fuera otorgada pensión por Jubilación, 
toda vez que se ubica en los supuestos establecidos 
en la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos para 
gozar de dicha prestación de seguridad social. 

2.- Al vencerse los plazos legales para dar 
respuesta a lo solicitado, la C. Georgina Lara Gómez 
interpuso Juicio de Amparo ante el Juzgado Décimo 
de Distrito en el Estado de Morelos, quien por 
sentencia de fecha cinco de junio de dos mil 
veinticuatro, dictada en el Expediente 301/2024, 
concedió el amparo y protección solicitados para el 
efecto de que el Congreso del Estado de Morelos una 
vez que causara ejecutoria la sentencia emitida, 
resolviera lo que en derecho corresponda respecto de 
la pensión solicitada. 

3.- Que una vez analizada dicha solicitud e 
integrado debidamente el expediente respectivo, 
habiendo reunido los requisitos de Ley, así como 
haber verificado fehacientemente la antigüedad 
devengada por dicha servidora pública, es por lo que 
se sometió al Pleno de la LVI Legislatura para su 
lectura y aprobación, el Dictamen con Proyecto de 
Decreto respectivo, siendo aprobado en sesión 
ordinaria del Pleno de esta Legislatura el día 20 de 
marzo de 2025, mediante el Decreto Número Ciento 
Cuarenta y Dos. 

4.- Con fecha 04 de abril de 2025, mediante 

Oficio, el Secretario de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios del Congreso del Estado, hizo del 

conocimiento del Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos del referido Decreto Pensionatorio 

para los efectos legales correspondientes. 
5.- Derivado de lo anterior, mediante Oficio 

Número JOGE/0071/2025, de fecha 28 de abril de 
2025, el Jefe de la Oficina de la Gubernatura del 

Estado de Morelos, con fundamento en los artículos 2, 
3, 6, 8, 9, fracción I, 14, fracciones I y VIII, y 22, 

fracciones I y XIII, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos, así como 1, 2, 5, fracción I, 7 y 
8, fracciones I y V, del Reglamento Interior de la 

Jefatura de la Oficina de la Gubernatura del Estado, 
remitió las Observaciones que en ejercicio de sus 

atribuciones el Titular del Poder Ejecutivo del Estado 
formuló al mencionado Decreto para someterlas a la 

consideración de esta Soberanía. 
6.- Mediante el Turno No. 

SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/607/25, de fecha 08 de 
mayo de 2025, la Secretaria de Servicios Legislativos 

y Parlamentarios del Congreso del Estado, informó 
que por acuerdo de Pleno, se determinó turnar a esta 

Comisión Legislativa las citadas Observaciones para 
los efectos legales correspondientes. 

Derivado de lo anterior se deliberó en Sesión de 
la Comisión atento a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 
La persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

realiza la única observación en la cual expone lo 
siguiente: 

“1.- En todos los Decretos se refiere en sus 
correspondientes artículos 2 y 3, que el pago de la 

pensión de mérito lo será: 
a) Para el caso del Poder Ejecutivo Estatal 

(Decretos 101, 103, 105, 108, 110, 111, 113, 115, 116, 
118, 119, 121, 122, 125, 126, 128, 129, 131, 132, 133, 

134, 135, 136, 140, 142, 143, 144, 145, 146, 150, 151, 
152, 155, 158 y 160), Organismos Auxiliares del Poder 

Ejecutivo (Decretos 102, 104, 106, 107, 109, 112, 120, 
127, 138, 147, 156, 157, 159 y 161) y Organismos 

Autónomos (Decretos 130, 137, 148 y 149): 
"… en forma mensual, del Presupuesto 

otorgado en el Decreto Número Veinticinco, por el que 
se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno 

del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2025, en términos de los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 
párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo, Vigésimo Noveno, parte final del penúltimo 
párrafo y Disposición Transitoria Quinta. En caso de 

que las asignaciones presupuestales consignadas en 
el Decreto referido no resulten suficientes, el Ente 

Público podrá solicitar una reasignación presupuestal 
en términos de lo establecido en el Artículo Décimo 

Quinto, fracción VI del propio Decreto, ..." 
… 
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“No obstante, se estima que la redacción 

empleada genera una inadecuada interpretación de 
los citados preceptos, situación que puede inducir al 

error a dichas Entidades, toda vez que lo que señalan 
los artículos en cuestión es que dentro del 

presupuesto asignado a los Entes Públicos, estos 
deben cubrir sus erogaciones, lo que de igual manera 

se encuentra relacionado con lo determinado en el 
artículo Décimo Quinto del citado Decreto 25 por el 

que se aprueba el Presupuesto para el ejercicio fiscal 
2025, que menciona que cuando existan obligaciones 

de pago derivadas de pensiones o jubilaciones 
correspondientes a las Dependencias u Organismos 

Auxiliares, siempre y cuando estos recursos tengan 
como origen el gasto corriente de las Dependencias, 

disponibilidades o bien ingresos excedentes, y los 
recursos que se transfieran sean elegibles para tal 

aplicación. 
Es decir que las adecuaciones presupuestales a 

las que se hace referencia en el citado artículo, 
consisten principalmente en aquellas dentro de su 

propio techo presupuestal y nunca se habla de una 
ampliación presupuestal; ya que en caso de que los 

recursos con los que cuenten no resulten suficientes 
tal y como lo señalan los citados Decretos 

pensionarios, por lo que las Entidades podrían llegar a 
requerir, no es una reasignación presupuestal, sino 

una ampliación presupuestal, misma que el Poder 
Legislativo, no está facultado para otorgar libremente a 

través de un Decreto de Pensión toda vez que ésta 
debe ser valorada y analizada por la Secretaría de 

Hacienda, y en su debido momento determinar si es 
procedente o no a través de una iniciativa de 

modificación al presupuesto de Egresos que deberá 
aprobar ese Congreso del Estado, tal y como lo define 

el artículo Segundo del Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 

del 1 de enero al 31 de diciembre de 2025. 
En ese sentido, resulta inminente que se precise 

que la reasignación de la que se habla es respecto de 
los propios recursos asignados a los respectivos entes 

públicos y no de una ampliación presupuestal, a efecto 
de evitar una interpretación equívoca por parte de los 

Entes obligados al pago, en el sentido de que puedan 
estar en posibilidades de solicitar una reasignación 

presupuestal que derive de todo el Presupuesto de 
Egresos, caso en el que sólo resulta procedente una 

reasignación de los recursos propios con los que 
cuente. De ahí que, respetuosamente, se sugiere se 

realice la adecuación de la redacción correspondiente, 
en los términos siguientes: 

a) Para el caso del Poder Ejecutivo Estatal 
(Decretos 101, 103, 105, 108, 110, 111, 113, 115, 116, 

118, 119, 121, 122, 125, 126, 128, 129, 131, 132, 133, 
134, 135, 136, 140, 142, 143, 144, 145, 146, 150, 151, 

152, 155, 158 y 160), Organismos Auxiliares del Poder 
Ejecutivo (Decretos 102, 104, 106, 107, 109, 112, 120, 

127, 138, 147, 156, 157, 159 y 161) y Organismos 
Autónomos (Decretos 130, 137, 148 y 149): 

"... en forma mensual, del Presupuesto otorgado 

en el Decreto Número Veinticinco, por el que se 

aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del 

Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 

enero al 31 de diciembre de 2025, en términos de los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo, Vigésimo Noveno, parte final del penúltimo 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta. En caso de 

que las asignaciones presupuestales consignadas en 

el Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, éste podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio 

Decreto,..." 

Una vez analizados los argumentos que 

contienen la presente Observación, así como de la 

revisión al Decreto observado y de la documentación 

que integra el expediente respectivo, esta Comisión 

Legislativa considera que es procedente la misma; 

toda vez que para que exista una mayor claridad en el 

texto del artículo 2º del Decreto observado y evitando 

confusión y en lo posible inducir al error al Ente 

Público que debe cubrir el pago de la pensión que se 

otorga, es por lo que se hace necesario efectuar las 

adecuaciones correspondientes a la redacción del 

texto del artículo 2º , en términos de la propuesta 

planteada por la persona Titular del Poder Ejecutivo 

Estatal, para su plena y total legalidad y validez. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 

sirve: 

DICTAMINAR 

PRIMERO.- Se determina como PROCEDENTE 

la observación realizada por el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, al DECRETO NÚMERO CIENTO 

CUARENTA Y DOS, POR EL QUE SE OTORGA 

PENSIÓN POR JUBILACIÓN A LA CIUDADANA 

GEORGINA LARA GÓMEZ. 

SEGUNDO.— Túrnese a la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado a fin de que sea considerado 

para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 

presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos, le fue 

turnada para su cumplimiento, la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de 

Morelos, dentro del juicio de amparo número 

301/2024, promovido por Georgina Lara Gómez, 

sentencia que resuelve que la Justicia de la Unión 

AMPARA Y PROTEGE a la citada quejosa, respecto 

del acto y autoridades que quedaron precisadas en 

dicha resolución. 
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En atención al citado turno y con fundamento en 

los artículos 38 y 40, fracción II, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 67, 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado; y 104, fracción II, del Reglamento para el 

Congreso del Estado; y en cumplimiento a la 

ejecutoria de mérito, se realiza el presente dictamen, 

al tenor de los siguientes: 

ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la Presidenta de 

la Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente. 

III. - La citada promovente, mediante escrito de 

fecha cinco de marzo de dos mil veinticuatro 

presentado en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 

Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 

“De la Comisión del Trabajo, Previsión y 

Seguridad Social y Congreso del Estado de Morelos: 

 La omisión de dar trámite a la petición de 

otorgamiento de pensión por jubilación que solicitó 

mediante escrito presentado el uno de septiembre de 

dos mil veintidós.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 

siete de marzo de dos mil veinticuatro le correspondió 

conocer de la demanda al Juzgado Décimo de Distrito 

en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 

demanda, quedando registrada bajo el expediente 

301/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha siete de junio dos 

mil veinticuatro le fue notificado a este Congreso del 

Estado, la sentencia de fecha cinco del mismo mes y 

año emitida por el Juez Noveno de Distrito en el 

Estado de Morelos, causando ejecutoria el veinticinco 

de junio del citado año, por la cual resolvió conceder el 

Amparo y Protección de la Justicia Federal a Georgina 

Lara Gómez, en los siguientes términos: 

“ÚNICO. La Justicia de la Unión AMPARA Y 

PROTEGE a Georgina Lara Gómez, por las razones 

expuestas en el considerando quinto y para los efectos 

precisados en el último considerando de este fallo.” 

… 

“SEXTO. SEXTO. Efectos del otorgamiento del 

amparo. Con fundamento en el artículo 77, fracción I, 

de la Ley de Amparo, procede otorgar a la parte 

quejosa el amparo y protección de la Justicia Federal, 

para que las autoridades responsables, realicen lo 

siguiente: 

En el ámbito de su competencia, con plenitud de 

atribuciones emitan respuesta fundada, motivada y 

congruente a la solicitud de pensión que presentó la 

quejosa; y la hagan de su conocimiento de manera 

personal. 

En el entendido de que la presente concesión 

no constriñe a resolver en determinado sentido, pues 

aquella es producto de la inobservancia al artículo 8º 

de la Carta Magna; por lo cual, basta que con que se 

resuelva el procedimiento de pensión, derivado de la 

solicitud formulada por la parte quejosa para tener por 

satisfecho el derecho humano violado.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa resuelva la solicitud de pensión de 

Georgina Lara Gómez presentada el primero de 

septiembre de dos mil veintidós. En mérito de lo 

anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 

la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 

Comisión dictaminadora somete a la consideración del 

Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de Georgina Lara 

Gómez presentado de ante esta Soberanía en la fecha 

antes señalada, mediante el cual solicita la pensión 

por jubilación, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERA. En fecha 01 de septiembre de 2022, 

Georgina Lara Gómez, por su propio derecho, 

presentó ante este Congreso solicitud de pensión por 

Jubilación de conformidad con la hipótesis 

contemplada en el artículo 58, fracción II, inciso b), de 

la Ley del Servicio Civil del Estado, acompañando a su 

petición la documentación exigida por el artículo 57, 

apartado A), fracciones I, II y III, del marco legal antes 

mencionado, consistentes en: acta de nacimiento, hoja 

de servicios y carta de certificación de salario 

expedidas por el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos. 
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SEGUNDA. Al tenor del artículo 56 de la Ley del 
Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 
jubilación se otorgará mediante decreto que expida el 
Congreso del Estado una vez satisfechos los 
requisitos que establece la misma y los demás 
ordenamientos legales aplicables y el pago de la 
misma, se generará a partir de la fecha en que entre 
en vigencia el decreto respectivo. Si la pensionada se 
encuentra en activo, a partir de la vigencia del decreto 
cesarán los efectos de su nombramiento. La 
trabajadora que se hubiere separado justificada o 
injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 
fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 
pago de su pensión a partir del siguiente día de su 
separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 
mismo ordenamiento, la pensión por jubilación se 
otorgará a la trabajadora que conforme a su 
antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERA. Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad de Georgina Lara Gómez, por lo que se 
acreditan a la fecha de su solicitud 27 años, 04 meses, 
25 días, de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, 
ya que ha prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos, desempeñando los cargos 
siguientes: Auxiliar de Puericultista, adscrita al CENDI 
de Gobierno Margarita Maza de Juárez, del 16 de 
junio de 1997, al 31 de mayo de 2001; Auxiliar de 
Puericultista, adscrita a la Dirección General de 
Administración y Desarrollo de Personal, del 01 de 
junio de 2001, al 15 de noviembre de 2003; Auxiliar 
Administrativa, adscrita a la Subsecretaría de Ingresos 
de la Secretaría de Finanzas y Planeación, del 16 de 
noviembre de 2003, al 13 de julio de 2010; Auxiliar 
Administrativa, adscrita a la Oficina del Subsecretario 
de Ingresos de la Secretaría de Finanzas y 
Planeación, del 14 de julio de 2010, al 15 de octubre 
de 2011; Auxiliar Administrativa, adscrita a la Dirección 
General de Servicios de la Secretaría de Gestión e 
Innovación Gubernamental, del 16 de octubre de 
2011, al 31 de agosto de 2012; Trabajadora Social, 
adscrita a la Dirección General de Gestión de Capital 
Humano de la Secretaría de Gestión e Innovación 
Gubernamental, del 01 de septiembre de 2012, al 23 
de enero de 2015; Trabajadora Social, adscrita a la 
Secretaría de Administración, del 24 de enero, al 30 
de noviembre de 2015; Asistente Educativa, adscrita a 
la Dirección del Jardín de Niños “María Antonieta” de 
la Secretaría de Administración, del 01 de diciembre 
de 2015, al 31 de enero de 2022; Asistente Educativa, 
adscrita a la Dirección General de Recursos Humanos 
de la Secretaría de Administración, del 01 de febrero, 
al 23 de noviembre de 2022; Asistente Educativa, 
adscrita a la Dirección General de Recursos Humanos 
de la Secretaría de Administración, del 24 de 
noviembre de 2022, al 11 de noviembre de 2024, 
fecha en que se actualizó la constancia de referencia. 
De lo anterior se desprende que la jubilación solicitada 
encuadra en lo previsto por el artículo 58, fracción II, 
inciso b) del cuerpo normativo antes aludido, por lo 
que al quedar colmados los requisitos de la Ley, lo 
conducente es conceder a la trabajadora en referencia 
el beneficio solicitado. 

QUINTA. Por otra parte, es de hacer notar que 

en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 5175 

de fecha 02 de abril de 2014, fue publicado el Decreto 

Número Mil Trescientos Cuatro, por el que se concede 

pensión por jubilación a la C. Georgina Lara Gómez, 

quien prestó servicios en el Poder Judicial del Estado 

de Morelos, habiendo desempeñado como último 

cargo el de Juez de Primera Instancia, adscrita al 

Juzgado Primero Penal de Primera Instancia del Sexto 

Distrito Judicial del Estado. Ahora bien, en el presente 

asunto la peticionaria de la pensión que se resuelve, 

se trata de una servidora pública que de acuerdo a la 

hoja de servicios expedida por el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, Dependencia para la cual presta 

sus servicios, el último cargo que desempeña es el de 

Asistente Educativa, adscrita a la Dirección General de 

Recursos Humanos de la Secretaría de 

Administración, por lo que se concluye que es persona 

distinta a la beneficiaria otorgada mediante el Decreto 

Mil Trescientos Cuatro…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO CIENTO CUARENTA Y DOS 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A LA CIUDADANA GEORGINA LARA 

GÓMEZ 

ARTÍCULO 1°. – Se concede pensión por 

Jubilación a la C. Georgina Lara Gómez, quien ha 

prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 

el de: Asistente Educativa, adscrita a la Dirección 

General de Recursos Humanos de la Secretaría de 

Administración. 

ARTÍCULO 2°. – La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 95% del último salario de la 

solicitante a partir del día siguiente a aquél en que la 

trabajadora se separe de sus labores y será cubierta 

por la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos. Quien deberá realizar el pago en 

forma mensual, del Presupuesto otorgado en el 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, éste 

podrá solicitar una reasignación presupuestal en 

términos de lo establecido en el Artículo Décimo 

Quinto, fracción VI del propio Decreto, cumpliendo con 

lo que disponen los artículos 55, 56 y 58, fracción II, 

inciso B) de la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos. 
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ARTÍCULO 3º.- El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por la trabajadora, incrementándose la 

cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo general vigente, integrándose la misma 

por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. – Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 301/2024; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. - El presente Decreto, entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del día doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 
siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 
el Juzgado Octavo  de Distrito en el Estado de 
Morelos, en el juicio de amparo número 962/2024, 
promovido por MARÍA DE LOURDES BELTRÁN 
CRUZ; ejecutoria que resuelve conceder el Amparo y 
Protección de la Justicia de la Unión a la citada 
quejosa, respecto del acto reclamado y autoridades 
responsables que quedaron precisados en el proemio 
de la misma; presentado al Pleno de la Asamblea 
Legislativa, en el cual se establece lo siguiente: 

“ANTECEDENTES: 
I.- Mediante escrito presentado en fecha 

veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, la     C. 
María de Lourdes Beltrán Cruz, por propio derecho en 
su calidad de concubina y madre, presentó ante este 
Congreso, solicitud de pensión por Viudez y Orfandad 
en representación de sus  menores hijos  Luis Damián 
y Noah Isaac Escorza Beltrán, de conformidad con los 
artículos 21 y 22, fracción II, incisos a) y b) de la Ley 
de Prestaciones de Seguridad Social de las 
Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 
del Sistema Estatal de Seguridad Pública.   

II.- Por el tiempo transcurrido, con fecha doce 
de julio de dos mil veinticuatro, la C. María de Lourdes 
Beltrán Cruz, por propio derecho y en nombre y  
representación de  sus menores hijos  Luis Damián y 
Noah Isaac Escorza Beltrán, presentó ante la Oficialía 
de Partes Común de los Juzgados de Distrito en el 
Estado de Morelos, demanda de amparo, en contra 
del Congreso del Estado de Morelos y de esta 
Comisión Legislativa. 

III. - Que por razón de turno, le correspondió 
conocer de la demanda al Juez Octavo de Distrito en 
el Estado de Morelos, quien, por auto de fecha doce 
de noviembre de dos mil veinticuatro, admitió a trámite 
la demanda de amparo, quedando registrada bajo el 
expediente 962/2024. 

IV.- Posteriormente, fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha diecisiete 
de febrero de dos mil veinticinco, emitida por el Juez 
Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, por la cual 
resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a María de Lourdes Beltrán Cruz y a 
sus representados, en los siguientes términos: 
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“SEGUNDO. La justicia de la unión AMPARA Y 

PROTEGE a la parte quejosa, respecto del acto 

reclamado a la Presidenta de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos, consistente en la omisión de dar 

respuesta al escrito el veintiuno de septiembre de dos 

mil veintitrés, relativa a su solicitud de pensión por 

viudez y orfandad, para los efectos señalados en el 

último considerando de la misma.” 

… 

“Se otorga el amparo y protección de la Justicia 

de la Unión solicitado por la quejosa para el efecto de 

que el Congreso y la Comisión de Trabajo, Previsión y 

Seguridad Social del propio Congreso, ambos del 

Estado de Morelos, en forma inmediata:  

a) Emitan contestación al escrito presentado el 

veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, en el que 

la parte quejosa solicitó se la tramitación del 

otorgamiento de la pensión por viudez y orfandad.  

b) Notifique, en términos de la ley que rija su 

actuar, su respuesta a la parte quejosa en el domicilio 

que se señaló para tal efecto.  

En el entendido de que lo resuelto en la 

presente sentencia, no obliga a las autoridades 

responsables a resolver en un determinado sentido, 

ello en virtud de que el derecho fundamental 

consagrado en el artículo 8° constitucional tiende a 

asegurar la emisión de una respuesta que sea 

congruente, completa, rápida y sobre todo, fundada y 

motivada, no así a que necesariamente se resuelva en 

los términos solicitados por el peticionario.” 

V.-  Ahora bien, dado que, la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa se pronuncie respecto a la solicitud de 

pensión por Viudez y Orfandad presentada por María 

de Lourdes Beltrán Cruz,  con fecha veintiuno de 

septiembre de dos mil veintitrés. En mérito de lo 

anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 

la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, ésta 

Comisión dictaminadora somete a la consideración del 

Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

38 de la Constitución Política  del Estado Libre y 

Soberano de Morelos, 57 y 67 fracción I de la Ley 

Orgánica para el Congreso  del Estado, los suscritos 

integrantes de la Comisión de Trabajo, Previsión y 

Seguridad Social de la LVI Legislatura del Congreso 

del Estado de Morelos, tenemos a bien resolver 

mediante Dictamen con Proyecto de Decreto, la 

solicitud de pensión por Viudez y Orfandad presentada 

por la C. María de Lourdes Beltrán Cruz, por propio 

derecho y en nombre y  representación de  sus 

menores hijos  Luis Damián y Noah Isaac Escorza 

Beltrán presentada en la fecha señalada anteriormente 

ante esta Soberanía, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERA.-   Mediante escrito presentado en 

fecha 14 de diciembre de 2023,  la María de Lourdes 

Beltrán Cruz, por propio derecho y en nombre y  

representación de  sus menores hijos  Luis Damián y 

Noah Isaac Escorza Beltrán de 08 y 04 años de edad 

respectivamente  al momento  del fallecimiento del 

trabajador, solicitó a este Congreso, pensión por 

Viudez y Orfandad derivando tal  acto en virtud de 

tener la calidad de concubina supérstite e hijos 

descendientes respectivamente del finado Oscar Luis 

Escorza Trujillo, acompañando la documentación 

original establecida en el artículo 15, fracciones I, 

incisos a), b), y  c), IV, incisos a), b), c) y d), de la Ley 

de Prestaciones de Seguridad Social de las 

Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 

del Sistema Estatal de Seguridad Pública, como lo 

son: acta de nacimiento de la solicitante, actas de 

nacimiento de los descendientes, hoja de servicios 

expedida por el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, así como hoja de servicios  y carta de 

certificación de salario expedidas por la Fiscalía 

General del Estado de Morelos, acta de nacimiento  y 

acta de defunción del de cujus.  

Así mismo, acompañó Copia Certificada de la 

Resolución de fecha 18 de agosto de 2023 dictada en 

el Expediente 282/2023, por la Juez Octavo Familiar 

de Primera Instancia del Primer Distrito Judicial  en el 

Estado de Morelos, mediante la cual se acredita la 

relación de concubinato entre la solicitante de la 

pensión y el finado servidor público. 

SEGUNDA.-  Con base en los artículos 21 y 22, 

fracción II, incisos  a) y b), 23 inciso a), de la Ley de 

Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, que a la letra dicen: 

Artículo 21.- La pensión por Viudez se pagará a 

partir del día siguiente a aquel en que ocurra el 

fallecimiento. 

Artículo 22.- Podrán tener derecho a gozar de 

las pensiones especificadas en este Capítulo, en 

orden de prelación y según sea el caso, las siguientes 

personas: 

Fracción II.- Los beneficiarios en el siguiente 

orden de preferencia: 

Inciso a) El o la cónyuge supérstite e hijos, 

hasta los dieciocho años de edad, hasta los veinticinco 

años si están estudiando o cualquiera que sea su 

edad si se encuentran imposibilitados física o 

mentalmente para trabajar; 

Inciso b) A falta de cónyuge, el concubino o la 

concubina. Si a la muerte del sujeto de la Ley hubiera 

varios concubinos o concubinas, tendrá derecho a 

gozar de la pensión quien se determine por sentencia 

ejecutoriada dictada por Juez Familiar competente; y 
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Artículo 23. La cuota mensual de la pensión a 

los familiares o dependientes económicos del sujeto 
de la Ley se integrará:  

a).- Por fallecimiento, ya sea a causa o 
consecuencia del servicio o por causas ajenas al 

mismo, se aplicarán los porcentajes a que se refiere la 
fracción I del artículo 16 de esta Ley, según la 

antigüedad, y en caso de no encontrarse dentro de la 
hipótesis referidas se deberá otorgar al 50% respecto 

del último sueldo; o. 
TERCERA.- De la documentación exhibida por 

la solicitante, se desprende que el finado Oscar Luis 
Escorza Trujillo, prestó sus servicios en el Poder 

Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo 
desempeñado el cargo de: Perito, adscrito a la 

Coordinación de Registro y Servicios Periciales Zona 
Metropolitana de la Procuraduría General de Justicia, 

del 02 de mayo de 2013, al 31 de marzo de 2019, 
fecha en que fue transferido a la Fiscalía General del 

Estado de Morelos, como Órgano Autónomo, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio. En la 

Fiscalía General del Estado de Morelos, prestó sus 
servicios desempeñando el cargo de: Perito, adscrito a 

la Coordinación General de Servicio Periciales, del 01 
de abril de 2019, al 12 de junio de 2023, fecha en la 

que causa baja por defunción.  
Del análisis practicado a la hoja de servicios 

anteriormente descrita  y una vez realizado el 
procedimiento de Investigación que establece el 

artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado, se comprobó fehacientemente la antigüedad 

del finado Oscar Luis Escorza Trujillo,  acreditándose 
10 años, 01 mes ,10 días, de servicio efectivo de 

trabajo interrumpido, quedando así establecida la 
relación laboral que existió entre Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos y Fiscalía General del Estado de 
Morelos con el fallecido trabajador. En consecuencia, 

conforme a la literalidad del artículo 23, inciso a) de la 
Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 

Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 
del Sistema Estatal de Seguridad Pública, en virtud de 

que la antigüedad resultante del servidor público 
fallecido no se encuentra dentro de las hipótesis 

referidas en el artículo 16, fracción I de la citada Ley, 
resulta aplicable otorgar como cuota mensual de la 

pensión por viudez y Orfandad, el 50% de última 
remuneración del sujeto de la Ley. Por lo que se 

refrenda la calidad de beneficiarios a la  Concubina 
supérstite, la  C. María de Lourdes Beltrán Cruz y a 

sus menores hijos Luis Damián y Noah Isaac Escorza 
Beltrán. En consecuencia, se observan satisfechas las 

hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 15, 
fracciones I, incisos a), b), y  c), IV, incisos a), b), c) y 

d), y 21 y 22, fracción II, incisos  a) y b), 23 inciso a), 
de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 

Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 
del Sistema Estatal de Seguridad Pública,  por lo que 

es procedente otorgar la pensión de Viudez y 
Orfandad a los beneficiarios solicitantes…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR VIUDEZ 

Y ORFANDAD A MARÍA DE LOURDES BELTRÁN 

CRUZ Y A SUS DESCENDIENTES LUIS DAMIÁN Y 

NOAH ISAAC ESCORZA BELTRÁN 

ARTÍCULO 1°.- Se concede pensión por Viudez 

y Orfandad, a la C.  María de Lourdes Beltrán Cruz por 

propio derecho en calidad de concubina y en 

representación de sus descendientes Luis Damián y 

Noah Isaac ambos de apellidos Escorza Beltrán, 

beneficiarios del finado Oscar Luis Escorza Trujillo, 

quien prestó sus servicios en el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, así como para el Órgano 

Constitucional Autónomo denominado Fiscalía 

General del Estado de Morelos, desempeñando como 

último cargo el de: Perito, adscrito a la Coordinación 

General de Servicio Periciales, del 01 de abril de 2019, 

al 12 de junio de 2023, fecha en la que sobrevino su 

deceso. 

ARTÍCULO 2°.- La cuota mensual decretada, 

deberá cubrirse a razón del 50% de la última 

remuneración del sujeto de la Ley, debiendo ser 

pagada en partes iguales entre las beneficiarios, a 

partir del día siguiente de su fallecimiento, por la 

Fiscalía General del Estado de Morelos, Quien deberá 

realizar el pago en forma mensual, del Presupuesto 

otorgado en el Decreto Número Veinticinco, por el que 

se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno 

del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 

enero al 31 de diciembre de 2025, en términos de los 

artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo, Vigésimo Noveno, parte final del penúltimo 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta. En caso de 

que las asignaciones presupuestales consignadas en 

el Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI 

del propio Decreto,  cumpliendo con lo que establecen 

los numerales 15, fracciones I, incisos a), b), y  c), IV, 

incisos a), b), c) y d),  21 y 22, fracción II, incisos  a) y 

b), y 23 inciso a), de la Ley de Prestaciones de 

Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de 

Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública. 
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ARTICULO 3º La pensión concedida deberá 

incrementarse de acuerdo con el aumento porcentual 

al salario mínimo general vigente, atento a lo 

dispuesto por el segundo párrafo del artículo 66 de la 

Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos de 

aplicación supletoria en términos de lo señalado por el 

numeral Décimo Primero Transitorio de la Ley de 

Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, integrándose por el 

salario, las prestaciones, las asignaciones y la 

compensación de fin de año o aguinaldo, de 

conformidad con lo establecido por el segundo párrafo 

del artículo 24 de la Ley antes citada. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Remítase el presente decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”. 

SEGUNDO.- Como lo ordena la Autoridad 

Judicial Federal en la ejecutoria que se cumplimenta, 

notifíquese personalmente a la peticionaria C. María 

de Lourdes Beltrán Cruz, en el domicilio que haya 

señalado para oír y recibir notificaciones. 

TERCERO.- A efecto de dar debido 

cumplimiento a la sentencia pronunciada en el Juicio 

de Amparo Número 962/2024 promovido por la C. 

María de Lourdes Beltrán Cruz, infórmese al Juzgado 

Octavo de Distrito en el Estado de Morelos del 

presente Decreto, cumpliendo lo dispuesto en el 

Artículo 105 de la Ley de Amparo. 

CUARTO.- El presente decreto entrará en vigor 

a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria del doce de junio del dos mil veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Quinto  de Distrito en el Estado de 

Morelos, en el juicio de amparo número 1148/2024, 

promovido por SILVIA RUÍZ CASTAÑEDA; ejecutoria 

que resuelve conceder el Amparo y Protección de la 

Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 

acto reclamado y autoridades responsables que 

quedaron precisados en el proemio de la misma; 

presentado al Pleno de la Asamblea Legislativa, en el 

cual se establece lo siguiente: 

“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 

Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 

fecha seis de agosto de dos mil veinticuatro 

presentado por medio del Buzón Judicial de la Oficina 

de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito en el Estado de Morelos, promovió juicio de 

amparo en contra del Congreso del Estado de Morelos 

y de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social del Congreso del Estado de Morelos por el acto 

que a continuación se transcribe: 
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“La omisión de dar respuesta a su escrito 

presentado el diez de agosto de dos mil veintitrés, por 
medio del cual solicita pensión por jubilación.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
ocho de agosto de dos mil veinticuatro le correspondió 

conocer de la demanda al Juzgado Quinto de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 

demanda, quedando registrada bajo el expediente 
1148/2024. 

V. - Posteriormente, le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha treinta y 

uno de octubre del dos mil veinticuatro emitida por la 
Jueza Titular del Juzgado Quinto de Distrito en el 

Estado de Morelos, causando ejecutoria el veinticinco 
de noviembre de dos mil veinticuatro, por la cual 

resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a SILVIA RUÍZ CASTAÑEDA, en los 

siguientes términos: 
RESUELVE: 

… 
“Único. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a SILVIA RUÍZ CASTAÑEDA en términos de 
lo expuesto y para los efectos determinados en esta 

sentencia.” 
“QUINTO. EFECTOS DEL AMPARO. Las 

autoridades responsables Presidente de la Mesa 
Directiva y Presidenta de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, ambos pertenecientes al 
Congreso del Estado de Morelos de la LV Legislatura, 

de manera inmediata deberán:  
a) Emitir una respuesta completa, congruente, 

fundada y motivada respecto del escrito presentado 
por la parte quejosa el tres de octubre de dos mil 

veintitrés, en el que solicitó la tramitación de la 
pensión por jubilación, y, tome en consideración para 

ello, las tres constancias laborales, así como una 
constancia de percepción mensual que en su 

momento se agregaron a la petición. (sic) 
VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de SILVIA 

RUÍZ CASTAÑEDA presentada el diez de agosto de 
dos mil veintitrés. En mérito de lo anteriormente 

expuesto, y en estricto cumplimiento a la ejecutoria 
referida con anterioridad, esta Comisión dictaminadora 

somete a la consideración del Pleno de la Asamblea, 
lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito de SILVIA RUÍZ 

CASTAÑEDA presentado ante esta Soberanía el diez 
de agosto de dos mil veintitrés, mediante el cual 

solicita la pensión por jubilación, bajo los términos 
siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado de 

fecha 10 de agosto del 2023, ante este Congreso del 

Estado de Morelos por la C. SILVIA RUÍZ 

CASTAÑEDA, por su propio derecho, solicitó le sea 

otorgada pensión por Jubilación de conformidad con la 

Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, 

acompañando a su petición la documentación exigida 

por el artículo 57, apartado A), fracciones I, II y III del 

marco legal mencionado consistentes en: acta de 

nacimiento, hojas de servicios expedidas una por el H. 

Ayuntamiento Constitucional del Emiliano Zapata, 

Morelos, y por el Congreso del Estado de Morelos, así 

como hoja de servicios y carta de certificación de 

salario actualizadas, expedidas por el Poder Judicial 

del Estado de Morelos. 

SEGUNDO. - Que al tenor del artículo 56 de la 

Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 

por Jubilación se generará a partir de la fecha en que 

entre en vigor el decreto respectivo. Si el pensionado 

se encuentra en activo, a partir de la vigencia del 

decreto cesarán los efectos de su nombramiento. El 

trabajador que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se 

otorgará al trabajador que conforme a su antigüedad 

se ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERO.- Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente, la antigüedad de SILVIA RUÍZ 

CASTAÑEDA, acreditándose 28 años, 10 meses y 6 

días, de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, 

siendo que ha prestado sus servicios en el H. 

Ayuntamiento Constitucional de Emiliano Zapata, 

Morelos, Congreso del Estado de Morelos y en el 

Poder Judicial del Estado de Morelos, desempeñando 

los siguientes cargos: 

En el H. Ayuntamiento de Emiliano Zapata, 

Morelos: 

 Secretaria, adscrita en el Dirección de 

Protección Civil, del 07 de junio de 1994, al 19 de 

marzo de 2008. 
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En el Poder Legislativo del Estado de Morelos: 

 Capturista, adscrita a la Auditoria Superior de 

Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos, del 

16 de agosto del 2008, al 19 de enero del 2013. 

En el Poder Judicial del Estado de Morelos: 

 Nombramiento Temporal como Oficial Judicial 

“D”, adscrita a la Actuaria Civil de la Sala del Segundo 

Circuito Judicial del Estado, con Residencia en Jojutla, 

Morelos, del 16 de enero del 2013, al 16 de abril del 

2013; 

 Nombramiento Definitivo como Oficial Judicial 

“D”, adscrita a la Sala del Segundo Circuito Judicial del 

Estado, con Residencia en Jojutla, Morelos; del 17 de 

abril al 31 de diciembre del 2013; 

 Se Reclasifica su Categoría, de Oficial Judicial 

“D” a Oficial Judicial “B”, del 01 de enero del 2014, al 

10 de mayo del 2017; 

 Designación Temporal como Actuaria adscrita 

a la Sala del Segundo Circuito Judicial del Estado, con 

Residencia en Jojutla, Morelos, del 11 de mayo del 

2017, al 24 de agosto del 2021; 

 Nombramiento Temporal como Secretaria de 

Acuerdos Civiles en la Sala del Segundo Circuito 

Judicial del Estado, con Residencia en Jojutla, 

Morelos; del 25 de agosto del 2021, al 04 de octubre 

del 2021; 

 Se reincorpora como Actuaria adscrita a la 

Sala del Segundo Circuito Judicial del Estado, con 

Residencia en Jojutla, Morelos; del 05 de octubre del 

2021, al 12 de febrero del 2023; 

 Se designa Temporalmente como Secretaria 

de Acuerdos Civiles de la Sala del Segundo Circuito 

Judicial del Estado, con Residencia en Jojutla, 

Morelos; del 13 de febrero del 2023 al 07 de marzo del 

2023; 

 Designación de manera Temporal e Interina 

como Secretaria de Acuerdos de Primera Instancia, y 

se le adscribe al Juzgado Primero Familiar de Primera 

Instancia del Cuarto Distrito Judicial en el Estado, con 

sede en Zacatepec, Morelos, del 08 de marzo del 

2023, al 17 de agosto del 2023 

Como último cargo, se le nombra como 

Secretaria de Acuerdos adscrita a la Sala Auxiliar con 

sede en esta Ciudad, del 18 de agosto del 2023, hasta 

la fecha, información que se coteja en la constancia de 

servicios actualizada en referencia. De lo anterior se 

desprende que la pensión por jubilación solicitada 

encuadra en lo previsto por el artículo 58, fracción II, 

inciso a) del cuerpo normativo antes aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA Y 

DOS 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A 

SILVIA RUÍZ CASTAÑEDA 

ARTICULO 1. Se concede Pensión por 

Jubilación a SILVIA RUÍZ CASTAÑEDA, quien ha 

prestado sus servicios en el H. Ayuntamiento 

Constitucional de Emiliano Zapata, Morelos, Congreso 

del Estado de Morelos y en el Poder Judicial del 

Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 

el de: Secretaria de Acuerdos adscrita a la Sala 

Auxiliar con sede en Cuernavaca, Morelos. 

ARTICULO 2. La pensión decretada deberá 

cubrirse al 100 % del último salario de la solicitante, a 

partir del día siguiente a aquél en que la trabajadora 

se separe de sus labores y será cubierta por el Poder 

Judicial del Estado de Morelos, con cargo a la partida 

presupuestal correspondiente al pago de Pensiones y 

Jubilaciones, por el Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Morelos, precisado en el artículo Décimo 

Octavo y conforme a las disposiciones establecidas en 

los artículos Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, 

párrafo décimo octavo, Vigésimo Quinto, primer 

párrafo y Disposición Transitoria Quinta y Anexo 2 del 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, y las partidas respectivas de los 

ejercicios subsecuentes. En caso de que las 

asignaciones presupuestales consignadas en el 

Decreto referido no resulten suficientes en la partida 

específica de pensiones aprobada al mencionado Ente 

Público, el Ente Público podrá solicitar una 

reasignación presupuestal en términos de lo 

establecido en el Artículo Décimo Sexto, párrafo 

décimo séptimo del propio Decreto y las partidas 

respectivas de los ejercicios subsecuentes, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos 55, 56 y 

58 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos. 
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ARTICULO 3.- El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por la trabajadora, incrementándose la 

cuantía de la pensión de acuerdo con el aumento 

porcentual al salario mínimo vigente, integrándose la 

misma por el salario, las prestaciones, las 

asignaciones y el aguinaldo, según lo cita el artículo 

66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Remítase el presente decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”. 

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente la 

presente determinación a la peticionaria en el domicilio 

que haya señalado para oír y recibir notificaciones, y a 

efecto de dar debido cumplimiento a la sentencia 

pronunciada en el Juicio de Amparo Número 

1148/2024 promovido por la C. SILVIA RUÍZ 

CASTAÑEDA, infórmese al Juzgado Quinto de Distrito 

en el Estado de Morelos del presente Decreto; ambas 

actuaciones por conducto de la Dirección Jurídica de 

este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO.- El presente decreto entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria del doce de junio del dos mil veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Octavo  de Distrito en el Estado de 

Morelos, en el juicio de amparo número 266/2025, 

promovido por MARISOL NERI CASTREJON; 

ejecutoria que resuelve conceder el Amparo y 

Protección de la Justicia de la Unión a la citada 

quejosa, respecto del acto reclamado y autoridades 

responsables que quedaron precisados en el proemio 

de la misma; presentado al Pleno de la Asamblea 

Legislativa, en el cual se establece lo siguiente: 

“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 

Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III. – La citada promovente, mediante escrito de 

fecha trece de febrero de dos mil veinticinco 

presentado en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 

Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 
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“-La omisión de proveer sobre el otorgamiento 
de la pensión por jubilación, solicitada mediante 
escrito presentado el quince de octubre de dos mil 
veinticuatro, ante el Congreso del Estado de Morelos.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
catorce de febrero de dos mil veinticinco le 
correspondió conocer de la demanda al Juzgado 
Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, quien, 
admitió a trámite la demanda, quedando registrada 
bajo el expediente 266/2025. 

V. - Posteriormente, en fecha primero de abril 
de dos mil veinticinco le fue notificado a este Congreso 
del Estado, la sentencia emitida con fecha treinta y 
uno de marzo del dos mil veinticinco por el Juez 
Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, causando 
ejecutoria el veintitrés de abril de dos mil veinticinco, 
por la cual resolvió conceder el Amparo y Protección 
de la Justicia Federal a MARISOL NERI CASTREJON, 
en los siguientes términos: 

RESUELVE: 
… 
“ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a MARISOL NERI CASTREJON, respecto de 
las autoridades y acto precisados en el considerando 
segundo, por las consideraciones y fundamentos 
vertidos en el quinto y para los efectos del ultimo 
considerando de esta sentencia.” 

… 
“Séptimo. Efectos del amparo. En términos de lo 

dispuesto en los artículos 74, fracción V, y 77, fracción 
II, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, a 
continuación, se determinarán con precisión los 
efectos del amparo, especificándose las medidas que 
las autoridades o particulares deban adoptar para 
asegurar su estricto cumplimiento y la restitución de la 
persona quejosa en el goce del derecho humano que 
se consideró infringido. 

Se otorga el amparo y protección de la Justica 
de la Unión solicitado por la persona quejosa para el 
efecto de que el Congreso del Estado de Morelos y la 
Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 
Propio Congreso, en forma inmediata: 

Emita contestación al escrito presentado el 
quince de octubre de dos mil veinticuatro, por el que la 
persona quejosa solicitó se dictaminara la procedencia 
del otorgamiento de la jubilación solicitada y, de ser 
procedente se elabore el decreto correspondiente a su 
favor. 

Notifique, en términos de la ley que rija su 
actuar, su respuesta a la persona quejosa en el 
domicilio que señaló para tal efecto. 

En el entendido de que lo resuelto en esta 
sentencia no obliga a la autoridad responsable a 
resolver en un determinado sentido, ello en virtud de 
que el derecho fundamental consagrado en el artículo 
8° constitucional tiende a asegurar la emisión de una 
respuesta que sea congruente, completa, rápida y 
sobre todo, fundada y motivada, no así a que 
necesariamente se resuelva en los términos 
solicitados por la peticionaria.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa resuelva la solicitud de pensión de 

MARISOL NERI CASTREJON presentada el quince 

de octubre de dos mil veinticuatro. En mérito de lo 

anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 

la ejecutoria referida con anterioridad, esta Comisión 

dictaminadora somete a la consideración del Pleno de 

la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de MARISOL NERI 

CASTREJON presentado ante esta Soberanía el 

quince de octubre de dos mil veinticuatro, mediante el 

cual solicita la pensión por jubilación, bajo los términos 

siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado de 

fecha 15 de octubre del 2024, ante este Congreso del 

Estado de Morelos MARISOL NERI CASTREJON, por 

su propio derecho, solicitó le sea otorgada pensión por 

Jubilación de conformidad con la Ley del Servicio Civil 

del Estado de Morelos, acompañando a su petición la 

documentación exigida por el artículo 57, apartado A), 

fracciones I, II y III del marco legal mencionado 

consistentes en: acta de nacimiento, hoja de servicios 

y carta de certificación de salario, expedidas por el 

Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. 

SEGUNDO. - Que al tenor del artículo 56 de la 

Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 

por Jubilación se generará a partir de la fecha en que 

entre en vigor el decreto respectivo. Si el pensionado 

se encuentra en activo, a partir de la vigencia del 

decreto cesarán los efectos de su nombramiento. El 

trabajador que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se 

otorgará al trabajador que conforme a su antigüedad 

se ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de MARISOL NERI 

CASTREJON, siendo que prestó sus servicios en el 

Ayuntamiento de Jiutepec, Morelos, desempeñando el 

siguiente cargo: 
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 Alta como como Secretaria de Área, adscrita 

en la Contraloría Municipal, del 01 de enero del 2016 

al 15 de julio del 2018; información que se coteja en la 

constancia de servicios actualizada en referencia.  

CUARTO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de MARISOL NERI 

CASTREJON, siendo que prestó sus servicios en el 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, 

desempeñando los siguientes cargos: 

 Secretaria Ejecutiva, adscrita a la Secretaría 

General del Congreso en este órgano, a partir del 01 

de noviembre del 2009, al 31 de agosto del 2012; 

 Asesor, adscrita al Diputado Mario Arturo 

Arizmendi Santaolaya en este órgano, a partir del 01 

de noviembre del 2012, al 31 de mayo del 2014; 

 Secretaria Técnica, adscrita a la Comisión de 

Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública en este 

Órgano, a partir del 01 de junio del 2014 al 31 de 

agosto del 2015, información que se coteja en la 

constancia de servicios actualizada en referencia.  

QUINTO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de MARISOL NERI 

CASTREJON, por lo que se acreditan 24 años, 02 

meses y 8 días, de servicio efectivo de trabajo 

interrumpido, siendo que ha prestado sus servicios en 

el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 

desempeñando los siguientes cargos: 

 Alta como Jefa de Departamento, adscrita en 

la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Hacienda, el 

01 de septiembre de 1998; 

 Cambio de Plaza como Jefa de Departamento 

de Consultas Liquidaciones y Recursos Federal, 

adscrita en la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de 

Hacienda, el 01 de febrero de 2000; 

 Cambio de Plaza como Subdirectora de 

Asuntos Federales, adscrita en la Procuraduría Fiscal 

de la Secretaría de Hacienda, el 16 de noviembre del 

2000; 

 Cambio de Plaza como Subprocuradora Fiscal 

de Asuntos Estatales y Municipales, adscrita en la 

Oficina de la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de 

Hacienda, el 01 de febrero de 2001; 

 Permuta como Subprocuradora Fiscal de 

Asuntos Federales, adscrita en la Procuraduría Fiscal 

de la Secretaría de Finanzas y Planeación, el 16 de 

mayo de 2004; 

 Cambio de Plaza como Procuradora Fiscal, 

adscrita en la Procuraduría Fiscal de la Secretaría de 

Hacienda, el 01 de noviembre de 2006; 

 Baja como Procuradora Fiscal, adscrita en la 

Oficina del Procurador Fiscal de la Secretaría de 

Hacienda, el 31 de agosto de 2008; 

 Reingreso como Directora General de 

Vinculación Operativa y Gestión Administrativa, 

adscrita en la Dirección General de Vinculación 

Operativa y Gestión Administrativa de la Secretaría de 

Gobierno, del 01 de octubre del 2018, al 25 de 

septiembre de 2024, información que se coteja en la 

constancia de servicios actualizada en referencia.  

De lo anterior se desprende que la pensión por 

jubilación solicitada encuadra en lo previsto por el 

artículo 58, fracción II, inciso e) del cuerpo normativo 

antes aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA Y 

TRES 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

MARISOL NERI CASTREJON 

ARTICULO 1. Se concede Pensión por 

Jubilación a MARISOL NERI CASTREJON, quien ha 

prestado sus servicios en el Ayuntamiento de Jiutepec, 

Morelos, Poder Legislativo del Estado de Morelos, así 

como en el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 

desempeñando como último cargo el de: Directora 

General de Vinculación Operativa y Gestión 

Administrativa, adscrita en la Dirección General de 

Vinculación Operativa y Gestión Administrativa de la 

Secretaría de Gobierno. 

ARTICULO 2. La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 80% del último salario mensual de 

la solicitante a partir del día siguiente a aquel en que el 

trabajador se separe de sus labores y será cubierta 

por la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, quien deberá realizar el pago en 

forma mensual, del Presupuesto otorgado en el 

Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2025, en términos de los artículos 

Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 

octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 

Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público este 

podrá solicitar una reasignación presupuestal en 

términos de lo establecido en el Artículo Décimo 

Quinto, fracción VI del propio Decreto, cumpliendo con 

lo que disponen los artículos 55, 56 y 58, fracción II, 

inciso e) de la Ley del Servicio Civil del Estado de 

Morelos. 
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ARTICULO 3.- La cuantía de la pensión se 

incrementará de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo vigente, integrándose la misma por el 

salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Remítase el presente decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”. 

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 266/2025; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO.- El presente decreto entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria del doce de junio del dos mil veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  
La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 
Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Novena  de Distrito en el Estado de 
Morelos, en el juicio de amparo número 274/2025, 

promovido por LUCIA MARÍA LUISA CALDERÓN 
HERNÁNDEZ; ejecutoria que resuelve conceder el 

Amparo y Protección de la Justicia de la Unión a la 
citada quejosa, respecto del acto reclamado y 

autoridades responsables que quedaron precisados en 
el proemio de la misma; presentado al Pleno de la 

Asamblea Legislativa, en el cual se establece lo 
siguiente: 

“ANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 
del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 
las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 
Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 

Mesa Directiva le turne, para someterlos 
posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 
a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 
conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  
III. - El citado promovente, mediante escrito de 

fecha el dieciocho de febrero de dos mil veinticinco, 
presentado en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 
promovió juicio de amparo en contra de los Integrantes 

de la Comisión del Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social del Congreso del Estado de Morelos, 

Presidente del Congreso del Estado de Morelos, 
Gobernador del Estado de Morelos, Director del 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad” del Estado de 
Morelos por el acto que a continuación se transcribe: 
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““La inconstitucionalidad e convencionalidad de 
la omisión resolver en definitiva mi petición de fecha ** 
** ******* ** *** *** ************, a través de la cual 
solicité se emitiera el decreto correspondiente al pago 
de mi pensión por jubilación al estar desempeñado 
como último cargo el de Magistrada Visitadora General 
de la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina 
del Poder Judicial del Estado de Morelos, siendo este 
el último cargo que en la actualidad me encuentro 
desempeñando, siendo designada en fecha 22 de 
mayo de 2024..” 

De igual manera reclamo que mi decreto 
jubilatorio se emita con la suficiencia presupuestal que 
el mismo debe contener al ser un hecho público y 
notorio dentro de nuestro Estado, que el Poder judicial 
del Estado de Morelos en defensa de su Autonomía 
Financiera ha promovido aproximadamente a la 
presente fecha más de ciento treinta Controversias 
Constitucionales en contra de decretos jubilatorios por 
la falta de suficiencia presupuestal por no indicar el 
correspondiente decreto de que partida o fuente de 
financiamiento se cubrirá la pensión otorgada, lo que 
sigue reiterando la Legislatura local a pesar de que la 
Suprema Corte de Justicia le ha exhortado en 
innumerables veces para que lo realice, por ello, pido 
a su Señoría que en caso de concederme el Amparo y 
protección de Justicia Federal ordene como uno de 
sus efectos que se determine la partida presupuestal 
con que se ha de cubrir mi pensión jubilatoria y así 
evitar que posterior a la emisión del decreto me priven 
del pago de la misma y quede sin efectos mi 
nombramiento de servidor público y me quede sin 
empleo, sin ingreso, sin seguridad social y sin el pago 
de mi pensión jubilatoria como ha ocurrido en casos 
análogos de compañeros jubilados del Poder judicial.” 

IV.- Por razón de turno, mediante auto de fecha 
de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco, le 
correspondió conocer de la demanda al Juzgado 
Noveno de Distrito en el Estado de Morelos, quien, 
admitió a trámite, quedando registrada bajo el 
expediente 274/2025. 

V. - Posteriormente, le fue notificado el ocho de 
abril de dos mil veinticinco a este Congreso del 
Estado, la sentencia de fecha del siete de abril de dos 
mil veinticinco, emitida por el Juez Noveno de Distrito 
en el Estado de Morelos, causando ejecutoria el treinta 
de abril de dos mil veinticinco, por la cual resolvió 
conceder el Amparo y Protección de la Justicia 
Federal a Lucia María Luisa Calderón Hernández, en 
los siguientes términos: 

RESUELVE: 
… 
“PRIMERO. Se sobresee en el juicio de amparo 

respecto de los actos y por los motivos expuestos en 
el considerando tercero de esta sentencia 
constitucional. SEGUNDO. La justicia de la unión 
ampara y protege a ***** ***** ***** ******** ********** 
respecto del acto reclamado al Congreso y la 
Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, 
ambos del Estado de Morelos, consistente en la 
omisión de dar respuesta al escrito presentado el 
quince de octubre de dos mil veinticuatro, relativo a su 
solicitud de pensión por jubilación, para los efectos 
señalados en el último considerando de la misma..” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa resuelva la solicitud de pensión de Lucia 

María Luisa Calderón Hernández presentada el quince 

de octubre de dos mil veinticuatro. En mérito de lo 

anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 

la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 

Comisión dictaminadora somete a la consideración del 

Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de Lucia María Luisa 

Calderón Hernández, presentado ante esta Soberanía 

el quince de octubre de dos mil veinticuatro, mediante 

el cual solicita la pensión por jubilación, bajo los 

términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERA. Mediante escrito de fecha quince de 

octubre de dos mil veinticuatro, Lucia María Luisa 

Calderón Hernández, por su propio derecho, presentó 

ante este Congreso del Estado de Morelos, solicitud 

de pensión por Jubilación de conformidad con la Ley 

del Servicio Civil del Estado de Morelos, 

acompañando a su petición la documentación exigida 

por el artículo 57, apartado A), fracciones I, II y III del 

marco legal mencionado consistentes en: acta de 

nacimiento, hoja de servicios, así como carta de 

certificación de salario, expedidas por el Poder Judicial 

del Estado de Morelos, así como copia simple de la 

credencial de elector, expedida por el Instituto 

Nacional Elector.  

SEGUNDA. Al tenor del artículo 56 de la Ley del 

Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 

jubilación se otorgará mediante decreto que expida el 

Congreso del Estado una vez satisfechos los 

requisitos que establece la misma y los demás 

ordenamientos legales aplicables y el pago de la 

misma, se generará a partir de la fecha en que entre 

en vigencia el decreto respectivo. Si el pensionado se 

encuentra en activo, a partir de la vigencia del decreto 

cesarán los efectos de su nombramiento. La 

trabajadora que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por jubilación, se 

otorgará a la trabajadora que conforme a su 

antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente.  
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TERCERA. Del análisis practicado a la 
documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 
artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad de Lucia María Luisa Calderón Hernández, 
por lo que se acreditan a la fecha de su solicitud 28 
años, 8 meses, 13 días de servicio efectivo de trabajo 
interrumpido, ya que ha prestado sus servicios en el 
Poder Judicial del Estado de Morelos, desempeñando 
los cargos siguientes: 

 SE LE NOMBRA OFICIAL JUDICIAL "D” 
SUPERNUMERARIA, Y SE LE ADSCRIBE AL 
JUZGADO MENOR DE JIUTEPEC, MORELOS, DEL 
23 DE AGOSTO DE 1996 AL 15 DE OCTUBRE DE 
1997. 

 SE LE NOMBRA OFICIAL JUDICIAL "D” DE 
BASE, ADSCRITA AL JUZGADO MENOR DE 
JIUTEPEC, MORELOS, DEL 16 DE OCTUBRE DE 
1997 AL 20 DE AGOSTO DE 1998. 

 SE LE COMISIONA TEMPORAL E 
INTERINAMENTE COMO ACTUARIA, ADSCRITA AL 
JUZGADO MENOR PENAL DEL NOVENO DISTRITO 
JUDICIAL, CON RESIDENCIA EN JIUTEPEC, 
MORELOS, DEL 21 DE AGOSTO DE 1998 AL 17 DE 
FEBRERO DE 1999. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN DE LA COMISIÓN INTERINA COMO 
ACTUARIA AL JUZGADO SEGUNDO MENOR DEL 
PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL 18 DE FEBRERO 
DE 1999 AL 11 DE ABRIL DE 1999.  

 SE LE DESIGNA INTERINAMENTE COMO 
SECRETARIA DE ACUERDOS, COMISIONADA 
COMO PROYECTISTA DEL JUZGADO SEGUNDO 
MENOR DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL, CON 
RESIDENCIA EN ESTA CIUDAD, DEL 12 DE ABRIL 
DE 1999 AL 11 DE AGOSTO DE 1999. 

 SE LE DESIGNA TEMPORAL E 
INTERINAMENTE COMO SECRETARIA DE 
ACUERDOS, DEL JUZGADO MIXTO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL OCTAVO DISTRITO JUDICIAL, 
CON RESIDENCIA EN XOCHITEPEC, MORELOS, 
DEL 12 DE AGOSTO DE 1999 AL 16 DE FEBRERO 
DE 2005. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO CARGO Y PLAZA 
DE SECRETARIA DE ACUERDOS EN FUNCIONES 
DE PROYECTISTA, AL JUZGADO SEGUNDO CIVIL 
DE PRIMERA INSTANCIA DEL SEXTO DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO CON RESIDENCIA EN 
CUAUTLA, MORELOS, DEL 17 DE FEBRERO DE 
2005 AL 27 DE MARZO DE 2005. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN CON SUJ MISMO CARGO Y PLAZA 
DE SECRETARIA DE ACUERDOS EN FUNCIONES 
DE PROYECTISTA, AL JUZGADO CIVIL DE 
PRIMERA INSTANCIA DEL SEXTO DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO, CON RESIDENCIA EN 
CUAUTLA, MORELOS DEL 28 DE MARZO DE 
2005AL 25 DE ENERO 2007. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 

ADSCRIPCIÓN TEMPORALCON SU MISMO CARGO 

Y EMOLUMENTOS DE SECRETARIA DE 

ACUERDOS DE PRIMERA INSTANNCIA, AL 

JUZGADO NOVENO CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA 

DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL EN EL ESTADO, 

CON SEDE EN CUERNAVACA, MORELOS, DEL 26 

DE ENERO DE 2007AL 23 DE MARZO DE 2007. 

 SE REINCORPORA CON SU MISMO CARGO 

Y PLAZA DE SECRETARIA DE ACUERDOS AL 

JUZGADO CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL 

SEXTO DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, CON 

RESIDENCIA EN CUAUTLA, MORELOS, DE 

ACUERDO AL OFICIO 35/2005 DE FECHA 

18/03/2005, DEL 24 AL 27 DE MARZO DE 2007. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 

ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO CARGO Y 

EMOLUMENTOS DE SECRETARIA DE ACUERDOS 

DE PRIMERA INSTANCIA, AL JUZGADO NOVENO 

CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL PRIMER 

DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, CON SEDE EN 

ESTA CIUDAD, DEL 28 DE MARZO DE 2007AL 17 

DE FEBRERO DE 2011. 

 SE LE COMUNICA NOMBRAMIENTO 

TEMPORAL COMO SECRETARIA DE ESTUDIO Y 

CUENTA, ADSCRITA A.LA SALA AUXILIAR DE ESTE 

H. CUERPO COLEGIADO, DEL 18 DE FEBRERO DE 

2011 AL 07 DE MAYO DE 2014. 

 SE LE COMUNICA NOMBRAMIENTO 

DEFINITIVO COMO SECRETARIA DE ESTUDIO Y 

CUENTA, ADSCRITA A LA SALA AUXILIAR DE ESTE 

HONORABLE CUERPO COLEGIADO. DEL 08 DE 

MAYO DE 2014AL 14 DE JUNIO DE 2014. 

 SE LE DESIGNA DE MANERA TEMPORAL E 

INTERINA COMO SECRETARIA DE ACUERDOS DE 

PRIMERA INSTANCIA, ADSCRITA A LA 

VISITADURÍA GENERAL DEPENDIENTE DEL 

CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER 

JUDICIAL DEL ESTADO, DEL 15 AL 22 DE JUNIO 

DE 2014. 

 SE LE DESIGNA DE MANERA TEMPORAL E 

INTERINA COMO SECRETARIA   AUXILIAR 

PROYECTISTA, ADSCRITA AL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 

DE MORELOS, DEL 23 DE JUNIO DE 2014 AL 30 DE 

JUNIO DE 2015. 

 SE LE DESIGNA DE MANERA TEMPORAL E 

INTERINA JUEZ MENOR, Y SE LE ADSCRIBE AL 

JUZGADO SEGUNDO MENOR PENAL DE LA 

PRIMERA DEMARCACIÓN TERRITORIAL DEL 

ESTADO, DEL 01 DE JULIO DE 2015 AL 19 DE 

OCTUBRE 2016. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 

ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO CARGO Y 

EMOLUMENTOS DE JUEZ, AL JUZGADO MENOR 

MIXTO DE LA SEGUNDA DEMARCACIÓN 

TERRITORIAL DEL ESTADO, DEL 20 DE OCTUBRE 

DE 2016 AL 27 DE MARZO DE 2017. 
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 SE DESIGNA DE MANERA TEMPORAL E 
INTERINA COMO SECRETARIA DE ACUERDOS DE 
PRIMERA INSTANCIA COMISIONADA COMO 
PROYECTISTA EN EL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA DEL ESTADO, DEL 28 DE MARZO DE 
2017AL 02 DE MAYO DE 2017. 

 SE DESIGNA DE MANERA TEMPORAL E 
INTERINA COMO JUEZ MENOR ADSCRITO AL 
JUZGADO PRIMERO MENOR CIVIL Y MERCANTIL 
DE LA PRIMERA DEMARCACIÓN TERRITORIAL 
DEL ESTADO DE MORELOS, DEL 03 DE MAYO DE 
2017AL 29 DE AGOSTO DE 2017. 

 SE LE COMUNICA SU DESIGNACIÓN DE 
MANERA TEMPORAL E INTERINA COMO JUEZ DE 
PRIMERA INSTANCIA, Y SE LE ADSCRIBE AL 
JUZGADO TERCERO CIVIL DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL SEXTO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO, DEL 30 DE AGOSTO DE 2017 AL 31 DE 
MAYO DEL 2018. 

 CAMBIA DE ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO 
CARGO Y EMOLUMENTOS DE JUEZ DE PRIMERA 
INSTANCIA INTERINA AL JUZGADO PRIMERO 
CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL QUINTO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, DEL 01 DE 
JUNIO DEL 2018AL 13 DE SEPTIEMBRE DEL 2021. 

 CAMBIA DE ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO 
CARGO Y EMOLUMENTOS DE JUEZ DE PRIMERA 
INSTANCIA INTERINA AL JUZGADO PRIMERO 
CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL QUINTO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, DEL 01 DE 
JUNIO DEL 2018AL 13 DE SEPTIEMBRE DEL 2021. 

 CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO 
CARGO DE EMOLUMENTOS DE JUEZ AL 
JUZGADO PRIMERO CIVIL DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL OCTAVO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO, DEL 14 DE SEPTIEMBRE DEL 2022 AL 17 
DE MARZO DEL 2022. 

 CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO 
CARGO Y EMOLUMENTOS DE JUEZ AL JUZGADO 
SEGUNDO CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, DEL 18 
DE MARZO DEL 2022 AL 10 DE ABRIL DE 2023. 

 SE LE COMUNICA CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN CON SU MISMO CARGO Y 
EMOLUMENTOS DE JUEZA DE PRIMERA 
INSTANCIA AL JUZGADO ÚNICO ESPECIALIZADO 
EN ORALIDAD MERCANTIL DEL ESTADO DE 
MORELOS, DEL 11 DE ABRIL DE 2023AL 21 DE 
MAYO DE 2024. 

 SE LE COMUNICA DESIGNACIÓN DE 
MANERA TEMPORAL E INTERINA COMO 
MAGISTRADA VISITADORA GENERAL DE LA 
JUNTA DE ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y 
DISCIPLINA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 
DE MORELOS, DEL 22 DE MAYO DE 2024 AL SEIS 
DE MAYO DE DOS MIL VEINTICINCO, FECHA DEL 
OFICIO DONDE SE LE COMUNICA LA ÚLTIMA 
DESIGNACIÓN TEMPORAL, SEGÚN CONSTA DE 
LA INVESTIGACIÓN REALIZADA POR ESTA 
COMISIÓN.  

De lo anterior se desprende que la jubilación 

solicitada encuadra en lo previsto por el artículo 58, 

fracción II, inciso a) del cuerpo normativo antes 

aludido, por lo que al quedar colmados los requisitos 

de la Ley, lo conducente es conceder al trabajador en 

referencia el beneficio solicitado…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA Y 

CUATRO 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

LUCIA MARÍA LUISA CALDERÓN HERNÁNDEZ 

ARTICULO 1°. - Se concede pensión por 

Jubilación al C. Lucia María Luisa Calderón 

Hernández quien ha prestado sus servicios en el 

Poder Judicial del Estado de Morelos, desempeñando 

como último cargo el de: Magistrada Visitador General 

de la Junta de Administración Vigilancia y Diciplina del 

Poder Judicial del Estado de Morelos.   

ARTICULO 2°.– La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 100% del último salario del 

solicitante, será pagado a partir del día siguiente a 

aquél en que la trabajadora se separe de sus labores y 

será cubierto por el  Poder Judicial del  Estado de 

Morelos. Quien deberá realizar el pago en forma 

mensual, del Presupuesto otorgado en el Decreto 

Número Veinticinco, por el que se aprueba del 

Presupuesto otorgado en el Decreto Número 

Veinticinco, por el que se aprueba el Presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 

ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 

2025, en términos de los artículos Primero, cuarto 

párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo octavo, 

Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo Noveno, 

parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos; 55, 56 y 

58, fracción II, inciso a) de la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos. 
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ARTICULO 3º.- El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por la trabajadora, incrementándose la 

cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo general vigente, integrándose la misma 

por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Remítase el presente decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”. 

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la 

quejosa el C. Lucia María Luisa Calderón Hernández, 

la presente determinación y notifíquese por oficio al 

Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de Morelos 

en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 274/2025; 

ambas notificaciones por conducto de la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO.- A efecto de dar debido 

cumplimiento a la sentencia pronunciada en el Juicio 

de Amparo Número 274/2025 promovido por el C. 

Lucia María Luisa Calderón Hernández infórmese al 

Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de Morelos 

del presente Decreto, cumpliendo lo dispuesto en el 

Artículo 105 de la Ley de Amparo, ambas 

notificaciones por conducto de la Dirección Jurídica de 

este Congreso del Estado de Morelos. 

CUARTO.- El presente decreto entrará en vigor 

a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria del doce de junio del dos mil veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Octavo  de Distrito en el Estado de 

Morelos, en el juicio de amparo número 1105/2024, 

promovido por CLAUDIA ANGÉLICA BALCÁZAR 

SÁNCHEZ; ejecutoria que resuelve conceder el 

Amparo y Protección de la Justicia de la Unión a la 

citada quejosa, respecto del acto reclamado y 

autoridades responsables que quedaron precisados en 

el proemio de la misma; presentado al Pleno de la 

Asamblea Legislativa, en el cual se establece lo 

siguiente: 

“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la Presidenta de 

la Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 

fecha veintinueve de julio de dos mil veinticuatro 

presentado en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 

Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 
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“Del Congreso del Estado de Morelos y la 
Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 
propio Congreso, se reclama la omisión de proveer 
sobre el otorgamiento de la pensión por jubilación, 
solicitada mediante escrito presentado el nueve de 
mayo de dos mil veintitrés, ante el Congreso del 
Estado de Morelos.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
treinta de julio de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Octavo de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
1105//2024. 

V. - Posteriormente, en fecha veintinueve de 
enero de dos mil veinticinco, le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha veintisiete 
del mismo mes y año emitida por el Juez Octavo de 
Distrito en el Estado de Morelos, causando ejecutoria 
el diecinueve de febrero del citado año, por la cual 
resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a Claudia Angélica Balcázar Sánchez, 
en los siguientes términos: 

 “ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 
protege a Claudia Angélica Balcázar Sánchez, 
respecto de las autoridades y acto precisados en el 
considerando segundo, por las consideraciones y 
fundamentos vertidos en el quinto y para los efectos 
del último considerando de esta sentencia.” 

… 
 “SEXTO. Efectos del amparo. En términos de 

lo dispuesto en los artículos 74, fracción V, y 77, 
fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, a 
continuación se determinaran con precisión los efectos 
del amparo, especificándose las medidas que las 
autoridades o particulares deben adoptar para 
asegurar su estricto cumplimiento y la restitución del 
quejoso en el goce del derecho humano que se 
consideró infringido. 

Se otorga el amparo y protección de la Justicia 
de la Unión solicitado por la quejosa para el efecto de 
que el Congreso del Estado de Morelos y la Comisión 
de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del propio 
Congreso, para el efecto de que, una vez que cause 
ejecutoria esta sentencia: 

Emitan contestación al escrito presentado el 
nueve de mayo de dos mil veintitrés, por el que la 
parte quejosa solicitó se dictaminara la procedencia 
del otorgamiento de la jubilación solicitada y, de ser 
procedente, se elabore el decreto correspondiente a 
favor de la parte quejosa.  

Notifique, en términos de la ley que rija su 
actuar, su respuesta a la parte quejosa en el domicilio 
que señaló para tal efecto.  

En el entendido de que lo resuelto en esta 
sentencia no obliga a la autoridad responsable a 
resolver en un determinado sentido, ello en virtud de 
que el derecho fundamental consagrado en el artículo 
8° constitucional tiende a asegurar la emisión de una 
respuesta que sea congruente, completa, rápida y 
sobre todo, fundada y motivada, no así a que 
necesariamente se resuelva en los términos 
solicitados por el peticionario.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa resuelva la solicitud de pensión de Claudia 

Angélica Balcázar Sánchez presentada el nueve de 

mayo de dos mil veintitrés. En mérito de lo 

anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 

la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 

Comisión dictaminadora somete a la consideración del 

Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de Claudia Angélica 

Balcázar Sánchez  presentado de ante esta Soberanía 

en la fecha antes señalada, mediante el cual solicita la 

pensión por jubilación, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERA. En fecha 09 de mayo de 2023, 

Claudia Angélica Balcázar Sánchez, por su propio 

derecho, presentó ante este Congreso solicitud de 

pensión por Jubilación de conformidad con la hipótesis 

contemplada en el  artículo 58, fracción II, inciso i), de 

la Ley del Servicio Civil del Estado, acompañando a su 

petición la documentación exigida por el artículo 57, 

apartado A), fracciones I, II y III, del marco legal antes 

mencionado, consistentes en: acta de nacimiento, 

hojas de servicios expedidas por el Poder Ejecutivo 

del Estado de Morelos, H. Ayuntamiento de 

Cuernavaca, Morelos, así como hoja de servicios y 

carta de certificación de salario expedidas por la 

Coordinación Estatal de Protección Civil Morelos. 

SEGUNDA. Al tenor del artículo 56 de la Ley del 

Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 

jubilación se otorgará mediante decreto que expida el 

Congreso del Estado una vez satisfechos los 

requisitos que establece la misma y los demás 

ordenamientos legales aplicables y el pago de la 

misma, se generará a partir de la fecha en que entre 

en vigencia el decreto respectivo. Si la pensionada se 

encuentra en activo, a partir de la vigencia del decreto 

cesarán los efectos de su nombramiento. La 

trabajadora que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por jubilación, se 

otorgará a la trabajadora que conforme a su 

antigüedad se ubique en el supuesto correspondiente.  
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TERCERA. Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 
el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la 

antigüedad de Claudia Angélica Balcázar Sánchez, 
por lo que se acreditan a la fecha de su solicitud 20 

años, 07 meses, 22 días,  de servicio efectivo de 
trabajo interrumpido, ya que prestó sus servicios en el 

poder Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo 
desempeñado los cargos siguientes: Secretaria, 

adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda de la Secretaría de Desarrollo Urbano y 

Obras Públicas, del 16 de marzo de 1996, al 31 de 
octubre de 1997; Jefa de Departamento de Estrategias 

de Ordenación Territorial, adscrita a la Dirección 
General de Planeación Urbana y Regional de la  

Secretaría de Desarrollo Urbano y Obras Públicas, del 
01 de noviembre de 1997, al 15 de enero de 1998; 

Jefa de Departamento de Instrumentación Operativa 
de Desarrollo Urbano, adscrita a la Subsecretaría de 

Desarrollo Urbano y Vivienda de la Secretaría de 
Desarrollo Urbano y Obras Públicas, del16 de enero, 

al 28 de febrero de 1998; Jefa de Departamento de 
Instrumentación Operativa de Desarrollo Urbano, 

adscrita a la Dirección General de Ordenación Urbana 
de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Obras 

Públicas, del 01 de marzo de 1998, al 15 de enero de 
2000; Jefa de Departamento de Estrategias para el 

Desarrollo Urbano de Centro de Población, adscrita a 
Dirección General de Planeación Urbana y Regional 

de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Obras 
Públicas, del 16 de enero de 2003, al 30 de 

septiembre de 2004; Jefa de Departamento Técnico, 
adscrita a la Dirección General de Planeación Urbana 

y Regional de la Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Obras Públicas, del 01 de octubre de 2004, al 15 de 

julio de 2007; Jefe de Departamento de Ordenación 
Urbana, adscrita a la Dirección General de 

Ordenamiento Territorial de la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Obras Públicas, del 16 de julio de 2007, al 

31 de marzo de 2010; Directora de Planeación 
Urbana, adscrita a la Dirección General de 

Ordenamiento Territorial de la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Obras Públicas, del 01 de abril de 2010, al 

15 de enero de 2013; Directora de Planeación Urbana, 
adscrita a la Dirección General de Desarrollo 

Metropolitano de la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable, del 16 al 31 de enero de 2013; Directora 

de Análisis y Prospectiva Metropolitana, adscrita a la 
Dirección General de Desarrollo Metropolitano de la 

Secretaría de Desarrollo Sustentable, del 01 de 
febrero de 2013, al 30 de noviembre de 2014; 

Subdirectora de Planeación de Asentamientos 
Humanos, Urbanos y Rurales, adscrita a la Dirección 

General de Ordenamiento Territorial de la Secretaría 
de Desarrollo Sustentable, del 16 de enero de 2019, al 

28 de febrero de 2021; Directora de Planeación e 
Instrumentación Territorial, adscrita a la Dirección  

General de Ordenamiento Territorial de la Secretaría 
de Desarrollo Sustentable, del 01 de marzo de 2021, 
al 15 de junio de 2022, fecha en la que causa baja. En 
el H. Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, prestó 
sus servicios habiendo desempeñado el cargo de: 
Directora, adscrita a la Dirección de Planeación 
Urbana, del 16 de marzo, al 31 de diciembre de 2015. 
En la Coordinación Estatal de Protección Civil 
Morelos, prestó sus servicios desempeñando el cargo 
de: Subdirectora de Gestión Integral de Riesgos, 
adscrita a la Dirección de Prevención e Investigación, 
del 17 de junio de 2022, al 15 de marzo de 2023, 
fecha en la que causó baja. De lo anterior se 
desprende que la jubilación solicitada encuadra en lo 
previsto por el artículo 58, fracción II, inciso i) del 
cuerpo normativo antes aludido, por lo que al quedar 
colmados los requisitos de la Ley, lo conducente es 
conceder a la trabajadora en referencia el beneficio 
solicitado…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS 
CUARENTA Y CINCO 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 
JUBILACIÓN A  

CLAUDIA ANGÉLICA BALCÁZAR SÁNCHEZ 
ARTICULO 1°.- Se concede pensión por 

Jubilación a la C. Claudia Angélica Balcázar Sánchez, 
quien ha prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos, H. Ayuntamiento de 
Cuernavaca, Morelos, así como en la Coordinación 
Estatal de Protección Civil Morelos, desempeñando 
como último cargo el de: Subdirectora de Gestión 
Integral de Riesgos, adscrita a la Dirección de 
Prevención e Investigación. 

ARTICULO 2°. – La pensión decretada deberá 
cubrirse a razón del 60% del último salario de la 
solicitante a partir del día siguiente a aquél en que la 
trabajadora se separe de sus labores y será cubierta 
por la Coordinación Estatal de Protección Civil 
Morelos. Quien deberá realizar el pago en forma 
mensual, del Presupuesto otorgado en el Decreto 
Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes en la partida específica de 
pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 
Ente Público podrá solicitar una reasignación 
presupuestal en términos de lo establecido en el 
Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 
cumpliendo con lo que disponen los artículos 55, 56 y 
58, fracción II, inciso B) de la Ley del Servicio Civil del 
Estado de Morelos. 
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ARTICULO 3º.- El monto de la pensión se 

calculará tomando como base el último salario 

percibido por la trabajadora, incrementándose la 

cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo general vigente, integrándose la misma 

por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Remítase el presente decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”. 

SEGUNDO.- Para dar claridad y certeza jurídica 

a la beneficiaria respecto del artículo 2° del presente 

dictamen, la instancia obligada al pago de la pensión 

será a cargo de la Coordinación Estatal de Protección 

Civil Morelos, como Organismo Público 

descentralizado con Personalidad Jurídica y 

Patrimonio Propio, sectorizado a la Secretaría de 

Gobierno. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 

1105/2024; ambas notificaciones por conducto de la 

Dirección Jurídica de este Congreso del Estado de 

Morelos. 

CUARTO.- El presente decreto entrará en vigor 

a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de 

difusión del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria del doce de junio del dos mil veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  
La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 
Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 
del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de 
Morelos, en el juicio de amparo número 93/2025, 

promovido por ELVIRA FIGUEROA MORALES; 
ejecutoria que resuelve conceder el Amparo y 

Protección de la Justicia de la Unión a la citada 
quejosa, respecto del acto reclamado y autoridades 

responsables que quedaron precisados en el proemio 
de la misma; presentado al Pleno de la Asamblea 

Legislativa, en el cual se establece lo siguiente: 
“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 
materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 
fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 
conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 
Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 
II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 
análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 
siguiente.  

III. – La citada promovente, mediante escrito de 
fecha trece de enero de dos mil veinticinco presentado 

en la Oficina de Correspondencia Común de los 
Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 
Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 
“-La omisión de dar respuesta a la solicitud de 

pensión por jubilación de treinta de mayo de dos mil 
veinticuatro.” 
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IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
catorce de enero de dos mil veinticinco le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Décimo de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
93/2025. 

V. - Posteriormente, en fecha veintiséis de 
febrero de dos mil veinticinco le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia emitida por el Juez 
Décimo de Distrito en el Estado de Morelos, causando 
ejecutoria el veinte de marzo de dos mil veinticinco, 
por la cual resolvió conceder el Amparo y Protección 
de la Justicia Federal a ELVIRA FIGUEROA 
MORALES, en los siguientes términos: 

RESUELVE: 
… 
“ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a ELVIRA FIGUEROA MORALES, para los 
efectos precisados en el considerando VI.” 

… 
“VI. Efectos del amparo Se impone conceder el 

amparo y la protección de la Justicia Federal a la 
quejosa ELVIRA FIGUEROA MORALES, para que las 
responsables, realicen lo siguiente:  

 En el ámbito de su competencia, con plenitud 
de atribuciones emitan respuesta fundada, motivada y 
congruente a la solicitud de pensión que presentó la 
quejosa; y la hagan de su conocimiento de manera 
personal. 

En el entendido de que la presente concesión 
no constriñe a resolver en determinado sentido, pues 
aquella es producto de la inobservancia al artículo 8º 
de la Carta Magna; por lo cual, basta que con que se 
resuelva el procedimiento de pensión, derivado de la 
solicitud formulada por la parte quejosa para tener por 
satisfecho el derecho humano violado.  

Asimismo, se precisa que todas las autoridades 
que tengan o deban tener intervención en el 
cumplimiento del presente fallo, con independencia de 
que hayan sido señaladas o no como responsables, 
están obligadas a realizar, dentro de los límites de su 
competencia, todos los actos necesarios para el 
acatamiento íntegro y fiel de la sentencia, ello con 
fundamento en el artículo 197 de la Ley de Amparo.  

Aunado a lo anterior, cabe destacar que en caso 
de que se determine otorgar la pensión solicitada por 
la parte quejosa, la presente sentencia de amparo se 
estimará cumplida una vez que las autoridades 
acrediten la publicación del decreto pensionatorio 
respectivo en el medio de difusión oficial 
correspondiente.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de ELVIRA 
FIGUEROA MORALES presentada el treinta de mayo 
de dos mil veinticuatro. En mérito de lo anteriormente 
expuesto, y en estricto cumplimiento a la ejecutoria 
referida con anterioridad, esta Comisión dictaminadora 
somete a la consideración del Pleno de la Asamblea, 
lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de ELVIRA 

FIGUEROA MORALES presentado ante esta 

Soberanía el treinta de mayo de dos mil veinticuatro, 

mediante el cual solicita la pensión por jubilación, bajo 

los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado de 

fecha 30 de mayo del 2024, ante este Congreso del 

Estado de Morelos ELVIRA FIGUEROA MORALES, 

por su propio derecho, solicitó le sea otorgada pensión 

por Jubilación de conformidad con la Ley del Servicio 

Civil del Estado de Morelos, acompañando a su 

petición la documentación exigida por el artículo 57, 

apartado A), fracciones I, II y III del marco legal 

mencionado consistentes en: acta de nacimiento, hoja 

de servicios y carta de certificación de salario, 

expedidas por el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos. 

SEGUNDO. - Que al tenor del artículo 56 de la 

Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 

por Jubilación se generará a partir de la fecha en que 

entre en vigor el decreto respectivo. Si el pensionado 

se encuentra en activo, a partir de la vigencia del 

decreto cesarán los efectos de su nombramiento. El 

trabajador que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se 

otorgará al trabajador que conforme a su antigüedad 

se ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de ELVIRA FIGUEROA 

MORALES, por lo que se acreditan 27 años y 8 días, 

de servicio efectivo de trabajo interrumpido, siendo 

que ha prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo 

del Estado de Morelos, desempeñando los siguientes 

cargos: 

 Alta como Mecanógrafa, adscrita en la 

Procuraduría de la Defensoría Pública, el 18 de julio 

de 1992; 

 Baja por renuncia como Secretaría de Director 

General, adscrita en la Dirección de la Defensoría 

Pública de la Secretaría General de Gobierno, el 31 de 

octubre de 1996; 
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 Reingreso como Supervisora, adscrita en la 

Dirección General de Transportes de la Secretaría de 

Gobierno, el 17 de junio de 2002; 

 Baja por renuncia como Supervisora, adscrita 

en la Dirección General de Transportes de la 

Secretaría de Gobierno, el 31 de marzo del 2011; 

 Reingreso como Operadora de Conmutador, 

adscrita en la Dirección General de Transportes de la 

Secretaría de Gobierno, el 01 de abril del 2011; 

 Baja por Renuncia como Operadora de 

Conmutador, adscrita en la Dirección de Revista 

Mecánica de la Secretaría de Movilidad y Transporte, 

el 31 de marzo del 2016; 

 Reingreso como Administrativa Especializada, 

adscrita en la Dirección General de Recursos 

Humanos de la Secretaría de Administración, el 01 de 

abril del 2016; 

 Baja por Renuncia como Administrativa 

Especializada, adscrita en la Dirección General de 

Recursos Humanos de la Secretaría de 

Administración, el 31 de marzo del 2017; 

 Reingreso como Analista Técnica, adscrita en 

la Dirección General de Recursos Humanos de la 

Secretaría de Administración, el 01 de abril del 2017; 

 Base como Analista Técnica, adscrita en la 

Dirección General de Recursos Humanos de la 

Secretaría de Administración, el 09 de noviembre del 

2017; 

 Cambio de Plaza como Jefa de Sección, 

adscrita en la Dirección General de Recursos 

Humanos de la Secretaría de Administración, el 16 de 

octubre del 2023; 

 Cambio de UA como Jefa de Sección, adscrita 

en la Dirección General de Recursos Humanos de la 

Secretaría de Administración, del 01 de enero, al 12 

de marzo del 2025, información que se coteja en la 

constancia de servicios actualizada en referencia. De 

lo anterior se desprende que la pensión por jubilación 

solicitada encuadra en lo previsto por el artículo 58, 

fracción I, inciso b) del cuerpo normativo antes 

aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA Y 

SEIS  

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

ELVIRA FIGUEROA MORALES 

ARTICULO 1. Se concede Pensión por 

Jubilación a ELVIRA FIGUEROA MORALES, quien ha 

prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 

el de: Jefa de Sección, adscrita en la Dirección 

General de Recursos Humanos de la Secretaría de 

Administración. 

ARTICULO 2. La pensión decretada deberá 
cubrirse a razón del 95% del último salario mensual de 
la solicitante a partir del día siguiente a aquel en que el 
trabajador se separe de sus labores y será cubierta 
por la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos, Quien deberá realizar el pago en 
forma mensual, del Presupuesto otorgado en el 
Decreto Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes en la partida específica de 
pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 
Ente Público podrá solicitar una reasignación 
presupuestal en términos de lo establecido en el 
Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 
cumpliendo con lo que disponen los artículos 55, 56 y 
58, fracción I, inciso b) de la Ley del Servicio Civil del 
Estado de Morelos. 

ARTICULO 3.- La cuantía de la pensión se 
incrementará de acuerdo con el aumento porcentual al 
salario mínimo vigente, integrándose la misma por el 
salario, las prestaciones, las asignaciones y el 
aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley; 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 
su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad.” 

SEGUNDO. – Notifíquese personalmente a la 
quejosa la presente determinación y notifíquese por 
Oficio al Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de 
Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 
pronunciada dentro del expediente número: 93/2025; 
ambas notificaciones por conducto de la Dirección 
Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. - El presente Decreto, entrará en 
vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 
del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos, 

en el juicio de amparo número 903/2024, promovido 

por ADRIANA VERGARA CASTELAR; ejecutoria que 

resuelve conceder el Amparo y Protección de la 

Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 

acto reclamado y autoridades responsables que 

quedaron precisados en el proemio de la misma; 

presentado al Pleno de la Asamblea Legislativa, en el 

cual se establece lo siguiente: 

“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 

Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III.- La citada promovente, mediante escrito 

presentado el dos de julio de dos mil veinticuatro 

presentado en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 

Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 

“LA OMISIÓN DE DICTAR DECRETO 
CORRESPONDIENTE A MI SOLICITUD (MISMA QUE 
CUENTA CON FOLIO LV2015/24, PRESENTADA EL 
DIA 19 DE MARZO DEL 2024 ANTE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE) PARA EL DE OTORGAMIENTO DE 
PENSIÓN POR JUBILACIÓN…” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
tres de julio de dos mil veinticuatro le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Octavo de Distrito 
en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la 
demanda, quedando registrada bajo el expediente 
903/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha veintiuno de 
febrero del dos mil veinticinco le fue notificado a este 
Congreso del Estado, la sentencia de fecha veinte de 
febrero del mismo año emitida por el Juez Octavo de 
Distrito en el Estado de Morelos, causando ejecutoria 
el trece de marzo de dos mil veinticinco, por la cual 
resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a ADRIANA VERGARA CASTELAR, 
en los siguientes términos: 

… 
“ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a ADRIANA VERGARA CASTELAR, por 
propio derecho, respecto de las autoridades y acto 
precisados en el considerando segundo, por las 
consideraciones y fundamentos vertidos en el quinto y 
para los efectos del último considerando de esta 
sentencia.” 

… 
“Se otorga el amparo y protección de la Justicia 

de la Unión solicitado por la quejosa ADRIANA 
VERGARA CASTELAR, para el efecto de que el 
Congreso y la Comisión de Trabajo, Previsión y 
Seguridad Social del Congreso, ambos del Estado de 
Morelos, en forma inmediata: a) Emitan contestación 
al escrito presentado el diecinueve de marzo de dos 
mil veinticuatro, en el que la quejosa solicitó se 
dictaminara la procedencia del otorgamiento de la 
pensión por jubilación. b) Notifique, en términos de la 
ley que rija su actuar, su respuesta a la parte quejosa 
en el domicilio que señaló para tal efecto.” 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 
cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de 
ADRIANA VERGARA CASTELAR presentada el 19 de 
marzo de 2024. En mérito de lo anteriormente 
expuesto, y en estricto cumplimiento a la sentencia 
ejecutoria referida con anterioridad, esta Comisión 
dictaminadora somete a la consideración del Pleno de 
la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 
suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 
Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 
pronunciarnos respecto al escrito presentado ante esta 
Soberanía en la fecha precisada en el párrafo que 
antecede por ADRIANA VERGARA CASTELAR 
solicitando la pensión por jubilación, bajo las términos 
siguientes: 
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CONSIDERACIONES: 

PRIMERA.- En fecha 19 de marzo de 2024, 

ADRIANA VERGARA CASTELAR, por su propio 

derecho, presentó ante este Congreso solicitud de 

pensión por Jubilación de conformidad con la hipótesis 

contemplada en el  artículo 16, fracción II, inciso j), de 

la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 

Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 

del Sistema Estatal de Seguridad Pública, 

acompañando a su petición la documentación exigida 

por el artículo 15, fracción I, incisos a), b) y c),  del 

marco legal antes mencionado, consistentes en: acta 

de nacimiento, hoja de servicios y carta de 

certificación de remuneración expedidas por el Poder 

Ejecutivo del Estado de Morelos.   

SEGUNDA. - Que al tenor del artículo 14 de la 

Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 

Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 

del Sistema Estatal de Seguridad Pública vigente en la 

Entidad, el pago de la pensión por Jubilación se 

generará a partir de la fecha en que entre en vigencia 

el Decreto respectivo. Si la pensionada se encuentra 

en activo, a partir de la vigencia del Decreto cesará en 

su función. El sujeto de la Ley que se hubiera 

separado de su función, antes de la fecha de vigencia 

del Decreto que la otorga, recibirá el pago de su 

pensión a partir del siguiente día de su separación. Y 

de conformidad con los artículos 16 del mismo 

ordenamiento, la pensión por jubilación se otorgará a 

los sujetos de la Ley, que conforme a su antigüedad 

se ubiquen en el supuesto correspondiente. 

TERCERA. - Con base en los artículos 8, 43, 

fracción I, inciso a), 47, fracción I, inciso d), 68 primer 

párrafo, 105 de la Ley del Sistema de Seguridad 

Pública del Estado de Morelos vigente a partir del 25 

de agosto de 2009 y artículo 2, fracción I, de la Ley de 

Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, disposiciones que 

establecen lo siguiente: 

Artículo 8.- Los integrantes de las instituciones 

policiales, peritos y ministerios públicos serán 

considerados personal de seguridad pública y deberán 

cumplir con lo dispuesto en la fracción XV, del artículo 

100 de la presente ley; por lo que se sujetarán para su 

ingreso y permanencia a las evaluaciones de 

certificación y control de confianza. 

Artículo 43- Son instituciones en materia de 

Seguridad Pública: 

I. Estatales: 

a) La Comisión Estatal de Seguridad Pública 

Artículo 47.- Las instituciones policiales en 

materia de Seguridad Pública son las siguientes: 

I. Estatales 

d) Personal de Seguridad y Custodia de los 

Centros de Reinserción Social y el de la autoridad 

encargada de dar seguimiento en las medidas 

cautelares y medidas impuestas a los adolescentes; 

Artículo 68.- Las relaciones jurídicas entre las 

Instituciones de Seguridad Pública, el personal 

conformado por los cuerpos policíacos, peritos y 

ministerios públicos se regirán por el apartado B, del 

artículo 123, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, la propia del Estado, la presente 

Ley y demás disposiciones legales aplicables. 

Artículo 105.- Las Instituciones de Seguridad 

Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones 

previstas como mínimas para los trabajadores al 

servicio del Estado de Morelos y generarán de 

acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus 

presupuestos, una normatividad de régimen 

complementario de seguridad social y 

reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el 

artículo 123, apartado B, fracción XIII, tercer párrafo, 

de la Constitución General. 

Artículo 2.- Son sujetos de esta Ley, los 

miembros de las Instituciones Policiales y de 

Procuración de Justicia siguientes: 

 I.- Dentro de las Instituciones Policiales: 

Estatales.- El Secretario de Seguridad Pública, el 

Secretario Ejecutivo, los Titulares, Mandos Superiores 

y Mandos Medios de la Secretaría de Seguridad 

Pública, los elementos de Policía Preventiva Estatal 

con sus grupos de investigación, de Policía Ministerial, 

los elementos de vigilancia y custodia de los 

establecimientos penitenciarios, así como los 

encargados de la seguridad durante los procesos 

judiciales y la vigilancia del cumplimiento de las 

medidas cautelares tanto de adolescentes como de 

adultos. Municipales. - El Secretario de Seguridad 

Pública, los Titulares, Mandos Superiores y Mandos 

Medios de la Secretaría de Seguridad Pública 

Municipal, los elementos policiacos y operativos de 

Seguridad Pública; y 

Con fundamento en las disposiciones de la Ley 

del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Morelos transcritas con anterioridad, y con base en los 

artículos 14, 15, 16 y 24 de la Ley de Prestaciones de 

Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de 

Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública, a que se han hecho referencia en 

la consideración I de la presente, es procedente 

analizar la solicitud de pensión por Jubilación. 
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CUARTA.- Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado, se comprobó fehacientemente la antigüedad 

de ADRIANA VERGARA CASTELAR, por lo que se 

acreditan a la fecha de su solicitud 19 años, 08 meses 

y 12 días, de servicio efectivo interrumpido, ya que ha 

prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, desempeñando los cargos 

siguientes: Custodia, adscrita en el Módulo de Jojutla 

de la Secretaria de Gobierno, del 17 de noviembre de 

2003, al 15 de febrero de 2004; Cocinera, adscrita en 

la Dirección del Área Varonil CERESO Atlacholoaya 

de la Secretaria de Gobierno, del 16 de febrero de 

2004, al 31 de julio de 2009; Cocinera, adscrita en la 

Dirección General de Reclusorios de la Secretaria de 

Seguridad Pública, del 01 de agosto de 2009, al 31 de 

agosto de 2011; Cocinera, adscrita en la Dirección 

General de Reclusorios de la Secretaria de Seguridad 

Pública, del 01 de septiembre de 2011, al 30 de 

septiembre de 2013; Custodia, adscrita en la Dirección 

General de Establecimientos Penitenciarios de la 

Secretaria de Gobierno, del 02 de mayo de 2014, al 15 

de marzo de 2019; Custodia, adscrita en la Dirección 

General de Centros Penitenciarios de la Comisión 

Estatal de Seguridad Pública, del 16 de marzo de 

2019, al 31 de octubre de 2020; Custodia, adscrita en 

la Dirección General de Centros Penitenciarios de la 

Comisión Estatal de Seguridad Pública, del 01 de 

noviembre de 2020, al 01 de marzo de 2024 , fecha en 

que fue expedida la constancia de referencia. De lo 

anterior se desprende que la jubilación solicitada 

encuadra en lo previsto por el artículo 16, fracción II, 

inciso j), del cuerpo normativo antes aludido, por lo 

que al quedar colmados los requisitos de la Ley, lo 

conducente es conceder al sujeto de la Ley en 

referencia el beneficio solicitado. 

QUINTA. -  Por otra parte, es de advertirse que 

de conformidad a la constancia de salarios de fecha 

28 de febrero de 2024, folio: 00281, expedida por el 

Director General de Recursos Humanos del Gobierno 

del Estado Libre y Soberano de Morelos, se hace 

constar que ADRIANA VERGARA CASTELAR, a esa 

fecha percibió un sueldo mensual de $10,500.00 (Diez 

Mil Quinientos Pesos 00/100 M. N.). 

Ahora bien, el penúltimo párrafo del artículo 16 

de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 

Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 

del Sistema Estatal de Seguridad Pública, que prevé la 

Pensión por Jubilación, establece que el monto de la 

pensión mensual en ningún caso podrá ser inferior al 

equivalente de cuarenta veces el salario mínimo 

general vigente. (s. m. g. v= $278.80x40=$11,152.00) 

En el caso que nos ocupa, al haber acreditado 

una antigüedad en el servicio de 19 años, 08 meses y 

12 días conforme al inciso j), de la fracción II, del 

artículo 16 de la citada Ley, la pensión mensual 

correspondiente equivale al 55% de su última 

percepción; ($10,500.00 x 55% = $5,775.00), es decir 

inferior al equivalente de cuarenta veces el salario 

mínimo general vigente, razón por la cual el monto de 

la pensión a otorgar será al equivalente de cuarenta 

veces el salario mínimo general…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA Y 

SIETE  

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

ADRIANA VERGARA CASTELAR 

ARTICULO 1°. - Se concede pensión por 

jubilación a ADRIANA VERGARA CASTELAR, quien 

ha prestado sus servicios en el Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 

el de: Custodia, adscrita en la Dirección General de 

Centros Penitenciarios de la Comisión Estatal de 

Seguridad Pública. 

ARTICULO 2°. - La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del equivalente a cuarenta veces el 

salario mínimo general vigente, a partir del día 

siguiente a aquél en que el sujeto de la ley se separe 

de sus funciones y será cubierta por la Secretaría de 

Hacienda del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. 

Quien deberá realizar el pago en forma mensual, del 

Presupuesto otorgado en el Decreto Número 

Veinticinco, por el que se aprueba el Presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 

ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 

2025, en términos de los artículos Primero, cuarto 

párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo octavo, 

Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo Noveno, 

parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos 5, 14, y 

16 fracción II, inciso j) de la Ley de Prestaciones de 

Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de 

Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública. 
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ARTICULO 3º.- La pensión concedida deberá 

incrementarse de acuerdo con el aumento porcentual 

al salario mínimo general vigente, atento a lo 

dispuesto por el segundo párrafo del artículo 66 de la 

Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos de 

aplicación supletoria en términos de lo señalado por el 

numeral Décimo Primero Transitorio de la Ley de 

Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, integrándose por el 

salario, las prestaciones, las asignaciones y la 

compensación de fin de año o aguinaldo, de 

conformidad con lo establecido por el segundo párrafo 

del artículo 24 de la Ley antes citada. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. - Como lo ordena la Autoridad 

Judicial Federal en la ejecutoria que se cumplimenta, 

notifíquese personalmente a la peticionaria C. 

ADRIANA VERGARA CASTELAR en el domicilio que 

haya señalado para oír y recibir notificaciones. 

TERCERO. - A efecto de dar debido 

cumplimiento a la sentencia pronunciada en el Juicio 

de Amparo Número 903/2024 promovido por la C. 

ADRIANA VERGARA CASTELAR, infórmese al 

Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Morelos 

del presente Decreto, cumpliendo lo dispuesto en el 

Artículo 105 de la Ley de Amparo, ambas 

notificaciones por conducto de la Dirección Jurídica de 

este Congreso del Estado de Morelos. 

CUARTO. - El presente Decreto, entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en el juicio de amparo número 1350/2024, 

promovido por MARIA DE LOURDES BETANCOURT 

SORIA; ejecutoria que resuelve conceder el Amparo y 

Protección de la Justicia de la Unión a la citada 

quejosa, respecto del acto reclamado y autoridades 

responsables que quedaron precisados en el proemio 

de la misma; presentado al Pleno de la Asamblea 

Legislativa, en el cual se establece lo siguiente: 

“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 

Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III. – La citada promovente, mediante escrito de 

fecha veintinueve de noviembre de dos mil veinticuatro 

presentado en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, 

promovió juicio de amparo en contra del Congreso del 

Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 

de Morelos por el acto que a continuación se 

transcribe: 
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“-La omisión por parte de las responsables de 

dar contestación a su escrito ingresado el veintiséis de 
junio de dos mil veinticuatro, mediante el cual solicitó 

la emisión del acuerdo de concesión de pensión por 
jubilación.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 
veintinueve de noviembre de dos mil veinticuatro le 

correspondió conocer de la demanda al Juzgado 
Séptimo de Distrito en el Estado de Morelos, quien, 

admitió a trámite la demanda, quedando registrada 
bajo el expediente 1350/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha treinta de enero 
de dos mil veinticinco le fue notificado a este Congreso 

del Estado, la sentencia de fecha veintinueve de enero 
de dos mil veinticinco emitida por la Jueza Séptimo de 

Distrito en el Estado de Morelos, causando ejecutoria 
el veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, por la 

cual resolvió conceder el Amparo y Protección de la 
Justicia Federal a MARIA DE LOURDES 

BETANCOURT SORIA, en los siguientes términos: 
RESUELVE: 

… 
“ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a MARIA DE LOURDES BETANCOURT 
SORIA, por los motivos expuestos en el considerando 

V y para los efectos precisados en el considerando 
VI.” 

… 
“VI. Efectos de la concesión de amparo. En 

consecuencia, ante la omisión de las autoridades 
responsables de dar respuesta a la solicitud formulada 

por la parte quejosa, se impone conceder el amparo y 
protección de la Justicia Federal a MARIA DE 

LOURDES BETANCOURT SORIA, para que las 
autoridades responsables, en sus respectivos ámbitos 

competenciales, una vez que tengan conocimiento de 
la ejecutoria que se pronuncie en el presente juicio de 

amparo, concluyan el procedimiento correspondiente 
en respuesta al escrito de solicitud presentado por la 

aquí quejosa, el que deberá ser congruente, completa, 
rápido y, sobre todo, fundada y motivada, a fin de 

restituirla en el derecho que le fue transgredido.  
Así mismo, deberá hacerlo de su conocimiento 

por los conductos legales aplicables al caso, debiendo 
remitir a este Juzgado de Distrito las constancias que 

así lo acrediten.  
Sin que la contestación que se emita constriña a 

la autoridad responsable a resolver en determinado 
sentido, pues para ello tiene plenitud de jurisdicción en 

su actuación.” 
VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 
Legislativa resuelva la solicitud de pensión de MARIA 

DE LOURDES BETANCOURT SORIA presentada el 
veintiséis de junio de dos mil veinticuatro. En mérito de 

lo anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento 
a la ejecutoria referida con anterioridad, esta Comisión 

dictaminadora somete a la consideración del Pleno de 
la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de MARIA DE 

LOURDES BETANCOURT SORIA presentado ante 

esta Soberanía el veintiséis de junio de dos mil 

veinticuatro, mediante el cual solicita la pensión por 

jubilación, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado de 

fecha 26 de junio del 2024, ante este Congreso del 

Estado de Morelos MARIA DE LOURDES 

BETANCOURT SORIA, por su propio derecho, solicitó 

le sea otorgada pensión por Jubilación de conformidad 

con la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, 

acompañando a su petición la documentación exigida 

por el artículo 57, apartado A), fracciones I, II y III del 

marco legal mencionado consistentes en: acta de 

nacimiento, hoja de servicios expedida por el Poder 

Ejecutivo del Estado de Morelos, así como hoja de 

servicios y carta de certificación de salario, expedidas 

por el Poder Judicial del Estado de Morelos. 

SEGUNDO. - Que al tenor del artículo 56 de la 

Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión 

por Jubilación se generará a partir de la fecha en que 

entre en vigor el decreto respectivo. Si el pensionado 

se encuentra en activo, a partir de la vigencia del 

decreto cesarán los efectos de su nombramiento. El 

trabajador que se hubiere separado justificada o 

injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la 

fecha de vigencia del decreto que la otorga, recibirá el 

pago de su pensión a partir del siguiente día de su 

separación. Y de conformidad con el artículo 58 del 

mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se 

otorgará al trabajador que conforme a su antigüedad 

se ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de MARIA DE 

LOURDES BETANCOURT SORIA, siendo que prestó 

sus servicios en el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, desempeñando el siguiente cargo: 

 Alta como Consejera Auxiliar, adscrita en el 

Consejo Tutelar para Menores Infractores del Estado, 

del 16 de abril de 1997, al 15 de abril de 1999, fecha 

en la que causa baja, información que se coteja en la 

constancia de servicios actualizada en referencia.  
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CUARTO. - Del análisis practicado a la 

documentación antes relacionada y una vez realizado 

el procedimiento de investigación que establece el 

artículo 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, se comprobó 

fehacientemente la antigüedad de MARIA DE 

LOURDES BETANCOURT SORIA, por lo que se 

acreditan 21 años, 1 mes y 17 días, de servicio 

efectivo de trabajo interrumpido, siendo que ha 

prestado sus servicios en el Poder Judicial del Estado 

de Morelos, desempeñando los siguientes cargos: 

 Se le nombra Secretaria de Acuerdos de 

Primera Instancia de manera definitiva del Juzgado 

Mixto de Primera Instancia del Segundo Distrito 

Judicial con residencia en Tetecala, Morelos, del 04 de 

septiembre de 2001, al 05 de agosto del 2003; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Secretaria de Acuerdos al Juzgado 

Cuarto Civil de Primera Instancia del Primer Distrito 

Judicial en el Estado, con residencia en esta Ciudad, 

del 06 de agosto del 2003, al 31 de enero del 2010; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Secretaria de Acuerdos al Juzgado 

Décimo Civil en Materia Familiar y de Sucesiones de 

Primera Instancia del Primer Distrito Judicial del 

Estado, del 01 de febrero del 2010, al 23 de enero del 

2011; 

 Se le designa de manera temporal e interina 

como Juez Menor Mixto del Juzgado Menor Mixto de 

la Cuarta Demarcación Territorial del Estado con 

residencia en la Ciudad de Jojutla, Morelos, del 24 de 

enero del 2011, al 08 de octubre del 2012; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Juez Menor al Juzgado Segundo 

Menor Civil de la Primera Demarcación Territorial del 

Estado, con residencia en Cuernavaca, Morelos, del 

09 de octubre del 2012, al 16 de mayo del 2013; 

 Se le designa de manera temporal e interina 

como Juez de Primera Instancia, adscrita al Juzgado 

Civil de Primera Instancia del Quinto Distrito Judicial 

del Estado, con sede en Yautepec, Morelos, del 17 de 

mayo, al 07 de octubre del 2013; 

 Se le comunica cambio de adscripción con su 

mismo cargo y emolumentos de Juez de Primera 

Instancia, al Juzgado Sexto Civil en Materia Familiar y 

de Sucesiones de Primera Instancia del Primer Distrito 

Judicial del Estado con sede en Cuernavaca, Morelos, 

del 08 de octubre del 2013, al 29 de enero de 2017; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Juez de Primera Instancia al Juzgado 

Primero Mixto de Primera Instancia del Quinto Distrito 

Judicial del Estado de Morelos, del 30 de enero del 

2017, al 31 de mayo del 2018; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Juez de Primera Instancia al Juzgado 

Tercero Civil de Primera Instancia del Sexto Distrito 

Judicial del Estado, del 01 de junio del 2018, al 04 de 

abril del 2019; 

 Cambia de adscripción con su mismo cargo y 

emolumentos de Juez de Primera Instancia al Juzgado 

Tercero Civil en Materia Familiar y de Sucesiones de 

Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial del 

Estado, del 05 de abril del 2019, al 21 de octubre del 

2020; 

 Se deja sin efecto su nombramiento temporal 

e interino como Juez Tercero Civil en Materia Familiar 

y de Sucesiones, del Cuarto Distrito Judicial en el 

Estado, consecuentemente causa baja, el 22 de 

octubre del 2020, información que se coteja en la 

constancia de servicios actualizada en referencia. De 

lo anterior se desprende que la pensión por jubilación 

solicitada encuadra en lo previsto por el artículo 58, 

fracción II, inciso h) del cuerpo normativo antes 

aludido…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CUARENTA Y 

OCHO  

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR 

JUBILACIÓN A  

MARIA DE LOURDES BETANCOURT SORIA 

ARTICULO 1. Se concede Pensión por 

Jubilación a MARIA DE LOURDES BETANCOURT 

SORIA, quien ha prestado sus servicios en el Poder 

Judicial del Estado de Morelos, desempeñando como 

último cargo el de: Juez Tercero Civil en Materia 

Familiar y de Sucesiones, del Cuarto Distrito Judicial 

en el Estado. 

ARTICULO 2. La pensión decretada deberá 

cubrirse a razón del 65% del último salario mensual de 

la solicitante a partir del día siguiente a aquel en que el 

trabajador se separe de sus labores y será cubierta 

por el Poder Judicial del Estado de Morelos, Quien 

deberá realizar el pago en forma mensual, del 

Presupuesto otorgado en el Decreto Número 

Veinticinco, por el que se aprueba el Presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 

ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 

2025, en términos de los artículos Primero, cuarto 

párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo octavo, 

Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo Noveno, 

parte final del penúltimo párrafo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 

presupuestales consignadas en el Decreto referido no 

resulten suficientes en la partida específica de 

pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 

Ente Público podrá solicitar una reasignación 

presupuestal en términos de lo establecido en el 

Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto, 

cumpliendo con lo que disponen los artículos 55, 56 y 

58, fracción II, inciso h) de la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos. 
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ARTICULO 3.- La cuantía de la pensión se 

incrementará de acuerdo con el aumento porcentual al 

salario mínimo vigente, integrándose la misma por el 

salario, las prestaciones, las asignaciones y el 

aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de la misma ley; 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 

su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad.” 

SEGUNDO. – Notifíquese personalmente a la 

quejosa la presente determinación y notifíquese por 

Oficio al Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de 

Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

pronunciada dentro del expediente número: 

1350/2024; ambas notificaciones por conducto de la 

Dirección Jurídica de este Congreso del Estado de 

Morelos. 

TERCERO. - El presente Decreto, entrará en 

vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Ética 

Legislativa del Congreso del Estado de Morelos, 

presentaron a consideración del Pleno el DICTAMEN 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

EXPIDE EL CÓDIGO DE ÉTICA DE LAS PERSONAS 

SERVIDORAS PÚBLICAS DEL PODER 

LEGISLATIVO DEL ESTADO DE MORELOS, en los 

siguientes términos: 

“METODOLOGÍA 

Esta Comisión de Ética Legislativa, encargada 

del análisis y dictamen de las iniciativas citadas, 

desarrolló el trabajo y la práctica parlamentaría 

correspondiente, conforme al procedimiento que a 

continuación se describe: 

I. En el apartado denominado 

“ANTECEDENTES”, se hace constar el inicio y trámite 

del proceso legislativo dado a las iniciativas con 

proyecto de decreto materia del presente dictamen, 

así como de la recepción y turno recaído en la 

presente Comisión;  

II. En el apartado mencionado “MATERIA DE 

LAS INICIATIVAS”, se hace referencia al objeto de las 

iniciativas presentadas por la Diputado y el Diputado;  

III. En el apartado denominado “CONTENIDO 

DE LAS INICIATIVAS”, se expone el contenido, 

objetivos y alcances de las propuestas, por medio de 

una síntesis del tema que lo integra;  

IV. En el apartado nombrado “VALORACIÓN 

DE LAS INICIATIVAS”, las diputadas y los diputados 

integrantes de la Comisión Dictaminadora, expresan 

los razonamientos y argumentos de lo planteado, con 

base en lo cual, se sustenta el sentido del presente 

dictamen;   

V. En el apartado señalado como 

“PERSPECTIVA DE GÉNERO”, se hace referencia al 

lenguaje y escritura utilizada en el que se evita 

perpetuación de estereotipos de género; 

VI. En el apartado designado “IMPACTO 

PRESUPUESTAL”, se hace un análisis presupuestario 

que no genere una carga monetaria que no se pueda 

cubrir; y 
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VII. En el apartado indicado como 

“RESOLUTIVOS”, se expresa el sentido del dictamen, 

mediante proposiciones claras y sencillas que puedan 

sujetarse a votación.    

I. ANTECEDENTES 

1. El veintiocho de octubre del dos mil 

veinticuatro, la  Diputada Tania Valentina Rodríguez 

Ruiz, en Sesión Ordinaria de Pleno presentó la 

“INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 

EL CUAL SE EXPIDE EL CÓDIGO DE ÉTICA 

LEGISLATIVA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 

MORELOS”.  En esa fecha, la Presidenta de la Mesa 

Directiva, determinó, en este orden, turnar la iniciativa 

a las comisiones de Investigación, Prácticas y 

Relaciones Parlamentarias y a la de Ética Legislativa, 

para su análisis y dictamen, recibiendo está Comisión 

el turno SSLyP/DPYTL/AÑO1/P.O.1/117/24, el treinta 

de octubre del dos mil veinticuatro, por la Secretaría 

de Servicios Legislativos y Parlamentarios.  

2. El veinte de marzo del dos mil veinticinco, en 

Sesión Ordinaria de Pleno, fue presentada por el 

Diputado Alberto Sánchez Ortega, integrante del grupo 

parlamentario del Partido del Trabajo, la “INICIATIVA 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

EXPIDE EL CÓDIGO DE ÉTICA DE LAS PERSONAS 

SERVIDORAS PÚBLICAS DEL PODER 

LEGISLATIVO DEL ESTADO DE MORELOS”.  

3. Por instrucciones de la Presidencia de la 

Mesa Directiva del Congreso del Estado de la LVI 

Legislatura, ese veinte de marzo del dos mil 

veinticinco, fue turnada a la Comisión de Ética 

Legislativa la “INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE EL CÓDIGO DE 

ÉTICA DE LAS PERSONAS SERVIDORAS 

PÚBLICAS DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO 

DE MORELOS”. 

4. El veintiséis de marzo del dos mil veinticinco, 

la Secretaría de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios del Congreso del Estado de Morelos, 

mediante oficio  SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/539/25, 

notifico a esta Comisión  procediera al  estudio, 

análisis y dictamen de la “INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE 

EL CÓDIGO DE ÉTICA DE LAS PERSONAS 

SERVIDORAS PÚBLICAS DEL PODER 

LEGISLATIVO DEL ESTADO DE MORELOS”. 

5. Esta Comisión Dictaminadora, por lo antes 

expuesto y por convocatoria realizada en términos de 

ley del catorce de mayo del dos mil veinticinco, se 

reúne para el estudio, análisis y discusión de las 

iniciativas con proyecto de decreto citadas, con el fin 

de proceder a la elaboración del Dictamen que se 

presenta, de conformidad con lo siguiente:   

II. MATERIA DE LAS INICIATIVAS 

A manera de síntesis, la primera iniciativa 

propuesta por la Diputada Tania Valentina Rodríguez 

Ruiz señala que, el Código de Ética Legislativa del 

Congreso del Estado de Morelos, constituye un 

instrumento normativo interno, que garantiza 

conductas irreprochables de las y los diputados, en el 

ejercicio eficaz, de confianza y de la ética legislativa, y 

a su vez como una herramienta útil para el diálogo, el 

debate y la eficiencia legislativa.  

Por su parte, la segunda iniciativa presentada 

por el Diputado Alberto Sánchez Ortega, tiene por 

objeto que, el Poder Legislativo del Estado de 

Morelos, cuente con un Código de Ética de las 

Personas Servidoras Públicas, que venga a ser el 

instrumento que contenga las políticas de integridad, 

los principios y valores considerados como 

fundamentales para la definición del rol en el servicio 

público, que busque incidir en el comportamiento y 

desempeño de las personas servidoras públicas una 

ética e identidad profesional compartida y un sentido 

de orgullo de pertenencia al servicio público. 

III. CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS 

Por cuanto a la primera iniciativa, la Diputada 

expone: 

“En términos del artículo 83 novenus, fracción 

segunda de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos, establece que la Comisión 

ordinaria de Ética Legislativa tiene entre otras 

atribuciones: “II.- Prevenir actos contrarios a los 

señalados en el Código de Ética del Congreso del 

Estado; […]”. 

Disposición creada por el artículo único del 

Decreto No. 2 publicado en el Periódico Oficial “Tierra 

y Libertad” No. 5632 de fecha 14 de septiembre del 

2018, durante la gestión de la LIV Legislatura, cuyo 

ejercicio constitucional fue del 1 de septiembre del 

2018 al 31 de agosto del 2021. 

Como hecho público y notorio, a la fecha no se 

cuenta con un Código de Ética Legislativa, lo que 

constituye una norma inexistente en la normatividad 

legislativa local, pese a existir una recomendación 

pública de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Morelos en el expediente 

CDHM/SE/V1/061/239/2019 y sus acumulados, 

durante la LIV Legislatura y no cumplida hasta la 

fecha. 

En el supuesto jurídico que el Código de Ética 

Legislativa del Congreso del Estado de Morelos 

constituye un instrumento normativo interno, que 

garantiza conductas irreprochables de las y los 

Diputados, en el ejercicio eficaz, de confianza y de la 

ética legislativa, y a su vez como una herramienta útil 

para el diálogo, el debate y la eficiencia legislativa. 
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La ética pone en altas miras a la moral y 

establece altos estándares respecto a las acciones y 

decisiones en este caso, en el ámbito legislativo, por 

ello, la ética legislativa la podemos definir como el 

conjunto de normas de conducta elaboradas para el 

ejercicio de la función parlamentaria, es decir, el 

conjunto de reglas que rijan la actividad de las y los 

Diputados aplicada a la institución representativa 

democrática estatal y los actores que permiten su 

desenvolvimiento.  

Ante la creciente descomposición social, y la 

desconfianza ciudadana en las instituciones públicas, 

es necesario plantear altos principios de conducta del 

ser humano, esto es, a la ética de cada uno de los 

miembros de la institución, y por ende, de la sociedad.  

En la actualidad vivimos una etapa donde se 

deben impulsar los valores y fortalecer la democracia, 

es por ello que el Poder Legislativo debe de cumplir a 

cabalidad sus funciones y representar genuinamente a 

la ciudadanía; legislar con compromiso social y 

fiscalizar responsablemente a los otros poderes del 

Estado, en el equilibrio de los pesos y contrapesos 

institucionales. 

Dentro de este marco, y con el objetivo de que 

este Congreso cuente con un Código de Ética que 

normativamente contenga principios, valores, 

fundamentos morales y éticos que fomenten la sana 

convivencia entre sus integrantes, así como en el 

desarrollo de sus objetivos por la trascendencia social 

que se requiere en una sociedad como la Morelense”. 

Respecto de la segunda iniciativa, el Diputado 

justifica su propuesta de acuerdo a la exposición de 

motivos siguiente: 

“Primera. El veintisiete de mayo del dos mil 

quince, se publican en el Diario Oficial de la 

Federación las reformas constitucionales que crean el 

Sistema Nacional Anticorrupción, con el objeto de que 

sea la instancia de coordinación entre las autoridades 

de todos los órdenes de gobierno competentes en la 

prevención, detección, investigación y sanción de las 

responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, así como en la fiscalización y control de 

recursos públicos, dando sustento a toda legislación 

secundaria de la materia.  

El dieciocho de julio del dos mil dieciséis, son 

publicadas las leyes y políticas complementarias que 

refuerzan dicho sistema: Ley General del Sistema 

Nacional Anticorrupción; Ley General de 

Responsabilidades Administrativas; Ley Orgánica del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa; Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación; Ley Orgánica de la Procuraduría General 

de la República; Código Penal Federal; y Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal.  

Segunda. El Sistema Nacional Anticorrupción, le 

es aplicable a todas las personas servidoras públicas, 

por lo tanto, las personas integrantes del Poder 

Legislativo del Estado de Morelos, son reputadas con 

ese carácter de acuerdo a lo previsto por los artículos 

108 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y 134 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, obsérvese: 

“Artículo 108. Para los efectos de las 

responsabilidades a que alude este Título se reputarán 

como servidores públicos a los representantes de 

elección popular, a los miembros del Poder Judicial de 

la Federación, los funcionarios y empleados y, en 

general, a toda persona que desempeñe un empleo, 

cargo o comisión de cualquier naturaleza en el 

Congreso de la Unión o en la Administración Pública 

Federal, así como a los servidores públicos de los 

organismos a los que esta Constitución otorgue 

autonomía, quienes serán responsables por los actos 

u omisiones en que incurran en el desempeño de sus 

respectivas funciones. 

[…] 

Los ejecutivos de las entidades federativas, los 

diputados a las Legislaturas Locales, los Magistrados 

de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, en 

su caso, los miembros de los Consejos de las 

Judicaturas Locales, los integrantes de los 

Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros de los 

organismos a los que las Constituciones Locales les 

otorgue autonomía, así como los demás servidores 

públicos locales, serán responsables por violaciones a 

esta Constitución y a las leyes federales, así como por 

el manejo y aplicación indebidos de fondos y recursos 

federales.  

Las Constituciones de las entidades federativas 

precisarán, en los mismos términos del primer párrafo 

de este artículo y para los efectos de sus 

responsabilidades, el carácter de servidores públicos 

de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en 

las entidades federativas, los Municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 

Dichos servidores públicos serán responsables por el 

manejo indebido de recursos públicos y la deuda 

pública.” 

“ARTICULO *134.- Se establece el Sistema 

Estatal Anticorrupción, como instancia coordinadora 

entre las autoridades competentes en la prevención, 

detección, investigación y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, el cual se conformará y ajustará a lo 

dispuesto en la propia Constitución y la normativa 

aplicable.  
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Para los efectos de las responsabilidades a que 

se refiere este Título, se reputan como servidores 

públicos a los integrantes de los Poderes Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial, así como de los Ayuntamientos, el 

Consejero Presidente y los consejeros electorales del 

Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, el Comisionado Presidente y 

los comisionados del Instituto Morelense de 

Información Pública y Estadística, los Magistrados del 

Tribunal Electoral del Estado de Morelos, los 

Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Morelos, el Magistrado del Tribunal Unitario 

de Justicia para Adolescentes y en general todo aquel 

que desempeñe un cargo, comisión empleo de 

cualquier naturaleza en la Administración Pública 

Estatal o Paraestatal o en las Entidades, organismos 

públicos autónomos e instituciones mencionadas en 

esta Constitución.” 

En ese tenor, estas personas servidoras 

públicas deberán observar en el desempeño de su 

empleo, cargo o comisión, los principios de austeridad, 

disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, 

honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición 

de cuentas, eficacia, eficiencia y racionalidad en el uso 

de los recursos públicos, mismos que rigen el servicio 

público, señalados en las leyes general y estatal de 

responsabilidades administrativas.  

Concordante a lo anterior, la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción, señala los principios 

que rigen el servicio público: “Son principios rectores 

que rigen el servicio público los siguientes: legalidad, 

objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, 

imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, 

transparencia, economía, integridad y competencia por 

mérito”.  

Tercera. Los artículos 5, párrafo segundo, de la 

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; 6 de 

la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 

y 5 de la Ley de Responsabilidades Administrativas 

para el Estado de Morelos, establecen que, todos los 

entes públicos están obligados a crear y mantener 

condiciones estructurales y normativas que permitan el 

adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y 

la actuación ética y responsable de cada persona 

servidora pública en el marco del respeto a los 

derechos humanos, la buena administración pública y 

la perspectiva de género. 

Para ello, el artículo 16 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas indica que, las 

personas servidoras públicas deberán observar el 

código de ética que al efecto sea emitido por las 

Secretarías o los Órganos Internos de Control, 

conforme a los lineamientos que emita el Sistema 

Nacional Anticorrupción, para que en su actuación 

impere una conducta digna que responda a las 

necesidades de la sociedad y que oriente su 

desempeño, actuando conforme a lo que las leyes, 

reglamentos y demás disposiciones jurídicas les 

atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que 

deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan 

el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones.  

En sintonía con lo que antecede, el artículo 15 

de la Ley de Responsabilidades Administrativas para 

el Estado de Morelos, expresa también que, esas 

personas, deben observar el código de ética que al 

efecto sea emitido, conforme a los lineamientos que 

pronuncie el Sistema Nacional y el Estatal 

Anticorrupción. 

Cuarta. En razón del tema que ahora tiene 

nuestra atención, el doce de octubre del dos mil 

dieciocho, se publica en el Diario Oficial de la 

Federación, el “ACUERDO por el que se dan a 

conocer los Lineamientos para la emisión del Código 

de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas”. 

Lineamientos que establecen lo siguiente:  

 Un elemento de la política de integridad en los 

entes públicos para el fortalecimiento de un servicio 

público ético, estableciendo las bases y políticas para 

la promoción, fomento y difusión de la cultura de 

integridad en el servicio público; 

 Acciones permanentes que aseguren la 

integridad y el comportamiento ético de las 

personas servidoras públicas; y 

 Crear bases para que el Estado mexicano 

establezca políticas eficaces de ética pública y 

responsabilidad en el servicio público. 

En ese tenor, la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico, muestra 

varias iniciativas relacionadas con la ética pública 

como la recomendación sobre la integridad pública, la 

cual define como: 

“el posicionamiento consistente en la adhesión a 

valores éticos comunes, así como al conjunto de 

principios y normas destinadas a proteger, mantener y 

priorizar el interés público sobre los intereses 

privados.”. 

Fortalecer una cultura de integridad en el ámbito 

público requiere de definir valores comunes para ser 

adoptados por todas y todos servidores públicos, 

elaborando normas concretas de conducta para ser 

aplicadas en su trabajo diario. Los códigos de 

conducta son instrumentos de política esenciales, 

aunque no únicos, para establecer y comunicar 

valores de integridad en el sector público. 
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En los Lineamentos para la emisión del Código 

de Ética, queda puntualmente señalado que los 

verdaderos cambios se gestan a partir del agregado 

de las acciones de las personas servidoras públicas 

de manera individual, que asumen una cultura ética y 

de servicio a la sociedad convencidas de la dignidad e 

importancia de su tarea.  

En ligazón, la ética, según lo señalado por el 

Diccionario de la Real Academia de la Lengua 

Española, es el “conjunto de normas morales que 

rigen la conducta de la persona en cualquier ámbito de 

la vida”. Entonces, la ética viene a ser el fundamento 

de los valores de las personas.   

Ahora bien, los Lineamientos citados, tienen por 

objeto establecer los elementos a considerar para 

la emisión del Código de Ética, así como sentar las 

bases de principios rectores que regirán las políticas 

transversales, integrales, sistemáticas, continuas y 

evaluables que, en materia de integridad y ética 

pública, emitan los entes públicos, debiendo constituir 

un elemento de la política de integridad de los entes 

públicos, para el fortalecimiento de un servicio público 

ético e íntegro. 

Así que, el Código de Ética de las Personas 

Servidoras Públicas de este Poder Legislativo, tiene 

que ser el instrumento que contenga los principios 

y valores considerados como fundamentales para la 

definición del rol en el servicio público que busque 

incidir en el comportamiento y desempeño de las 

personas servidoras públicas una ética e 

identidad profesional compartida y un sentido de 

orgullo de pertenencia al servicio público. 

Para la elaboración del Código de Ética 

propuesto, los “Lineamientos para la emisión del 

Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas”, 

señalan que, la norma debe cumplir, de manera 

enunciativa, mas no limitativa, con ciertos elementos 

de estructura para su elaboración, a saber:  

a) Las disposiciones generales.- Serán aquellas 

que deben de definir el objeto del código, el ámbito de 

aplicación y el glosario;  

b) Los principios rectores.- Deben de ser 

definidos conforme a lo indicado por los lineamientos;  

c) Los valores.- Tienen que ser la base que 

soporte a la norma; 

d) Las reglas de integridad.- Aquellas que 

permitan enfrentar dilemas éticos ante una situación 

dada, enfocándose en el ejercicio de las funciones, 

atribuciones y facultades del ente público; y  

e) Los mecanismos de capacitación y difusión.- 

Aquellos en los que deba promoverse el conocimiento 

y aplicación de las normas éticas que faciliten su 

eficacia en la prevención de la corrupción.     

Quinta. El uno de marzo del dos mil veintitrés, 
fueron publicados en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, los “LINEAMIENTOS PARA LA EMISIÓN 
DEL CÓDIGO DE ÉTICA A QUE SE REFIEREN LOS 
ARTÍCULOS 16 DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, Y 15 DE 
LA LEY DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS PARA EL ESTADO DE 
MORELOS”, con el objeto de que el personal que 
labore en el servicio público observe el código de ética 
que al efecto sea emitido, para que en su actuación 
impere una conducta digna que responda a las 
necesidades de la sociedad y que oriente su 
desempeño. 

Lineamientos estatales que encuentran 
referencia en la parte estructural del Acuerdo General 
antes mencionado, señalando que, el Código de Ética 
que se presente, debe cumplir con los mismos 
elementos. 

Los lineamientos estatales recalcan que, el 
Código de Ética debe de constituir un elemento de la 
política de integridad de los entes públicos, para el 
fortalecimiento de un servicio público ético e íntegro, 
siendo el instrumento que contenga los principios y 
valores considerados como fundamentales para la 
definición del rol del servicio público y que busque 
incidir en el comportamiento y desempeño de las 
personas servidoras públicas, para formar una ética e 
identidad profesional compartida y un sentido de 
orgullo de pertenencia al servicio público. Además, 
establecer mecanismos de capacitación en el 
razonamiento sobre los principios y valores que deban 
prevalecer en la toma de decisiones y en el correcto 
ejercicio de la función pública en una situación dada.  

Del examen anterior se advierte que, con esta 
norma, se da cumplimiento con los lineamientos y 
elementos de estructura señalados tanto en el acuerdo 
general como en el local para la emisión del Código de 
Ética, con las leyes y políticas relacionadas con el 
Sistema Nacional Anticorrupción y con las condiciones 
estructurales y normativas para una actuación ética, 
pues este Poder Legislativo, es de los parlamentos 
estatales que no cuentan con esta norma que contiene 
los principios rectores, valores y las reglas de 
integridad que deben observar en el desempeño del 
empleo, cargo o comisión, las personas servidoras 
públicas.” 

IV. VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS 
Con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 83 Novenus de la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado de Morelos y 51, 54, fracción I y 
104 del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos, las diputadas y los diputados integrantes de 
esta Comisión, procedimos al estudio y análisis en lo 
general y en lo particular de las iniciativas presentadas 
para determinar su procedencia o improcedencia. Por 
lo tanto, el espíritu de las iniciativas se consideran 
viables de acuerdo a las atribuciones conferidas por el 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, en el que se señala la facultad 
de expedir, aclarar, reformar, derogar o abrogar leyes, 
decretos y acuerdos. 
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Ahora bien, de la exposición de motivos vertidos 
por la legisladora y el legislador proponentes, los 
proyectos legislativos se encuentran sujetos a los 
lineamientos señalados en los artículos 95 y 96 del 
Reglamento citado. En ese sentido, del estudio y 
análisis de las iniciativas a dictaminar, es oportuno 
determinar su procedencia o improcedencia. Por lo 
tanto, se procede a exponer:    

Como bien indica la Diputada proponente en la 
primera de las  iniciativas, es un hecho notorio que 
este Congreso del Estado de Morelos, no cuenta con 
un Código de Ética pese a existir una recomendación 
de la Comisión de Derecho Humanos del Estado de 
Morelos, empero, el contenido de dicha propuesta no 
se ajusta a los “Lineamientos para la emisión del 
Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas” y 
los “Lineamientos para la emisión del Código de Ética 
a que se refieren los artículo 16 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, y 15 de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado de 
Morelos”, que señalan que el código de ética debe de 
cumplir con los elementos de estructura para su 
elaboración siguientes:  

a) Disposiciones Generales: en las que se 
defina el objeto del Código de Ética y el ámbito de 
aplicación; así como el glosario, en su caso. 

b) Principios rectores del servicio público: 
definidos de acuerdo con estos lineamientos. 

c) Valores: definidos con base en estos 
lineamientos o, en caso de adicionar valores, éstos 
deberán definirse con lenguaje claro, positivo, 
incluyente y simple. 

d) Reglas de integridad: establecidas con 
estructura lógica con relación a los principios rectores 
y valores bien delimitados de tal modo que permitan 
enfrentar dilemas éticos ante una situación 
dada; deberán enfocarse de manera específica al 
ejercicio de las funciones, atribuciones y facultades 
del ente público. 

e) Mecanismos de capacitación y difusión del 
Código de Ética y de las políticas de integridad: 
en los que se promueve el conocimiento y aplicación 
de los mismos y que faciliten su eficacia en 
la prevención de la corrupción”. 

Es importante mencionar que, lo antes 
señalado, es parte de las reformas a diversas 
disposiciones de las constituciones federal y estatal en 
materia de transparencia y combate a la corrupción, 
en las que se establecen las bases y políticas para la 
promoción, fomento y difusión de la cultura de 
integridad en el servicio público; las acciones 
permanentes que aseguren la integridad y el 
comportamiento ético de las personas servidoras 
públicas, y la creación de bases mínimas para que el 
Estado mexicano establezca políticas eficaces de ética 
pública y responsabilidad en el servicio público. Del 
examen anterior se advierte, esta iniciativa no se 
armoniza con los elementos de estructura señalados 
para la elaboración y emisión del Código de Ética.   

En otro aspecto, la segunda de las iniciativas, 
tiene por objeto que, este Poder Legislativo, cuente 
con una norma que contenga los principios rectores, 
valores y reglas de integridad que deben observar las 
personas servidoras públicas en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión a través de la emisión del 
Código de Ética, que es fundamental para la definición 
del rol en el servicio público; que incida en el 
comportamiento y desempeño de las personas 
servidoras públicas; que forme una ética e identidad 
profesional compartida; y un sentido de orgullo de 
pertenencia al servicio público, por ello, el Diputado 
iniciador, propone el citado instrumento ético de 
acuerdo a las bases y lineamientos generales y 
estatales para su emisión.  

Abundando en lo antepuesto, en los años dos 
mil dieciocho y dos mil veintitrés, se emitieron 
lineamientos para le emisión del Código de Ética que 
se desprenden de los artículos 16 de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas y 15 de la Ley 
de responsabilidades Administrativas del Estado de 
Morelos, como parte del paquete de reformas y 
políticas del Sistema Nacional Anticorrupción en el 
marco de los compromisos internacionales suscritos y 
ratificados por el Estado mexicano en materia de 
combate a la corrupción, que tienen por objeto 
formular y aplicar políticas coordinadas y eficaces 
contra la corrupción, fomentar y garantizar la 
integridad en el servicio público, y promover la 
participación de la sociedad. 

Con base de lo anterior, las personas servidoras 
públicas de todos los entes públicos deberán observar 
el Código de Ética que al efecto sea emitido conforme 
a los lineamientos del Sistema Nacional y Estatal 
Anticorrupción que se desprenden de los artículos 16 
de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y 15 de la Ley de Responsabilidades 
Administrativas para el Estado de Morelos, como bien 
lo expone el Diputado proponente.  

De acuerdo con el Diputado, la iniciativa que 
presenta da cumplimiento con lineamientos citados y 
el Código revelado es la guía para que las Personas 
Servidoras Públicas integrantes de este parlamento 
orienten su desempeño y en su actuación impere una 
conducta digna que responda a las necesidades de la 
sociedad. Contemplando el Estudio de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico Sobre 
Integridad en México, señala que, “desde el año dos 
mil quince, la corrupción fue citada como una de las 
principales preocupaciones de los ciudadanos 
mexicanos, afectando negativamente la confianza en 
las instituciones políticas y en sus líderes”.   

Esta Comisión Dictaminadora coincide con el 
Diputado iniciador y con la propuesta de expedir el 
Código de Ética de las Personas Servidoras Públicas 
del Poder Legislativo del Estado de Morelos, como el 
instrumento que se erige ante una necesidad real para 
los desafíos de integridad que enfrenta la institución 
legislativa, herramienta legal que pretende restablecer 
la confianza en el órgano parlamentario y combatir la 
corrupción, es decir, el instrumento ético viene a 
fortalecer la confianza entre la ciudadanía y prevenir 
actos inmorales de las Personas Servidoras Públicas. 
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Esta Comisión, en miramiento de lo establecido 

por el Programa Nacional de Combate a la Corrupción 

y a la Impunidad, y de Mejora de la Gestión Pública 

2019-2024, señala que, debe promoverse “una nueva 

ética del servicio público que privilegie el interés de la 

comunidad por encima del particular, y que propicie el 

comportamiento honesto, eficaz y con espíritu de 

servicio de quienes trabajan para el Estado, ello 

permitirá devolver la confianza del pueblo en las 

instituciones de gobierno”. En ese contexto, este 

código consolidará los ejes constitucionales éticos 

cimentados: legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 

y eficiencia, que deban observar en el desempeño de 

su empleo, cargo o comisión, las personas servidoras 

públicas. 

Por su parte, la Convención Interamericana 

Contra la Corrupción (B-58) establece que, los 

Estados Partes, deben de considerar aplicar medidas 

preventivas dentro de sus instituciones destinadas a 

crear, mantener y fortalecer “normas de conducta para 

el correcto, honorable, y adecuado cumplimiento de 

las funciones públicas” así como las “normas éticas” 

que rijan las actividades y aseguren la comprensión de 

las responsabilidades del personal público. Lo aquí 

establecido, es precisamente el fondo del contenido 

normativo presentado por el Diputado iniciador, ya que 

con los principios rectores, los valores y las reglas de 

integridad se deberá fortalecerse el servicio público y 

recuperarse la confianza social en su autoridad.  

Ahora bien, en los objetivos y estrategias del 

Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030, se establece 

la erradicación de la corrupción en la vida pública y, en 

consecuencia, la promoción de la ética, la honestidad, 

la integridad y el buen gobierno que fortalezca la 

confianza en las instituciones. Así, las personas 

servidoras públicas de todos los órganos de gobierno, 

deben de concebir a la ética pública como la 

aspiración en la excelencia de su función. La 

corrupción debe de ser combatida por ética, por 

principios y valores. Por lo tanto, la norma presentada 

por el Diputado iniciador, es la guía de orientación que 

impulsará a las personas servidoras públicas en su 

conducta y en el desempeño de su función.   

Es importante destacar que, la Iniciativa 

presentada “Código de Ética de las Personas 

Servidoras Públicas del Poder Legislativo del Estado 

de Morelos”, surge en un contexto crítico, en 

referencia a los datos aportados por el Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía del dos mil 

veintitrés, la población mayor a dieciocho años en el 

Estado de Morelos, percibe que la corrupción es una 

práctica muy frecuente y el 73.7% desconfía de los 

diputados. Para hacer frente a este flagelo, el Estado 

ha planteado estrategias de principios y valores, y la 

aplicación de códigos de ética que vengan a cimentar 

y forjar una nueva actuación en el servicio público.  

La iniciativa propuesta por el Diputado, a 
consideración de esta Comisión, cumple con el marco 
de compromisos nacionales e internacionales 
suscritos y ratificados por el Estado mexicano, ya que 
fomenta y garantiza la integridad en el servicio público, 
formula y aplica políticas eficaces contra la corrupción, 
y promueve la participación ciudadana. La 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico sobre Integridad Pública, recomienda la 
importancia de que en los órganos gubernamentales 
se brinden capacitaciones continuas en esta materia, 
generando una nueva cultura ética y de excelencia en 
el servicio público, lo cual queda establecido en la 
norma que se presenta.  

Por consiguiente, esta Comisión dictaminadora, 
en relación con la propuesta normativa materia del 
presente dictamen, consideró idóneo traer a la vista el 
cuadro comparativo entre los Poderes Legislativos que 
han dado cumplimiento con los Lineamientos para la 
Emisión del Código de Ética y aquellos que han 
incurrido en omisión, de esta manera se plasma 
cuales son parlamentos que cuentan con ese 
instrumento normativo y aquellos que no, de acuerdo a 
sus páginas oficiales. 

Poderes Legislativos 
Cumplimiento  Omisión  

Aguascalientes, Baja 
California, Baja California 
Sur, Campeche, 
Chihuahua, Colima, Ciudad 
de México, Guanajuato, 
Hidalgo, Jalisco, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, 
Puebla, Querétaro, 
Quintana Roo, San Luis 
Potosí, Sinaloa, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, 
Veracruz, Yucatán y 
Zacatecas 

Chiapas, Coahuila, 
Chiapas, Durango, 
Guerrero, Michoacán, 
Morelos y Tlaxcala 

Sin lugar a dudas, esta iniciativa subsana un 
vacío normativo, como se revela, al ser el Poder 
Legislativo del Estado de Morelos uno de los 
parlamentos del país que no cuenta con un Código de 
Ética para las Personas Servidoras Públicas. El 
propósito de la norma presentada por el Diputado 
iniciador es consolidar, fortalecer e impulsar una 
cultura de respeto a los valores y principios éticos en 
los que las personas servidoras públicas deben 
sustentar su función, sino también, la actuación de su 
vida cotidiana.  

Por lo antes expuesto, a esta Comisión le 
corresponde conocer y dictaminar sobre la promoción 
de la ética legislativa; prevenir actos contrarios a los 
señalados en el Código de Ética; absolver las 
consultas que se le interpongan y resolver en primera 
instancia las denuncias que se formulen de acuerdo 
con el Código de Ética; organizar cursos de ética y 
valores para los diputados y el personal del Congreso; 
presentar y dictaminar iniciativas relativas a la Ética 
Legislativa; las demás que señale el Código de Ética y 
el Pleno del Congreso del Estado le confiera, de 
acuerdo con las facultades señaladas en el Artículo 83 
Novenus de la Ley Orgánica de este Congreso.   

https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000001
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000002
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000002
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000003
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000003
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000004
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000008
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000006
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000009
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000009
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000011
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000013
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000014
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000018
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000019
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000020
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000021
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000022
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000023
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000024
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000024
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000025
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000026
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000027
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000028
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000030
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000030
https://www.inegi.org.mx/app/estatal/?ag=07000032
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Como resultado del anterior análisis de las 

iniciativas presentadas, es procedente dictaminar en 

sentido positivo la iniciativa presentada por el Diputado 

Alberto Sánchez Ortega, al ser la iniciativa que se 

armoniza con los lineamientos establecidos por las 

leyes general y estatal de responsabilidades 

administrativas para la emisión del código de ética, por 

lo tanto, es factible expedir el “Código de Ética de las 

Personas Servidoras Públicas del Poder Legislativo 

del Estado de Morelos”. 

V. PERSPECTIVA DE GÉNERO 

Las y los integrantes de esta Comisión 

Dictaminadora, con un lenguaje claro, preciso, 

sencillo, incluyente y no sexista, redactaron y 

elaboraron la presente iniciativa desde la perspectiva 

de género.     

VI. IMPACTO PRESUPUESTAL 

De conformidad con los artículos 43 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos y 99 del Reglamento para el Congreso del 

Estado de Morelos, esta Comisión Dictaminadora 

realiza la valoración del impacto presupuestario de la 

iniciativa presentada. En correlación, se considera que 

dicha propuesta incluye disposiciones que no generan 

impacto presupuestario adicional al ya contemplado, 

toda vez que no se crea o genera una ampliación a la 

estructura organizacional de este Poder Legislativo, en 

consecuencia, el espíritu y efectos de la propuesta 

presentada por el Diputado iniciador no implica hoy 

impacto presupuestal.  

VII. PUNTOS RESOLUTIVOS 

Primero. Las diputadas y los diputados 

integrantes de la Comisión de Ética Legislativa de la 

LVI Legislatura, de acuerdo a la valoración y 

consideraciones de las iniciativas presentadas, 

aprueban y dictamina en SENTIDO POSITIVO la 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE EXPIDE EL CÓDIGO DE ÉTICA DE LAS 

PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS DEL PODER 

LEGISLATIVO DEL ESTADO DE MORELOS, 

presentada por el Diputado Alberto Sánchez Ortega. 

Segundo. De conformidad con los artículos 40, 

fracción II y 42, fracción II, de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos; 18, fracción 

IV, 53, 55, 57, 59, numeral 27 y 83 Novenus, de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; y 

51, 54, fracción I, 61, 103, 104 y 106 del Reglamento 

para el Congreso del Estado de Morelos, toda vez que 

del estudio y análisis de la iniciativa citada se encontró 

procedente en lo general y en lo particular…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CINCUENTA Y 

UNO 

POR EL QUE SE EXPIDE EL CÓDIGO DE ÉTICA DE 

LAS PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS DEL 

PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE MORELOS 

ARTICULO ÚNICO. Se expide el CÓDIGO DE 

ÉTICA DE LAS PERSONAS SERVIDORAS 

PÚBLICAS DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO 

DE MORELOS. 

CAPÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 1. El Código de Ética que se presenta, 

es el instrumento normativo referido por los artículos 

16 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas y 15 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos, así como 

en los lineamientos establecidos en los sistemas 

nacional y estatal anticorrupción, cuya observancia 

será sancionable en términos establecidos en la 

presente norma.    

Artículo 2. Las normas éticas, principios 

rectores, valores y las reglas de integridad previstas 

en esta norma, serán de observancia general, 

enunciativas y no limitativas y de aplicación obligatoria 

para las personas servidoras públicas del Poder 

Legislativo del Estado de Morelos, de acuerdo con el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión.  

Quienes no teniendo la calidad de personas 

servidoras públicas o quienes realicen su servicio 

social o prácticas profesionales en los órganos, 

unidades administrativas u oficinas de este Poder 

Legislativo, también les será aplicable lo previsto en 

este Código de Ética.    

Artículo 3. El presente Código, tiene como 

objeto: 

I. Constituir un elemento de política de 

integridad que fortalezca el servicio público de manera 

ética e integral en las personas servidoras públicas de 

este Poder Legislativo. 

II. Establecer normas éticas, principios rectores, 

valores y reglas de integridad, considerados como 

fundamentales para que las personas servidoras 

públicas, incidan en el correcto comportamiento y 

desempeño del servicio y función pública. 

III. Influir en el comportamiento y desempeño de 

las personas servidoras públicas, formando una ética 

e identidad profesional compartida y un sentido de 

orgullo de pertenencia en el servicio y función pública.    

IV. Establecer mecanismos de capacitación y 

difusión que promuevan el conocimiento de los 

principios y valores fundamentales para el adecuado 

ejercicio del servicio y función pública.  

Artículo 4. Para los efectos de este Código se 

entenderá por: 

I. Acoso sexual: Aquella forma de violencia con 

connotación lasciva en la que, hay un ejercicio abusivo 

de poder que conlleva a un estado de indefensión y de 

riesgo para la víctima, independientemente de que se 

realice en uno o varios eventos. 
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II. Código de Ética: La norma del Poder 

Legislativo Estado de Morelos que contiene los 

principios rectores, valores y las reglas de integridad 

que deben observar en el desempeño del empleo, 

cargo, o comisión, las personas servidoras públicas. 

III. Comisión de Ética Legislativa: Órgano 

Colegiado constituido por el Pleno que, entre otras 

cosas, le corresponde prevenir actos contrarios a los 

señalados en el Código de Ética, así como su difusión 

y promoción en el seno de este Poder Legislativo. 

IV. Conflicto de interés: Es la posible afectación 

del desempeño imparcial y objetivo de las funciones 

de las personas servidoras públicas de este Poder 

Legislativo, en razón de intereses personales, 

familiares o de negocios. 

V. Discriminación: Es toda distinción, exclusión, 

restricción o preferencia que, por acción u omisión, 

con intención o sin ella, no sea objetiva, racional, ni 

proporcional y tenga por objeto obstaculizar, disminuir, 

menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio de los derechos humanos y libertades, 

cuando se base en uno o más de los siguientes 

motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la 

cultura, el sexo, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, económica, de 

salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las 

características genéticas, la situación migratoria, el 

embarazo, el idioma, la lengua o el dialecto, las 

opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o 

filiación política, el estado civil, la situación familiar, las 

responsabilidades familiares, el idioma, los 

antecedentes penales o cualquier otro motivo. 

VI. Ética Parlamentaria. Conjunto de reglas de 

conducta que rigen la actividad de las personas 

servidoras públicas.  

VII. Ética Pública: Conjunto de principios, 

valores y reglas de integridad orientados al interés 

público, conforme a los cuales deben actuar todas las 

personas servidoras publicas adscritas a este Poder 

Legislativo, sin importar su nivel jerárquico, en aras de 

alcanzar a la excelencia en el servicio público que 

logre contar con la confianza de la sociedad.  

VIII. Hostigamiento sexual: El ejercicio del 

poder, en una relación de subordinación real de la 

víctima frente al agresor en el ámbito laboral. Se 

expresa en conductas verbales, físicas o ambas, 

relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva. 

IX. Interés público. El deber de las personas 

servidoras públicas de buscar en toda decisión y 

acción, la prevalencia de la justicia y el bienestar de la 

sociedad, por lo que cualquier determinación u 

omisión es de importancia y trascendencia para el 

ejercicio legislativo.  

X. Mecanismos de capacitación y difusión: 
Aquellos que permitirán promover el conocimiento y 
aplicación del Código de Ética y de las políticas de 
integridad para facilitar su eficacia en la prevención de 
hechos de corrupción. 

XI. Particular. La persona física o moral que 
carece de vinculación laboral con el Poder Legislativo, 
pero que presta un servicio en él. 

XII. Persona Servidora Pública: Aquella persona 
que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en el Poder Legislativo del Estado 
de Morelos. 

XIII. Principios Rectores del Servicio Público: 
Normas de carácter general que orientan y regulan el 
actuar de las personas servidoras públicas de este 
Poder Legislativo en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión. 

XIV. Queja: Expresión escrita o verbal que hace 
del conocimiento el incumplimiento al presente Código 
de Ética o de los deberes de conducta o de aquellos 
hechos que se presumen de irregulares atribuidos a 
personas servidoras públicas en el ejercicio de sus 
funciones.  

XV. Reglas de Integridad: Son las normas de 
ética y conducta que deben observar las personas 
servidoras públicas de este Poder Legislativo, que por 
defecto son propias de su actuar. 

XVI. Valores: Se refieren a comportamientos 
asociados con los principios, contribuyendo al 
desarrollo de conductas ejemplares a través de la 
promoción de hábitos y costumbres que se consideran 
importantes y que deben observar las personas 
servidoras públicas de este Poder Legislativo en todas 
sus actos y relaciones públicas y privadas. 

XVII. Violencia laboral: Todo acto u omisión 
ejercida en abuso de poder por personas que tienen 
un vínculo laboral o análogo con la víctima, 
independientemente de la relación jerárquica, que 
daña su autoestima, salud, integridad, libertad y 
seguridad, impide su desarrollo y atenta contra la 
igualdad. De igual modo, constituye violencia laboral la 
negativa ilegal a contratar a la víctima o a respetar su 
permanencia o condiciones generales de trabajo, así 
como la descalificación del trabajo realizado, las 
amenazas, la intimidación, las humillaciones, la 
explotación, el impedimento a las mujeres de llevar 
acabo el periodo de lactancia previsto en la ley y todo 
tipo de discriminación por condición de género. 

CAPÍTULO SEGUNDO 
DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DEL SERVICIO 

PÚBLICO  
Artículo 5. Los principios constitucionales y 

legales que rigen el servicio público del Poder 
Legislativo del Estado de Morelos, son: 

a) Competencia por mérito: Las personas 
servidoras públicas deberán de ser seleccionadas 
para sus puestos de acuerdo a su habilidad 
profesional, capacidad y experiencia, garantizando la 
igualdad de oportunidad, atrayendo a los mejores 
candidatos para ocupar los puestos mediante 
procedimientos transparentes, objetivos y equitativos. 



Página 80  PERIÓDICO OFICIAL  09 de julio de 2025 

b) Disciplina: Las personas servidoras públicas 

desempeñarán su empleo, cargo o comisión de 

manera ordenada, metódica y sistemática, con el 

propósito de obtener los mejores resultados en el 

servicio en consideración del modo correcto de hacer 

las cosas. 

c) Economía: Las personas servidoras públicas 

en el ejercicio del gasto público administrarán 

los bienes, recursos y servicios públicos con legalidad, 

austeridad y disciplina, satisfaciendo los objetivos y 

metas a los que estén destinados, siendo éstos de 

interés social. 

d) Eficacia: Las personas servidoras públicas 

actuaran conforme a una cultura de servicio orientada 

al logro de resultados, procurando en todo momento 

un mejor desempeño de sus funciones a fin 

de alcanzar las metas institucionales según sus 

responsabilidades y mediante el uso responsable 

y claro de los recursos públicos, eliminando cualquier 

ostentación y discrecionalidad indebida 

en su aplicación. 

e) Eficiencia: Las personas servidoras públicas 

actuaran en apego a los planes y programas 

previamente establecidos y optimizaran el uso y la 

asignación de los recursos públicos en el desarrollo de 

sus actividades para lograr los objetivos propuestos. 

f) Equidad: Las personas servidoras públicas 

procurarán que toda persona acceda con 

justicia e igualdad al uso, disfrute y beneficio de los 

bienes, servicios, recursos y oportunidades. 

g) Honradez: Las personas servidoras públicas 

se conducirán, en todo momento, con rectitud sin 

utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o 

pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja 

personal o a favor de terceros, ni buscaran o 

aceptaran compensaciones, prestaciones, dádivas, 

obsequios o regalos de cualquier persona u 

organización, debido a que están conscientes que ello 

compromete sus funciones y que el ejercicio de 

cualquier cargo público implica un alto sentido de 

austeridad y vocación de servicio. 

h) Imparcialidad: Las personas servidoras 

públicas darán a la ciudadanía y a la población en 

general el mismo trato, sin conceder privilegios o 

preferencias a personas u organizaciones, ni 

permitirán que influencias, intereses o prejuicios 

indebidos afecten su compromiso en la toma de 

decisiones, debiendo ejercer sus funciones de manera 

objetiva. 

i) Integridad: Las personas servidoras públicas 

actuaran siempre de manera congruente con 

los principios que deben observar en el desempeño de 

un empleo, cargo, comisión o función, convencidas en 

el compromiso de ajustar su conducta para que impere 

en su desempeño una ética que responda al interés 

público y generen certeza plena de su conducta frente 

a todas las personas con las que se vinculen u 

observen su actuar. 

j) Lealtad: Las personas servidoras públicas 

corresponderán a la confianza que el Estado les 
ha conferido, teniendo una vocación absoluta de 

servicio a la sociedad y satisfarán el interés superior 
de las necesidades colectivas por encima de intereses 

particulares, personales o ajenos al interés general y 
bienestar de la población. 

k) Legalidad: Las personas servidoras públicas 
harán sólo aquello que las normas expresamente 

les confieren y en todo momento someterán su 
actuación a las facultades que las leyes, 

reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyen 
a su empleo, cargo o comisión, por lo que conocerán 

y cumplirán las disposiciones que regulan el ejercicio 
de sus funciones, facultades y atribuciones. 

l) Objetividad: Las personas servidoras públicas 
deberán preservar el interés superior de 

las necesidades colectivas por encima de intereses 
particulares, personales o ajenos al interés 

general, actuando de manera neutral e imparcial en la 
toma de decisiones, que a su vez deberán de 

ser informadas en estricto apego a la legalidad. 
m) Profesionalismo: Las personas servidoras 

públicas deberán conocer, actuar y cumplir con 
las funciones, atribuciones y comisiones 

encomendadas de conformidad con las leyes, 
reglamentos y demás disposiciones jurídicas 

atribuibles a su empleo, cargo o comisión, observando 
en todo momento disciplina, integridad y respeto, tanto 

a las demás personas servidoras públicas como a 
las y los particulares con los que llegare a tratar. 

n) Rendición de cuentas: Las personas 
servidoras públicas asumirán plenamente ante la 

sociedad y sus autoridades, la responsabilidad que 
deriva del ejercicio de su empleo, cargo o comisión, 

por lo que deberán informar, explicar y justificar sus 
decisiones y acciones, sujetándose a un sistema de 

sanciones, así como a la evaluación y al escrutinio 
público de sus funciones por parte de la ciudadanía. 

o) Transparencia: Las personas servidoras 
públicas en el ejercicio de sus funciones deberán 

privilegiar el principio de máxima publicidad de la 
información pública, atendiendo con diligencia 

los requerimientos de acceso, proporcionando la 
documentación que generen, obtengan, 

adquieran, transformen o conserven y en el ámbito de 
su competencia, difundirán de manera 

proactiva información gubernamental, como un 
elemento que genere valor a la sociedad y promueva 

un gobierno abierto, protegiendo los datos personales 
que estén bajo su custodia. 

Artículo 6. Para la efectiva aplicación de dichos 
principios, las personas servidoras públicas 

observarán las siguientes directrices: 
I. Actuar conforme a lo que las leyes, 

reglamentos y demás disposiciones jurídicas les 
atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que 

deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan 
el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones;  
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II. Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, 

cargo o comisión para obtener o pretender obtener 

algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor 

de terceros, ni buscar o aceptar compensaciones, 

prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de 

cualquier persona u organización;  

III. Satisfacer el interés superior de las 

necesidades colectivas por encima de intereses 

particulares, personales o ajenos al interés general y 

bienestar de la población;  

IV. Dar a las personas en general el mismo 

trato, por lo que no concederán privilegios o 

preferencias a organizaciones o personas, ni 

permitirán que influencias, intereses o prejuicios 

indebidos afecten su compromiso para tomar 

decisiones o ejercer sus funciones de manera objetiva; 

V. Actuar conforme a una cultura de servicio 

orientada al logro de resultados, procurando en todo 

momento un mejor desempeño de sus funciones a fin 

de alcanzar las metas institucionales según sus 

responsabilidades;  

VI. Administrar los recursos públicos que estén 

bajo su responsabilidad, sujetándose a los principios 

de austeridad, eficiencia, eficacia, economía, 

transparencia y honradez para satisfacer los objetivos 

a los que estén destinados; 

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar 

los derechos humanos establecidos en la Constitución 

y a los tratados internacionales en esa materia;  

VIII. Corresponder a la confianza que la 

sociedad les ha conferido, teniendo una vocación 

absoluta de servicio a la sociedad y preservarán el 

interés superior de las necesidades colectivas por 

encima de intereses particulares, personales o ajenos 

al interés general;  

IX. Evitar y dar cuenta de los intereses que 

puedan entrar en conflicto con el desempeño 

responsable y objetivo de sus facultades y 

obligaciones; 

X. Se abstendrán de asociarse con 

inversionistas, contratistas o empresarios nacionales o 

extranjeros, para establecer cualquier tipo de negocio 

privado que afecte el desempeño imparcial y objetivo 

en razón de intereses personales o familiares, hasta el 

cuarto grado por consanguinidad o afinidad; 

XI. Separarse legalmente de los activos e 

intereses económicos que afecten de manera directa 

el ejercicio de sus responsabilidades en el servicio 

público y que constituyan conflicto de intereses, de 

acuerdo con lo establecido en esta Ley, en forma 

previa a la asunción de cualquier empleo, cargo o 

comisión; 

XII. Abstenerse de intervenir o promover, por sí 

o por interpósita persona, en la selección, 

nombramiento o designación para el servicio público 

de personas con quienes tenga parentesco por 

filiación hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el 

segundo grado, y 

XIII. Abstenerse de realizar cualquier trato o 

promesa privada que comprometa al Estado y al 

Poder Legislativo. 

CAPÍTULO TERCERO 

DE LOS VALORES 

Artículo 7. El catálogo de los valores que rigen a 

las personas servidoras públicas del Poder Legislativo 

del Estado de Morelos, son: 

a) Compromiso: Asumir con esfuerzo y voluntad 

los objetivos de lo planeado. 

b) Cooperación: Las personas servidoras 

públicas colaboraran entre sí y propiciaran el trabajo 

en equipo para alcanzar los objetivos comunes 

previstos en los planes y programas 

gubernamentales, generando así una plena vocación 

de servicio público en beneficio de la colectividad y 

confianza de la ciudadanía en sus instituciones. 

c) Entorno Cultural y Ecológico: Las personas 

servidoras públicas en el desarrollo de sus 

actividades evitaran la afectación del patrimonio 

cultural de cualquier nación y de los ecosistemas del 

planeta; asumirán una férrea voluntad de respeto, 

defensa y preservación de la cultura y del medio 

ambiente, y en el ejercicio de sus funciones y 

conforme a sus atribuciones, promoverán en la 

sociedad la protección y conservación de la cultura y 

el medio ambiente, al ser el principal legado para 

las generaciones futuras. 

d) Equidad de género: Las personas servidoras 

públicas, en el ámbito de sus competencias 

y atribuciones, garantizarán que todas las personas 

accedan con las mismas condiciones, posibilidades y 

oportunidades a los bienes y servicios públicos; a los 

programas y beneficios institucionales, y a los 

empleos, cargos y comisiones gubernamentales. 

e) Honestidad: Actuaran de manera íntegra y 

correcta siendo coherentes con los principios de la 

institución. 

f) Igualdad y no discriminación: Las personas 

servidoras públicas prestarán sus servicios a todas 

las personas sin distinción, exclusión, restricción o 

preferencia, basada en el origen étnico o nacional, 

el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, 

las discapacidades, la condición social, económica, de 

salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las 

características genéticas, la situación migratoria, el 

embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias 

sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, 

la situación familiar, las responsabilidades familiares, 

el idioma, los antecedentes penales o en cualquier 

otro motivo. 

g) Interés Público: Las personas servidoras 

públicas actuaran buscando en todo momento la 

máxima atención de las necesidades y demandas de 

la sociedad por encima de intereses y 

beneficios particulares, ajenos a la satisfacción 

colectiva. 
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h) Justicia: Las personas servidoras públicas 

conocerán, respetaran y harán valer los derechos de 

las personas, promoviendo las conductas íntegras, 

condenando las infracciones a las normas éticas de 

conducta de la institución. 

i) Liderazgo: Las personas servidoras públicas 

serán guía, ejemplo y promotoras del Código de Ética 

y las Reglas de Integridad, fomentaran y aplicaran en 

el desempeño de sus funciones los principios que 

la Constitución y la ley les imponen, así como aquellos 

valores adicionales que por su importancia 

son intrínsecos a la función pública. 

j) Respeto a los Derechos Humanos: Las 

personas servidoras públicas respetaran los 

derechos humanos en el ámbito de sus competencias 

y atribuciones, garantizándolos, promoviéndolos y 

protegiéndolos de conformidad con los principios 

siguientes: 

1. Universalidad, que establece que los 

derechos humanos corresponden a toda persona por 

el simple hecho de serlo; 

2. Interdependencia, que implica que 

los derechos humanos se encuentran vinculados 

íntimamente entre sí;  

3. Indivisibilidad, que refiere que los derechos 

humanos conforman una totalidad de tal forma que 

son complementarios e inseparables; y 

4. Progresividad, que prevé que los derechos 

humanos están en constante evolución y bajo ninguna 

circunstancia se justifica un retroceso en su 

protección. 

k) Respeto: Las personas servidoras públicas se 

conducirán con austeridad y sin ostentación, y 

otorgan un trato digno y cordial a las personas en 

general, a sus compañeros y compañeras de 

trabajo, superiores y subordinados, considerando sus 

derechos, de tal manera que propicien el diálogo 

cortés y la aplicación armónica de instrumentos que 

conduzcan al entendimiento, a través de la eficacia y 

el interés público. 

l) Responsabilidad: Las personas servidoras 

públicas cumplirán en tiempo y forma con sus labores 

para lograr los objetivos institucionales. 

m) Solidaridad: Las personas servidoras 

públicas actuaran de forma desinteresada, vinculando 

en todo momento su actuar al logro del bien común.  

n) Tolerancia: Las personas servidoras públicas 

respetaran la pluralidad de ideas, creencias o 

prácticas de las personas en general y de todos los 

niveles jerárquicos cuando las mismas sean diferentes 

a las propias, permitiendo un intercambio de opiniones 

para construir consensos que generen conocimiento 

conjunto y una convivencia armónica.  

o) Unidad: Las personas servidoras públicas 

desempeñaran sus funciones en un ambiente de 

colaboración con el fin de sumar esfuerzos para el 

logro de los objetivos y metas de la institución de 

manera eficaz y eficiente.  

p) Vocación de Servicio: Las personas 

servidoras públicas asumirán la responsabilidad de 

servir a la sociedad, dando prioridad a las demandas 

sociales y desempeñar sus actividades con dignidad, 

entrega y convicción. 

CAPÍTULO CUARTO 

REGLAS DE INTEGRIDAD 

Artículo 8. Las reglas de integridad que rigen a 

las personas servidoras públicas que desempeñan un 

empleo, cargo, comisión o función, en el Poder 

Legislativo del Estado de Morelos, son: 

a) Actuación Pública: Conducir su actuación con 

transparencia, honestidad, lealtad, cooperación, 

austeridad, sin ostentación y con una clara orientación 

al interés público. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes: 

1. Abstenerse de ejercer las atribuciones y 

facultades que le impone el servicio público y que le 

confieren los ordenamientos legales y normativos 

correspondientes.  

2. Adquirir para sí o para terceros, bienes o 

servicios de personas u organizaciones beneficiadas 

con programas o contratos a un precio notoriamente 

inferior o bajo condiciones de crédito favorables 

distintas a las del mercado.  

3. Favorecer o ayudar a otras personas u 

organizaciones a cambio o bajo la promesa de recibir 

dinero, dádivas, obsequios, regalos o beneficios 

personales o para terceros.  

4. Utilizar las atribuciones de su empleo, cargo, 

comisión o funciones para beneficio personal o de 

terceros.  

5. Ignorar las recomendaciones de los 

organismos públicos protectores de los derechos 

humanos y de prevención de la discriminación u 

obstruir alguna investigación por violaciones en esta 

materia.  

6. Hacer proselitismo en su jornada laboral u 

orientar su desempeño laboral hacia preferencias 

político-electorales.  

7. Utilizar recursos humanos, materiales o 

financieros institucionales para fines distintos a los 

asignados.  

8. Obstruir la presentación de denuncias 

administrativas, penales o políticas, por parte de 

compañeros de trabajo, subordinados o de ciudadanos 

en general.  

9. Asignar o delegar responsabilidades y 

funciones sin apegarse a las disposiciones normativas 

aplicables.  
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10. Permitir que servidores públicos 

subordinados incumplan total o parcialmente con su 

jornada u horario laboral.  

11. Realizar cualquier tipo de discriminación 

tanto a otros servidores públicos como a toda persona 

en general.  

12. Actuar como abogado o procurador en 

juicios de carácter penal, civil, mercantil o laboral que 

se promuevan en contra de instituciones públicas de 

cualquiera de los tres órdenes y niveles de gobierno.  

13. Dejar de establecer medidas preventivas al 

momento de ser informado por escrito como superior 

jerárquico, de una posible situación de riesgo o de 

conflicto de interés.  

14. Hostigar, agredir, amedrentar, acosar, 

intimidar, extorsionar o amenazar a personal 

subordinado o compañeros de trabajo.  

15. Desempeñar dos o más puestos o celebrar 

dos o más contratos de prestación de servicios 

profesionales o la combinación de unos con otros, sin 

contar con dictamen de compatibilidad. 

16. Dejar de colaborar con otros servidores 

públicos y de propiciar el trabajo en equipo para 

alcanzar los objetivos comunes previstos en los planes 

y programas legislativos.  

17. Obstruir u obstaculizar la generación de 

soluciones a dificultades que se presenten para la 

consecución de las metas previstas en los planes y 

programas legislativos.  

18. Evitar conducirse bajo criterios de 

austeridad, sencillez y uso apropiado de los bienes y 

medios que disponga con motivo del ejercicio del 

cargo público.  

19. Conducirse de forma ostentosa, 

incongruente y desproporcionada a la remuneración y 

apoyos que perciba con motivo de cargo público. 

b) Administración de Bienes Muebles e 

Inmuebles: Participar en procedimientos de baja, 

enajenación, transferencia o destrucción de bienes 

muebles o de administración de bienes inmuebles, 

administrando los recursos con eficiencia, 

transparencia y honradez para satisfacer los objetivos 

a los que están destinados. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes: 

1. Solicitar la baja, enajenación, transferencia o 

destrucción de bienes, cuando éstos sigan siendo 

útiles.  

2. Compartir información con terceros ajenos a 

los procedimientos de baja, enajenación, transferencia 

o destrucción de bienes públicos, o sustituir 

documentos o alterar éstos.  

3. Recibir o solicitar cualquier tipo de 

compensación, dádiva, obsequio o regalo, a cambio 

de beneficiar a los participantes en los procedimientos 

de enajenación de bienes muebles e inmuebles.  

4. Intervenir o influir en las decisiones de otros 

servidores públicos para que se beneficie a algún 

participante en los procedimientos de enajenación de 

bienes muebles e inmuebles.  

5. Tomar decisiones en los procedimientos de 

enajenación de bienes muebles e inmuebles, 

anteponiendo intereses particulares que dejen de 

asegurar las mejores condiciones en cuanto a precio 

disponible en el mercado.  

6. Manipular la información proporcionada por 

los particulares en los procedimientos de enajenación 

de bienes muebles e inmuebles.  

7. Utilizar el parque vehicular terrestre, marítimo 

o aéreo, de carácter oficial o arrendado para este 

propósito, para uso particular, personal o familiar, 

fuera de la normativa establecida por la dependencia o 

entidad en que labore.  

8. Utilizar los bienes inmuebles para uso ajeno a 

la normatividad aplicable.  

9. Disponer de los bienes y demás recursos 

públicos sin observar las normas a los que se 

encuentran afectos y destinarlos a fines distintos al 

servicio público.   

c) Comportamiento Digno: Conducir su 

actuación en forma digna sin proferir expresiones, 

adoptando comportamientos, usando lenguaje o 

realizando acciones de hostigamiento o acoso sexual, 

manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las 

personas con las que tiene o guarda relación en la 

función pública.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Realizar señales sexualmente sugerentes con 

las manos o a través de los movimientos del cuerpo.  

2. Tener contacto físico sugestivo o de 

naturaleza sexual, como tocamientos, abrazos, besos, 

manoseo, jalones.  

3. Hacer regalos, dar preferencias indebidas o 

notoriamente diferentes o manifestar abiertamente o 

de manera indirecta el interés sexual por una persona.  

4. Llevar a cabo conductas dominantes, 

agresivas, intimidatorias u hostiles hacia una persona 

para que se someta a sus deseos o intereses 

sexuales, o al de alguna otra u otras personas.  

5. Espiar a una persona mientras ésta se 

cambia de ropa o está en el sanitario o en la oficina de 

trabajo.  

6. Condicionar la obtención de un empleo, su 

permanencia en él o las condiciones del mismo a 

cambio de aceptar conductas de naturaleza sexual.  

7. Obligar a la realización de actividades que no 

competen a sus labores u otras medidas disciplinarias 

en represalia por rechazar proposiciones de carácter 

sexual.  

8. Condicionar la prestación de un trámite o 

servicio público o evaluación escolar a cambio de que 

la persona usuaria, estudiante o solicitante acceda a 

sostener conductas sexuales de cualquier naturaleza.  
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9. Expresar comentarios, burlas, piropos o 
bromas hacia otra persona referentes a la apariencia o 
a la anatomía con connotación sexual, bien sea 
presenciales o a través de algún medio de 
comunicación.  

10.  Realizar comentarios, burlas o bromas 
sugerentes respecto de su vida sexual o de otra 
persona, bien sea presenciales o a través de algún 
medio de comunicación.  

11. Expresar insinuaciones, invitaciones, 
favores o propuestas a citas o encuentros de carácter 
sexual.  

12. Emitir expresiones o utilizar lenguaje que 
denigre a las personas o pretenda colocarlas como 
objeto sexual.  

13. Preguntar a una persona sobre historias, 
fantasías o preferencias sexuales o sobre su vida 
sexual.  

14. Exhibir o enviar a través de algún medio de 
comunicación carteles, calendarios, mensajes, fotos, 
afiches, ilustraciones u objetos con imágenes o 
estructuras de naturaleza sexual, no deseadas ni 
solicitadas por la persona receptora.  

15. Difundir rumores o cualquier tipo de 
información sobre la vida sexual de una persona.  

16. Expresar insultos o humillaciones de 
naturaleza sexual.  

17. Mostrar deliberadamente partes íntimas del 
cuerpo a una o varias personas. 

d) Contrataciones Públicas, Licencias, 
Permisos, Autorizaciones y Concesiones: Participar 
por sí o a través de subordinados en contrataciones 
públicas o en el otorgamiento y prórroga de licencias, 
permisos, autorizaciones y concesiones, debiéndose 
de conducirse con transparencia, imparcialidad y 
legalidad, orientando sus decisiones a las necesidades 
e intereses de la sociedad, garantizando las mejores 
condiciones para el Estado, este Poder Legislativo o 
algún municipio. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 
limitativa, las conductas siguientes:  

1. Omitir declarar conforme a las disposiciones 
aplicables los posibles conflictos de interés, negocios y 
transacciones comerciales.  

2. Dejar de aplicar el principio de equidad de la 
competencia que debe prevalecer entre los 
participantes dentro de los procedimientos de 
contratación.  

3. Formular requerimientos diferentes a los 
estrictamente necesarios para el cumplimiento del 
servicio público, provocando gastos excesivos e 
innecesarios.  

4. Establecer condiciones en las invitaciones o 
convocatorias que representen ventajas o den un trato 
diferenciado a los licitantes.  

5. Favorecer a los licitantes teniendo por 
satisfechos los requisitos o reglas previstos en las 
invitaciones o convocatorias cuando no lo están; 
simulando el cumplimiento de éstos o coadyuvando a 
su cumplimiento extemporáneo.  

6. Beneficiar a los proveedores sobre el 

cumplimiento de los requisitos previstos en las 

solicitudes de cotización.  

7. Proporcionar de manera indebida información 

de los particulares que participen en los 

procedimientos de contrataciones públicas.  

8. Ser parcial en la selección, designación, 

contratación y en su caso, remoción o rescisión del 

contrato, en los procedimientos de contratación.  

9. Influir en las decisiones de otras personas 

servidoras públicas para que se beneficie a un 

participante en los procedimientos de contratación o 

para el otorgamiento de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones.  

10. Evitar imponer sanciones a licitantes, 

proveedores y contratistas que infrinjan las 

disposiciones jurídicas aplicables.  

11. Enviar correos electrónicos a los licitantes, 

proveedores, contratistas o concesionarios a través de 

cuentas personales o distintas al correo institucional.  

12. Reunirse con licitantes, proveedores, 

contratistas y concesionarios fuera de los inmuebles 

oficiales, salvo para los actos correspondientes a la 

visita al sitio.  

13. Solicitar requisitos sin sustento para el 

otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones.  

14. Dar trato inequitativo o preferencial a 

cualquier persona u organización en la gestión que se 

realice para el otorgamiento y prórroga de licencias, 

permisos, autorizaciones y concesiones.  

15. Recibir o solicitar cualquier tipo de 

compensación, dádiva, obsequio o regalo en la gestión 

que se realice para el otorgamiento y prórroga de 

licencias, permisos, autorizaciones y concesiones.  

16. Dejar de observar el protocolo de actuación 

en materia de contrataciones públicas y otorgamiento 

de licencias, permisos, autorizaciones, concesiones y 

sus prórrogas.  

17. Ser beneficiario directo o a través de 

familiares hasta el cuarto grado, de contratos 

relacionados con la dependencia o entidad que dirige 

o en la que presta sus servicios. 

e) Control Interno: Participar en procesos en 

materia de control interno; generar, obtener, utilizar y 

comunicar información suficiente, oportuna, confiable y 

de calidad, apegándose a los principios de legalidad, 

imparcialidad y rendición de cuentas. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Dejar de comunicar los riesgos asociados al 

cumplimiento de objetivos institucionales, así como los 

relacionados con corrupción y posibles irregularidades 

que afecten los recursos económicos públicos.  

2. Omitir diseñar o actualizar las políticas o 

procedimientos necesarios en materia de control 

interno.  



09 de julio de 2025  PERIÓDICO OFICIAL  Página 85 

3. Generar información financiera, 

presupuestaria y de operación sin el respaldo 

suficiente.  

4. Comunicar información financiera, 

presupuestaria y de operación incompleta, confusa o 

dispersa.  

5. Omitir supervisar los planes, programas o 

proyectos a su cargo, en su caso, las actividades y el 

cumplimiento de las funciones del personal que le 

reporta.  

6. Dejar de salvaguardar documentos e 

información que se deban conservar por su relevancia 

o por sus aspectos técnicos, jurídicos, económicos o 

de seguridad.  

7. Ejecutar sus funciones sin establecer las 

medidas de control que le correspondan.  

8. Omitir modificar procesos y tramos de control, 

conforme a sus atribuciones, en áreas en las que se 

detecten conductas contrarias al Código de Ética, las 

Reglas de Integridad o al Código de Conducta.  

9. Dejar de implementar, en su caso, de 

adoptar, mejores prácticas y procesos para evitar la 

corrupción y prevenir cualquier conflicto de interés.  

10. Inhibir las manifestaciones o propuestas que 

tiendan a mejorar o superar deficiencias de operación, 

de procesos, de calidad de trámites y servicios o de 

comportamiento ético de los servidores públicos.  

11. Eludir establecer estándares o protocolos de 

actuación en aquellos trámites o servicios de atención 

directa al público o dejar de observar aquéllos 

previstos por las instancias competentes. 

f) Cooperación con la Integridad: Cooperar con 

la dependencia o entidad en la que labora y con las 

instancias encargadas de velar por la observancia de 

los principios y valores intrínsecos a la función pública, 

en el fortalecimiento de la cultura ética y de servicio a 

la sociedad. 

Son acciones que, de manera enunciativa y no 

limitativa, hacen posible propiciar un servicio público 

íntegro, las siguientes:  

1. Detectar áreas sensibles o vulnerables a la 

corrupción.  

2. Proponer, en su caso, adoptar cambios a las 

estructuras y procesos a fin de inhibir ineficiencias, 

corrupción y conductas antiéticas.  

3. Recomendar, diseñar y establecer mejores 

prácticas a favor del servicio público. 

g) Desempeño Permanente con Integridad: 

Conducir su actuación con legalidad, imparcialidad, 

objetividad, transparencia, certeza, cooperación, ética 

e integridad. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Omitir conducirse con un trato digno y cordial, 

conforme a los protocolos de actuación o atención al 

público, y de cooperación entre servidores públicos.  

2. Realizar cualquier tipo de discriminación tanto 

a otras personas servidoras públicas como a toda 

persona en general.  

3. Retrasar de manera negligente las 

actividades que permitan atender de forma ágil y 

expedita al público en general.  

4. Hostigar, agredir, amedrentar, acosar, 

intimidar o amenazar a compañeros de trabajo o 

personal subordinado.  

5. Ocultar información y documentación 

gubernamental, con el fin de entorpecer las solicitudes 

de acceso a información pública.  

6. Recibir, solicitar o aceptar cualquier tipo de 

compensación, dádiva, obsequio o regalo en la gestión 

y otorgamiento de trámites y servicios.  

7. Realizar actividades particulares en horarios 

de trabajo que contravengan las medidas aplicables 

para el uso eficiente, transparente y eficaz de los 

recursos públicos.  

8. Omitir excusarse de intervenir en cualquier 

forma en la atención, tramitación o resolución de 

asuntos en los que tenga interés personal, familiar, de 

negocios, o cualquier otro en el que tenga algún 

conflicto de interés.  

9. Aceptar documentación que no reúna los 

requisitos fiscales para la comprobación de gastos de 

representación, viáticos, pasajes, alimentación, 

telefonía celular, entre otros.  

10. Utilizar el parque vehicular terrestre, 

marítimo o aéreo, de carácter oficial o arrendado para 

este propósito, para uso particular, personal o familiar, 

fuera de la normativa establecida por la dependencia o 

entidad en que labore.  

11. Solicitar la baja, enajenación, transferencia o 

destrucción de bienes muebles, cuando éstos sigan 

siendo útiles.  

12. Obstruir la presentación de denuncias sobre 

el uso indebido o de derroche de recursos económicos 

que impidan o propicien la rendición de cuentas  

13. Evitar conducirse con criterios de sencillez, 

austeridad y uso adecuado de los bienes y medios que 

disponga con motivo del ejercicio del cargo público.  

14. Conducirse de manera ostentosa, 

inadecuada y desproporcionada respecto a la 

remuneración y apoyos que se determinen 

presupuestalmente para su cargo público. 

h) Información Pública: Conducir su actuación 

conforme al principio de transparencia, resguardando 

la documentación e información gubernamental que 

tiene bajo su responsabilidad. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Asumir actitudes intimidatorias frente a las 

personas que requieren de orientación para la 

presentación de una solicitud de acceso a información 

pública.  
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2. Retrasar de manera negligente las 

actividades que permitan atender de forma ágil y 

expedita las solicitudes de acceso a información 

pública.  

3. Declarar la incompetencia para la atención de 

una solicitud de acceso a información pública, a pesar 

de contar con atribuciones o facultades legales o 

normativas.  

4. Declarar la inexistencia de información o 

documentación pública, sin realizar una búsqueda 

exhaustiva en los expedientes y archivos 

institucionales bajo su resguardo.  

5. Ocultar información y documentación pública 

en archivos personales, ya sea dentro o fuera de los 

espacios institucionales.  

6. Alterar, ocultar o eliminar de manera 

deliberada, información pública.  

7. Permitir o facilitar la sustracción, destrucción 

o inutilización indebida, de información o 

documentación pública.  

8. Proporcionar indebidamente documentación e 

información confidencial o reservada.  

9. Utilizar con fines lucrativos las bases de datos 

a las que tenga acceso o que haya obtenido con 

motivo de su empleo, cargo, comisión o funciones.  

10. Obstaculizar las actividades para la 

identificación, generación, procesamiento, difusión y 

evaluación de la información en materia de 

transparencia proactiva y gobierno abierto.  

11. Difundir información pública en materia de 

transparencia proactiva y gobierno abierto en formatos 

que, de manera deliberada, no permitan su uso, 

reutilización o redistribución por cualquier interesado. 

  

i) Procedimiento Administrativo: Participar en 

procedimientos administrativos debiendo tener una 

cultura de denuncia, respetando las formalidades 

esenciales del procedimiento y la garantía de 

audiencia conforme a los principios de legalidad, 

honradez, imparcialidad, transparencia, rendición de 

cuentas, eficacia, objetividad, integridad, equidad y 

profesionalismo; apegándose a los valores de igualdad 

y no discriminación, interés público, honestidad, 

justicia, respeto, respeto a los derechos humanos y 

responsabilidad.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Omitir notificar el inicio del procedimiento y 

sus consecuencias.  

2. Dejar de otorgar la oportunidad de ofrecer 

pruebas.  

3. Prescindir el desahogo de pruebas en que se 

finque la defensa.  

4. Excluir la oportunidad de presentar alegatos.  

5. Omitir señalar los medios de defensa que se 

pueden interponer para combatir la resolución dictada.  

6. Negarse a informar, declarar o testificar sobre 

hechos que le consten relacionados con conductas 

contrarias a la normatividad, así como al Código de 

Ética, las Reglas de Integridad y al Código de 

Conducta.  

7. Dejar de proporcionar o negar documentación 

o información que el Comité y la autoridad competente 

requiera para el ejercicio de sus funciones o evitar 

colaborar con éstos en sus actividades.  

8. Inobservar criterios de legalidad, 

imparcialidad, objetividad y discreción en los asuntos 

de los que tenga conocimiento que impliquen 

contravención a la normatividad, así como al Código 

de Ética, a las Reglas de Integridad o al Código de 

Conducta. 

j) Procesos de Evaluación: Participar en 

procesos de valoración o estimación, apegándose en 

todo momento a los principios de legalidad, 

imparcialidad, rendición de cuentas, de competencia 

por mérito, equidad, integridad, honradez, 

profesionalismo, transparencia y objetividad, de 

acuerdo con los valores de igualdad y no 

discriminación, interés público, equidad de género, 

respeto, responsabilidad y vocación de servicio. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Proporcionar indebidamente la información 

contenida en los sistemas de información de la 

Administración Pública Federal o acceder a ésta por 

causas distintas al ejercicio de sus funciones y 

facultades.  

2. Trasgredir el alcance y orientación de los 

resultados de las evaluaciones que realice cualquier 

instancia externa o interna en materia de evaluación o 

rendición de cuentas.  

3. Dejar de atender las recomendaciones 

formuladas por cualquier instancia de evaluación, ya 

sea interna o externa.  

4. Alterar registros de cualquier índole para 

simular o modificar los resultados de las funciones, 

programas y proyectos gubernamentales.  

k) Programas Gubernamentales: Participar por 

sí o través de subordinados en el otorgamiento y 

operación de subsidios y apoyos de programas 

gubernamentales, garantizando que la entrega de 

estos beneficios se apegue a los principios de 

igualdad y no discriminación, legalidad, imparcialidad, 

transparencia y respeto.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Ser beneficiario directo o a través de 

familiares hasta el cuarto grado, de programas de 

subsidios o apoyos de la dependencia o entidad que 

dirige o en la que presta sus servicios.  

2. Permitir la entrega o entregar subsidios o 

apoyos de programas gubernamentales, de manera 

diferente a la establecida en la reglas de operación.  
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3. Brindar apoyos o beneficios de programas 

gubernamentales a personas, agrupaciones o entes 

que no cumplan con los requisitos y criterios de 

elegibilidad establecidos en las reglas de operación.  

4. Proporcionar los subsidios o apoyos de 

programas gubernamentales en periodos restringidos 

por la autoridad electoral, salvo casos excepcional por 

desastres naturales o de otro tipo de contingencia 

declarada por las autoridades competentes.  

5. Dar trato inequitativo o preferencial a 

cualquier persona u organización en la gestión del 

subsidio o apoyo del programa, lo cual incluye el 

ocultamiento, retraso o entrega engañosa o 

privilegiada de información.  

6. Discriminar a cualquier interesado para 

acceder a los apoyos o beneficios de un programa 

gubernamental.  

7. Alterar, ocultar, eliminar o negar información 

que impida el control y evaluación sobre el 

otorgamiento de los beneficios o apoyos a personas, 

agrupaciones o entes, por parte de las autoridades 

facultadas.  

8. Entregar, disponer o hacer uso de la 

información de los padrones de beneficiarios de 

programas gubernamentales diferentes a las funciones 

encomendadas. 

l) Recursos Humanos: Participar en 

procedimientos de recursos humanos, de planeación 

de estructuras, debiéndose apegar a los principios de 

igualdad y no discriminación, legalidad, imparcialidad, 

transparencia y rendición de cuentas.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Dejar de garantizar la igualdad de 

oportunidades en el acceso a la función pública con 

base en el mérito.  

2. Designar, contratar o nombrar en un empleo, 

cargo, comisión o función, a personas cuyos intereses 

particulares, laborales, profesionales, económicos o de 

negocios puedan estar en contraposición o percibirse 

como contrarios a los intereses que les correspondería 

velar si se desempeñaran en el servicio público.  

3. Proporcionar a un tercero no autorizado, 

información contenida en expedientes del personal y 

en archivos de recursos humanos bajo su resguardo.  

4. Suministrar información sobre los reactivos 

de los exámenes elaborados para la ocupación de 

plazas vacantes a personas ajenas a la organización 

de los concursos.  

5. Seleccionar, contratar, nombrar o designar a 

personas, sin haber obtenido previamente, la 

constancia de no inhabilitación.  

6. Seleccionar, contratar, nombrar o designar a 

personas que no cuenten con el perfil del puesto, con 

los requisitos y documentos establecidos, o que no 

cumplan con las obligaciones que las leyes imponen a 

todo ciudadano.  

7. Seleccionar, contratar, designar o nombrar 

directa o indirectamente como subalternos a familiares 

hasta el cuarto grado de parentesco.  

8. Inhibir la formulación o presentación de 

inconformidades o recursos que se prevean en las 

disposiciones aplicables para los procesos de ingreso.  

9. Otorgar a un servidor público subordinado, 

durante su proceso de evaluación, una calificación que 

no corresponda a sus conocimientos, actitudes, 

capacidades o desempeño.  

10. Disponer del personal a su cargo en forma 

indebida, para que le realice trámites, asuntos o 

actividades de carácter personal o familiar ajenos al 

servicio público.  

11. Presentar información y documentación 

falsa o que induzca al error, sobre el cumplimiento de 

metas de su evaluación del desempeño.  

12. Remover, cesar, despedir, separar o dar o 

solicitar la baja de servidores públicos de carrera, sin 

tener atribuciones o por causas y procedimientos no 

previstos en las leyes aplicables.  

13. Omitir excusarse de conocer asuntos que 

puedan implicar cualquier conflicto de interés.  

14. Evitar que el proceso de evaluación del 

desempeño de los servidores públicos se realice en 

forma objetiva y en su caso, dejar de retroalimentar 

sobre los resultados obtenidos cuando el desempeño 

del servidor público sea contrario a lo esperado.  

15. Eludir, conforme a sus atribuciones, la 

reestructuración de áreas identificadas como sensibles 

o vulnerables a la corrupción o en las que se observe 

una alta incidencia de conductas contrarias al Código 

de Ética, a las Reglas de Integridad o al Código de 

Conducta. 

m) Trámites y Servicios: Participar en la 

prestación de trámites y en el otorgamiento de 

servicios, atendiendo a los usuarios de forma 

respetuosa, eficiente, oportuna, responsable e 

imparcial.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no 

limitativa, las conductas siguientes:  

1. Ejercer una actitud contraria de servicio, 

respeto y cordialidad en el trato, incumpliendo 

protocolos de actuación o atención al público.  

2. Otorgar información falsa sobre el proceso y 

requisitos para acceder a consultas, trámites, 

gestiones y servicios.  

3. Realizar trámites y otorgar servicios de forma 

deficiente, retrasando los tiempos de respuesta, 

consultas, trámites, gestiones y servicios.  

4. Exigir, por cualquier medio, requisitos o 

condiciones adicionales a los señalados por las 

disposiciones jurídicas que regulan los trámites y 

servicios.  
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5. Discriminar por cualquier motivo en la 

atención de consultas, la realización de trámites y 

gestiones, y la prestación de servicios.  

6. Recibir o solicitar cualquier tipo de 

compensación, dádiva, obsequio o regalo en la gestión 

que se realice para el otorgamiento del trámite o 

servicio. 

CAPÍTULO QUINTO 

MECANISMOS DE CAPACITACIÓN Y DIFUSIÓN 

DEL CÓDIGO DE ÉTICA 

Artículo 9. La Comisión de Ética Legislativa, 

será el órgano que difunda y promueva las normas 

éticas, principios rectores, valores y las reglas de 

integridad en el seno de este Poder Legislativo, así ́

como los mecanismos de capacitación, difusión y 

políticas de integridad que permitan hacer valer esta 

norma. Toda persona servidora pública, deberá 

conocer el presente Código, asumiendo el 

compromiso de darle debido cumplimiento.   

Los mecanismos de capacitación, podrán ser 

impartidos de manera presencial o virtual y podrán 

consistir en cursos, talleres, conferencias, seminarios 

o cualquier otra dinámica que facilite el conocimiento y 

sensibilización en los principios, valores y reglas de 

integridad que rigen el ejercicio del servicio público. 

Artículo 10. La Comisión de Ética Legislativa, 

con apoyo de la Conferencia para la Dirección y 

Programación de los Trabajos Legislativos, 

proporcionará el Código de Ética a todo el personal del 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, a través de 

los medios físicos o electrónicos a fin de que las 

personas servidoras públicas tomen conocimiento de 

su contenido, suscribiendo una carta compromiso de 

adoptar en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, lo previsto en dicho instrumento.  

Artículo 11. La carta compromiso es el 

documento que de manera obligatoria deberán de 

firmar las personas servidoras públicas de este Poder 

Legislativo, en el que se comprometan a cumplir y 

vigilar el Código de Ética, el cual, deberá ser 

entregado a la Presidencia de la Mesa Directiva.   

CAPÍTULO SEXTO   

DE LA VIGILANCIA Y CUMPLIMIENTO 

Artículo 12. La Presidencia de la Mesa Directiva 

y la Comisión de Ética Legislativa, en el ámbito de sus 

atribuciones, darán cumplimiento y vigilarán la 

observancia de lo previsto en este Código de Ética de 

las Personas Servidoras Públicas del Poder 

Legislativo del Estado de Morelos. 

CAPÍTULO SÉPTIMO  

DE LOS CASOS DE VULNERACIÓN  

Artículo 13. Cualquier persona, sea servidora 

pública o particular, podrá hacer del conocimiento del 

incumplimiento al presente Código de Ética o de los 

deberes de conducta señalados en el Reglamento del 

Congreso del Estado de Morelos, a través de la 

Presidencia de la Mesa Directiva o de la Comisión de 

Ética Legislativa, quienes podrán emitir medidas 

disciplinarias encauzadas a evitar la reiteración de la o 

las conductas contrarias a lo previsto en este Código. 

Artículo 14. Las medias disciplinarias consistirán 

en: 

a. Amonestación. Se entenderá como 

amonestación la llamada de atención pública o privada 

que, de manera verbal, se hace a la persona servidora 

pública de este Poder Legislativo cuando contraviene 

el presente Código de Ética. 

b. Apercibimiento. Es la advertencia por escrito 

que se hace a la persona servidora pública de este 

Poder Legislativo por incumplir con sus deberes y 

obligaciones inherentes al cargo. 

c. Disminución de su dieta. Es el descuento en 

las percepciones económicas de las personas 

servidoras públicas de este Poder Legislativo.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. El presente Código de Ética de las 

Personas Servidoras Públicas del Poder Legislativo 

del Estado de Morelos, entrará en vigor el día de su 

aprobación por el Pleno. 

Segunda. Publíquese en la Gaceta 

Parlamentaria y en los medios oficiales de difusión de 

este Poder Legislativo. 

Tercera. Para efectos de su divulgación, 

remítase el presente Código de Ética al Secretario de 

Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 

en su calidad de Director General del Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad”, órgano informativo del gobierno del 

Estado de Morelos, para su publicación 

correspondiente. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de 

Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional, 

Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, 

del Congreso del Estado de Morelos, presentaron a 

consideración del Pleno el DICTAMEN CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE ADICIONA 

EL ARTÍCULO 24 SEXTIES DE LA LEY ORGÁNICA 

MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, en los 

siguientes términos: 

“I.- DEL PROCESO LEGISLATIVO 

a) En sesión ordinaria de pleno de fecha 17 de 

octubre de 2024, fue presentada, por parte del 

Diputado Alfonso Jesús Sotelo Martínez, Integrante 

del Grupo Parlamentario del Partido Morena 

“INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 

EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 24 SEXTIES A 

LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE 

MORELOS”.  

b) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 

Jazmín Juana Solano López, Presidenta de la Mesa 

Directiva de la LVI Legislatura del Congreso del 

Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al 

epígrafe, ordenando su turno a esta Comisión 

Dictaminadora, por lo que mediante el turno 

SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.1/106/24 para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

c) En reunión ordinaria de la Comisión de 

Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional, 

Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, 

de fecha 11 de marzo de 2025, se sometió a 

consideración de las Diputadas y Diputados 

integrantes el presente Dictamen.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA.  

A manera de síntesis, la iniciativa a dictaminar, 

propone crear una nueva área administrativa en cada 

uno de los 36 ayuntamientos del estado de Morelos, 

con el objetivo de que sea enfocada a la planeación 

municipal con el propósito de poder crear, 

implementar, supervisar y evaluar el plan municipal de 

desarrollo y los asuntos relativos a la planeación 

municipal.  

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA.  

La iniciativa propuesta por el Diputado Alfonso 

de Jesús Sotelo Martínez, se basa en la siguiente 

exposición de motivos:  

El gobierno municipal, es el primer contacto con 

la ciudadanía y por ello resulta ser la entidad pública 

más cercana para la atención de las demandas de la 

ciudadanía.  

Ahí radica la importancia de la planeación y 

buena gestión para el uso racional de los recursos y la 

provisión de los servicios públicos que atienden a las 

demandas más urgentes de la comunidad, adquiriendo 

un carácter prioritario en las acciones de la 

administración municipal; de ahí que un buen plan de 

desarrollo municipal garantice la gobernabilidad y 

legitimidad con las necesidades de la sociedad. 

La planeación municipal es fundamental para el 

desarrollo y la gestión efectiva de los recursos y 

servicios en una comunidad. Aquí te dejo algunos 

puntos clave sobre su importancia:
1
 

1. Atención a las demandas ciudadanas: El 

gobierno municipal es el más cercano a los 

ciudadanos, por lo que la planeación permite atender 

de manera más efectiva sus necesidades y demandas. 

2. Gobernabilidad y legitimidad política: Un buen 

plan de desarrollo municipal garantiza la 

gobernabilidad y la legitimidad política, ya que se basa 

en un diagnóstico preciso de la realidad local y en la 

participación activa de la comunidad. 

3. Racionalidad administrativa: La planeación 

asegura una distribución racional de los recursos 

públicos, permitiendo que se asignen de manera 

eficiente y efectiva 

4. Desarrollo integral y sostenible: Un plan 

municipal de desarrollo orienta las acciones del 

gobierno local hacia un crecimiento integral y 

sostenible, mejorando la calidad de vida de los 

habitantes del municipio. 

5. Participación ciudadana: La planeación 

democrática abre la posibilidad de que las 

organizaciones, asociaciones y grupos de interés 

participen activamente en la discusión y ejecución de 

las obras, promoviendo un sentido de pertenencia y 

colaboración. 

6. Prioridades claras: Definir objetivos claros y 

precisos permite establecer prioridades en la acción 

del gobierno, facilitando la solución de problemas y el 

aprovechamiento de oportunidades.
2
 

En resumen, la planeación municipal es 

indispensable para lograr un desarrollo equilibrado y 

sostenible, respondiendo de manera efectiva a las 

necesidades de la comunidad y previendo la 

participación ciudadana, en el diseño de las políticas 

públicas a seguir. 

                                                      
1
 LA IMPORTANCIA DE LOS PLANES DE DESARROLLO 

MUNICIPAL - Municipios de México (municipiosdemex.com) 
2
 Todo lo que tienes que saber sobre el plan municipal de desarrollo. 

(pensemos.com) 
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La planeación implica contar con una ruta eficaz 
en los planes de gobierno. 

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta 
soberanía para poner a su consideración, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 
POR EL CUAL SE ADICIONA EL ARTÍCULO 24 
SEXTIES DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL 
ESTADO DE MORELOS. 

A continuación, se realiza el comparativo del 
texto actual y la propuesta de reforma: 
TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO 
N/A Artículo *24 sexties.- Los 

ayuntamientos deberán 
contar con un área de 
planeación municipal, con 
la finalidad de dirigir los 
trabajos relativos al plan 
municipal de desarrollo, 
enfocado a una mejor 
respuesta de las 
demandas sociales y con 
enfoque de derechos 
humanos. 

IV.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA.  
De conformidad con las atribuciones conferidas 

a la Comisión de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo 
Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y 
Afromexicanas, por el artículo 79, de la Ley Orgánica 
para el Congreso del Estado de Morelos, y en 
cumplimiento a la fracción II, del artículo 104 del 
Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 
se procede a analizar en lo general y en lo particular la 
iniciativa presentada por el Diputado Alfonso de Jesús 
Sotelo Martínez, para determinar su procedencia o 
improcedencia.  

La iniciativa planteada por el Diputado 
proponente se considera viable por las legisladoras y 
legisladores integrantes de esta Comisión 
Dictaminadora, en concordancia con las atribuciones 
conferidas al Congreso del Estado por la Constitución 
del Estado Libre y Soberano de Morelos en su artículo 
40, se encuentra la facultad de expedir, aclarar, 
reformar, derogar o abrogar las Leyes, Decretos y 
Acuerdos, por lo que es evidente, le asisten todas las 
facultades constitucionales aludidas. 

Por otra parte, y tomando en cuenta la 
exposición de motivos considerando su argumentación 
y proposición que ha realizado el Diputado proponente 
mediante su proyecto legislativo, el mismo se sujeta a 
los lineamientos establecidos en los artículos 95 y 96 
del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos.  

En ese sentido, y como resultado del análisis de 
la iniciativa a dictaminar y, de un estudio exhaustivo a 
la misma se desprende lo siguiente:  

Es cierto que, como legisladoras y legisladores 
integrantes del Poder Legislativo, debemos de trabajar 
en implementar una agenda legislativa municipalista 
que dé cumplimiento efectivo de los derechos de la 
sociedad morelense, procurando el desarrollo y 
crecimiento municipal, como resultado de una 
planeación coordinada y estructurada de manera 
adecuada conforme a las necesidades de la población.   

Es de suma importancia que en el ayuntamiento 

exista un área enfocada en la planeación municipal, 

que conozca y de soluciones a las necesidades y 

carencias de la población de un municipio 

determinado, ya que al ser conocedores de las 

demandas de la ciudadanía se podrá realizar un plan 

municipal de desarrollo adecuado, justo, pero 

principalmente incluyente y de esperanza para dar 

solución de manera gradual a las exigencias de la 

sociedad.  

La planeación del desarrollo es una idea que 

adoptan los gobiernos mexicanos desde la Ley sobre 

Planeación General de la República de 1930. El 

partido Nacional Revolucionario formuló el Plan 

Sexenal 1934-1940, y a partir de entonces el gobierno 

federal realizó numerosos intentos de elaboración de 

planes y programas para encauzar y ordenar su 

acción en el campo del desarrollo nacional. A partir de 

la Expedición del Plan Global de Desarrollo 1980-

1982, se establecieron las bases de un sistema de 

planeación democrática.  

La iniciativa de reformas y adiciones a la 

Constitución en materia económica, del 3 de diciembre 

de 1982, expreso en el nuevo artículo 26, se 

estableciera explícitamente las facultades del Estado 

para planear el desarrollo nacional que ya existían 

implícitas en la propia Constitución de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

En el año 1965, la Presidencia de la Republica y 

la Secretaria de Hacienda y Crédito Público elaboro el 

Plan de Desarrollo Económico y Social 1966-1970, en 

el cual se establecieron las directrices para el sector 

público estableciendo estímulos a la iniciativa privada 

por medio de marcos indicativos.   

Así mismo durante el periodo presidencial de 

Luis Echeverría Álvarez, de 1970-1976 se lograron 

ejecutar varias recomendaciones establecidas en el 

año 1967 por la Comisión de Administración Pública, 

donde se establecieron las Unidades de 

Programación, las cuales se implementaron en el 

sector central y paraestatal del gobierno federal.  

En el año 1971 la descentralización económica 

y administrativa tuvo un gran avance significativo ya 

que se impulsó la creación de los Comités Promotores 

del Desarrollo Socioeconómico de los Estados 

(COPRODES), los cuales fueron instaurados en 

diversas entidades de la federación, como modalidad 

de la planeación regional.  

Sin duda el Ejecutivo Federal los creo mediante 

la vigencia de diversos decretos, primordialmente en 

aquellos estados que presentaban características de 

menor desarrollo relativo y acentuada marginación, los 

cuales fueron concebidos como organismos de 

coordinación de las dependencias del gobierno federal 

que actuaban a nivel local y se fundamentaban en la 

idea de que en las tareas de desarrollo económico es 

necesaria una activa participación de los ciudadanos.  
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El 1 de diciembre de 1982 en el periodo 

constitucional de Miguel de la Madrid Hurtado, se 

promovieron reformas a principios normativos del 

desarrollo económico y social en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, un claro 

ejemplo fue la reforma al artículo 26 de la Constitución 

Federal, en el que se determinó que en el Estado se 

debe de integrar un Sistema Nacional de Planeación 

Democrática, es así como se presentó por primera vez 

el Plan Nacional de Desarrollo 1983 – 1988, en los 

términos establecidos por la Ley de Planeación.  

En la Ley de Planeación se establece la 

necesidad de integrar Programas Operativos Anuales 

y Sectoriales de mediano plazo, por lo que el 

compromiso del Estado reside en que se deben de 

establecer la dirección del cambio y la intensidad del 

mismo, así como precisar las líneas principales de 

acción que se plantean para cada sector, tanto en los 

sociales como en los productivos, en conclusión el 

Plan deberá determinar así el marco indispensable 

que servirá para la implementación de los diferentes 

programas sectoriales e intersectoriales.  

El Plan Nacional de Desarrollo será elaborado 

por la conformación del Sistema Nacional de 

Planeación Democrática (SNDP) en el que se deberá 

de establecer las acciones y estrategias generales, 

objetivos, propósitos y principales políticas de 

desarrollo integral del país para coordinar esfuerzos 

entre los gobiernos federales, estatales y 

principalmente municipales.  

En el artículo 26. A de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos se establece la 

figura del Sistema de Planeación Democrática, el cual 

se considera como un mecanismo de participación 

ciudadana que permitirá realizar el Plan Nacional del 

Desarrollo, como a continuación se describe:  

Artículo 26.  

A. El Estado organizará un sistema de 

planeación democrática del desarrollo nacional que 

imprima solidez, dinamismo, competitividad, 

permanencia y equidad al crecimiento de la economía 

para la independencia y la democratización política, 

social y cultural de la nación. 

Los fines del proyecto nacional contenidos en 

esta Constitución determinarán los objetivos de la 

planeación. La planeación será democrática y 

deliberativa. Mediante los mecanismos de 

participación que establezca la ley, recogerá las 

aspiraciones y demandas de la sociedad para 

incorporarlas al plan y los programas de desarrollo. 

Habrá un plan nacional de desarrollo al que se 

sujetarán obligatoriamente los programas de la 

Administración Pública Federal. 

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca 

los procedimientos de participación y consulta popular 

en el sistema nacional de planeación democrática, y 

los criterios para la formulación, instrumentación, 

control y evaluación del plan y los programas de 

desarrollo. Asimismo, determinará los órganos 

responsables del proceso de planeación y las bases 

para que el Ejecutivo Federal coordine mediante 

convenios con los gobiernos de las entidades 

federativas e induzca y concierte con los particulares 

las acciones a realizar para su elaboración y 

ejecución. El plan nacional de desarrollo considerará 

la continuidad y adaptaciones necesarias de la política 

nacional para el desarrollo industrial, con vertientes 

sectoriales y regionales. 

En el artículo 21 de la Ley de Planeación se 

aprecia y se traducen los elementos esenciales con 

los que se debe de conformar un Plan Nacional de 

Desarrollo, por lo que dicha conformación se debe de 

adaptar a nivel federal, estatal y municipal, es por ello 

que se plasma a continuación el quinto párrafo del 

artículo en mención.  

Artículo 21.- … 

… 

… 

… 

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los 

objetivos nacionales, la estrategia y las prioridades del 

desarrollo integral, equitativo, incluyente, sustentable y 

sostenible del país, contendrá previsiones sobre los 

recursos que serán asignados a tales fines; 

determinará los instrumentos y responsables de su 

ejecución, establecerá los lineamientos de política de 

carácter global, sectorial y regional; sus previsiones se 

referirán al conjunto de la actividad económica, social, 

ambiental y cultural, y regirá el contenido de los 

programas que se generen en el sistema nacional de 

planeación democrática. 

… 

… 

En la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Morelos, de igual manera se establece un capítulo 

denominado “De la Planeación Municipal” en el cual se 

busca regular la integración de los Planes Municipales 

de Desarrollo, es por ello que en el artículo 49 del 

presente ordenamiento, se establece lo siguiente:  

Artículo 49.- Los Ayuntamientos, para impulsar 

el desarrollo dentro de su ámbito territorial, formularán 

sus Planes Municipales de Desarrollo, así como sus 

programas de desarrollo urbano y demás programas 

relativos, mismos que se realizarán tomando en 

cuenta la perspectiva de género. 
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Así mismo, en el artículo 57 de la Ley en 

comento, se comprende que el Plan Municipal de 

Desarrollo, adopta la forma de su creación igual al 

Plan Nacional a través de un sistema de planeación 

democrática, sin embargo, en la actualidad no se 

encuentra regulado en la ley la implementación de un 

área específica en la planeación municipal, por lo que 

se encuentra acéfala la realización eficiente y eficaz 

del Plan Municipal de Desarrollo.   

En el artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal 

de la entidad morelense, se plasma el funcionamiento 

del Sistema de Planeación Democrática a través del 

COPLADEMUN, el cual se describe a continuación:  

Artículo 58.- En cada uno de los Municipios que 

conforman el Estado, funcionará un Comité de 

Planeación para el Desarrollo Municipal que, 

coordinado por el Comité de Planeación para el 

Desarrollo del Estado de Morelos, será un organismo 

auxiliar del Municipio que tendrá por objeto formular, 

actualizar, instrumentar y evaluar el Plan Municipal. 

Para los efectos de esta Ley, al referirse al 

Comité de Planeación para el Desarrollo Municipal, se 

podrán emplear las siglas COPLADEMUN, y en las 

referencias al Comité de Planeación para el Desarrollo 

del Estado de Morelos, se podrán utilizar las siglas 

COPLADE-MORELOS. 

El funcionario que para efecto de coordinar las 

actividades de los COPLADEMUN nombre cada 

Ayuntamiento deberá reunir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano Mexicano. 

II. Tener título y cédula profesional de una 

profesión afín a las áreas de Planeación, Desarrollo 

Urbano y/o Administración. 

III. Tener reconocida calidad ética y solvencia 

moral. 

IV. Contar con experiencia, en las áreas de 

Planeación, Desarrollo Urbano y/o Administración. 

V. No haber sido sancionado anteriormente por 

su desempeño como servidor en la Administración 

Pública o Privada; y 

VI.- Contar con certificación de competencia 

laboral en la materia que asegure los conocimientos y 

habilidades para desempeñar el cargo, expedida por 

un centro acreditado por CONOCER residente en el 

Estado de Morelos, inclusive si su designación fuera 

como encargado de despacho. En caso de no contar 

con ella, este requisito deberá acreditarse dentro de 

los seis meses siguientes a la fecha en que inicien sus 

funciones. 

Ahora bien, es de suma importancia el poder 

hacer mención que, en la Ley de Planeación para el 

Estado de Morelos, también mencionan y establece la 

obligatoriedad de la elaboración, actualización y 

ejecución del Plan Estatal y de los Planes municipales, 

como se puede apreciar en la redacción del artículo 13 

de la Ley en mención.  

Artículo 13. El Sistema Estatal es un mecanismo 

permanente de planeación integral, estratégica y 

participativa, a través del cual el Poder Ejecutivo 

Estatal, los Ayuntamientos y la sociedad civil 

organizada, establecen procesos para lograr el 

Desarrollo Sostenible de Morelos, en congruencia con 

lo dispuesto por los Artículos 21, 21 Bis, 21 Ter y 

Quinto Transitorio de la Ley de Planeación Federal. 

Como podemos apreciar en la Ley de 

Planeación de la entidad morelense también hace 

referencia al Sistema Estatal de Planeación 

Democrática en concordancia con la Ley Federal, y la 

Ley Orgánica Municipal, en virtud de que el Sistema 

Estatal de Planeación Democrática se conforma por 

sus principios rectores de participación y consulta de 

los diversos grupos sociales, con el propósito de que 

la población exprese sus opiniones y éstas se tomen 

en cuenta para la elaboración, actualización y 

ejecución del Plan Estatal, de los Planes Municipales y 

de los programas que se refieran en la ley de la 

materia.  

Ahora bien, en la Ley de Planeación para el 

Estado de Morelos, en su artículo 26 establece que el 

COPLADEMUN es un órgano auxiliar encargado de la 

elaboración, seguimiento y evaluación del Plan 

Municipal de Desarrollo, como se describe a 

continuación:  

Artículo 26. En cada municipio del Estado 

funcionará un COPLADEMUN que, coordinado por el 

COPLADEMOR, será el organismo auxiliar del 

municipio y tendrá por objeto formular, actualizar, 

instrumentar y evaluar el Plan Municipal de Desarrollo, 

conforme lo determine cada ayuntamiento en el 

reglamento respectivo, en el cual se establecerá 

también la estructura y funcionamiento. 

Así mismo en el artículo 53 de la Ley 

anteriormente descrita hace referencia que en los 

municipios debe de existir una unidad de planeación 

encargada de la elaboración del Plan Municipal de 

Desarrollo, por lo que tenemos a bien describir el 

presente artículo:  

Artículo 53. Los Planes Municipales de 

Desarrollo son los instrumentos de planeación de la 

gestión de los municipios. Deberán elaborarse 

empleando la metodología del marco lógico y contener 

los ODS que corresponda atender a cada municipio, 

sus metas, indicadores, estrategias y líneas de acción.  

La unidad de planeación de cada municipio será 

la encargada de elaborar el Plan Municipal de 

Desarrollo, con el asesoramiento del IMOPLAN y del 

Sistema Estatal, a solicitud expresa. 
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En México se han realizado diversas acciones a 
nivel municipal, con el propósito de que se integre en 
la estructura orgánica una área encargada de la 
planeación municipal la cual se ha consolidado con la 
creación del Instituto de Planeación Municipal, como 
es el caso del Ayuntamiento de Puebla, quien creo un 
organismo descentralizado de la administración 
pública municipal en el año 2011 y que se ha 
encontrado en funciones en beneficio de la planeación 
municipal y  que se conforma por personalidad jurídica 
y patrimonio propio, su finalidad de creación es para 
que sea el responsable de fortalecer y dar continuidad 
institucional al Sistema Municipal de Planeación 
Democrática Integral, pero es importante mencionar 
que dicho instituto tiene un impacto presupuestal en 
las finanzas de la administración municipal, en virtud 
de que se compone por una estructura de personal el 
cual es encargado de dar cumplimiento a lo 
establecido en el decreto correspondiente.  

Así mismo en el Municipio de Cuernavaca, se 
creo el instituto de planeación, siendo el único 
constituido en la entidad morelense, este instituto tiene 
la obligación de coordinar, crear y ejecutar los trabajos 
que se establezcan en el plan municipal de desarrollo, 
dicho instituto se rige por lo establecido en la 
Constitución General, Constitución Local, Ley de 
Planeación del Estado de Morelos, Ley Orgánica 
Municipal, dando cumplimiento a lo establecido en 
dichos ordenamientos jurídicos, este instituto es 
representado por un Director General, un coordinador 
y auxiliares especialista en la materia.  

Sin duda el Instituto de Planeación del municipio 
de Cuernavaca, ha tenido grandes logros ya que ha 
consolidado la planeación municipal en una vía 
democrática entre la ciudadanía y el gobierno, siendo 
un área municipal de puertas abiertas donde se 
practica de manera constante el dialogo, pero 
principalmente se dan soluciones a las demandas de 
las personas que radican en el municipio de 
Cuernavaca.  

Ante estos ejemplos podemos concluir que es 
de suma importancia que exista un área enfocada en 
la planeación ya que permitirá realizar un trabajo más 
adecuado y eficiente con el propósito de dar solución a 
las demandas de la ciudadanía, es por ello que las 
Diputadas y Diputados integrantes de esta Comisión 
Dictaminadora coinciden con el espíritu del proyecto 
legislativo que nos ocupa.   

Sin duda, un área de planeación en los 
municipios es vital porque facilita la gestión eficiente 
de recursos, fomenta el desarrollo local y mejora la 
calidad de vida de los ciudadanos, al permitir una 
visión estratégica y a largo plazo, impulsando 
proyectos con mayor impacto. 

Por lo que esta comisión dictaminadora 
considera la viabilidad de poder constituir en los 36 
Ayuntamiento de la entidad morelense un área 
enfocada a la planeación municipal la cual, de 
cumplimiento a lo establecimientos en los 
ordenamientos normativos de carácter federal y 
estatal, contribuyendo al desarrollo de cada uno de los 
municipios de Morelos.  

V. MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA.  

De un análisis exhaustivo a la iniciativa 

presentada por el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo 

Martínez, se precisa que cumplen con la 

constitucionalidad y legalidad debidas, sin embargo, 

se detectaron diversas áreas de oportunidad en 

cuanto a la técnica legislativa.  

“La Técnica Legislativa tiene por objeto detectar 

los problemas que la realización del ordenamiento 

jurídico plantea y formula las directrices para su 

solución, sirviendo a la seguridad jurídica; 

defendiéndose esta última como la suma de la certeza 

y legalidad, jerarquía y publicidad normativas, 

irretroactividad de lo no favorable, así como la 

interdicción de la arbitrariedad, equilibrada de tal 

suerte que permita promover, en el orden jurídico, la 

justicia y la igualdad, en libertad”.   

Además, la técnica legislativa formal se puede 

concebir como el conjunto de factores para la 

estructuración de proyectos de ley y el uso del 

lenguaje apropiado en la norma, es decir, un 

significado estrecho o limitado del término, así como la 

materia que comprende tópicos sobre la evaluación de 

la calidad de las leyes, en donde son aplicables los 

conocimientos de la sociología, el análisis económico 

del derecho, la ciencia política y cuestiones de la 

teoría de la legislación, no obstante dicha intención, se 

advierte que debe considerarse oportunidades, 

tomando en cuenta que la eficacia y la conveniencia 

de los actos legislativos dependen en gran medida de 

que se satisfagan una serie de exigencias técnicas, 

tanto en su vocabulario o terminología, como en su 

sintaxis, estructura y estilo; así pues, la redacción de 

las Leyes debe ser clara, sobria y gramaticalmente 

correcta, siendo necesario observar las reglas de 

ortografía y sintaxis. 

En ese tenor, con la finalidad de robustecer la 

presente iniciativa y expedir un documento integral, 

claro y que resulte útil para para los destinatarios de la 

norma y, en general, cumpla con el objeto de la 

expedición de esta reforma, esta Comisión 

Dictaminadora estima pertinente realizar diversas 

adecuaciones a la iniciativa propuesta. 

Por lo que, de conformidad al artículo 106, 

fracción III, del Reglamento para el Congreso del 

Estado de Morelos, esta comisión debe realizar 

modificaciones a la iniciativa con la finalidad de que no 

existan interpretaciones ambiguas o fuera de contexto 

que puedas traer consigo nuevas problemáticas o 

incluso que violente algún Derecho Humano. 

No obstante, de esto, la argumentación aludida 

descansa y tiene sustento en el siguiente criterio 

emitido por el Poder Judicial de la Federación: 

Tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, mismo que es 

del rubro y textos siguientes: 
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PROCESO LEGISLATIVO. LAS CÁMARAS 

QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNIÓN 

TIENEN LA FACULTAD PLENA DE APROBAR, 

RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL 

PROYECTO DE LEY O DECRETO, 

INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE 

SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 

INICIATIVA CORRESPONDIENTE. La iniciativa de ley 

o decreto, como causa que pone en marcha el 

mecanismo de creación de la norma general para 

satisfacer las necesidades que requieran regulación, 

fija el debate parlamentario en la propuesta contenida 

en la misma, sin que ello impida abordar otros temas 

que, en razón de su íntima vinculación con el proyecto, 

deban regularse para ajustarlos a la nueva 

normatividad. Así, por virtud de la potestad legislativa 

de los asambleístas para modificar y adicionar el 

proyecto de ley o decreto contenido en la iniciativa, 

pueden modificar la propuesta dándole un enfoque 

diverso al tema parlamentario de que se trate, ya que 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos no prohíbe al Congreso de la Unión 

cambiar las razones o motivos que lo originaron, sino 

antes bien, lo permite. En ese sentido, las facultades 

previstas en los artículos 71 y 72 de la Constitución 

General de la República, específicamente la de 

presentar iniciativas de ley, no implica que por cada 

modificación legislativa que se busque establecer 

deba existir un proyecto de ley, lo cual permite a los 

órganos participantes en el proceso legislativo 

modificar una propuesta determinada. Por tanto, las 

Cámaras que integran el Congreso de la Unión tienen 

la facultad plena para realizar los actos que 

caracterizan su función principal, esto es, aprobar, 

rechazar, modificar o adicionar el proyecto de ley, 

independientemente del sentido en el que hubiese 

sido propuesta la iniciativa correspondiente, ya que 

basta que ésta se presente en términos de dicho 

artículo 71 para que se abra la discusión sobre la 

posibilidad de modificar, reformar o adicionar 

determinados textos legales, lo cual no vincula al 

Congreso de la Unión para limitar su debate a la 

materia como originalmente fue propuesta, o 

específica y únicamente para determinadas 

disposiciones que incluía, y poder realizar nuevas 

modificaciones al proyecto. 

Dicho lo anterior y con sustento de lo antes 

mencionado, esta Comisión Dictaminadora plantea 

realizar una serie de cambios de redacción y sintaxis 

con el único propósito de que sea una norma clara y 

precisa en la interpretación de la misma sin modificar 

el espíritu del proyecto legislativo que nos ocupa.  

TEXTO 

VIGENTE 

TEXTO 

PROPUESTO 

MODIFICACIÓN 

PROPUESTA 

SIN 

CORRELATIVO 

Artículo 24 

sexties. – Los 

ayuntamientos 

deberán contar 

con un área de 

planeación 

municipal, con 

la finalidad de 

dirigir los 

trabajos 

relativos al 

plan municipal 

de desarrollo, 

enfocado a una 

mejor 

respuesta de 

las demandas 

sociales y con 

enfoque de 

derechos 

humanos. 

Artículo 24 

sexties. – En 

cada uno de los 

Municipios 

deberá de existir 

un área de 

planeación 

municipal con el 

nivel jerárquico 

que sea 

determinado por 

el propio 

Ayuntamiento, 

en terminos de lo 

establecido por 

la Ley de 

Planeación para 

el Estado de 

Morelos. 

Como podemos apreciar en la propuesta de 

modificación, se realiza un cambio de redacción del 

artículo planteado por el Diputado Iniciador, con el 

objetivo cuidar la suficiencia presupuestal de cada uno 

de los municipios, es por ello que se otorga la libertad 

a los ayuntamiento de establecer la jerarquía del área 

planteada en términos de la Ley de Planeación para el 

Estado de Morelos, ya que las Diputadas y Diputados 

integrantes de esta Comisión Dictaminadora coinciden 

en que existe una desigualdad financiera entre un 

ayuntamiento y otro, por lo que no se puede 

establecer la obligatoriedad de un cierto rango 

administrativo.   

Por lo anteriormente expuesto las personas 

legisladoras integrantes de esta Comisión 

Dictaminadora consideran la viabilidad de las 

propuestas de modificación a la iniciativa presentada 

por el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez.  

VI. ESTIMACIÓN DE IMPACTO 

PRESUPUESTARIO.  

De acuerdo con el artículo 99 del Reglamento 

para el Congreso del Estado de Morelos, se realiza la 

valoración del impacto presupuestal de la presente 

iniciativa  

Esta Comisión Dictaminadora considera que la 

propuesta incluye disposiciones que generan impacto 

presupuestario adicional al ya contemplado en el 

presupuesto aprobado para el presente ejercicio fiscal 

de cada uno de los 36 municipios, toda vez que se 

crea una nueva área administración en materia de 

planeación municipal.  
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En ese tenor, estimando que el espíritu y 

efectos del impacto presupuestal consiste en lograr 

que la aprobación y ejecución de nuevas obligaciones 

financieras derivadas de la legislación local, se 

realicen en el marco del principio de balance 

presupuestario sostenible, esta Comisión 

Dictaminadora advierte que al plantear la 

obligatoriedad de la creación de una área de 

planeación, la cual generaría un impacto adicional al 

presupuesto ya aprobado para el ejercicio fiscal 2025 

para cada uno de los ayuntamientos, por lo que se 

sugiere que para el ejercicio fiscal 2026 se 

contémpleme el presupuesto que se deberá de aplicar 

para el funcionamiento del área de planeación 

municipal, y con ello evitaríamos una afectación a las 

finanzas de los 36 ayuntamientos de la entidad 

morelense, y se les daría la oportunidad de planificar y 

realizar los ajustes presupuestarios para el próximo 

año fiscal, sin embargo, si en alguno de los 

ayuntamiento después de realizar un balance 

presupuestal consideran que cuenta con la suficiencia 

presupuestaria podrán implementar esta nueva área 

de planeación municipal para el ejercicio fiscal actual.   

Por lo anterior y con fundamento en las 

atribuciones conferidas en los artículos 43 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos; 53, 55, 59, numeral 19, y 79 de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 51, 

54, fracción I, 60, 104, y 106 del Reglamento para el 

Congreso del Estado de Morelos, los integrantes de la 

Comisión de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo 

Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y 

Afromexicanas de la LVI Legislatura del estado de 

Morelos, dictaminan en SENTIDO POSITIVO, la 

“INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  ”, toda 

vez que del estudio y análisis de la misma se encontró 

procedente en lo general y en lo particular…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CINCUENTA Y 

TRES 

POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 24 

SEXTIES DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL 

ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona el artículo 24 

Sexties de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Morelos, para quedar como sigue:  

Artículo 24 sexties. – En cada uno de los 

Municipios deberá de existir un área de planeación 

municipal con el nivel jerárquico que sea determinado 

por el propio Ayuntamiento, en terminos de lo 

establecido por la Ley de Planeación para el Estado 

de Morelos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación 

en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de 

difusión oficial del Gobierno del Estado de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto entrará en 

vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del 

Gobierno del Estado de Morelos.  

TERCERA. La implementación del área de 

planeación municipal, deberá realizarse 

preferentemente en caso de contar con la suficiencia 

presupuestal en el ejercicio fiscal dos mil veinticinco y 

en caso contrario a más tardar el primero de enero del 

año dos mil veintiséis.  

CUARTA. Los Ayuntamiento del Estado de 

Morelos, en un plazo no mayor a los 90 días naturales 

posteriores a la vigencia del presente decreto, deberá 

de actualizar su reglamento respectivo. 

QUINTA. Se derogan todas las disposiciones de 

igual o menor rango que se opongan al presente 

Decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de 

Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional, 

Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, 

del Congreso del Estado de Morelos, presentaron a 

consideración del Pleno el DICTAMEN CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL 

ESTADO DE MORELOS EN MATERIA DE 

HOMOLOGACIÓN DE REFORMA 

CONSTITUCIONAL LOCAL, en los siguientes 

términos: 

“I.- DEL PROCESO LEGISLATIVO 

a) En sesión ordinaria de Pleno iniciada en 

fecha 18 de febrero y concluida el 20 de febrero de 

2025, fue presentada, por parte de la Diputada 

Gonzala Eleonor Martínez Gómez, Integrante de la LVI 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos 

“INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 

EL QUE SE REFORMA LA LEY ORGÁNICA 

MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS EN 

MATERIA DE HOMOLOGACIÓN DE REFORMA 

CONSTITUCIONAL LOCAL”.  

b) En consecuencia, de lo anterior la Diputada 

Jazmín Juana Solano López, Presidenta de la Mesa 

Directiva de la LVI Legislatura del Congreso del 

Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al 

epígrafe, ordenando su turno a esta Comisión 

Dictaminadora, por lo que mediante el turno 

SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/400/25 para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

c) En reunión ordinaria de la Comisión de 

Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional, 

Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, 

de fecha 29 de mayo de 2025, se sometió a 

consideración de las Diputadas y Diputados 

integrantes el presente Dictamen.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA.  

A manera de síntesis, la iniciativa a dictaminar, 

propone derogar el último párrafo del artículo 60 Bis 

de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, a 

efecto de que se homologue con el contenido del 

artículo 147 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos.   

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA.  

La iniciativa propuesta por la Diputada Eleonor 

Martínez Gómez, se basa en la siguiente exposición 

de motivos:  

Con fecha veintinueve de junio de dos mil 

dieciséis, se presentó ante el Pleno del Congreso del 

Estado de Morelos INICIATIVA con proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción Il del artículo 

147 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos. 

En dicha iniciativa se propuso como objetivo 

reformar la fracción II del artículo 147 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, con la finalidad de que los Ayuntamientos en 

un término improrrogable de 60 días naturales, se 

pronuncien a favor o en contra de las adiciones o y 

reformas aprobadas por el voto de las dos terceras de 

los Diputados del Congreso del Estado de Morelos, 

contados a partir del día siguiente a aquel en que 

reciban el proyecto de decreto. Transcurrido el plazo 

fijado con anterioridad y sin que el o los 

Ayuntamientos se hayan pronunciado a favor o en 

contra, el Congreso del Estado hará un llamado a 

emitir dicho pronunciamiento, en caso de no hacerlo 

se tomarán por omisos 

Adicionalmente se estableció que Las reformas 

constitucionales requieren de un procedimiento 

especial, diverso al que se utiliza para la aprobación 

de las Leyes Ordinarias y por tanto debe llevarse a 

cabo el mismo procedimiento para su aprobación a 

favor o en contra, en cada uno de los Ayuntamientos, 

los cuales fungen en esos casos como el Congreso 

Constituyente y por lo tanto, considero que toda 

adición o reforma a la Constitución Local debe ser 

analizada y discutida en el Cabildo de cada 

Ayuntamiento, y de esta manera evitar que opere la 

afirmativa ficta como actualmente lo contempla la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de Morelos y la 

Fracción II del artículo 147 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos.” 

Por otro lado, con fecha doce de julio de dos mil 

dieciocho, el Grupo Parlamentario del Partido de la 

Revolución Democrática, presentó ante el Pleno del 

Congreso del Estado de Morelos Iniciativa con 

Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 

147 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos. 
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En tal iniciativa se sostuvo que la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, es la 

norma suprema de nuestra Entidad, en la misma se 

desprende el diseño institucional por medio del cual se 

rige el Estado. 

Se señaló que las excesivas reformas que se 

han realizado a la Constitución Local, ha provocado 

una falta de cohesión y que exista una verdadera 

permanencia institucional. Las instituciones que se 

encuentran en la entidad necesitan cierto tiempo para 

que puedan desarrollarse plenamente, especializarse 

en su materia y por consiguiente obtener los 

resultados favorables buscados por las mismas. 

También se sostuvo que en los últimos años, la 

constitución local se ha reformado de manera excesiva 

con cientos de reformas que presenta cada legislatura, 

mismas que en algunas ocasiones, no hacen más que 

no se lleguen a concretar o dar los resultados que se 

buscaban los legisladores con una anterior reforma en 

la misma materia.  

Se recordó que el artículo 147 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos establece la manera en la que se deberá de 

reformar o adicionar disposiciones a la misma. Y, una 

vez que se presenta la iniciativa y es votada por las 

dos terceras partes de los diputados integrantes de la 

legislatura, se deberá de mandar el proyecto de 

dictamen a los ayuntamientos, los cuales tienen la 

obligación de pronunciarse a favor o en contra de la 

reforma en cuestión, pero, si no lo hacen, la misma 

disposición establece que se entenderá que aceptan la 

adición o reforma, al cual, se le denomina, afirmativa 

ficta. 

Los iniciadores, consideraron que la afirmativa 

ficta fue la peor cláusula que se le pudo haber incluido 

a la constitución local, ya que ha provocado un 

completo desentendimiento por parte de los 

ayuntamientos en las reformas constitucionales. 

Por lo general, son muy pocos los 

ayuntamientos que se pronuncian a favor o en contra 

de dichas reformas. Es importante recordar que el 

constituyente local es el encargado de realizar las 

reformas que se llevan a cabo en la Constitución, no 

únicamente los diputados. 

Bajo tales consideraciones, y derivado de las 

iniciativas previamente comentadas, mediante el 

proceso legislativo constitucional, se emitió el “Decreto 

por el que se reforma el artículo 147 de la Constitución 

Política” para quedar de la forma siguiente: 

“…ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 

147 de la Constitución Política para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 147.- Esta Constitución puede ser 

adicionada o reformada con los requisitos siguientes:  

I.- Iniciada la reforma y aprobada por los votos 

de las dos terceras partes del número  total de 

Diputados, se pasará a los Ayuntamientos con los 

debates que hubiere provocado para su discusión; si 

las dos terceras partes de los Ayuntamientos 

aprobaran la reforma o adición, una vez hecho el 

cómputo por el Congreso del Estado o Diputación 

Permanente en su caso, se hará la declaratoria 

correspondiente y al día siguiente de su publicación, 

las reformas y adiciones se tendrán como parte de 

esta Constitución; 

II.- Derogada; 

III.- Las adiciones y reformas hechas a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

que afecten a esta Constitución, serán 

inmediatamente adoptadas por el Congreso y 

programadas sin necesidad de algún otro trámite…” 

Del precepto trascrito se desprende que fue 

voluntad del poder constituyente local morelense 

eliminar del texto constitucional lo que se conocía 

hasta entonces como “Afirmativa ficta” por parte de los 

Ayuntamientos, que participan en proceso de reforma 

constitucional, así como pasar de una mayoría simple 

del total de los ayuntamientos a una mayoría calificada 

de dos terceras partes para la aprobación de una 

reforma de grado constitucional.  

A pesar de lo expresado, el artículo 60 Bis de la 

Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos 

establece lo siguiente: 

“…Artículo *60 Bis.- Los Ayuntamientos 

participan en el proceso de reforma a la Constitución 

Política del Estado de Morelos en los términos del 

artículo 147 constitucional. 

En el procedimiento al que habrán de sujetar los 

Ayuntamientos a los dictámenes aprobados por el 

Congreso del Estado que impliquen una adición o 

reforma a la Constitución Política del Estado de 

Morelos, se estará a lo siguiente: 

Una vez entregado al Ayuntamiento el dictamen 

aprobado por el Congreso del Estado en los términos 

de la fracción I del artículo 147 constitucional, deberá 

ser turnado a la comisión dictaminadora establecida 

por el número de integrantes del Cabildo que 

determine el Presidente Municipal en un plazo no 

mayor de cinco días hábiles; 

La comisión dictaminadora una vez que reciba 

del Presidente Municipal el dictamen de reforma 

constitucional, procederá a su análisis y discusión para 

que en un término no mayor a quince días hábiles 

someta en sesión de Cabildo a la consideración de 

sus integrantes el proyecto de acuerdo para su 

votación correspondiente; 
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De aprobarse el dictamen por las dos terceras 
partes del Cabildo, deberá remitirse de inmediato al 
Congreso del Estado en dos tantos acompañados del 
Acta de Cabildo de la Sesión en el que haya sido 
votado y en la que se circunstancien, el sentido de la 
votación de cada uno de los integrantes del Cabildo y 
el texto de la reforma constitucional en los mismos 
términos que el aprobado por el Congreso del Estado; 

De no aprobarse el dictamen, el Ayuntamiento 
deberá remitirlo al Congreso del Estado en los mismos 
términos de la fracción anterior, manifestando las 
consideraciones que juzgue necesarias para sustentar 
su determinación; y  

En caso que los Ayuntamientos incurran en lo 
dispuesto por la fracción II del artículo 147 de la 
Constitución Política del Estado de Morelos, se tendrá 
por aprobada su determinación en la adición o reforma 
implícitas en el dictamen que les haya sido remitido 
por el Congreso del Estado…” 

El énfasis es propio… 
Como se observa del articulo citado, en la Ley 

Orgánica aún se establecen consecuencias jurídicas 
ante el Proceso de Reforma Constitucional Local, que 
a juicio personal se traduce como una falta de 
coincidencia legislativa. Es cociente la iniciadora del 
artículo Tercero Transitorio del “Decreto por el que se 
reforma el artículo 147 de la Constitución Política” 
publicado el Periodo Oficial “Tierra y Libertad” el 
dieciséis de agosto del dos mil dieciocho, en donde se 
señala lo siguiente:  

“…TERCERA. Se deroga las disposiciones de 
igual o menor rango que se opongan al presente 
Decreto…” 

Sin embargo, dicha disposición transitoria no 
tiene alcances para derogar la norma jurídica que se 
trata, puesto que no es una norma que se oponga al 
decreto mencionado, más bien lo reglamenta, de ahí 
que por estas razones, la iniciadora considera 
oportuno derogar dicha párrafo normativo a efecto de 
lograr la coincidencia legislativa en materia de reforma 
constitucional. 

IV.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA.  
De conformidad con las atribuciones conferidas 

a la Comisión de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo 
Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y 
Afromexicanas, por el artículo 79, de la Ley Orgánica 
para el Congreso del Estado de Morelos, y en 
cumplimiento a la fracción II, del artículo 104 del 
Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 
se procede a analizar en lo general y en lo particular la 
iniciativa presentada por la Diputada Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, para determinar su procedencia o 
improcedencia.  

La iniciativa planteada por la Diputada 
proponente se considera viable por las legisladoras y 
legisladores integrantes de esta Comisión 
Dictaminadora, en concordancia con las atribuciones 
conferidas al Congreso del Estado por la Constitución 
del Estado Libre y Soberano de Morelos en su artículo 
40, se encuentra la facultad de expedir, aclarar, 
reformar, derogar o abrogar las Leyes, Decretos y 
Acuerdos, por lo que es evidente, le asisten todas las 
facultades constitucionales aludidas. 

Por otra parte, y tomando en cuenta la 
exposición de motivos considerando su argumentación 
y proposición que ha realizado la Diputada proponente 
mediante su proyecto legislativo, el mismo se sujeta a 
los lineamientos establecidos en los artículos 95 y 96 
del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos.  

En ese sentido, y como resultado del análisis de 
la iniciativa a dictaminar y, de un estudio exhaustivo a 
la misma se desprende lo siguiente:  

Homologar es aprobar o legitimar por un poder 
judicial o administrativo ciertas acciones, con el 
propósito de hacer los efectos jurídicos que son 
propios.  

Como legisladoras y legisladores integrantes del 
Poder Legislativo, resulta primordial  concatenar las 
reformas realizadas a la constitución local con las 
leyes secundarias que se vinculan de forma 
regulatoria, toda vez que al no realizarse en tiempo y 
forma, se estarían dejando vigentes preceptos legales 
inaplicables y obsoletos, ante la presencia de las 
mismas, si bien es cierto que en toda reforma 
constitucional se establece dentro de los 
considerandos derogar las disposiciones de igual o 
menor rango que se opongan al decreto 
correspondiente, también lo es que debería 
establecerse lo correspondiente a las normas 
reguladoras, a efecto de no dejar lagunas en la Ley. 

El caso que nos ocupa, se encuentra inmerso 
en dicha disposición, toda vez que al reformarse el 
artículo 147 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, el dieciséis de agosto 
del dos mil dieciocho, el Constituyente de manera 
sucesiva tendría que haber reformado el artículo 60 
bis de la Ley Orgánica Municipal, toda vez que se 
encontraba concatenado con la reforma primigenia.  

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión 
Dictaminadora considera la viabilidad de realizar la 
reforma planteada por la Diputada Iniciadora, en virtud 
de que la redacción actual del artículo que nos ocupa 
se refiere a una fracción que se encuentra abrogada 
desde el año dos mil dieciocho, por lo anterior es que 
resulta factible la abrogación del último párrafo del 
artículo 60 Bis de la Ley Orgánica Municipal del 
Estado de Morelos. 

Con esta reforma se busca la armonización del 
marco normativo para evitar confusiones y malas 
interpretaciones de la norma jurídica, toda vez, que la 
armonización en los ordenamientos constituye uno de 
los factores fundamentales para alcanzar los objetivos 
trazados en sus leyes. 

Los integrantes de esta Comisión Dictaminadora 
coinciden con la esencia de la propuesta planteada 
por la Diputada Iniciadora, sin duda el poder garantizar 
que los procedimientos legales se lleven a cabo de 
manera coherente y uniforme en todas las instancias, 
brindando certeza jurídica ante la sociedad, evitando 
lagunas e incertidumbres, resultando primordial la 
actualización del marco jurídico,  ante la 
implementación de la reforma constitucional local de 
dieciséis de agosto de dos mil dieciocho. 
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V. MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA.  

De un análisis exhaustivo a la iniciativa 

presentada por la Diputada Gonzala Eleonor Martínez 

Gómez, se precisa que cumplen con la 

constitucionalidad y legalidad debida.  

“La Técnica Legislativa tiene por objeto detectar 

los problemas que la realización del ordenamiento 

jurídico plantea y formula las directrices para su 

solución, sirviendo a la seguridad jurídica; 

defendiéndose esta última como la suma de la certeza 

y legalidad, jerarquía y publicidad normativas, 

irretroactividad de lo no favorable, así como la 

interdicción de la arbitrariedad, equilibrada de tal 

suerte que permita promover, en el orden jurídico, la 

justicia y la igualdad, en libertad”.   

Además, la técnica legislativa formal se puede 

concebir como el conjunto de factores para la 

estructuración de proyectos de ley y el uso del 

lenguaje apropiado en la norma, es decir, un 

significado estrecho o limitado del término, así como la 

materia que comprende tópicos sobre la evaluación de 

la calidad de las leyes, en donde son aplicables los 

conocimientos de la sociología, el análisis económico 

del derecho, la ciencia política y cuestiones de la 

teoría de la legislación, no obstante dicha intención, se 

advierte que debe considerarse oportunidades, 

tomando en cuenta que la eficacia y la conveniencia 

de los actos legislativos dependen en gran medida de 

que se satisfagan una serie de exigencias técnicas, 

tanto en su vocabulario o terminología, como en su 

sintaxis, estructura y estilo; así pues, la redacción de 

las Leyes debe ser clara, sobria y gramaticalmente 

correcta, siendo necesario observar las reglas de 

ortografía y sintaxis. 

Por lo que, de conformidad al artículo 106, 

fracción III, del Reglamento para el Congreso del 

Estado de Morelos, esta comisión debe realizar 

modificaciones a la iniciativa con la finalidad de que no 

existan interpretaciones ambiguas o fuera de contexto 

que puedas traer consigo nuevas problemáticas o 

incluso que violente algún Derecho Humano. 

No obstante, de esto, la argumentación aludida 

descansa y tiene sustento en el siguiente criterio 

emitido por el Poder Judicial de la Federación: 

Tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, mismo que es 

del rubro y textos siguientes: 

PROCESO LEGISLATIVO. LAS CÁMARAS 

QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNIÓN 

TIENEN LA FACULTAD PLENA DE APROBAR, 

RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL 

PROYECTO DE LEY O DECRETO, 

INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE 

SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 

INICIATIVA CORRESPONDIENTE. La iniciativa de ley 

o decreto, como causa que pone en marcha el 

mecanismo de creación de la norma general para 

satisfacer las necesidades que requieran regulación, 

fija el debate parlamentario en la propuesta contenida 

en la misma, sin que ello impida abordar otros temas 

que, en razón de su íntima vinculación con el proyecto, 

deban regularse para ajustarlos a la nueva 

normatividad. Así, por virtud de la potestad legislativa 

de los asambleístas para modificar y adicionar el 

proyecto de ley o decreto contenido en la iniciativa, 

pueden modificar la propuesta dándole un enfoque 

diverso al tema parlamentario de que se trate, ya que 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos no prohíbe al Congreso de la Unión 

cambiar las razones o motivos que lo originaron, sino 

antes bien, lo permite. En ese sentido, las facultades 

previstas en los artículos 71 y 72 de la Constitución 

General de la República, específicamente la de 

presentar iniciativas de ley, no implica que por cada 

modificación legislativa que se busque establecer 

deba existir un proyecto de ley, lo cual permite a los 

órganos participantes en el proceso legislativo 

modificar una propuesta determinada. Por tanto, las 

Cámaras que integran el Congreso de la Unión tienen 

la facultad plena para realizar los actos que 

caracterizan su función principal, esto es, aprobar, 

rechazar, modificar o adicionar el proyecto de ley, 

independientemente del sentido en el que hubiese 

sido propuesta la iniciativa correspondiente, ya que 

basta que ésta se presente en términos de dicho 

artículo 71 para que se abra la discusión sobre la 

posibilidad de modificar, reformar o adicionar 

determinados textos legales, lo cual no vincula al 

Congreso de la Unión para limitar su debate a la 

materia como originalmente fue propuesta, o 

específica y únicamente para determinadas 

disposiciones que incluía, y poder realizar nuevas 

modificaciones al proyecto. 

En ese tenor, con la finalidad de robustecer la 

presente iniciativa y expedir un documento integral, 

claro y que resulte útil para los destinatarios de la 

norma y, en general, cumpla con el objeto de la 

expedición de esta reforma, esta Comisión 

Dictaminadora estima pertinente realizar adecuaciones 

a la iniciativa propuesta en materia de técnica 

legislativa y en lenguaje incluyente. 
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El lenguaje incluyente en la ley es sin duda de 

suma importancia para garantizar la igualdad y el 

respeto, promoviendo la inclusión de todos los grupos, 

incluyendo a las mujeres, personas con discapacidad 

y la comunidad en general, al evitar estereotipos y 

lenguaje excluyente. 

No olvidemos que el lenguaje es una expresión 

de nuestro pensamiento, un reflejo de los usos y 

costumbres de una sociedad y cultura determinadas.  

Por ello, por mucho tiempo el lenguaje ha sido también 

fuente de violencia simbólica, una herramienta más a 

través de la cual se ha naturalizado la discriminación y 

la desigualdad que históricamente ha existido entre 

mujeres y hombres, las cuales tienen su origen en los 

roles y estereotipos de género que limitan y encasillan 

a las personas partiendo de sus diferencias sexuales y 

biológicas. 

Es un modo de expresión oral, escrito y visual 

que busca dar igual valor a las personas al poner de 

manifiesto la diversidad que compone a la sociedad y 

dar visibilidad a quienes de ella participan. De este 

modo se busca forjar una sociedad integrada que 

promueva en todo momento la igualdad entre los 

seres humanos. 

Expresarnos con términos neutros o que bien 

hacen evidente el masculino y el femenino, evita las 

generalizaciones, busca erradicar los estereotipos y 

lucha contra los roles de género tradicionales que 

refuerzan la idea de desigualdad al subordinar al 

género masculino todo lo que sea distinto a él. 

Los estereotipos son prejuicios, suposiciones, 

actitudes y creencias que solemos tener frente a 

grupos de personas, los aplicamos de manera 

negativa y sesgan la percepción de la realidad. 

También resulta problemático considerar como 

verdaderos o inamovibles los comportamientos que la 

sociedad nos dice que son apropiados para hombres y 

mujeres, estas normas llamadas roles de género son 

parte de los vicios sexistas, discriminatorios y no 

incluyentes. 

En el lenguaje incluyente hay que entender que 

el masculino no es universal ni neutro. En la lengua 

española no hay más razón para esta práctica que la 

convención social que no da visibilidad a las mujeres, 

etnias, nacionalidades, géneros, edades, 

discapacidades, condiciones sociales, de salud, 

religiones, preferencias sexuales, estado civil, ni a los 

cambios sociales que exigen el reconocimiento que de 

por sí merecen. 

Es por ello que las Diputadas y Diputados 

integrantes de esta Comisión Dictaminadora 

consideran pertinente incluir el lenguaje inclusivo en la 

redacción del artículo que nos ocupa con el propósito 

de contribuir en saldar la deuda historia que se tienen 

con la sociedad morelense que ha sido excluida por 

condición de género.  

Así mismo, las personas integrantes de esta 

Comisión Dictaminadora consideran pertinente realizar 

modificación a la sintaxis del artículo 60 Bis de la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de Morelos, derivado a 

la derogación del último párrafo del presente artículo, 

ante esta tesitura y con el objetivo de entender lo 

propuesto sirve de referente el siguiente cuadro 

comparativo: 

TEXTO 

VIGENTE 

TEXTO 

PROPUESTO 

MODIFICACIÓN 

PROPUESTA 

Artículo 60 Bis. - 

Los 

Ayuntamientos 

participan en el 

proceso de 

reforma a la 

Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos en los 

términos del 

artículo 147 

constitucional. 

En el 

procedimiento al 

que habrán de 

sujetar los 

Ayuntamientos 

a los 

dictámenes 

aprobados por 

el Congreso del 

Estado que 

impliquen una 

adición o 

reforma a la 

Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos, se 

estará a lo 

siguiente: 

Una vez 

entregado al 

Ayuntamiento el 

dictamen 

aprobado por el 

Congreso del 

Estado en los 

términos de la 

fracción I del 

artículo 147 

constitucional, 

deberá ser 

turnado a la 

comisión 

dictaminadora 

Artículo 60 Bis. - 

Los 

Ayuntamientos 

participan en el 

proceso de 

reforma a la 

Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos en los 

términos del 

artículo 147 

constitucional.  

En el 

procedimiento al 

que habrán de 

sujetar los 

Ayuntamientos 

a los 

dictámenes 

aprobados por 

el Congreso del 

Estado que 

impliquen una 

adición o 

reforma a la 

Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos, se 

estará a lo 

siguiente:  

Una vez 

entregado al 

Ayuntamiento el 

dictamen 

aprobado por el 

Congreso del 

Estado en los 

términos de la 

fracción I del 

artículo 147 

constitucional, 

deberá ser 

turnado a la 

comisión 

dictaminadora 

Artículo 60 Bis. - 

Los 

Ayuntamientos 

participan en el 

proceso de 

reforma a la 

Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos en los 

términos del 

artículo 147 

constitucional.  

En el 

procedimiento al 

que habrán de 

sujetar los 

Ayuntamientos 

a los 

dictámenes 

aprobados por 

el Congreso del 

Estado que 

impliquen una 

adición o 

reforma a la 

Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos, se 

estará a lo 

siguiente:  

Una vez 

entregado al 

Ayuntamiento el 

dictamen 

aprobado por el 

Congreso del 

Estado en los 

términos de la 

fracción I del 

artículo 147 

constitucional, 

deberá ser 

turnado a la 

comisión 

dictaminadora 
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establecida por 

el número de 

integrantes del 

Cabildo que 

determine el 

Presidente 

Municipal en un 

plazo no mayor 

de cinco días 

hábiles; 

La comisión 

dictaminadora 

una vez que 

reciba del 

Presidente 

Municipal el 

dictamen de 

reforma 

constitucional, 

procederá a su 

análisis y 

discusión para 

que en un 

término no 

mayor a quince 

días hábiles 

someta en 

sesión de 

Cabildo a la 

consideración 

de sus 

integrantes el 

proyecto de 

acuerdo para su 

votación 

correspondiente

; 

De aprobarse el 

dictamen por las 

dos terceras 

partes del 

Cabildo, deberá 

remitirse de 

inmediato al 

Congreso del 

Estado en dos 

tantos 

acompañados 

del Acta de 

Cabildo de la 

Sesión en el 

que haya sido 

votado y en la 

que se 

circunstancien, 

el sentido de la 

votación de 

establecida por 

el número de 

integrantes del 

Cabildo que 

determine el 

Presidente 

Municipal en un 

plazo no mayor 

de cinco días 

hábiles;  

La comisión 

dictaminadora 

una vez que 

reciba del 

Presidente 

Municipal el 

dictamen de 

reforma 

constitucional, 

procederá a su 

análisis y 

discusión para 

que en un 

término no 

mayor a quince 

días hábiles 

someta en 

sesión de 

Cabildo a la 

consideración 

de sus 

integrantes el 

proyecto de 

acuerdo para su 

votación 

correspondiente

;  

De aprobarse el 

dictamen por las 

dos terceras 

partes del 

Cabildo, deberá 

remitirse de 

inmediato al 

Congreso del 

Estado en dos 

tantos 

acompañados 

del Acta de 

Cabildo de la 

Sesión en el 

que haya sido 

votado y en la 

que se 

circunstancien, 

el sentido de la 

votación de 

establecida por 

el número de 

integrantes del 

Cabildo que 

determine la 

persona titular 

de la 

presidencia 

municipal en un 

plazo no mayor 

de cinco días 

hábiles;  

La comisión 

dictaminadora 

una vez que 

reciba de la 

persona titular 

de la 

presidencia 

municipal el 

dictamen de 

reforma 

constitucional, 

procederá a su 

análisis y 

discusión para 

que en un 

término no 

mayor a quince 

días hábiles 

someta en 

sesión de 

Cabildo a la 

consideración 

de sus 

integrantes el 

proyecto de 

acuerdo para su 

votación 

correspondiente

;  

De aprobarse el 

dictamen por las 

dos terceras 

partes del 

Cabildo, deberá 

remitirse de 

inmediato al 

Congreso del 

Estado en dos 

tantos 

acompañados 

del Acta de 

Cabildo de la 

Sesión en el 

que haya sido 

votado y en la 

cada uno de los 

integrantes del 

Cabildo y el 

texto de la 

reforma 

constitucional 

en los mismos 

términos que el 

aprobado por el 

Congreso del 

Estado; 

De no 

aprobarse el 

dictamen, el 

Ayuntamiento 

deberá remitirlo 

al Congreso del 

Estado en los 

mismos 

términos de la 

fracción 

anterior, 

manifestando 

las 

consideraciones 

que juzgue 

necesarias para 

sustentar su 

determinación; y 

En caso que los 

Ayuntamientos 

incurran en lo 

dispuesto por la 

fracción II del 

artículo 147 de 

la Constitución 

Política del 

Estado de 

Morelos, se 

tendrá por 

aprobada su 

determinación 

en la adición o 

reforma 

implícitas en el 

dictamen que 

les haya sido 

remitido por el 

Congreso del 

Estado. 

 

cada uno de los 

integrantes del 

Cabildo y el 

texto de la 

reforma 

constitucional 

en los mismos 

términos que el 

aprobado por el 

Congreso del 

Estado; 

De no 

aprobarse el 

dictamen, el 

Ayuntamiento 

deberá remitirlo 

al Congreso del 

Estado en los 

mismos 

términos de la 

fracción 

anterior, 

manifestando 

las 

consideraciones 

que juzgue 

necesarias para 

sustentar su 

determinación; y 

 

que se 

circunstancien, 

el sentido de la 

votación de 

cada uno de los 

integrantes del 

Cabildo y el 

texto de la 

reforma 

constitucional 

en los mismos 

términos que el 

aprobado por el 

Congreso del 

Estado; y 

De no 

aprobarse el 

dictamen, el 

Ayuntamiento 

deberá remitirlo 

al Congreso del 

Estado en los 

mismos 

términos de la 

fracción 

anterior, 

manifestando 

las 

consideraciones 

que juzgue 

necesarias para 

sustentar su 

determinación. y 

 

Como se aprecia en el cuadro comparativo 

anterior, podemos visualizar que se realizaron 

modificaciones a la redacción con el propósito de 

incluir el lenguaje incluyente, garantizando una norma 

sin discriminación, ni exclusión alguna con la identidad 

de las personas morelenses.  
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Por lo anteriormente expuesto las personas 
legisladoras integrantes de esta Comisión 
Dictaminadora consideran la viabilidad de las 
propuestas de modificación a la iniciativa presentada 
por la Diputada Gonzala Eleonor Martínez Gómez.  

VI. ESTIMACIÓN DE IMPACTO 
PRESUPUESTARIO.  

De acuerdo con el artículo 99 del Reglamento 
para el Congreso del Estado de Morelos, se realiza la 
valoración del impacto presupuestal de la presente 
iniciativa  

Esta Comisión Dictaminadora considera que la 
propuesta no incluye disposiciones que generan 
impacto presupuestario adicional al ya contemplado en 
el presupuesto aprobado para el presente ejercicio 
fiscal, por lo que no se afecta en forma alguna el 
presupuesto de egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos. 

En ese tenor, estimando que el espíritu y 
efectos del impacto presupuestario consiste en lograr 
que la aprobación y ejecución de nuevas obligaciones 
financieras derivadas de la legislación local, se 
realicen en el marco del principio de balance 
presupuestario sostenible, esta Comisión 
Dictaminadora considera que la reforma del artículo no 
genera ningún aspecto que afecte el recursos público 
del estado de Morelos, al tratarse solo de una 
propuesta normativa que armonizará la ley derivado 
de una reforma constitucional local que data del año 
dos mil dieciocho. 

Por lo anterior y con fundamento en las 
atribuciones conferidas en los artículos 43 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos; 53, 55, 59, numeral 19, y 79 de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 51, 
54, fracción I, 60, 104, y 106 del Reglamento para el 
Congreso del Estado de Morelos, los integrantes de la 
Comisión de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo 
Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y 
Afromexicanas de la LVI Legislatura del estado de 
Morelos, dictaminan en SENTIDO POSITIVO, la 
“INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 
EL QUE SE REFORMA LA LEY ORGÁNICA 
MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS EN 
MATERIA DE HOMOLOGACIÓN DE REFORMA 
CONSTITUCIONAL LOCAL”, toda vez que del estudio 
y análisis de la misma se encontró procedente en lo 
general y en lo particular…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 
DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CINCUENTA Y 

CUATRO 
POR EL QUE SE REFORMA LA LEY ORGÁNICA 

MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS 
ÚNICO.  Se deroga el último párrafo del artículo 

60 Bis de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos, para quedar como sigue: 

Artículo 60 Bis. - Los Ayuntamientos participan 
en el proceso de reforma a la Constitución Política del 
Estado de Morelos en los términos del artículo 147 
constitucional.  

En el procedimiento al que habrán de sujetar los 
Ayuntamientos a los dictámenes aprobados por el 
Congreso del Estado que impliquen una adición o 
reforma a la Constitución Política del Estado de 
Morelos, se estará a lo siguiente:  

Una vez entregado al Ayuntamiento el dictamen 
aprobado por el Congreso del Estado en los términos 
de la fracción I del artículo 147 constitucional, deberá 
ser turnado a la comisión dictaminadora establecida 
por el número de integrantes del Cabildo que 
determine la persona titular de la presidencia 
municipal en un plazo no mayor de cinco días hábiles;  

La comisión dictaminadora una vez que reciba 
de la persona titular de la presidencia municipal el 
dictamen de reforma constitucional, procederá a su 
análisis y discusión para que en un término no mayor 
a quince días hábiles someta en sesión de Cabildo a 
la consideración de sus integrantes el proyecto de 
acuerdo para su votación correspondiente;  

De aprobarse el dictamen por las dos terceras 
partes del Cabildo, deberá remitirse de inmediato al 
Congreso del Estado en dos tantos acompañados del 
Acta de Cabildo de la Sesión en el que haya sido 
votado y en la que se circunstancien, el sentido de la 
votación de cada uno de los integrantes del Cabildo y 
el texto de la reforma constitucional en los mismos 
términos que el aprobado por el Congreso del Estado; 
y 

De no aprobarse el dictamen, el Ayuntamiento 
deberá remitirlo al Congreso del Estado en los mismos 
términos de la fracción anterior, manifestando las 
consideraciones que juzgue necesarias para sustentar 
su determinación.  

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para los efectos 
dispuestos que indica el artículo 44, 47 y 70 la fracción 
XVII, inciso a), de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en 
vigor al día siguiente de su publicación el Periódico 
Oficial “Tierra y Libertad” Órgano de difusión Oficial del 
Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

TERCERO. - Se derogan todas aquellas 
disposiciones de igual o menor rango que 
contravengan el presente Decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación, presentaron a 

consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 

decreto POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 

790 DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, en los 

siguientes términos: 

“I.- ANTECEDENTES. 

1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, llevada a cabo el 18 de febrero y 

concluida el día 20 de febrero de 2025, el Diputado 

Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, presentó la 

iniciativa citada en el epígrafe del presente dictamen.   

2. En consecuencia, de lo anterior, la Diputada 

Jazmín Solano López, Presidenta de la Mesa Directiva 

de la LVI Legislatura del Congreso del Estado de 

Morelos, ordenó el turno respectivo a la Diputada 

Martha Melissa Montes de Oca Montoya, Presidenta 

de la Comisión de Puntos Constitucionales y 

Legislación, por medio del oficio número 

SSLyP/DPyPTLAÑO1/P.O.2/397/25, para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

3. En reunión ordinaria de esta Comisión 

Legislativa llevada a cabo el día 21 de mayo del 2025 

y existiendo el quórum legal establecido en la 

normatividad interna del Congreso del Estado, las 

diputadas y diputados integrantes de la misma, 

después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y 

realizar la valoración respectiva aprobamos el 

dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por el Diputado Alfonso 

de Jesús Sotelo Martínez tiene por objeto reformar el 

artículo 790 del Código Familiar del Estado de Morelos 

a fin de introducir una precisión orientada a delimitar 

con claridad el momento a partir del cual el albacea 

está facultado para designar mandatarios. La 

modificación propone establecer expresamente que el 

albacea sólo podrá designar mandatarios una vez que 

haya aceptado y protestado el cargo. Esta precisión 

busca alinear el texto legal vigente con los criterios del 

Poder Judicial de la Federación. 

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por el Diputado Alfonso 

de Jesús Sotelo Martínez, se fundamenta en la 

siguiente exposición de motivos:  

(…) EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

En nuestro Estado el Código Familiar para el 

Estado Libre y Soberano de Morelos en el Título 

Quinto, Capítulo III, denominado “De los Albaceas”, 

refiere que el albacea es el administrador y 

representante legal de la sucesión, tanto en juicio 

como fuera de él. Así también, en el artículo 786 del 

propio Código se refiere que si bien dicho cargo es 

voluntario; una vez que se acepta, se configura la 

obligación de desempeñarlo. En tanto que sobre la 

posibilidad de delegar o transmitir el cargo de albacea, 

es el artículo 790 el que regula tal situación 

determinando que el albacea no puede delegarlo, sin 

embargo, también se señala que no está obligado a 

actuar personalmente de modo que puede ejercerlo 

por conducto de mandatarios: 

Artículo 790.- IMPOSIBILIDAD DE DELEGAR O 

DE TRANSMITIR EL CARGO DE ALBACEA. El 

albacea no podrá delegar el cargo que ha recibido, ni 

por su muerte pasa a sus herederos, pero no está 

obligado a obrar personalmente; puede hacerlo por 

mandatarios que obren bajo sus órdenes, 

respondiendo de los actos de éstos. 

Empero en tal artículo no se refieren mayores 

circunstancias o condiciones sobre cuándo proceder a 

hacer la designación de tales mandatarios, siendo en 

este caso la tesis aislada que se reproduce a 

continuación la que refiere que si bien el albacea 

conforme a la norma trascrita puede designar 

mandatarios, resulta necesario que esa designación 

se haga con posterioridad a la toma de protesta del 

cargo de albacea, ya que de no hacerlo así, motiva a 

considerar que activamente todavía no se encontraba 

legitimado para actuar en tal sentido:  
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ALBACEAS. PARA QUE ÉSTOS OTORGUEN 

PODERES, DEBEN ACREDITAR TENER ESA 

CALIDAD MEDIANTE SU NOMBRAMIENTO CON LA 

ACEPTACIÓN Y PROTESTA DEL CARGO 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS). 



Página 104  PERIÓDICO OFICIAL  09 de julio de 2025 

El artículo 829 del Código Civil vigente en el 
Estado de Morelos establece que el albacea 
intestamentario no puede delegar el cargo que ha 
recibido, ni por su muerte pasa a sus herederos, sin 
embargo, no está obligado a desempeñarlo 
personalmente, puesto que se encuentra facultado 
para nombrar mandatarios, posteriormente al 
momento en que legalmente asuma tal 
representación, dado que nadie puede atribuir 
facultades a otra persona que, a su vez, no las tiene. 
En este sentido se concluye que, para que el albacea 
otorgue poderes, primero debe acreditar tener tal 
calidad, mediante su nombramiento con la debida 
aceptación y protesta del cargo; pues de lo contrario, 
serán ineficaces para el ejercicio del mandato. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
DECIMO OCTAVO CIRCUITO 
Amparo en revisión 170/2005. Carmela Lara Herrera. 
12 de mayo de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: 
Alejandro Roldán Velásquez. Secretario: Hertino Avilés 
Albavera. 

En ese tenor se estima adecuado actualizar la 
hipótesis normativa contenida en el trascrito artículo 
790 del Código Familiar para el Estado Libre y 
Soberano de Morelos, a fin de que se apegue a la 
interpretación dada por el Poder Judicial de la 
Federación, la cual si bien se trata de una tesis 
aislada, ello no es obstáculo para considerar el 
precedente que sienta en el sentido de que contiene la 
interpretación más protectora de los derechos 
humanos involucrados en el tema, ya que sin duda es 
con tal condición que se logra mayor certeza jurídica 
en el desempeño del cargo del albacea.  

En ese sentido, la presente iniciativa propone 
adicionar en el citado Código Familiar que los 
mandatarios sólo podrán ser designados por el 
albacea cuando previamente haya aceptado y 
protestado el cargo como tal. 

Expuesto lo anterior a continuación se presenta 
la propuesta de reforma: 
CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
ARTÍCULO 790.- 
IMPOSIBILIDAD DE 
DELEGAR O DE 
TRANSMITIR EL 
CARGO DE ALBACEA. 
El albacea no podrá 
delegar el cargo que ha 
recibido, ni por su muerte 
pasa a sus herederos, 
pero no está obligado a 
obrar personalmente; 
puede hacerlo por 
mandatarios que obren 
bajo sus órdenes, 
respondiendo de los 
actos de éstos. 

ARTÍCULO 790.- 
IMPOSIBILIDAD DE 
DELEGAR O DE 
TRANSMITIR EL CARGO 
DE ALBACEA. El albacea 
no podrá delegar el cargo 
que ha recibido, ni por su 
muerte pasa a sus 
herederos, pero no está 
obligado a obrar 
personalmente; puede 
hacerlo, por mandatarios 
que obren bajo sus 
órdenes, respondiendo de 
los actos de éstos. La 
designación de tales 
mandatarios en todo caso 
sólo podrá hacerse con 
posterioridad a que el 
albacea haya aceptado y 
protestado dicho cargo. 

IMPACTO PRESUPUESTAL 

En el artículo 43 de la Constitución Local se 

establece que las Comisiones encargadas del estudio 

de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 

con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 

sobre el impacto presupuestario del mismo, 

disposición que deviene del artículo 16 de la Ley de 

Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 

los Municipios, con el objetivo de incentivar la 

responsabilidad hacendaria y financiera, para 

promover una gestión responsable y sostenible de las 

finanzas públicas y fomentar su estabilidad con una 

política de gasto planeado desde la entrada en vigor 

de la legislación, para no ejercer gasto que no se 

contemple en el presupuesto, e incluso mediante la 

contención del crecimiento del gasto en servicios 

personales, debido a lo cual es importante señalar 

que: 

La presente Iniciativa no implica un impacto 

presupuestal ya que no contiene nuevas áreas o 

puestos en el servicio público, sino que únicamente 

regula aspecto de derecho privado, es decir, versa 

sobre la relación entre particulares, determinando una 

condición que para desempeñar el cargo de albacea 

debe cubrirse cuando se pretenda actuar por conducto 

de mandatarios; de modo que ello de ninguna forma 

implica un impacto presupuestal en el erario. 

(…) 

IV. IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 

publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 

y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 

número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 

estableció que las Comisiones encargadas del estudio 

de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 

con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 

sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 

estimarse que dicha disposición deviene del contenido 

del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 

como objetivos el incentivar la responsabilidad 

hacendaria y financiera para promover una gestión 

responsable y sostenible de las finanzas públicas y 

fomentar su estabilidad, con política de gasto con 

planeación desde la entrada en vigor de la legislación 

para no ejercer gasto que no se contemple en el 

presupuesto, mediante la contención del crecimiento 

del gasto en servicios personales, consolidando el 

gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 

nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente 

comisión dictaminadora, considera que la propuesta 

de reforma y la adición legal no genera ningún impacto 

presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

V.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  
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Con fundamento en las potestades establecidas 

en los artículos 60 en su fracción III, de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, 

correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del 

Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 

los integrantes de la comisión legislativa 

encomendada de este asunto, procedimos al estudio y 

análisis de la iniciativa presentada.  

De un análisis integral de la propuesta en 

estudio, esta Comisión dictaminadora considera 

jurídicamente procedente la iniciativa que propone 

reformar el artículo 790 del Código Familiar del Estado 

de Morelos, en virtud de que introduce una precisión 

normativa orientada a fortalecer los principios rectores 

del derecho sucesorio, particularmente en lo 

concerniente a la legalidad, certeza jurídica y 

legitimación de actos representativos.  

La modificación que se propone guarda plena 

congruencia con los principios de técnica legislativa, 

ya que incorpora una cláusula cuya redacción 

mantiene la armonía estructural y gramatical del 

ordenamiento vigente, sin alterar su lógica interna ni 

generar incompatibilidades normativas. Antes bien, la 

iniciativa contribuye a la consolidación de un marco 

jurídico más sólido, al establecer con claridad el 

momento procesal en que el albacea adquiere la 

facultad de delegar funciones a través de un tercero. 

Este ajuste normativo cobra especial relevancia si se 

considera que el albacea, en su carácter de ejecutor 

de la voluntad del testador, debe actuar con la máxima 

diligencia, responsabilidad y observancia de la 

legalidad, pues sus actos tienen efectos sustantivos 

sobre la transmisión de derechos patrimoniales. La 

precisión introducida coadyuva a salvaguardar dichos 

efectos, evitando que se generen actos jurídicos sin la 

debida legitimación de origen. 

El vocablo "sucesión" encuentra sus raíces 

etimológicas en el término latino succedere, cuyo 

significado alude al hecho de seguir, reemplazar o 

asumir el lugar de otro. Desde una perspectiva 

jurídica, este concepto ha sido sistematizado en dos 

categorías fundamentales: por un lado, la 

sucesión inter vivos, que tiene lugar entre personas 

vivas y se concreta mediante actos jurídicos que 

implican la transmisión voluntaria de bienes y 

derechos; y, por otro lado, la sucesión mortis causa, la 

cual se origina por el fallecimiento de una persona, y 

opera como mecanismo legal de subrogación 

patrimonial a favor de quienes resulten designados 

como herederos o legatarios del causante. En esta 

última forma de sucesión, el fenómeno sucesorio se 

manifiesta como la transferencia integral del conjunto 

de derechos, obligaciones y cargas transmisibles —es 

decir, del patrimonio hereditario— hacia los sujetos 

legitimados para recibirlo en virtud de la ley o de la 

voluntad del testador. 

En este orden de ideas, el acervo hereditario 

que deja una persona fallecida constituye la base de 

un procedimiento judicial que tiene por objeto definir la 

forma en que será distribuido entre quienes ostenten 

la calidad de sucesores. Esta distribución puede 

derivarse de dos fuentes jurídicas distintas: la voluntad 

expresa del de cujus, manifestada a través de un 

testamento válidamente otorgado, en cuyo caso se 

habla de una sucesión testamentaria; o bien, de la 

previsión normativa contenida en la legislación civil, 

que regula la llamada sucesión legítima, intestada o 

abintestato, la cual se activa de forma supletoria en 

ausencia de disposición testamentaria válida. 

Una vez abierto el procedimiento sucesorio, 

cobra relevancia la figura del albacea, quien funge 

como administrador del caudal hereditario, con el 

encargo de ejecutar la voluntad del testador, si esta 

fue expresada, o bien de cumplir con las disposiciones 

legales que rigen la sucesión intestamentaria. El 

albacea, persona física o moral, es investido de 

facultades específicas para velar por la correcta 

administración del patrimonio del finado hasta en tanto 

se formaliza la adjudicación a los herederos o 

legatarios. 

En principio, el derecho de designar a esta 

figura corresponde al testador, quien puede nombrar 

libremente a la persona que, conforme a su confianza, 

asumirá la responsabilidad del albaceazgo. Sin 

embargo, cuando el testador omite realizar dicha 

designación, o cuando el nombrado no acepta o no 

puede desempeñar el cargo, los propios herederos 

tienen la facultad de efectuar la elección del albacea. 

Si no se logra una mayoría entre los herederos, la 

autoridad jurisdiccional interviene y recae en ella la 

potestad de designar a uno de los propuestos, o 

incluso a un tercero. Esta regla aplica también en el 

contexto de la sucesión legítima, en donde no existe 

testamento y la administración de la herencia debe ser 

conferida por otros medios. 

En razón del origen de su designación, la 

doctrina ha clasificado a los albaceas en distintas 

categorías. Así, el albacea testamentario es aquel 

nombrado expresamente por el autor de la herencia; el 

albacea convencional es designado por los herederos 

cuando no existe disposición testamentaria o cuando 

la persona nombrada no asume la función 

encomendada; y el albacea judicial es designado por 

resolución del juez, ante la ausencia de acuerdo entre 

los herederos o por omisión del testador. Esta 

distinción no sólo ilustra la fuente de su nombramiento, 

sino también el principio de autonomía que subyace 

en cada caso, ya sea del testador, de los sucesores o 

de la autoridad judicial. 
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De igual forma, los albaceas pueden clasificarse 

atendiendo a la forma en que desempeñan sus 
funciones. Se denomina albacea único a aquel que 

ejerce el cargo de forma individual; y se habla de 
albaceas mancomunados cuando varias personas 

asumen conjuntamente esta función, actuando de 
manera colegiada. Asimismo, según el alcance de sus 

atribuciones, puede hablarse de albacea universal, si 
administra la totalidad del patrimonio hereditario, o de 

albacea particular, cuando su función se restringe a 
aspectos concretos o bienes determinados. 

Cabe subrayar que el albaceazgo es un encargo 
voluntario: nadie puede ser obligado a ejercer el cargo 

sin su consentimiento. Aunque la designación puede 
hacerse sin su aceptación previa, la efectividad del 

nombramiento depende de que la persona designada 
manifieste su conformidad para ejercerlo. Esta 

aceptación puede exteriorizarse de manera expresa, 
mediante una declaración clara e inequívoca; de forma 

tácita, al realizar actos propios del cargo; o, según 
algunos autores, de manera presunta, cuando la 

persona designada guarda silencio ante un 
requerimiento para aceptar. Sin embargo, esta última 

forma ha sido objeto de crítica, por poner en 
entredicho el principio de voluntariedad que rige el 

desempeño del albaceazgo. 
En diversas legislaciones estatales, como en los 

códigos procesales civiles de Jalisco, Nuevo León y 
Morelos, se establece la necesidad de una aceptación 

expresa dentro de un plazo específico —generalmente 
de tres días— a partir del nombramiento. Esta 

exigencia tiene como propósito generar certeza 
jurídica respecto del momento en que inician las 

obligaciones del albacea, evitando cualquier 
ambigüedad que pudiera obstaculizar el desarrollo del 

procedimiento sucesorio, especialmente considerando 
que muchos de los actos que debe realizar están 

sujetos a plazos perentorios. 
En relación con el discernimiento del cargo —

concepto que alude a la formal investidura que habilita 
legalmente a una persona para ejercer funciones 

dentro de un proceso—, la doctrina reconoce tanto el 
discernimiento judicial, que requiere una declaración 

formal por parte del juzgador, como el 
discernimiento ipso iure, también denominado por 

ministerio de ley, que se produce automáticamente 
con la aceptación del cargo, sin necesidad de 

formalidades adicionales. La exigencia de 
discernimiento judicial dependerá de si la legislación 

aplicable lo contempla de forma expresa, pues el juez 
no puede atribuirse facultades no previstas por la ley. 

En consecuencia, la forma en que debe llevarse 
a cabo el discernimiento varía de acuerdo con cada 

ordenamiento local, lo que implica que su exigibilidad 
no es uniforme en toda la República. No obstante, 

algunos criterios jurisprudenciales han señalado que, 
salvo disposición en contrario, basta la aceptación del 

cargo por parte del albacea para que se entienda 
investido de las facultades necesarias para ejercerlo. 

En suma, el desempeño del albaceazgo 
descansa sobre dos actos jurídicos fundamentales: la 
designación por parte del testador, los herederos o el 
juez, y la aceptación por parte del designado. Sólo a 
partir de este segundo momento surgen las 
obligaciones inherentes al cargo, cuya naturaleza 
requiere del consentimiento libre del albacea. Esta 
figura, central en el desarrollo del proceso sucesorio, 
actúa como garante de la voluntad del causante y de 
los principios de legalidad, equidad y transparencia 
que deben presidir toda transmisión mortis causa. 

Desde el ángulo de los efectos normativos, esta 
Comisión coincide en que la reforma propuesta tiene 
implicaciones positivas de gran relevancia. Por una 
parte, establece con claridad el límite temporal y 
jurídico a partir del cual el albacea puede delegar sus 
atribuciones, lo que impide la realización de actos 
prematuros que pudieran ser objeto de nulidad o 
controversia judicial. Por otra parte, garantiza que las 
funciones notariales y jurisdiccionales cuenten con 
parámetros normativos más definidos para la 
validación de actos de representación, reforzando así 
la seguridad jurídica en beneficio de todos los 
intervinientes en la sucesión. Asimismo, la propuesta 
evita la vulneración del principio de indelegabilidad 
implícito en la naturaleza del cargo del albacea, 
asegurando que su responsabilidad personal no se 
vea indebidamente diluida mediante actos de 
delegación anticipados. 

Es importante destacar que, en cuanto al 
impacto presupuestal, esta Comisión no advierte 
afectación alguna al erario público, puesto que la 
iniciativa se limita a modificar el contenido de una 
disposición de carácter sustantivo dentro del derecho 
privado. No implica la creación de órganos, estructuras 
administrativas, ni la asignación de recursos 
financieros adicionales. En ese sentido, la propuesta 
es completamente neutra en términos 
presupuestarios, lo cual abona a su viabilidad y 
pertinencia dentro del marco de racionalidad y 
eficiencia legislativa. 

Por todo lo anterior, esta Comisión estima que 
la iniciativa en estudio satisface los requisitos 
esenciales de legalidad, constitucionalidad, técnica 
normativa y coherencia legislativa. Su aprobación no 
sólo contribuirá a mejorar la calidad del marco 
normativo aplicable en materia sucesoria, sino que 
también proporcionará mayor claridad y seguridad a 
los operadores jurídicos, jueces y a los ciudadanos 
que participan en estos procedimientos. En efecto, la 
precisión introducida en el artículo 790 del Código 
Familiar del Estado de Morelos ofrece una directriz 
clara sobre el inicio de las facultades representativas 
del albacea, lo que permite alinear la norma con los 
criterios interpretativos sostenidos por el Poder 
Judicial de la Federación y garantizar una aplicación 
más uniforme y justa de la ley. En consecuencia, esta 
Comisión formula un dictamen favorable, por 
considerar que representa un avance normativo 
congruente con los principios del derecho civil y del 
constitucionalismo contemporáneo. 
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VI. CONCLUSIONES 
En mérito de lo anterior y derivado de un 

análisis, investigación y estudio jurídico, así como por 
haber agotado una discusión al interior de esta 
Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto 
en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 60 fracción I, de 
la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del Reglamento, 
ambos ordenamientos para el Congreso del Estado de 
Morelos y derivado de la valoración tanto en lo general 
como en lo particular, se aprueba en sus términos el 
dictamen SENTIDO POSITIVO …” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 
DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CINCUENTA Y 

OCHO  
POR EL QUE SE REFORMA EL ARÍCULO 790 

DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO LIBRE  
Y SOBERANO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 790 
del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano 
de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 790.- IMPOSIBILIDAD DE 
DELEGAR O DE TRANSMITIR EL CARGO DE 
ALBACEA. El albacea no podrá delegar el cargo que 
ha recibido, ni por su muerte pasa a sus herederos, 
pero no está obligado a obrar personalmente; puede 
hacerlo, por mandatarios que obren bajo sus órdenes, 
respondiendo de los actos de éstos. La designación de 
tales mandatarios en todo caso sólo podrá hacerse 
con posterioridad a que el albacea haya aceptado y 
protestado dicho cargo. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA. Se remite el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación 
correspondiente en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión oficial del estado de 
Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su 
vigencia el día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 
oficial del Gobierno del estado de Morelos. 

TERCERA.  Se derogan todas las disposiciones 
jurídicas de igual o menor rango jerárquico normativo 
que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 
siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos 
Constitucionales y Legislación, presentaron a 
consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 
decreto POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 
360 DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, en los 
siguientes términos: 

“I.- ANTECEDENTES. 
1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, llevada a cabo el 27 de febrero de 2025, la 
Diputada Ruth Cleotilde Rodríguez López, presentó la 
iniciativa citada en el epígrafe del presente dictamen.   

2. En consecuencia, de lo anterior, la Diputada 
Jazmín Solano López, Presidenta de la Mesa Directiva 
de la LVI Legislatura del Congreso del Estado de 
Morelos, ordenó el turno respectivo a la Diputada 
Martha Melissa Montes de Oca Montoya, Presidenta 
de la Comisión de Puntos Constitucionales y 
Legislación, por medio del oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/460/25, para su análisis y 
dictamen correspondiente.  

3. En reunión ordinaria de esta Comisión 
Legislativa llevada a cabo el día 21 de mayo de 2025 y 
existiendo el quórum legal establecido en la 
normatividad interna del Congreso del Estado, las 
diputadas y diputados integrantes de la misma, 
después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y 
realizar la valoración respectiva aprobamos el 
dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 
La iniciativa presentada por la Diputada Ruth 

Cleotilde Rodríguez López tiene como propósito 
reformar de manera integral el marco jurídico del 
Estado de Morelos, a fin de establecer expresamente 
la irrevocabilidad de la adopción como principio rector. 
Esta propuesta legislativa se sustenta en la necesidad 
de fortalecer las garantías legales que protegen el 
interés superior de la niñez, así como de personas 
adolescentes y personas con discapacidad, quienes, 
al ser incorporadas de manera definitiva a un núcleo 
familiar a través de la figura de la adopción, deben 
contar con la seguridad jurídica de que dicha 
integración es permanente, estable y no sujeta a 
condiciones futuras. 
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III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por la Diputada Ruth 
Cleotilde Rodríguez López, se fundamenta en la 

siguiente exposición de motivos:  
(…) I. Exposición de Motivos:  

Por medio de la presente iniciativa, se busca 
garantizar el interés superior de niñas, niños, 

adolescentes o personas mayores de edad 
discapacitadas que se unen a una familia por medio 

de la adopción, toda vez que, en la actual legislación 
del Estado de Morelos, aún se contempla a la 

Adopción como una institución jurídica revocable. 
Lo anterior, pone en riesgo la institución de la 

familia concebida con la idea de ser el grupo de 
personas emparentadas entre sí que viven juntas, 

formadas por el conjunto de ascendientes, 
descendientes, colaterales y afines de un linaje, en el 

que se incluyen a los hijos y a la descendencia. 
Considerando que el Derecho no puede 

permanecer estático ante una realidad social que día a 
día se va transformando, los ordenamientos familiares, 

deben actualizarse a fin de velar por una la institución 
más importante que es la piedra angular de la vida en 

sociedad. 
Es por ello, que con la presente iniciativa se 

busca brindan protección a la familia, de aquellos 
núcleos que, sobrepasando las relaciones 

consanguíneas, formando la suya a partir de actos 
jurídicos que cuentan con la potestad de asemejarse a 

las relaciones de hecho que suceden día a día entre 
las personas. 

Como sabemos, la importancia de la familia 
radica en el peso que la sociedad mexicana da a la 

misma y de la cual depende su estabilidad, que tal y 
como señala el propio concepto de familia, antes de 

ser una institución jurídica, es un concepto sociológico 
y antropológico, razón por la cual, es a ella a donde 

deben enfocarse gran parte de las políticas públicas a 
fin de mantener su unidad y con ello contribuir al 

desarrollo y adecuada función social dentro de cada 
región. Por cuanto hace a la familia, este es el grupo 

social primario y fundamental en que la sociedad se 
erige, reconociéndose con ello como una institución 

merecedora de protección jurídica; siendo así, el 
Estado tiene el deber de fortalecer y proteger a la 

misma, lo que requiere la creación de instrumentos e 
instituciones jurídicas que contribuyan a que esta 

célula social desarrolle sus fines connaturales, entre 
ellos, el que sus miembros cuenten con los medios 

necesarios para satisfacer sus necesidades 
económicas primarias.  

Anteriormente, en nuestro ordenamiento Civil, 
desde el Federal y hasta el del Estado de Morelos, 

regulaban a una de las figuras claves de ese derecho, 
como la manera de que una persona puede entrar a 

formar parte de una familia con los efectos jurídicos 
equiparables a las familias por consanguinidad, sin 

embargo, lo establecían como: Adopción Simple y 
Adopción Plena. 

Sin embargo, como resultado de la reforma a 

derechos humanos realizada el 11 de junio de 2011, el 

concepto de adopción plena fue minuciosamente 

revisado por el legislador federal, lo que propician que 

el 8 de abril de 2013 se derogara el capitulo completo 

de la Adopción Simple, prevaleciendo únicamente el 

de Adopción Plena. 

Lo anterior, porque la Ley pretende dotar de la 

máxima estabilidad y continuidad a la filiación 

adoptiva. Una vez declarada y constituida la adopción 

mediante el auto judicial, el hijo o hija adoptivo 

familiarmente se integra en la estirpe del adoptante 

como si fuere descendiente consanguíneo. 

Por lo que, una vez que la hija o hijo adoptivo 

entran a formar parte de la nueva familia, “No me 

puedo arrepentir, porque ese niño entra a una nueva 

familia y, entonces, ya no se considera un hijo 

adoptado, se considera un hijo consanguíneo de su 

nueva familia; así lo considera la ley”. 

Sin embargo, tal y como se acaba de 

manifestar, antes del año 2013, existían dos tipos de 

adopción en el Estado Mexicano, conforme a lo 

siguiente: 

Adopción Simple: 

 Puede adoptar una persona libre de 

matrimonio, un matrimonio o una pareja en 

concubinato.  

 Se permite adoptar mayores de edad e 

incapaces.  

 Si el menor tiene más de catorce años se 

requiere de su autorización.  

 Es eventualmente revocable e impugnable. 

 Sólo se extingue la patria potestad. 

 Permanecen los efectos, aunque sobrevengan 

hijos al adoptante. 

 No crea ningún vínculo jurídico entre el 

adoptado y la familia del adoptante  

 Sólo puede constituirse cuando se conozca a 

la familia biológica del adoptado 

Adopción Plena: 

 Lo realiza un matrimonio o una pareja en 

concubinato  

 El adoptado debe ser menor de edad.  

 Por ser infantes no se requiere de su 

autorización.  

 Es irrevocable, con las excepciones que se 

establecen  

 Extingue vínculos jurídicos con la familia de 

origen. 

 Permanecen los efectos, aunque sobrevengan 

hijos al adoptado. 

Hoy en día, a nivel federal únicamente existe la 

adopción plena, que es cuando: 
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Artículo 410 A.- El adoptado bajo la forma de 

adopción plena se equipará al hijo consanguíneo para 

todos los efectos legales, incluyendo los impedimentos 

de matrimonio. El adoptado tiene en la familia del o los 

adoptantes los mismos derechos, deberes y 

obligaciones del hijo consanguíneo y debe llevar los 

apellidos del adoptante o adoptantes. La adopción 

plena extingue la filiación preexistente entre el 

adoptado y sus progenitores y el parentesco con las 

familias de éstos, salvo para los impedimentos de 

matrimonio. En el supuesto de que el adoptante esté 

casado con alguno de los progenitores del adoptado 

no se extinguirán los derechos, obligaciones y demás 

consecuencias jurídicas que resultan de la filiación 

consanguínea.  

La adopción plena es irrevocable. 

Pero en el Estado de Morelos, aun no se cuenta 

con dicha disposición jurídica, ya que el contrario, en 

Morelos, se establece a la adopción como revocable, 

en aquellas hipótesis normativas como el Código 

Familiar del Estado de Morelos, la Ley de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, así 

como en el Reglamento de Adopción de Menores. 

De la siguiente manera: 

Reglamento de Adopción de Menores del 

Estado de Morelos: 

Artículo 23. El Consejo Técnico de Adopciones 

tendrá las siguientes funciones: 

… 

IV. Someter a la consideración del Juez 

competente en la materia, a través de la Procuraduría, 

la revocación de la adopción cuando exista causa 

grave que la justifique, la suspensión o pérdida de la 

patria potestad; 

…. 

Artículo 49. Si del seguimiento se desprende 

que no es posible la localización de personas, se 

deberá informar de inmediato al área jurídica para que, 

a su vez, informe al juzgado que conoció del asunto, 

sobre tal irregularidad.  

En caso de estimarlo conveniente, la 

Procuraduría podrá solicitar exámenes médicos y 

psicológicos de los adoptados para constatar su 

estado de salud, trato y adaptabilidad.  

Si se detecta alguna irregularidad emitirá la 

correspondiente recomendación y, en caso de 

incidencia o gravedad en la falta, se procederá a 

tramitar la revocación de la adopción en términos de la 

legislación aplicable en la materia. 

Lo que contraviene el principio de que «La 

adopción es irrevocable», en base a que el legislador 

ha creado la institución jurídica de la adopción a 

imagen y semejanza de la filiación por naturaleza por 

lo que, no es extraño, pues, que el ordenamiento 

jurídico haya querido también dar a la propia adopción 

el mismo grado de permanencia que tiene dicha 

filiación biológica.  

La filiación adoptiva quedaría desprotegida si el 
legislador no le diera un elevado grado de estabilidad, 
evitando su extinción por la voluntad arbitraria de los 
propios sujetos directamente afectados por la misma, 
esto es, adoptantes, adoptados y padres biológicos de 
estos últimos.  

En este sentido, se ha dicho, acertadamente, 
que la irrevocabilidad de la adopción es la 
consecuencia lógica del estado de familia que se crea 
al amparo de la misma, estado familiar que la 
diferencia, esencialmente, de cualquier otra clase de 
negocio jurídico generador de obligaciones y derechos 
personales o patrimoniales.  

I. Fundamentos Jurídicos.  
Las disposiciones normativas que se acaban de 

citar, violentan el derecho a la familia de niñas y niños 
consagrado en el artículo 4 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, al impedir que 
persista el núcleo familiar formado voluntaria.  

Ahora bien, los artículos 1 y 4 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establecen:  

“Artículo 1º. En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.  

Las normas relativas a los derechos humanos 
se interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia.  

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley.  

Está prohibida la esclavitud en los Estados 
Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que 
entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo 
hecho, su libertad y la protección de las leyes.  

Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.”  

“Artículo 4. […] Toda persona tiene derecho a la 
identidad y a ser registrado de manera inmediata a su 
nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de 
estos derechos. La autoridad competente expedirá 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de 
registro de nacimiento.  
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En todas las decisiones y actuaciones del 

Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 

superior de la niñez, garantizando de manera plena 

sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a 

la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 

salud, educación y sano esparcimiento para su 

desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 

diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas dirigidas a la niñez.  

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la 

obligación de preservar y exigir el cumplimiento de 

estos derechos y principios.  

El Estado otorgará facilidades a los particulares 

para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 

de la niñez.”  

1.1. Marco Jurídico Internacional de Protección 

a la Familia.  

Por los motivos señalados con anterioridad, 

respecto a la importancia que debe tomar la familia 

como objeto de política social y destinarla a recibir la 

protección jurídica que debe proporciónale el Estado, 

es que desde los años sesenta se han venido 

implementando a nivel internacional diversas políticas 

públicas en torno a la familia, muestra de ello se refleja 

en los siguientes instrumentos jurídicos 

internacionales que resaltan la protección que debe 

darse a la familia, así como la obligación por parte de 

los Estados para brindarle protección jurídica como 

institución primaria de la sociedad:  

INSTRUMENTO ARTÍCULOS 

Declaración Universal de 

los Derechos Humanos. 

Artículo 16. La familia es 

el elemento natural y 

fundamental de la 

sociedad y tiene derecho 

a la protección de la 

sociedad y del Estado.  

Artículo 25. Toda persona 

tiene derecho a un nivel 

de vida adecuado que le 

asegure, así como a su 

familia, la salud y el 

bienestar, y en especial la 

alimentación, el vestido, 

la vivienda, la asistencia 

médica y los servicios 

sociales necesarios; tiene 

asimismo derecho a los 

seguros en caso de 

desempleo, enfermedad, 

invalidez, viudez, vejez u 

otros casos de pérdida de 

sus medios de 

subsistencia por 

circunstancias 

independientes de su 

voluntad. 

Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 
Adoptado y abierto a la 
firma, ratificación y 
adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 
2200 A (XXI), de 16 de 
diciembre de 1966 

Artículo 10. Los Estados 
Partes en el presente 
Pacto reconocen que: 1. 
Se debe conceder a la 
familia, que es el 
elemento natural y 
fundamental de la 
sociedad, la más amplia 
protección y asistencia 
posibles, especialmente 
para su constitución y 

mientras sea responsable 
del cuidado y la 
educación de los hijos a 
su cargo. El matrimonio 
debe contraerse con el 
libre consentimiento de 
los futuros cónyuges. 
Artículo 11. 1. Los 
Estados Partes en el 
presente Pacto 
reconocen el derecho de 
toda persona a un nivel 

de vida adecuado para sí 
y su familia, incluso 
alimentación, vestido y 
vivienda adecuados, y a 
una mejora continua de 
las condiciones de 
existencia. Los Estados 
Partes tomarán medidas 
apropiadas para asegurar 
la efectividad de este 
derecho, reconociendo a 
este efecto la importancia 

esencial de la 
cooperación internacional 
fundada en el libre 
consentimiento. 

Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y 
Políticos 

Artículo 23.1. La familia 
es el elemento natural y 
fundamental de la 
sociedad y tiene derecho 
a la protección de la 
sociedad y del Estado. 

Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes 
del Hombre 

Artículo VI. Toda persona 
tiene derecho a constituir 
familia, elemento 
fundamental de la 
sociedad, y a recibir 
protección para ella. 

Convención Americana 
sobre Derechos Humanos 

celebrada en el Pacto de 
San José Costa Rica el 
22 de Noviembre de 1969 
y ratificada por el senado 
de nuestro país el 24 de 
Marzo de 1981 

Artículo 17. 1. La familia 
es el elemento natural y 

fundamental de la 
sociedad y debe ser 
protegida por la sociedad 
y el Estado. 
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Protocolo adicional a la 
Convención Americana 
sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y 
Culturales "Protocolo de 
San Salvador" 

Artículo 15 Derecho a la 
Constitución y Protección 
de la Familia  
1. La familia es el 
elemento natural y 
fundamental de la 
sociedad y debe ser 
protegida por el Estado 
quien deberá velar por el 
mejoramiento de su 
situación moral y material.  
2. Toda persona tiene 
derecho a constituir 
familia, el que ejercerá de 
acuerdo con las 
disposiciones de la 
correspondiente 
legislación interna.  
3. Los Estados partes 
mediante el presente 
Protocolo se 
comprometen a brindar 
adecuada protección al 
grupo familiar… 

En dichos instrumentos se destaca la función 
que cumple la familia dentro de la sociedad y la 
obligación por parte del Estado para protegerla; así 
mismo, dichos preceptos fundamentan a la institución 
del matrimonio como piedra angular de la constitución 
familiar. 

Es de señalar, que en los tiempos actuales, en 
los que existe una gran descomposición social y 
donde la mayoría de nuestras instituciones se han 
visto quebrantadas, hace falta resaltar el compromiso 
que tiene el Estado mexicano para hacer frente a las 
obligaciones pactadas y con ello ejercer un adecuado 
control de constitucionalidad y de convencionalidad, 
en donde se busque no solo el mayor beneficio de la 
persona, sino que también tenga como objetivo la 
protección de la familia como institución predilecta por 
el derecho.  

1.2. Marco Jurídico Interno de Protección a la 
Familia.  

En lo que respecta a nuestro país, y como ya se 
refirió tenemos insertó en el artículo 4º, la protección 
que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos consagra para la familia, dicho precepto 
constitucional ha sufrido diversas modificaciones 
según lo demuestran las publicaciones del Diario 
Oficial de la Federación desde 1917 año en que se 
promulgó nuestra Constitución sufriendo cambios en 
las fechas 13 de diciembre de 1974, 18 de marzo de 
1980, 3 de febrero de 1983, 7 de febrero de 1983, 28 
de enero de 1992, 28 de junio de 1999 y finalmente el 
7 de abril de 2000, sin embargo, es bajo la reforma y 
adición que realiza el gobierno del Presidente Luis 
Echeverría Álvarez, mediante el Decreto publicado el 
31 de diciembre de 1974 en el tomo CCCXXVII 
número 41 del Diario Oficial de la Federación, que 
para el tema que se aborda quedó plasmado en la 
Constitución de la siguiente manera: Artículo 4o.El 
varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá 
la organización y el desarrollo de la familia. Toda 
persona tiene derecho a decidir de manera libre, 
responsable e informada sobre el número y el 
esparcimiento de sus hijos. Toda persona tiene 
derecho a la alimentación nutritiva y de calidad. El 
Estado lo garantizará.  

Sin embargo, en los años 2024 y 2025 es 
cuando dicha disposición normativa constitucional ha 
sufrido las más importantes modificaciones, para 
quedar como sigue: 

Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales 
ante la ley. Ésta protegerá la organización y el 
desarrollo de las familias. El Estado garantizará el 
goce y ejercicio del derecho a la igualdad sustantiva 
de las mujeres.  

Toda persona tiene derecho a decidir de 
manera libre, responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijos. Toda persona 
tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y 
de calidad. El Estado lo garantizará.  

….. 
En todas las decisiones y actuaciones del 

Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena 
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a 
la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 
diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 
políticas públicas dirigidas a la niñez.  

Toda persona tiene derecho a vivir una vida 
libre de violencias, el Estado tiene deberes reforzados 
de protección con las mujeres, adolescentes, niñas y 
niños. La ley definirá las bases y modalidades para 
garantizar su realización de conformidad con lo 
previsto en los artículos 21, párrafo noveno y 73, 
fracción XXI, penúltimo párrafo de esta Constitución.  

…. 
A través del proyecto de la reforma del primer 

párrafo, es que mediante comparecencia del 
Secretario de Gobernación de aquella época, 
licenciado Moya Palencia, en representación del 
Presidente Luis Echeverría hace saber a los 
mexicanos que: “La Familia no es solamente un 
receptáculo de las más profundas tradiciones de la 
sociedad, es también y en esta época con mayor 
énfasis, un instrumento de cambio social”. “En la 
familia se dan como reflejo todos los grandes cambios 
sociales, pero es cuando cambia la familia, cuando en 
realidad empieza genuinamente la sociedad.  

Por eso el que la Constitución Mexicana, como 
otras muchas, incorpora dentro de un plan de garantía 
social la protección de la familia, es otro paso adelante 
que da el presidente Echeverría en la modernización 
de las instituciones jurídicas nacionales”.  

Razón por la cual, se observa que dentro de 
cualquier sociedad debe protegerse de manera 
primordial a la familia, así como en él está inserto el 
principio de interés superior de la niñez. 

Las niñas y los niños sujetos a adopción tienen 
derecho constitucionalmente entre otras cosas, a la 
identidad y a pertenencia a una familia, lo que se 
traduce en su derecho humano a vivir en familia, por 
consecuencia natural, es que se propone la 
REFORMA AL ARTÌCULO 360 DEL CÓDIGO 
FAMILIAR PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE MORELOS; por lo que se sugiere quedar tal como 
se expone en el siguiente cuadro comparativo. 
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CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS 

(texto vigente) (propuesta de reforma) 

ARTÍCULO 360.- 
DISPOSICIONES 
GENERALES. La 
adopción es la institución 
jurídica de protección a 
las niñas, niños, 
adolescentes e 
incapacitados, aun 
cuando sean mayores de 
edad, por lo que, bajo 
vigilancia del Estado, el 
adoptado entra a formar 
parte de la familia o crea 
una con el adoptante, en 
calidad de hijo y deja de 
pertenecer a su familia 
consanguínea.  
La adopción siempre será 
benéfica para el 
adoptado, atendiendo al 
interés superior del mismo 
y el respeto de sus 
derechos fundamentales. 

ARTÍCULO 360.- 
DISPOSICIONES 
GENERALES. La 
adopción es la institución 
jurídica irrevocable de 
protección a las niñas, 
niños, adolescentes e 
incapacitados, aun 
cuando sean mayores de 
edad, por lo que, bajo 
vigilancia del Estado, el 
adoptado entra a formar 
parte de la familia o crea 
una con el adoptante, en 
calidad de hijo y deja de 
pertenecer a su familia 
consanguínea.  
La adopción siempre será 
benéfica para el 
adoptado, atendiendo al 
interés superior del 
mismo y el respeto de 
sus derechos 
fundamentales. 

IMPACTO PRESUPUESTAL DE LA INICIATIVA 
De conformidad con lo previsto en la reciente 

reforma al artículo 43 de la Constitución Local, 
mediante la publicación del Decreto número mil 
ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman 
diversas disposiciones de la Constitución Política del 
Estado de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, número 5487, el 07 de abril de 2017, en el 
que se estableció que las Comisiones encargadas del 
estudio de las iniciativas, en la elaboración de los 
dictámenes con proyecto de ley o decreto, incluirán la 
estimación sobre el impacto presupuestario del mismo, 
debe estimarse que dicha disposición deviene del 
contenido del artículo 16 de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios, que tiene como objetivos el incentivar la 
responsabilidad hacendaria y financiera para promover 
una gestión responsable y sostenible de las finanzas 
públicas y fomentar su estabilidad, con política de 
gasto con planeación desde la entrada en vigor de la 
legislación para no ejercer gasto que no se contemple 
en el presupuesto, mediante la contención del 
crecimiento del gasto en servicios personales, 
consolidando el gasto eficiente que limite el 
crecimiento del gasto de nómina. 

Debido a lo anterior, se considera que la 
presente reforma no implicará ningún impacto 
presupuestal en el presente año ni los subsecuentes, 
esencialmente porque no requiere de asignación de 
recursos públicos, sino de adicionar al Código Familiar 
para el Estado Libre y Soberano de Morelos, una 
forma más de asegurar el derecho a pertenecer a una 
familia de aquellas niñas, niños y adolescentes sujetos 
de adopción. 

Por lo anteriormente expuesto, presento a 

consideración del Pleno el siguiente proyecto de 

decreto por el que se reforma el artículo 360 del 

Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de 

Morelos, para quedar como sigue:  

(…) 

V. IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 

publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 

y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 

número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 

estableció que las Comisiones encargadas del estudio 

de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 

con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 

sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 

estimarse que dicha disposición deviene del contenido 

del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 

como objetivos el incentivar la responsabilidad 

hacendaria y financiera para promover una gestión 

responsable y sostenible de las finanzas públicas y 

fomentar su estabilidad, con política de gasto con 

planeación desde la entrada en vigor de la legislación 

para no ejercer gasto que no se contemple en el 

presupuesto, mediante la contención del crecimiento 

del gasto en servicios personales, consolidando el 

gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 

nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente 

comisión dictaminadora, considera que la propuesta 

de reforma y la adición legal no genera ningún impacto 

presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

VI.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  

Con fundamento en las potestades establecidas 

en los artículos 60 en su fracción III, de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, 

correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del 

Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 

los integrantes de la comisión legislativa 

encomendada de este asunto, procedimos al estudio y 

análisis de la iniciativa presentada.  

Las y los integrantes de esta Comisión 

dictaminadora hemos analizado con detenimiento la 

iniciativa que propone la reforma al artículo 360 del 

Código Familiar para establecer la irrevocabilidad de la 

adopción. En efecto, tal y como lo dispone hoy el 

ordenamiento estatal, la adopción mantiene un 

carácter susceptible de revocación —tal y como lo 

contemplan expresamente el Reglamento de Adopción 

de Menores y la Ley de los Derechos de las Niñas, 

Niños y Adolescentes—, generando una incertidumbre 

jurídica que contraviene el principio de estabilidad 

familiar y coloca a las personas adoptadas en una 

situación de vulnerabilidad innecesaria. 
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La relevancia de la institución familiar en el 
tejido social morelense es indiscutible: ella constituye 
el núcleo primario de cohesión, apoyo y desarrollo 
humano, reconocido no sólo en nuestra Carta Local, 
sino también en el artículo 4º de la Constitución 
Federal y en diversos tratados internacionales de los 
que México es parte. La adopción, en su acepción 
más plena, debe crear un vínculo equiparable al de 
filiación consanguínea, garantizando al adoptado el 
derecho a vivir, crecer y formarse con la plena certeza 
de que su lugar en la familia no estará sujeto a 
revisiones o impugnaciones ulteriores. La 
permanencia y estabilidad del vínculo familiar son, por 
tanto, condiciones indispensables para la 
consolidación de un proyecto de vida digno y 
protegido. 

El precedente normativo federal es claro y 
contundente. Desde la reforma de derechos humanos 
de 2011 y la derogación de la adopción simple en 
2013, el Código Civil Federal reconoció la adopción 
plena como irrevocable, equiparando al adoptado a un 
hijo consanguíneo para todos los efectos legales, con 
excepción de los impedimentos matrimoniales. Este 
estándar de máxima protección responde a la lógica 
de que, una vez constituida mediante resolución 
judicial, la filiación adoptiva adquiere la misma solidez 
y permanencia que aquella derivada de la naturaleza, 
privando de fundamento cualquier revocación 
motivada por la voluntad de los sujetos intervinientes. 

En este contexto, la modificación propuesta al 
artículo 360 del Código Familiar del Estado de Morelos 
—agregando el adverbio “irrevocable” para dotar de 
seguridad jurídica al acto adoptivo— no sólo 
constituye un ajuste terminológico, sino que implica un 
cambio de fondo en la concepción de la adopción 
como institución de protección y garantía de derechos. 
Al suprimir la posibilidad de revocar la adopción, se 
fortalece el principio del interés superior del adoptado; 
se refuerza la responsabilidad del Estado como 
garante último de la familia; y se elimina la 
discrecionalidad que hoy pueden invocar instancias 
administrativas o judiciales para descomponer la 
célula social nacida del acto de adopción. 

En efecto, la adopción no debe entenderse 
como un simple convenio entre particulares, ni como 
una transacción susceptible de arrepentimiento, sino 
como una institución jurídica de orden público que 
transforma la realidad jurídica de la niña, el niño o el 
adolescente, otorgándole un nuevo estado civil 
mediante la creación de un vínculo filial con efectos 
permanentes. Esta transformación, de acuerdo con el 
marco legal vigente, está dotada de una presunción de 
irrevocabilidad precisamente para garantizar 
estabilidad emocional, jurídica y familiar a la niña, el 
niño o el adolescente adoptado. A diferencia de los 
actos contractuales o de naturaleza patrimonial, donde 
la voluntad de las partes puede modificarse con 
relativa libertad, en el caso de la adopción la decisión 
debe ser definitiva, pues se orienta a la constitución de 
una relación filial con consecuencias vitalicias. 

La jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha enfatizado que el 
consentimiento emitido por quienes detentan 
originalmente la patria potestad no puede ser objeto 
de retractación posterior simplemente por un cambio 
de parecer o por razones subjetivas. En la tesis 1a. 
LIII/2013 (10a.), con rubro “ADOPCIÓN DE UN 
MENOR DE EDAD. IRREVOCABILIDAD DEL 
CONSENTIMIENTO DE QUIENES EJERCEN LA 
PATRIA POTESTAD SOBRE EL MENOR PARA 
INICIAR LOS TRÁMITES DE ADOPCIÓN.”, la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
sostuvo a la literalidad lo siguiente: 

 (…)La irrevocabilidad del consentimiento de 
quienes ejercen la patria potestad de un menor de 
edad que se pretende dar en adopción implica, en 
primer término, que una vez constituida legalmente 
la adopción, ni los padres biológicos, ni los adoptivos, 
pueden dar marcha atrás, sea cual sea la causa, 
incluido el arrepentimiento de una de las partes. El 
fundamento de esta irrevocabilidad nace armonizando 
su naturaleza jurídica y la necesidad de estabilidad. Es 
la consecuencia lógica del estado de familia que se 
crea al amparo de la adopción; lo que diferencia a 
la adopción en gran medida de cualquier negocio 
jurídico generador de derechos patrimoniales o 
personales. Mediante la adopción se genera un 
vínculo filial indisoluble de forma que 
la adopción definitiva no puede quedar en estado de 
incertidumbre. Crea un estado civil y, por ello, no 
afecta de forma exclusiva a los directamente 
implicados, sino que tiene un claro matiz de interés 
público. El ordenamiento busca dotar a la adopción de 
la mayor estabilidad y, para ello, sustrae la continuidad 
de la misma de la voluntad de los particulares 
implicados. Por una parte, con la irrevocabilidad del 
consentimiento se pretende la estabilidad y la 
seguridad de que deben gozar las cuestiones relativas 
al estado civil y, por otra, se busca garantizar la 
utilización coherente de la institución, dotando a las 
relaciones entre adoptantes y adoptados de la solidez 
y la firmeza de la que gozan las relaciones paterno-
filiales por naturaleza. Finalmente, es necesario 
advertir que esta Primera Sala, al determinar 
la irrevocabilidad del consentimiento de las partes 
intervinientes, no está haciendo referencia a aquellos 
casos en los que se actualice una causa de nulidad de 
la adopción (por ejemplo, cuando se infringe una 
prohibición de adoptar, se incumplen los requisitos de 
edad de los adoptantes o la diferencia de edad con el 
adoptado, entre muchos otros), ni a los casos en que 
judicialmente se determine que existe una causa grave 
que ponga en peligro al menor, de continuarse con 
la adopción, de conformidad con la legislación 
aplicable, ni a aquellos previstos en las legislaciones 
de algunos estados de la República, en los que se 
posibilita que el adoptado mayor de edad dé fin al 
vínculo adopcional. (…)

1
 

                                                      
1
 Tesis[A.]: 1a. LIII/2013 (10a.), Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, 
página 796, Reg. digital 2002696. 
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Por consiguiente, admitir tal posibilidad no solo 

atentaría contra la seguridad jurídica de los procesos 

adoptivos, sino que generaría incertidumbre en torno a 

la identidad y estabilidad emocional de la niña, el niño 

o el adolescente, quien merece una integración 

familiar libre de riesgos legales o afectivos derivados 

de decisiones revocadas. De esta forma, la 

irrevocabilidad del consentimiento no es una medida 

arbitraria, sino un mecanismo de protección reforzada 

para garantizar que los derechos de la niña, el niño o 

el adolescente no queden subordinados a vaivenes 

volitivos de los adultos involucrados. 

Desde el plano constitucional e internacional, el 

principio del interés superior, consagrado en el artículo 

4º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en tratados internacionales 

ratificados por el Estado mexicano, como la 

Convención sobre los Derechos del Niño, constituye 

una directriz imperativa que debe orientar toda 

decisión que afecte directa o indirectamente a la 

infancia. Este principio impone a las autoridades el 

deber de privilegiar siempre el entorno que mejor 

contribuya al desarrollo físico, emocional, afectivo y 

social de la niña, el niño o el adolescente, por encima 

de cualquier interés individual, incluso el de sus 

progenitores biológicos. Si bien la Convención 

reconoce la importancia de no separar a la niña, el 

niño o el adolescente de su familia de origen, también 

establece que dicha separación puede ser necesaria 

cuando la permanencia con sus padres represente un 

riesgo para su bienestar integral. 

Este enfoque no implica, en modo alguno, una 

negación del valor de los vínculos biológicos, sino su 

subordinación a un escrutinio superior: el del bienestar 

de la niña, el niño o el adolescente. Sin embargo, no 

pasa despercibido para esta Comisión que la 

interpretación y aplicación del principio de unidad 

familiar no puede hacerse de forma absoluta, sino que 

debe armonizarse con otras garantías y derechos 

fundamentales, como la estabilidad emocional, la 

seguridad afectiva y la inserción plena de la niña, el 

niño o el adolescente en un entorno familiar adoptivo 

que le ofrezca protección efectiva y continuidad en sus 

relaciones afectivas. Así lo han sostenido tanto 

tribunales nacionales como instancias internacionales, 

entre ellas la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, que ha subrayado que las decisiones en 

torno a la custodia y la adopción deben atender no a 

los deseos de los padres biológicos, sino a las 

necesidades reales del niño o la niña en cuestión. 

En esa misma línea, el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos ha reconocido que la posibilidad 

de reintegración de una niña, el niño o el adolescente 

a su familia de origen no puede imponerse de forma 

automática si tal medida contraviene su estabilidad o 

bienestar emocional, especialmente cuando ya se ha 

consolidado un vínculo afectivo sólido con una familia 

adoptiva. Esta jurisprudencia internacional coincide en 

señalar que los derechos de los adultos deben ser 

ponderados cuidadosamente frente a las condiciones 

reales y específicas de la niña, el niño o el 

adolescente, evitando que intereses ajenos a su 

bienestar interfieran con la eficacia de su derecho a 

una vida familiar segura y protegida. 

Ante la existencia de principios constitucionales 

potencialmente contradictorios como el derecho a la 

preservación de la familia biológica frente al interés 

superior, la técnica de ponderación se erige como una 

herramienta indispensable. Esta técnica requiere 

evaluar cuál de los principios en tensión protege de 

manera más amplia y eficaz los derechos 

fundamentales comprometidos. La Suprema Corte ha 

dejado claro que no basta con que los progenitores 

biológicos acrediten haber superado condiciones 

adversas para pretender la restitución de la niña, el 

niño o el adolescente, sino que debe demostrarse que 

su retorno no implicará riesgo alguno y, además, que 

tal regreso resulta claramente más beneficioso que su 

permanencia en el núcleo familiar adoptivo ya 

consolidado. 

En virtud de todo lo anterior, es inadmisible la 

revocación del consentimiento otorgado para la 

adopción, basada únicamente en la voluntad o el 

arrepentimiento posterior de los progenitores 

biológicos. En ese sentido, toda modificación 

normativa en esta materia debe orientarse al 

fortalecimiento del principio de definitividad y firmeza 

del proceso adoptivo, como expresión del desarrollo 

progresivo de los derechos de la infancia y de la 

necesidad de brindarles entornos familiares duraderos, 

seguros y emocionalmente estables. 
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Aunado a los anterior, conviene precisar que la 

posición asumida por esta Comisión Legislativa, al 

sostener la irrevocabilidad del consentimiento 

otorgado por las partes involucradas en un proceso de 

adopción, no debe entenderse como una regla 

absoluta o sin excepción. Esta determinación no 

abarca, en modo alguno, aquellos supuestos en los 

que se configure una causal legal de nulidad del acto 

adopcional. Tal sería el caso, por ejemplo, de las 

situaciones en que se contravengan las prohibiciones 

expresas para adoptar, se omita el cumplimiento de 

las exigencias relativas a la edad mínima de los 

adoptantes o a la diferencia de edad que debe existir 

entre éstos y la persona adoptada, entre otros 

supuestos previstos por el marco jurídico vigente. De 

igual manera, quedan excluidas de esta consideración 

aquellas circunstancias en las que, con base en una 

determinación judicial fundada y motivada, se acredite 

la existencia de un riesgo grave que comprometa el 

bienestar de la niña, el niño o el adolescente, de 

proseguir con la adopción, conforme a lo dispuesto por 

las leyes aplicables en materia familiar. Finalmente, 

cabe señalar que en algunas entidades federativas del 

país se reconoce expresamente la posibilidad de que 

el adoptado, una vez alcanzada la mayoría de edad, 

pueda solicitar la extinción del vínculo jurídico que lo 

une con sus adoptantes, prerrogativa que también 

escapa a la regla general de irrevocabilidad aquí 

abordada. 

En consecuencia, cualquier excepción a la 

irrevocabilidad del consentimiento debe ser 

estrictamente limitada a supuestos graves, 

debidamente comprobados y sometidos a un riguroso 

escrutinio judicial. Solo así se garantizará que el 

derecho de los niños y niñas a una familia no sea 

reducido a una mera expectativa, sino reconocido y 

protegido como un derecho pleno, efectivo y estable. 

Por todo lo expuesto, esta Comisión valora en 

sentido positivo la iniciativa de reforma al artículo 360 

del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano 

de Morelos, al considerarla congruente con los 

principios de estabilidad familiar, protección de los 

derechos de la niñez y la adolescencia, y la obligación 

estatal de garantizar la efectiva realización del derecho 

a la identidad y a la vida en familia. La aprobación de 

este proyecto legislativo sienta un precedente de 

avanzada en la protección de los vínculos afectivos y 

jurídicos que constituyen la base misma de nuestra 

sociedad. 
VI. CONCLUSIONES 

En mérito de lo anterior y derivado de un 
análisis, investigación y estudio jurídico, así como por 
haber agotado una discusión al interior de esta 
Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto 
en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 60 fracción I, de 
la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del Reglamento, 
ambos ordenamientos para el Congreso del Estado de 
Morelos y derivado de la valoración tanto en lo general 
como en lo particular, se aprueba en sus términos el 
dictamen SENTIDO POSITIVO…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 
DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS CINCUENTA Y 

NUEVE 
POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 360  

DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO LIBRE  
Y SOBERANO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 360 
del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano 
de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 360.- DISPOSICIONES 
GENERALES. La adopción es la institución jurídica 
irrevocable de protección a las niñas, niños, 
adolescentes e incapacitados, aun cuando sean 
mayores de edad, por lo que, bajo vigilancia del 
Estado, el adoptado entra a formar parte de la familia 
o crea una con el adoptante, en calidad de hijo y deja 
de pertenecer a su familia consanguínea.  

… 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Se remite el presente decreto a la 
Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación 
correspondiente en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión oficial del Estado de 
Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su 
vigencia el día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 
oficial del Gobierno del Estado de Morelos. 

TERCERA.  Se derogan todas las disposiciones 
jurídicas de igual o menor rango jerárquico normativo 
que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación, presentaron a 

consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 

decreto POR EL QUE SE ADICIONA UN ÚLTIMO 

PÁRRAFO AL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL ESTADO DE MORELOS, en los siguientes 

términos: 

“I.- ANTECEDENTES. 

1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, celebrada el día 27 de febrero de 2025, el 

Diputado Isaac Pimentel Mejía, presentó la iniciativa 

citada en el epígrafe del presente dictamen.   

2. En consecuencia, de lo anterior, la Diputada 

Jazmín Juana Solano López, Presidenta de la Mesa 

Directiva de la LVI Legislatura del Congreso del 

Estado de Morelos, ordenó el turno respectivo a la 

Diputada Martha Melissa Montes de Oca Montoya, 

Presidenta de la Comisión de Puntos Constitucionales 

y Legislación, por medio del oficio número 

SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/454/25, para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

3. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, llevada a cabo el 06 de marzo de 2025, el 

Diputado Óscar Daniel Martínez Terrazas, presentó la 

iniciativa citada en el epígrafe del presente dictamen.   

4. Por lo anterior, la Diputada Jazmín Juana 

Solano López, Presidenta de la Mesa Directiva de la 

LVI Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, 

ordenó el turno respectivo a la Diputada Martha 

Melissa Montes de Oca Montoya, Presidenta de la 

Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 

por medio del oficio número 

SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/491/25, para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

5. En reunión ordinaria de esta Comisión 

Legislativa llevada a cabo el día veintiuno de mayo de 

2025 y existiendo el quórum legal establecido en la 

normatividad interna del Congreso del Estado, las 

diputadas y diputados integrantes de la misma, 

después de analizar y discutir las iniciativas de mérito 

y realizar la valoración respectiva aprobamos el 

dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LAS INICIATIVAS 
La iniciativa presentada por el Diputado Isaac 

Pimentel Mejía, tiene como objetivo agravar la pena 
por la comisión del delito de homicidio y tentativa de 
homicidio, cuando se utilice una motocicleta como 
medio comisivo de estos delitos. 

La iniciativa presentada por el Diputado Óscar 
Daniel Martínez Terrazas, tiene como objetivo agravar 
las penas por la comisión de los delitos de homicidio 
cuando se valgan del uso de motocicletas. 

III.- CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS 
La iniciativa presentada por el Diputad Isaac 

Pimentel Mejía, se fundamenta en la siguiente 
exposición de motivos: 

“La presente iniciativa busca proteger la vida y 
la seguridad de nuestra gente. Lo que presento ante 
ustedes no es una mera reforma al Código Penal; es 
un llamado urgente a responder con justicia y empatía 
a la realidad que vivimos en Morelos y en muchas 
otras partes de nuestro país. Sabemos que detrás de 
cada estadística, de cada caso reportado, hay un 
rostro, una familia y una historia marcada por el dolor 
de perder a un ser querido en circunstancias violentas 
y desgarradoras. Es por ellos, por las familias y las 
víctimas, por quienes presento esta iniciativa. 

Vivimos un momento crítico. En Morelos, al 
igual que en otras regiones de México, hemos visto 
cómo la violencia se ha infiltrado en nuestras calles, 
en nuestras colonias, en nuestras vidas cotidianas. En 
especial, los homicidios y tentativas de homicidio 
cometidos utilizando motocicletas han incrementado, 
en un esquema que permite a los agresores escapar 
con rapidez y evitar el alcance de las autoridades. 
Este fenómeno no solo afecta a las víctimas directas; 
también genera una creciente percepción de 
inseguridad en toda nuestra sociedad. 

Para muchas familias en nuestro Estado, salir 
de casa con tranquilidad ya no es una certeza; el 
temor de que alguien querido no regrese es una 
angustia latente. Por eso, hoy planteo esta propuesta 
que busca establecer una agravante para los delitos 
de homicidio y su tentativa cuando se cometan 
utilizando una motocicleta como medio de huida o 
ataque. Es un paso necesario para adaptarnos a esta 
modalidad delictiva y proteger, en la medida de lo 
posible, la vida de nuestros ciudadanos. 

En los últimos años, el uso de motocicletas 
como vehículos de escape en delitos de alto impacto 
ha aumentado significativamente en México. Según 
datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, el 30% de los delitos graves, 
incluyendo robos y homicidios, se cometen utilizando 
motocicletas. En Morelos, casos recientes de 
homicidios cometidos desde motocicletas han 
conmocionado a nuestras comunidades y han dejado 
a familias sumidas en el luto y la frustración. El 
impacto de estos crímenes no es solo físico, sino 
psicológico y social, pues afecta la percepción de 
seguridad y altera la vida de todos los que vivimos en 
este Estado. 



09 de julio de 2025  PERIÓDICO OFICIAL  Página 117 

Un análisis de la incidencia delictiva en el 

Estado revela que el uso de motocicletas en delitos 

violentos se ha vuelto un patrón constante. En muchos 

de estos casos, las motocicletas han sido utilizadas 

tanto en la ejecución del delito como en la huida, 

dificultando la intervención policial y aumentando el 

riesgo para la ciudadanía. La Fiscalía General del 

Estado de Morelos ha reportado diversos homicidios y 

agresiones graves donde se utilizaron motocicletas 

para atacar a las víctimas y posteriormente huir de la 

escena, limitando las posibilidades de detención 

inmediata. 

Estos datos evidencian que la motocicleta no 

solo facilita la movilidad de los agresores, sino que 

también representa un mecanismo que potencia el 

anonimato y la impunidad. La adición de una 

agravante busca responder a esta tendencia 

alarmante, adaptando el marco jurídico a las 

realidades de la dinámica delictiva actual. 

En Morelos hemos sido testigos de casos 

desgarradores en los que la violencia armada, 

cometida desde una motocicleta, ha cobrado la vida 

de ciudadanos inocentes, entre ellos la Diputada 

Gabriela Marín Sánchez. Estos actos dejan un vacío 

irreparable en sus familias, además de una profunda 

herida en nuestra sociedad. Los asesinos que utilizan 

motocicletas como medio comisivo no solo atacan a 

sus víctimas; también desafían a la ley y crean un 

clima de terror y desconfianza en nuestra gente. Si no 

actuamos, estaremos permitiendo que esta modalidad 

delictiva se normalice en nuestra entidad. 

Con esta propuesta, propongo elevar las 

sanciones para quienes, utilizando una motocicleta, 

cometen un delito tan grave como el homicidio o su 

tentativa. Esto responde a un principio de 

proporcionalidad, respaldado por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, la cual ha señalado en diversas 

resoluciones que las penas pueden endurecerse 

cuando el tipo de delito y las circunstancias lo 

ameritan, siempre que haya un fundamento racional 

que lo justifique. Esta agravante busca no solo 

castigar, sino disuadir. Sabemos que el crimen suele 

responder a las oportunidades; al limitar el atractivo de 

las motocicletas como herramientas para cometer 

delitos, podemos reducir el número de crímenes 

perpetrados de esta forma. 

Además, debemos destacar que esta iniciativa 

no va en contra de quienes utilizan motocicletas para 

trabajar o como medio de transporte. No se trata de 

criminalizar el uso de la motocicleta, sino de reconocer 

que este medio de transporte ha sido utilizado por 

delincuentes de forma repetida para burlar la justicia. 

La medida que proponemos es específica y responde 

a la realidad concreta que vivimos en nuestras calles, 

donde la velocidad y maniobrabilidad de las 

motocicletas han facilitado delitos violentos, muchos 

de los cuales han terminado con vidas truncadas. 

Implementar una agravante en estos casos 
tiene múltiples beneficios sociales, entre ellos, los 
siguientes: 

  Disuasión del Delito: Al aumentar las 
sanciones para quienes utilicen motocicletas en 
homicidios o su tentativa, se enviará un mensaje claro 
de que esta modalidad será castigada con mayor 
severidad. Esto puede desalentar a los delincuentes 
de utilizar motocicletas como herramienta de escape o 
ataque, disminuyendo la incidencia de estos crímenes. 

  Reducción de la Impunidad: La agravante 
facilitará el enjuiciamiento de quienes cometan 
homicidios o tentativas de homicidio en motocicleta, al 
calificar estos actos como delitos de mayor gravedad. 
Esto puede traducirse en una menor impunidad y una 
mayor percepción de justicia en la ciudadanía. 

  Protección a la Ciudadanía: Al enfrentar penas 
más altas, los delincuentes podrían verse disuadidos 
de operar en zonas urbanas densas y transitadas, 
reduciendo el riesgo de violencia en espacios públicos 
y mejorando la seguridad de la población. 

Al respecto, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 17, 
establece el derecho de toda persona a una justicia 
pronta y expedita. Esta agravante responde a ese 
mandato constitucional al facilitar procesos judiciales 
que ataquen una modalidad de violencia urbana que 
afecta la paz social. 

Por su parte, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en su artículo 4 protege el 
derecho a la vida. Al establecer sanciones más 
severas para homicidios en motocicleta, el Estado 
fortalece su compromiso con la protección del derecho 
a la vida y seguridad de sus ciudadanos. 

Además, observaciones de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha respaldado en múltiples 
resoluciones el principio de proporcionalidad de las 
penas, siempre que exista un fundamento racional y 
objetivo para agravar una sanción penal. La 
jurisprudencia establece que el endurecimiento de 
penas es legítimo cuando responde a un fenómeno 
social específico que pone en riesgo la seguridad 
pública y el orden social. 

En ese sentido, se propone adicionar el 
siguiente párrafo al artículo 58 del Código Penal del 
Estado de Morelos: 

“Las sanciones establecidas para los delitos de 
homicidio y homicidio en grado de tentativa se 
incrementarán hasta en una tercera parte cuando el 
hecho delictivo sea cometido utilizando como medio 
comisivo una motocicleta. Sin que la pena pueda 
rebasar la máxima establecida en el artículo 29 de 
este Código.” 

La adición de esta agravante al Código Penal 
del Estado de Morelos representa una medida 
indispensable para enfrentar la dinámica actual 
delictiva, adaptando el marco penal a las modalidades 
de crimen que hoy afectan con mayor intensidad a la 
población. La reforma fortalecerá la capacidad del 
Estado para garantizar la seguridad de sus habitantes, 
promoviendo la paz pública y asegurando que quienes 
atenten contra la vida y seguridad de otros enfrentan 
sanciones proporcionales y efectivas. 
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Esta iniciativa tiene un rostro humano; es por 
cada persona que ha perdido la vida, por cada padre, 
madre, hermano o hijo que ha visto su vida arrebatada 
sin motivo, por cada familia que espera justicia. Para 
ellos, presento esta reforma. Porque sabemos que el 
dolor de perder a un ser querido de forma violenta es 
una herida que nunca sana. Y si bien no podemos 
cambiar lo que ha sucedido, podemos y debemos 
hacer todo lo que esté a nuestro alcance para evitar 
que este dolor se repita en otros hogares. 

Que esta reforma al Código Penal sea una 
muestra de que en este Congreso escuchamos a la 
ciudadanía, que respondemos a sus necesidades y 
que estamos dispuestos a actuar con firmeza para 
garantizar la seguridad y el bienestar de todas las 
personas que viven en nuestro Estado. 

Construyamos juntos un Morelos más seguro, 
un lugar donde la ley sea un refugio y no una barrera 
para la justicia. Hagamos de esta reforma un acto de 
respeto hacia las víctimas y un compromiso con la 
paz. 

Además, cabe destacar que la presente 
iniciativa cumple con los pará- metros dispuestos por 
el artículo 95, primer párrafo, del Reglamento para el 
Congreso del Estado de Morelos”. 

La iniciativa presentada por el Diputado Óscar 
Daniel Martínez Terrazas, se fundamenta en la 
siguiente exposición de motivos:  

“En nuestra Entidad Federativa, el uso de las 
motocicletas para el traslado de personas y 
mercancías se ha incrementado considerablemente en 
los últimos años y, cada vez es más la población que 
las usa como su principal medio de transporte; sin 
embargo, su uso ha servido como medio de transporte 
para la delincuencia. 

El uso de motocicletas para cometer delitos en 
el estado de Morelos, como en muchas otras partes de 
México, es un fenómeno que ha aumentado 
significativamente en los últimos años, convirtiéndose 
en un reto significativo para las autoridades locales y 
la seguridad pública.  

Las motocicletas son vehículos muy ágiles que 
permiten a los delincuentes moverse rápidamente por 
áreas urbanas y rurales, facilitando su huida después 
de cometer un delito. La capacidad de sortear el 
tráfico, incluso en zonas congestionadas, las hace 
ideales para quienes buscan escapar de la 
persecución de las autoridades. Esto contribuye a la 
sensación de impunidad y a la dificultad para que la 
policía pueda seguir a los delincuentes o prevenir los 
delitos. 

Una de las principales dificultades para las 
autoridades es el hecho de que las motocicletas son 
más difíciles de controlar que los vehículos más 
grandes. Aunque existen puntos de revisión y 
operativos para frenar la actividad delictiva, las 
motocicletas pueden ser más fáciles de ocultar, y 
muchas veces los delincuentes no llevan placas o 
utilizan motocicletas robadas, lo que dificulta su 
identificación. 

El uso de motocicletas para la comisión de 
delitos ha aumentado la percepción de inseguridad en 
la población de Morelos. Las personas suelen sentirse 
vulnerables a los asaltos, y la presencia de grupos 
delictivos que se desplazan en motocicletas genera un 
clima de temor. 

Según los datos más recientes del Registro 

Público Vehicular REPUVE, en el Estado de Morelos, 

hasta el año 2023 había aproximadamente 200,000 

motocicletas registradas, cifra que va en aumento 

debido a la facilidad de movilidad y traslado por medio 

de estas. 

Lamentablemente, como ya se ha hecho 

alusión, las motocicletas son comúnmente utilizadas 

en delitos de robos y otros actos ilícitos en espacios 

públicos donde se facilita la huída de los delincuentes, 

esta manera de cometer delitos resulta muy práctica 

debido a la falta de regulación y control de estos 

vehículos y la difícil detección y seguimiento por parte 

de las autoridades, ya que permite a los criminales 

moverse rápidamente sin dejar evidencia clara, los 

delincuentes pueden cubrir sus identidades. En 

muchos casos, los criminales llevan cascos o prendas 

que ocultan su rostro, lo que dificulta la identificación 

visual y esto ha crecido no solamente en nuestro 

Estado, sino a nivel nacional representa un gran 

problema de seguridad pública, según los últimos 

reportes de ALGOTIVE empresa que usa la Ia IA en 

materia de seguridad y vigilancia el 41% de los 

Estados del país presenta una fuerte correlación entre 

robos de motocicletas y diversos delitos, el cual refiere 

la siguiente tabla  

En el caso de los homicidios, los criminales 

pueden aproximarse a sus víctimas de manera rápida 

y en muchos casos sin ser detectados. Esto puede 

incrementar la letalidad de un homicidio, ya que el uso 

de una motocicleta en situaciones violentas puede 

facilitar que el agresor se acerque sin ser percibido o 

pueda huir de manera rápida, evitando la intervención 

policial.  Los grupos criminales organizados son los 

que suelen emplearlas para ejecutar delitos como 

asesinatos, secuestros, extorsiones y narcotráfico, ya 

que la facilidad para movilizarse rápidamente y sin ser 

detectados favorece a los delincuentes en la ejecución 

de estos actos. 
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El uso de motocicletas también presenta un 

desafío para las fuerzas de seguridad. Las 

persecuciones policiales a motocicletas son más 

complicadas, ya que los vehículos de dos ruedas 

pueden maniobrar con mayor facilidad que los 

vehículos de patrullaje, lo que dificulta el seguimiento y 

captura de los delincuentes. 

La violencia asociada con las motocicletas 

puede afectar la percepción pública de la seguridad en 

una comunidad. Si los habitantes se sienten 

constantemente amenazados por la presencia de 

motocicletas involucradas en crímenes, esto puede 

tener un efecto negativo en la calidad de vida, la 

cohesión social y el bienestar general de las personas 

en la zona. 

El uso de motocicletas en actos delictivos no 

solo facilita la comisión de crímenes, sino que también 

incrementa la violencia, la impunidad y los retos para 

las autoridades. Dado que las motocicletas ofrecen 

ventajas significativas a los delincuentes, como la 

rapidez y el anonimato, esto convierte a su uso en un 

factor que agravante de los delitos.  

Por lo tanto, creemos pertinente proponer que 

se endurezcan las penas a quienes se valgan del uso 

de motocicletas para la comisión de delitos como 

homicidio, al considerar esta acción como una 

agravante en el Código Penal del Estado. Para Acción 

Nacional es importante promover mecanismo que 

ayuden a salvaguardar la seguridad en nuestro 

Estado, y el instrumentalizar esta medida en la norma 

penal ayudara a inhibir el uso de este autotransporte 

como medio para cometer ilícitos.” 

IV.- VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS  

Con fundamento en las potestades establecidas 

en los artículos 60 en su fracción VI y 63 fracción IV, 

de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de 

Morelos, correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 

57 del Reglamento para el Congreso del Estado de 

Morelos, los integrantes de la comisión legislativa 

encomendada de este asunto, procedimos al estudio y 

análisis de las iniciativas presentadas.  

De acuerdo con el Diccionario de la Real 

Academia de la Lengua, Sicario significa asesino 

asalariado.
1
 

En la actualidad se denomina sicario a aquella 

persona que asesina por encargo a cambio de una 

remuneración económica. 

                                                      
1
 https://dle.rae.es/sicario 

Producto probablemente de experiencias 

violentas, de la imposibilidad de lograr acceso a 

bienes y servicios en condiciones de legalidad, de 

ofertas de remuneración que equivalen a años de 

trabajo, la generalización de la nueva práctica 

denominada sicarización indica la creciente 

desvalorización de la vida y la conversión de la muerte 

en fuente regular de ingresos para algunos sectores 

de la sociedad. 

El personaje de sicario o asesino a sueldo es un 

homicida que asesina por encargo a cambio de un 

pago determinado, generalmente retribuido en dinero y 

otros bienes materiales, y en donde se establece una 

relación contractual que ubica al sicario como el autor 

material del crimen ordenado y pagado por un autor 

intelectual.
2
 

Y sin lugar a duda, uno de los elementos que 

les ha permitido a los sicarios la proliferación e 

impunidad es el uso de motocicletas como medio de 

transporte, como plantean los iniciadores. 

La movilidad que les otorgan estos vehículos les 

permite acceder a sus víctimas de manera sorpresiva 

y una vez que cometieron el crimen escapar 

inmediatamente en el tráfico, por lugares estrechos, en 

sentido contrario, haciendo prácticamente imposible su 

ubicación y detención por los cuerpos de seguridad 

pública. 

De acuerdo con datos oficiales del Secretariado 

Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

durante el mes de marzo de 2025, la comisión de 

homicidios dolosos en el estado de Morelos aumentó 

en un 4.1% respecto del mismo mes del año anterior, 

con un total de 95,
3
 lo cual justifica plenamente 

cualquier esfuerzo de este congreso para ayudar a 

disminuir esta alarmante cifra. 

Esto coloca al estado de Morelos en el décimo 

lugar nacional con el mayor número de homicidios en 

el mes de marzo, situación que resulta urgente 

revertir. 

Para agravar aún más el panorama, esta cifra 

representa una incidencia de homicidio doloso de 4.62 

por cada cien mil habitantes, lo que coloca al estado 

de Morelos en el tercer lugar a nivel nacional. 

Para mayor claridad, a continuación, se 

presenta el cuadro comparativo con las propuestas de 

reforma presentadas por los Legisladores: 

                                                      
2
 

https://www.iztacala.unam.mx/carreras/psicologia/psiclin/vol19num3/
Vol19No3Art8.pdf 
3
 

https://drive.google.com/file/d/12njGNzuGXMAsgONUdo4kwKvlFXg
71zBN/view 
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CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS 

DIP. ISAAC PIMENTEL 

MEJÍA 

DIP. OSCAR DANIEL 

MARTÍNEZ TERRAZAS 

ARTÍCULO 58.- … 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

Las sanciones 

establecidas para los 

delitos de homicidio y 

homicidio en grado de 

tentativa se 

incrementarán hasta en 

una tercera parte cuando 

el hecho delictivo sea 

cometido utilizando como 

medio comisivo una 

motocicleta. Sin que la 

pena pueda rebasar la 

máxima establecida en el 

artículo 29 de este 

Código. 

ARTÍCULO *108.- A 

quien cometa homicidio 

calificado en términos del 

artículo 126 de este 

Código, se le impondrán 

de veinticinco a setenta 

años de prisión y multa 

de mil a veinte mil 

Unidades de Medida y 

Actualización.  

A quien o quienes se 

valgan del uso de 

motocicletas para 

cometer el delito de 

homicidio calificado, se 

agravará la sanción hasta 

en cinco años de prisión. 

 

Por lo tanto, las diputadas y diputados 

integrantes de esta comisión legislativa, determinamos 

la procedencia de las propuestas contenidas en 

ambas iniciativas y confiamos en que abonarán en 

reducir la incidencia de estos delitos cometidos 

utilizando motocicletas como medio comisivo del delito 

de homicidio. 

V. IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 

publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 

y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 

número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 

estableció que las Comisiones encargadas del estudio 

de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 

con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 

sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 

estimarse que dicha disposición deviene del contenido 

del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 

como objetivos el incentivar la responsabilidad 

hacendaria y financiera para promover una gestión 

responsable y sostenible de las finanzas públicas y 

fomentar su estabilidad, con política de gasto con 

planeación desde la entrada en vigor de la legislación 

para no ejercer gasto que no se contemple en el 

presupuesto, mediante la contención del crecimiento 

del gasto en servicios personales, consolidando el 

gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 

nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente 

comisión dictaminadora, considera que las propuestas 

de adición legal no generan ningún impacto 

presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

VI. JUSTIFICACIÓN DE CAMBIOS. 

Con fundamento en la fracción III, del artículo 

106, del Reglamento para el Congreso del Estado de 

Morelos y por analogía de aplicación específica a la 

competencia constitucional local es aplicable mutatis 

mutandis la Tesis de jurisprudencia de la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 

en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, de 

rubro siguiente: PROCESO LEGISLATIVO. LAS 

CÁMARAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA 

UNIÓN TIENEN LA FACULTAD PLENA DE 

APROBAR, RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR 

EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, 

INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE 

SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 

INICIATIVA CORRESPONDIENTE. 
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Sin embargo, las y los integrantes de esta 

Comisión determinamos que la propuesta de adición 

de un último párrafo al artículo 58, es la que resulta 

más idónea para el propósito que buscan ambas 

propuestas, al abarcar, además del delito de homicidio 

calificado, el de tentativa de homicidio. 

VII. CONCLUSIONES 

En mérito de lo anterior y derivado de un 

análisis, investigación y estudio jurídico, así como por 

haber agotado una discusión al interior de esta 

Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto 

en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 60 fracción III, 

todos de la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del 

Reglamento, ambos ordenamientos para el Congreso 

del Estado de Morelos y derivado de la valoración 

tanto en lo general como en lo particular, se aprueba 

en sus términos el dictamen SENTIDO POSITIVO 

…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS SESENTA  

POR EL QUE SE ADICIONA UN ÚLTIMO PÁRRAFO  

AL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO PENAL  

PARA EL ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se ADICIONA un último 

párrafo al artículo 58 del Código Penal para el Estado 

de Morelos, para quedar como sigue:  

ARTÍCULO 58.- … 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

Las sanciones establecidas para los delitos de 

homicidio y homicidio en grado de tentativa se 

incrementarán hasta en una tercera parte cuando el 

hecho delictivo sea cometido utilizando como medio 

comisivo una motocicleta. Sin que la pena pueda 

rebasar la máxima establecida en el artículo 29 de 

este Código. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para su 

promulgación y publicación respectiva de conformidad 

con los artículos 44, 47 y 70 fracción XVII, incisos a) y 

c) de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su 

vigencia al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

de Gobierno del Estado. 

TERCERA.  El presente Decreto deroga todas 

las disposiciones legales de igual o menor rango, que 

se opongan o contradigan a este. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación, presentaron a 

consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 

decreto POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 

202 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE 

MORELOS, en los siguientes términos: 

“I.- ANTECEDENTES. 

1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, llevada a cabo el día 27 de marzo de 

2025, la Diputada Martha Melissa Montes de Oca 

Montoya, presentó la iniciativa citada en el epígrafe del 

presente dictamen.   

2. En consecuencia, de lo anterior, la Diputada 

Jazmín Solano López, Presidenta de la Mesa Directiva 

de la LVI Legislatura del Congreso del Estado de 

Morelos, ordenó el turno respectivo a la Diputada 

Martha Melissa Montes de Oca Montoya, Presidenta 

de la Comisión de Puntos Constitucionales y 

Legislación, por medio del oficio número 

SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/557/25, para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

3. En reunión ordinaria de esta Comisión 

Legislativa llevada a cabo el día 21 de mayo del 2025 

y existiendo el quórum legal establecido en la 

normatividad interna del Congreso del Estado, las 

diputadas y diputados integrantes de la misma, 

después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y 

realizar la valoración respectiva aprobamos el 

dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por la Diputada Martha 

Melissa Montes de Oca Montoya tiene por objeto 

modificar el artículo 202 Bis del Código Penal del 

Estado de Morelos, con el propósito de endurecer el 

marco punitivo relacionado con el delito de violencia 

familiar.  

La esencia de esta reforma radica en consolidar 

un sistema de protección más sólido y eficaz para 

quienes sufren violencia dentro del núcleo familiar, 

otorgando una respuesta legal más contundente y 

proporcional a la gravedad de las agresiones ejercidas 

en ese ámbito. Al elevar las penas, la propuesta busca 

enviar un mensaje claro de cero tolerancia hacia 

quienes ejercen cualquier forma de violencia 

intrafamiliar, particularmente cuando se trata de 

víctimas que, por su edad, condición de género, 

discapacidad u otra circunstancia de vulnerabilidad, 

enfrentan mayores obstáculos para acceder a la 

justicia y romper los ciclos de abuso. De esta manera, 

la diputada iniciadora propone fortalecer la garantía 

constitucional de una vida libre de violencia, en 

especial para niñas, niños, adolescentes, mujeres, 

personas adultas mayores y demás integrantes del 

hogar que pudieran verse expuestos a un contexto 

sistemático de maltrato. 

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por la Diputada Martha 

Melissa Montes de Oca Montoya, se fundamenta en la 

siguiente exposición de motivos:  

(…) EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

A lo largo de la historia, diversos fenómenos 

sociales de gran trascendencia han sido relegados al 

olvido, ignorados en el debate público y omitidos en 

las agendas políticas. La violencia ejercida dentro del 

entorno familiar no ha sido la excepción, pues durante 

décadas ha permanecido en un segundo plano, 

invisibilizada por normas culturales y estructuras 

sociales que han minimizado su gravedad. Este 

silencio ante tales circunstancias ha permitido que 

miles de mujeres, niñas, niños y adultos mayores 

sufran en la intimidad del hogar los estragos de la 

violencia sin que el Estado les brinde protección 

efectiva y sin que la sociedad tome plena conciencia 

de la magnitud del problema. 

No fue sino hasta noviembre de 1985 cuando 

este tema comenzó a ser abordado en los foros 

internacionales, marcando un punto de inflexión en el 

reconocimiento de la violencia intrafamiliar como un 

problema de interés global. En este sentido, la 

creciente interconexión de las naciones, facilitada por 

la globalización, ha favorecido la consolidación de 

espacios de debate y la formulación de políticas 

encaminadas a la erradicación de esta problemática. 

Bajo la influencia de organismos internacionales, se 

han impulsado resoluciones que han contribuido a 

visibilizar los derechos de las mujeres y de la infancia, 

así como a combatir las distintas formas de violencia a 

las que se enfrentan diariamente. 
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El reconocimiento de la violencia doméstica 
como un problema de interés público se consolidó 
progresivamente a lo largo de las últimas décadas. En 
noviembre de 1985, la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) incluyó 
en su agenda la problemática de la violencia en el 
hogar, retomando así una resolución emitida por el 
Consejo Económico y Social. Este esfuerzo estuvo 
estrechamente vinculado a las iniciativas del Decenio 
de las Naciones Unidas para la Mujer, cuyo evento 
culminante tuvo lugar en Nairobi ese mismo año. 
Asimismo, el Consejo de Europa, a través de su 
Comité de Ministros, emitió una recomendación 
dirigida a abordar la violencia intrafamiliar desde una 
perspectiva europea. Posteriormente, en diciembre de 
1986, un grupo de expertos se reunió en Viena para 
profundizar en el análisis de los efectos de la violencia 
en el hogar sobre las mujeres, dando lugar a un 
conjunto de recomendaciones con impacto a nivel 
global, regional y nacional. 

El Censo Nacional de Procuración de Justicia 
Estatal (CNPJE) 2023 arroja datos contundentes que 
evidencian la alarmante incidencia de la violencia 
familiar en México, particularmente en las infancias y 
adolescencias. En el caso de los hombres de 0 a 17 
años, la violencia familiar se posiciona como el delito 
de mayor recurrencia, con un total de 12,662 víctimas 
registradas. Se advierte un incremento progresivo en 
la incidencia de este delito desde el nacimiento hasta 
los 14 años, seguido de una disminución significativa 
entre los 15 y 17 años, lo que sugiere patrones 
diferenciados de violencia conforme avanza la edad.  

Sin embargo, la situación resulta aún más grave 
cuando se analiza la incidencia en niñas y 
adolescentes del mismo rango etario, pues la violencia 
familiar no solo es el delito más común en este grupo, 
con un total de 22,271 víctimas registradas, sino que 
además se observa un crecimiento directamente 
proporcional a la edad de las afectadas. Mientras que 
en el grupo de 0 a 4 años se reportaron 2,588 casos, 
la cifra se eleva exponencialmente hasta alcanzar los 
8,058 delitos en el grupo de 15 a 17 años. Este 
comportamiento diferencial revela una preocupante 
realidad: la violencia familiar se presenta con 
aproximadamente el doble de frecuencia en niñas y 
adolescentes en comparación con los niños, y su 
incidencia aumenta conforme las mujeres crecen, lo 
que evidencia un problema estructural de género en el 
núcleo familiar. La marcada vulnerabilidad de las niñas 
y adolescentes frente a este delito exige una 
respuesta inmediata y contundente por parte de las 
autoridades, así como la implementación de 
estrategias integrales que no solo castiguen a los 
agresores, sino que también fortalezcan los 
mecanismos de prevención, atención y protección 
para las víctimas, con un enfoque que garantice su 
seguridad, bienestar y desarrollo libre de violencia.

1
 

                                                      
1
 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). (2023). 

Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Eliminación de la 
Violencia contra la Mujer. INEGI. Recuperado de 

La violencia familiar constituye una de las 

problemáticas sociales más alarmantes en el estado 

de Morelos, afectando de manera particularmente 

severa a las mujeres y perpetuando un entorno de 

desigualdad y vulnerabilidad estructural. De acuerdo 

con la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las 

Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2021, el 69.6% 

de las mujeres de 15 años o más han experimentado 

algún tipo de violencia a lo largo de su vida, mientras 

que el 42.6% ha sido víctima de agresiones en los 

últimos 12 meses. Este fenómeno no solo evidencia la 

magnitud del problema, sino que también pone de 

manifiesto la ineficacia de las políticas públicas y del 

marco normativo vigente para erradicar la violencia de 

género en el entorno familiar. 

En particular, el ámbito familiar, que debería ser 

un espacio de resguardo y armonía, se ha convertido 

en un escenario recurrente de agresiones. La 

ENDIREH 2021 revela que el 11.5% de la población 

femenina en Morelos ha sido víctima de violencia por 

parte de un familiar en el último año, situación que 

agrava la revictimización, dado que en muchos casos 

las mujeres se ven forzadas a convivir con sus 

agresores. Más preocupante aún es el hecho de que 

el 9.6% de estas víctimas han padecido violencia 

psicológica, una forma insidiosa de maltrato que 

deteriora la salud emocional, perpetúa la dependencia 

y genera un ambiente hostil que puede derivar en 

otras modalidades de agresión física y sexual. 

Destaca también que el 24.8% de las mujeres que 

denunciaron haber sufrido violencia familiar 

identificaron a su hermano(a) como el principal 

agresor, lo que confirma la raíz profunda de este 

problema dentro de la estructura familiar.
2
 

En el contexto del análisis de la violencia de 

género en México, resulta alarmante observar que el 

estado de Morelos ha registrado cifras que superan la 

media nacional en cuanto a la prevalencia de la 

violencia contra las mujeres en el ámbito familiar. De 

acuerdo con los datos oficiales correspondientes al 

año 2021, Morelos se posicionó por encima del 

promedio nacional en la prevalencia de violencia 

ejercida contra mujeres de 15 años y más dentro del 

entorno familiar.  

                                                                                          
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2023/
EAP_VCM_23.pdf  
2
 INEGI. Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en 

los Hogares (ENDIREH) 2021. 
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Esta estadística no solo revela la magnitud del 

problema en la entidad, sino que también pone de 

manifiesto la urgente necesidad de implementar 

políticas públicas eficaces que garanticen la 

seguridad, la integridad y el acceso a la justicia para 

las mujeres morelenses. El fenómeno de la violencia 

familiar, lejos de ser un problema aislado, refleja las 

profundas desigualdades estructurales y la persistente 

normalización de prácticas que perpetúan la 

discriminación y el sometimiento de las mujeres en los 

espacios que, paradójicamente, deberían representar 

refugios de protección y bienestar. En este sentido, la 

superación de la media nacional en este indicador no 

debe interpretarse únicamente como una cifra fría 

dentro de un informe estadístico, sino como un 

llamado ineludible a la acción legislativa, judicial y 

gubernamental para atender de manera integral este 

flagelo, fortalecer los mecanismos de prevención y 

erradicación de la violencia, y garantizar una vida libre 

de agresiones para todas las mujeres en el estado de 

Morelos. 

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional sobre la 

Dinámica de las Relaciones en los Hogares 

(ENDIREH) 2021. 

A pesar de los avances normativos, la violencia 

doméstica persiste como un fenómeno que a menudo 

se percibe como un asunto privado, restringido al 

ámbito de las relaciones interpersonales. En este 

contexto, las decisiones sobre convivencia, unión 

matrimonial y asociaciones familiares han sido 

históricamente concebidas como cuestiones ajenas a 

la intervención estatal, salvo cuando las agresiones 

alcanzan el umbral del delito penal. No obstante, la 

mera tipificación del delito no ha garantizado una 

protección efectiva, ya que las acciones 

gubernamentales han privilegiado un enfoque punitivo, 

dejando de lado mecanismos de prevención y 

rehabilitación. 

Frente a esta omisión estatal, han sido las 

organizaciones civiles las que han desempeñado un 

papel crucial en la lucha contra la violencia familiar. A 

través de la autogestión y la movilización social, estos 

colectivos han logrado presionar a las instituciones 

públicas para exigir respuestas más contundentes y la 

implementación de medidas de protección adecuadas 

para las víctimas. Sin embargo, estas acciones, por sí 

solas, no pueden suplir la obligación del Estado de 

garantizar la seguridad de quienes se encuentran en 

situación de vulnerabilidad. 

Es imperativo reconocer la urgencia de erradicar 

esta problemática y de fomentar un cambio estructural 

que permita a las víctimas romper con los ciclos de 

violencia. La tolerancia social hacia este fenómeno 

perpetúa modelos de comportamiento que normalizan 

el abuso, transmitiéndolo a futuras generaciones como 

una pauta aceptable de interacción. La tipificación de 

la violencia familiar como un delito grave es un paso 

indispensable para garantizar la seguridad de quienes 

se encuentran en situación de vulnerabilidad y para 

reforzar el compromiso del Estado con la justicia y la 

equidad. 

Por lo anterior, esta iniciativa tiene por objeto 

reformar el Código Penal para el Estado de Morelos 

con el fin de aumentar la pena de prisión para el delito 

de violencia familiar, estableciendo sanciones más 

severas para los agresores y limitando los beneficios 

preliberacionales para quienes incurran en este tipo de 

conductas. Solo mediante un compromiso firme y 

sostenido se podrá garantizar que todas las personas, 

sin distinción de género o edad, puedan desarrollarse 

en un entorno libre de violencia y opresión. 

El presente proyecto de reforma responde a la 

necesidad de avanzar hacia un ordenamiento jurídico 

más justo y eficaz, que no solo sancione la violencia 

familiar, sino que también promueva una cultura de 

prevención y protección efectiva. La erradicación de la 

violencia en el ámbito familiar no es una tarea 

exclusiva de las instituciones gubernamentales, sino 

una responsabilidad compartida por toda la sociedad. 

En ese sentido, esta reforma representa un llamado a 

la acción, una oportunidad histórica para transformar 

las estructuras que perpetúan el abuso y construir un 

país en el que la dignidad y los derechos de todas las 

personas sean plenamente garantizados. 

(…) 

IV. IMPACTO PRESUPUESTAL.  
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De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 

publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 

y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 

número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 

estableció que las Comisiones encargadas del estudio 

de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 

con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 

sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 

estimarse que dicha disposición deviene del contenido 

del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 

como objetivos el incentivar la responsabilidad 

hacendaria y financiera para promover una gestión 

responsable y sostenible de las finanzas públicas y 

fomentar su estabilidad, con política de gasto con 

planeación desde la entrada en vigor de la legislación 

para no ejercer gasto que no se contemple en el 

presupuesto, mediante la contención del crecimiento 

del gasto en servicios personales, consolidando el 

gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 

nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente 

comisión dictaminadora, considera que la propuesta 

de reforma y la adición legal no genera ningún impacto 

presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

V.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  

Con fundamento en las potestades establecidas 

en los artículos 60 en su fracción III, de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, 

correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del 

Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 

los integrantes de la comisión legislativa 

encomendada de este asunto, procedimos al estudio y 

análisis de la iniciativa presentada.  

Esta Comisión dictaminadora considera 

necesario realizar un análisis detallado respecto a la 

función y justificación de la pena en el marco del 

Derecho Penal moderno. 

Desde una perspectiva doctrinal, el fundamento 

y los fines de la pena han sido objeto de múltiples 

teorías. Entre ellas, destacan las denominadas teorías 

absolutas o retributivas, las cuales encuentran la razón 

de ser de la sanción penal en el principio de justicia 

retributiva. Conforme a esta visión, la pena constituye 

una respuesta al acto delictivo, cuyo único propósito 

es la imposición de una consecuencia punitiva 

proporcional al daño causado, sin atender a 

consideraciones preventivas o resocializadoras. Esta 

concepción se enraíza en la antigua noción del ius 

talionis, simbolizada por la máxima "ojo por ojo, diente 

por diente", que traduce la pena como un castigo 

moralmente justificado por el mal cometido. 

Por otro lado, se encuentran las teorías 

relativas o preventivas, que enfocan su análisis no en 

la justicia intrínseca del castigo, sino en la utilidad que 

éste reporta a la sociedad. Estas teorías sostienen que 

la pena no es un fin en sí misma, sino un instrumento 

dirigido a la prevención de conductas delictivas. Desde 

esta óptica, la finalidad de la pena radica en disuadir la 

comisión de delitos, proteger a la comunidad y, en su 

caso, reintegrar al infractor a la vida en sociedad. Esta 

visión fue anticipada por el pensamiento clásico, tal 

como se recoge en la célebre frase atribuida a 

Platón: "Ningún hombre prudente castiga porque se ha 

delinquido, sino para evitar que se delinca" ("Nemo 

prudens punit quia peccatum est, sed ne peccetur").3 

Las teorías preventivas se dividen, a su vez, en 

dos grandes vertientes: la prevención general y la 

prevención especial. La primera se orienta hacia la 

colectividad, y tiene por objetivo generar un efecto 

disuasivo en la ciudadanía en general, mediante el 

conocimiento de las consecuencias jurídicas 

asociadas a la infracción penal. Así, la amenaza y la 

posterior ejecución de la pena constituyen un 

mecanismo de coerción psicológica orientado a 

reforzar la norma y mantener el orden social. 

La prevención especial, en cambio, dirige su 

atención al sujeto activo del delito. Desde esta 

perspectiva, la pena busca evitar la reincidencia, ya 

sea mediante la intimidación, la rehabilitación o incluso 

la separación física del individuo mediante su privación 

de libertad. Esta concepción coloca al infractor como 

el eje central de la intervención penal, entendiendo 

que la pena puede cumplir una función educativa o 

correctiva. 

A la luz de estos enfoques, se entiende que una 

de las principales herramientas de las que dispone el 

Estado para inhibir conductas delictivas es 

precisamente el diseño normativo de las sanciones 

penales. Por tanto, el análisis sobre la pertinencia de 

incrementar las penas en determinados tipos penales 

debe partir del reconocimiento de su función 

preventiva, dentro de parámetros que atiendan tanto a 

la evidencia empírica como a principios axiológicos 

como la proporcionalidad y la racionalidad punitiva. 

En este sentido, si bien es cierto que la 

comisión de un delito acarrea una consecuencia 

jurídica, dicha consecuencia debe tener un propósito 

claro y fundado. Ya sea que se privilegie una función 

retributiva, preventiva, enmendadora o resocializadora, 

la pena debe corresponder con un objetivo legítimo. 

Como señala Ruy da Costa Antunes, uno de los fines 

esenciales del castigo penal es renovar en la 

conciencia colectiva el valor de la norma vulnerada, 

reafirmando así la importancia de los bienes jurídicos 

protegidos y la necesidad de respetarlos.
4
 

                                                      
3
 Séneca, L. A. (s.f.). De ira (Libro I, sobre el final del cap. XVI).  

4
 Rivacova, R., & Rivacova, M. (1993). Función y aplicación de la 

pena. Editorial Depalma. 
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Bajo esta lógica, la prevención general actúa 

como una advertencia colectiva; se configura a través 

de la legislación y su aplicación práctica, buscando 

consolidar un marco normativo disuasorio. La eficacia 

de esta estrategia depende, sin embargo, de la 

coherencia entre la norma, su aplicación judicial y la 

percepción social de su cumplimiento. 

En una visión retributiva de la sanción, la pena 

justa es aquella que guarda estricta correspondencia 

con la culpabilidad del infractor, sin que su impacto 

preventivo sea necesariamente relevante. 

Contrariamente, en una interpretación centrada en la 

prevención general, el juez prioriza la función 

intimidatoria de la pena, legitimando su imposición en 

tanto confirme la amenaza penal y disuada a otros 

potenciales infractores, incluso si ello implica relegar 

parcialmente la proporcionalidad en relación a la 

culpabilidad del autor. De forma análoga, si la función 

orientadora de la sanción es la reinserción social, 

podrían considerarse mecanismos de ejecución penal 

flexibles o indeterminados, en función del progreso del 

individuo en su proceso de rehabilitación. 

Desde esta perspectiva, el análisis sobre la 

ampliación del marco punitivo del artículo 202 Bis del 

Código Penal para el Estado de Morelos debe atender 

a una evaluación empírica sobre la eficacia de las 

penas vigentes. Es decir, se requiere ponderar si las 

sanciones actuales han demostrado ser eficaces en la 

reducción del fenómeno delictivo que buscan combatir 

y si su eventual aumento podría fortalecer la función 

preventiva del Derecho Penal. 

Particularmente, en relación con la violencia 

familiar —fenómeno abordado por la promovente de la 

iniciativa—, se coincide en señalar que representa una 

de las manifestaciones más graves de vulneración a 

derechos fundamentales. La violencia ejercida contra 

mujeres, niñas y niños en el ámbito doméstico 

constituye una afrenta directa no solo al derecho a la 

vida y la integridad física, sino también al libre 

desarrollo de la personalidad, a la libertad, a la 

inviolabilidad del domicilio, y a la protección del núcleo 

familiar. Se trata, además, de una problemática 

estructural, enraizada en relaciones de poder 

históricamente desiguales, que atraviesa todos los 

niveles sociales, culturales y económicos. 

En efecto, la violencia intrafamiliar no es una 

cuestión confinada a un sector o contexto 

determinado, sino un fenómeno transversal que afecta 

a todas las sociedades. En este tenor, diversos 

factores, como el consumo de sustancias psicoactivas 

y el alcoholismo, han sido identificados como 

elementos agravantes del problema. 

No obstante, la sanción actualmente prevista 

para el delito de violencia familiar, que oscila de dos a 

seis años de prisión, no ha logrado los efectos 

disuasorios esperados. La limitada eficacia preventiva 

de dicha pena evidencia que tanto su previsión 

normativa como su aplicación judicial requieren una 

revisión profunda. En consecuencia, esta Comisión 

considera que resulta pertinente un reajuste de la 

pena aplicable, a fin de garantizar una mejor 

correspondencia entre el objetivo preventivo y la 

respuesta punitiva del Estado. 

En tales condiciones, esta Comisión 

dictaminadora considera, por lo tanto, la 

implementación de esta reforma representa una 

oportunidad histórica para transformar las estructuras 

que perpetúan el abuso, garantizando así un futuro 

más justo y equitativo para todas las víctimas de 

violencia familiar en el estado de Morelos. 

En términos generales, la iniciativa bajo estudio 

propone disposiciones acordes con lo establecido en 

la Constitución y en los tratados internacionales 

suscritos y ratificados por el Estado mexicano. Dado 

que se trata de la modificación de la pena para una 

conducta ya tipificada como delito —la violencia 

familiar—, es imprescindible que, previo al estudio y 

análisis de su pertinencia, alcances y estructura, se 

esclarezca el origen y alcance de las facultades y 

obligaciones que debe cumplir este órgano del Estado, 

en su carácter de integrante del Poder Legislativo. 

El establecimiento de la política criminal del 

Estado mexicano es una de las facultades propias del 

Poder Legislativo; esta se ejerce mediante la elección 

de los bienes jurídicamente tutelados, las conductas 

típicas antijurídicas y las sanciones penales, de 

acuerdo con las necesidades sociales del momento 

histórico respectivo. En el caso concreto, el bien 

jurídico tutelado es la familia, lo que desde luego 

implica la integridad física y emocional de los 

integrantes del núcleo familiar, en especial de mujeres, 

niñas, niños y personas en situación de vulnerabilidad. 

Para su protección, el Poder Legislativo también está 

obligado a diseñar las medidas adjetivas que 

sustenten su aplicación, incluyendo las sanciones 

proporcionales y efectivas que disuadan la comisión 

del delito. 

Para el cumplimiento de esta tarea, es 

indispensable que estas reglas se establezcan con 

toda claridad, en atención al criterio establecido en la 

tesis jurisprudencial VI.2o.P. J/1 (10a.) de 

rubro "POLÍTICA CRIMINAL. AL SER UNA 

FACULTAD PROPIA DEL PODER LEGISLATIVO 

DISEÑAR SU RUMBO, NO PUEDE TOMARSE EN 

CUENTA POR EL ÓRGANO JURISDICCIONAL PARA 

IMPONER MEDIDAS CAUTELARES PREVISTAS EN 

EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES."5 

                                                      
5
 Registro digital: 2017309. Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito. Décima Época. Materia(s): Constitucional, Penal. 
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Ahora bien, en el establecimiento de la política 
criminal mediante la creación o modificación de penas 
y el sistema para su imposición, el Poder Legislativo 
no cuenta con libertad absoluta, sino que debe atender 
a diversos principios constitucionales (como los de 
proporcionalidad y razonabilidad jurídica). Por ello, es 
indispensable justificar en todos los casos y, de forma 
expresa, las razones del establecimiento de las penas 
y su sistema de aplicación, para que, ante una 
eventual revisión de su constitucionalidad por parte del 
Poder Judicial, se consideren las razones expuestas 
por el legislador y no una interpretación abierta. Lo 
anterior, en atención a la tesis jurisprudencial 1a./J. 
114/2010 de rubro "PENAS Y SISTEMA PARA SU 
APLICACIÓN. CORRESPONDE AL PODER 
LEGISLATIVO JUSTIFICAR EN TODOS LOS CASOS 
Y EN FORMA EXPRESA LAS RAZONES DE SU 
ESTABLECIMIENTO EN LA LEY."

6
 

Asimismo, debe considerarse que la autonomía 
con la que cuenta el Legislativo para diseñar la política 
criminal mediante la tipificación de conductas no lo 
exime de respetar los principios constitucionales, 
principalmente los de proporcionalidad de la pena y 
razonabilidad jurídica. Al respecto, el Pleno de la 
Suprema Corte ha señalado en la jurisprudencia de 
rubro "LEYES PENALES. AL EXAMINAR SU 
CONSTITUCIONALIDAD DEBEN ANALIZARSE LOS 
PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y 
RAZONABILIDAD JURÍDICA,"

7
 que la política criminal 

debe responder a las necesidades sociales del 
momento histórico respectivo, tomando en cuenta 
elementos como: 

 La gravedad del delito cometido. 
 El daño al bien jurídico protegido. 
 La posibilidad de individualizar la pena entre 

un mínimo y un máximo. 
 El grado de reprochabilidad atribuible al sujeto 

activo. 
 La idoneidad del tipo y de la cuantía de la 

pena. 
 La viabilidad de lograr, mediante su aplicación, 

la resocialización del sentenciado. 
En este contexto, en el estado de Morelos, la 

violencia familiar ha evidenciado un crecimiento 
sostenido a lo largo de los últimos años, 
consolidándose como uno de los fenómenos delictivos 
de mayor prevalencia e impacto en el tejido social. 
Esta problemática, cuya gravedad interpela tanto a las 
instituciones como a la conciencia colectiva, ha 
escalado posiciones en la lista de preocupaciones 
públicas, reflejando una realidad compleja que 
trasciende lo meramente estadístico y demanda una 
respuesta institucional robusta, articulada y con 
enfoque estructural. 

                                                                                          
Tesis:VI.2o.P. J/1 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Tipo: Tesis de Jurisprudencia. 
6
 Registro digital: 163067. Instancia: Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. Novena Época. Materia(s): Penal, Constitucional. Tesis: 
1a./J. 114/2010. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tipo: Tesis de Jurisprudencia. 
7
 Registro digital: 168878. Instancia: Suprema Corte de Justicia de la 

NaciónNovena. ÉpocaMateria(s): Constitucional, Penal. Tesis:P./J. 
102/2008. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
GacetaTipo: Tesis de Jurisprudencia. 

Diversos medios de comunicación han señalado 
públicamente los desafíos que enfrenta la actual 
administración estatal, al haber recibido una de las 
tasas más elevadas a nivel nacional en la comisión de 
este delito, con un acumulado de 31 mil 396 
denuncias formalmente registradas entre los años 
2018 y 2024. Esta cifra, por sí sola, revela el carácter 
persistente y ascendente de una crisis que no ha 
logrado ser contenida por las políticas implementadas 
en los últimos sexenios.

8
 

De acuerdo con el informe oficial de Incidencia 
Delictiva del Fuero Común, durante la administración 
del exgobernador Cuauhtémoc Blanco, la violencia 
familiar mantuvo una tendencia ascendente 
ininterrumpida desde el mes de octubre de 2018 hasta 
agosto de 2024. En dicho lapso, la Fiscalía General 
del Estado identificó un repunte particularmente 
alarmante a partir del año 2022, cuando se 
contabilizaron 5 mil 206 denuncias, cifra que se 
incrementó a 5 mil 877 casos en el año 2023. Este 
aumento representa un crecimiento del 14.5 por 
ciento en comparación con el año 2019, colocándose 
por encima del promedio nacional, estimado en un 11 
por ciento aproximadamente. 

En tales consideraciones esta Comisión 
dictaminadora, coincidente plenamente con los 
argumentos presentados por la iniciadora, en efecto el 
Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 
(CNPJE) 2023 arrojó datos contundentes que 
evidencian la alarmante incidencia de la violencia 
familiar en México, particularmente en las infancias y 
adolescencias. En el caso de los hombres de 0 a 17 
años, la violencia familiar se posiciona como el delito 
de mayor recurrencia, con un total de 12,662 víctimas 
registradas. Se advierte un incremento progresivo en 
la incidencia de este delito desde el nacimiento hasta 
los 14 años, seguido de una disminución significativa 
entre los 15 y 17 años, lo que sugiere patrones 
diferenciados de violencia conforme avanza la edad.  

Sin embargo, la situación resulta aún más grave 
cuando se analiza la incidencia en niñas y 
adolescentes del mismo rango etario, pues la violencia 
familiar no solo es el delito más común en este grupo, 
con un total de 22,271 víctimas registradas, sino que 
además se observa un crecimiento directamente 
proporcional a la edad de las afectadas. Mientras que 
en el grupo de 0 a 4 años se reportaron 2,588 casos, 
la cifra se eleva exponencialmente hasta alcanzar los 
8,058 delitos en el grupo de 15 a 17 años. Este 
comportamiento diferencial revela una preocupante 
realidad: la violencia familiar se presenta con 
aproximadamente el doble de frecuencia en niñas y 
adolescentes en comparación con los niños, y su 
incidencia aumenta conforme las mujeres crecen, lo 
que evidencia un problema estructural de género en el 
núcleo familiar. La marcada vulnerabilidad de las niñas 
y adolescentes frente a este delito exige una 
respuesta inmediata y contundente por parte de las 
autoridades, así como la implementación de 
estrategias integrales que no solo castiguen a los 
agresores, sino que también fortalezcan los 
mecanismos de prevención, atención y protección 
para las víctimas, con un enfoque que garantice su 
seguridad, bienestar y desarrollo libre de violencia 

                                                      
8
 Vicenteño, D. (2024, octubre 16). Gobierno de Morelos hereda 

crisis por violencia familiar. Excélsior. 
https://www.excelsior.com.mx/nacional/exgobernador-blanco-
hereda-violencia-familiar-morelos/1679367  
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En el contexto de Morelos, esta problemática 

adquiere dimensiones aún más alarmantes. Según la 

Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las 

Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2021, el 69.6% 

de las mujeres de 15 años o más han experimentado 

algún tipo de violencia a lo largo de su vida, y el 42.6% 

ha sido víctima de agresiones en el último año. Estos 

datos evidencian no solo la magnitud de la violencia 

de género en el ámbito familiar, sino también la 

falencia de las políticas públicas y marcos normativos 

en la erradicación de la violencia de género. 

Particularmente relevante es el ámbito familiar, 

que debería ser un refugio de protección y bienestar, 

pero que, lamentablemente, se ha convertido en el 

escenario donde se perpetúan agresiones, como lo 

evidencian los datos de la ENDIREH 2021, que 

señalan que el 11.5% de las mujeres en Morelos han 

sufrido violencia por parte de un familiar en el último 

año. Esta cifra refleja la profunda raíz del problema en 

la estructura familiar, siendo alarmante que el 9.6% de 

las víctimas haya padecido violencia psicológica, una 

de las formas más insidiosas de abuso, que afecta 

profundamente la salud emocional y perpetúa ciclos 

de dependencia y violencia.
9
 

En el análisis de la violencia de género en el 

contexto de Morelos, las cifras que superan la media 

nacional resaltan la urgente necesidad de políticas 

públicas más efectivas y de un compromiso 

institucional para garantizar la seguridad, la integridad 

y el acceso a la justicia para las mujeres en la entidad. 

La violencia familiar, lejos de ser un problema aislado, 

es reflejo de desigualdades estructurales y de la 

persistente normalización de prácticas que perpetúan 

la discriminación y el sometimiento de las mujeres, 

incluso dentro de lo que debería ser un entorno 

seguro: el hogar. 

                                                      
9
 INEGI. Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en 

los Hogares (ENDIREH) 2021. 

Estos datos reflejan un fenómeno estructural 

que no puede enfrentarse con tibieza normativa. La 

violencia familiar es un delito que genera daños 

irreversibles en las víctimas, perpetúa ciclos de 

violencia y desestructura el tejido social. La 

modificación del marco sancionador busca, 

precisamente, dotar al sistema penal de una 

herramienta más efectiva para disuadir la comisión del 

delito, castigar con proporcionalidad al infractor y 

prevenir su reincidencia. 

A pesar de los avances normativos, la violencia 

doméstica sigue siendo una problemática percibida 

como privada, y la intervención estatal ha sido 

tradicionalmente limitada a los casos que alcanzan el 

umbral penal. Sin embargo, la mera tipificación del 

delito no ha garantizado la protección efectiva de las 

víctimas, pues las políticas han centrado sus 

esfuerzos en la respuesta punitiva, sin implementar 

mecanismos adecuados de prevención o 

rehabilitación. En este vacío institucional, las 

organizaciones civiles han jugado un papel crucial, 

movilizándose para exigir una respuesta más 

contundente, pero, sin duda, la obligación del Estado 

es primordial para garantizar la protección y la 

seguridad de quienes se encuentran en situación de 

vulnerabilidad. 

Por todo lo expuesto, la iniciativa presentada 

tiene como objetivo reformar el Código Penal para el 

Estado de Morelos, incrementando las sanciones para 

quienes cometan el delito de violencia familiar y 

limitando los beneficios preliberacionales para los 

agresores. Esta reforma busca, además, fomentar una 

cultura de prevención y protección, apuntando a la 

erradicación de la violencia en el ámbito familiar y 

contribuyendo a la construcción de un entorno donde 

la dignidad y los derechos de todas las personas, sin 

distinción de género o edad, sean plenamente 

garantizados. 
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Aunado a ello, el aumento propuesto —sin 

incurrir en excesos que comprometan los derechos 

humanos o el principio de reinserción— guarda un 

equilibrio adecuado entre la severidad de la respuesta 

y su legitimidad constitucional. Así, se propone 

una modificación mesurada, proporcional y orientada a 

fortalecer la eficacia de la norma penal, sin perder de 

vista la necesidad de que el sistema penitenciario 

cumpla una función rehabilitadora. 

Por ende, esta Comisión respalda la propuesta 

de ampliar la pena aplicable al tipo penal de violencia 

familiar a un rango de tres a siete años de prisión. 

Esta ampliación busca atender tanto a la prevención 

general como a la especial, procurando disuadir a 

posibles infractores y, simultáneamente, incidir en la 

corrección del comportamiento del delincuente. La 

reforma propuesta se inscribe dentro de los márgenes 

del respeto a la dignidad humana y la proporcionalidad 

de las penas, principios rectores del Derecho Penal en 

un Estado constitucional de derecho. 

Con base en los razonamientos expuestos, los 

integrantes de esta Comisión dictaminadora 

consideramos procedente aprobar la reforma al 

artículo 202 Bis del Código Penal para el Estado de 

Morelos, en los términos planteados en la iniciativa, al 

considerarse justificada, legítima y congruente con los 

principios rectores del sistema penal contemporáneo. 

VI. CONCLUSIONES 

En mérito de lo anterior y derivado de un 

análisis, investigación y estudio jurídico, así como por 

haber agotado una discusión al interior de esta 

Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto 

en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 60 fracción I, de 

la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del Reglamento, 

ambos ordenamientos para el Congreso del Estado de 

Morelos y derivado de la valoración tanto en lo general 

como en lo particular, se aprueba en sus términos el 

dictamen SENTIDO POSITIVO…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO TRESCIENTOS SESENTA Y 

UNO  

POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 202 BIS  

DEL CÓDIGO PENAL PARA EL  

ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el segundo 

párrafo del artículo 202 Bis del Código Penal para el 

Estado de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 202 BIS.- Comete el delito de 

violencia familiar el miembro de la familia que realice 

un acto de poder u omisión intencional dirigido a 

dominar, someter, controlar o agredir de manera física, 

verbal, psicológica, emocional, sexual, patrimonial o 

económica, a cualquier miembro de la familia dentro o 

fuera del domicilio familiar, con quien tenga 

parentesco consanguíneo, por afinidad, por vínculo de 

matrimonio o concubinato y que tiene por efecto 

causar daño o sufrimiento.  

Al que cometa el delito de violencia familiar se le 

impondrá de tres a siete años de prisión, doscientos a 

quinientos días multa, perdida de los derechos que 

tenga con respecto al ofendido, inclusive los de 

carácter sucesorio, patria potestad o tutela, así como 

la obligación de recibir tratamiento psicológico 

específico para su rehabilitación.  

Este delito se perseguirá de oficio. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación 

correspondiente en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión oficial del estado de 

Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su 

vigencia el día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 

oficial del Gobierno del estado de Morelos. 

TERCERA.  Se derogan todas las disposiciones 

jurídicas de igual o menor rango jerárquico normativo 

que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del doce de junio de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 

Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 

Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 

Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

dos días del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso 

del Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por 

el Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, 

en el juicio de amparo número 1349/2024, promovido 

por María del Rosario Sedano Laizo, ejecutoria que 

resuelve conceder el Amparo y Protección de la 

Justicia de la Unión a la citada quejosa, respecto del 

acto reclamado y autoridades responsables que 

quedaron precisados en el proemio de la misma. 

Así también, respecto a las observaciones 

realizadas por el Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos, al DECRETO NÚMERO DOS MIL 

TRESCIENTOS ONCE, el que se concede PENSIÓN 

POR VIUDEZ A MARÍA DEL ROSARIO SEDANO 

LAIZO, EN SU CALIDAD DE CÓNYUGE 

SUPERSTITE Y SE CONCEDE PENSIÓN POR 

ORFANDAD A ΑΝΑ ARTEAGA MOLINA, EN SU 

CALIDAD DE DESCENDIENTE EN PRIMER GRADO, 

AMBAS DEL CUJUS RICARDO ARTEAGA 

GRANADOS, presentado al Pleno de la Asamblea 

Legislativa, en el cual se establecen los siguientes: 

“ANTECEDENTES: 

I. - En términos de competencia por razón de 

materia, esta Comisión es competente para conocer 

del presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 

fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; en virtud de que le corresponde 

conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a 

las pensiones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión 

Legislativa, atender los asuntos que la presidenta de la 

Mesa Directiva le turne, para someterlos 

posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley 

a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el 

análisis y resolución del asunto puesto de su 

conocimiento, para lo cual se hace constar lo 

siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito de 

fecha quince de noviembre del dos mil veinticuatro 

presentado en el buzón judicial de la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito 

en el Estado de Morelos, promovió juicio de amparo 

en contra del Congreso del Estado de Morelos y de la 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 

Congreso del Estado de Morelos por el acto que a 

continuación se transcribe: 

“La falta de contestación a su escrito presentado 

el treinta y uno d octubre del dos mil veintitrés, por el 

que solicitó pensión por viudez.” 

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha 

veintiséis de noviembre del dos mil veinticuatro le 

correspondió conocer de la demanda al Juzgado 

Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, quien, 

admitió a trámite la demanda, quedando registrada 

bajo el expediente 1349/2024. 

V. - Posteriormente, en fecha siete de febrero 

del dos mil veinticinco le fue notificado a este 

Congreso del Estado, la sentencia de fecha cuatro de 

febrero del mismo año, emitida por la Juez Sexto de 

Distrito en el Estado de Morelos, causando ejecutoria 

el veinticinco de febrero del dos mil veinticinco, por la 

cual resolvió conceder el Amparo y Protección de la 

Justicia Federal a María del Rosario Sedano Laizo, en 

los siguientes términos: 

RESUELVE: 

… 

“ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a María del Rosario Sedano Laizo contra el 

acto precisado en el considerando segundo, que 

reclama al [1] Congreso del Estado de Morelos; y [2] 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 

Congreso del Estado, por los motivos expuestos en el 

considerando quinto y para los efectos precisados en 

el diverso sexto de esta sentencia.” 

… 

“SEXTO. Efectos del amparo. Demostrada la 

inconstitucionalidad de la omisión reclamada, procede 

conceder el amparo y protección de la Justicia Federal 

a favor de la parte quejosa María del Rosario Sedano 

Laizo, para el efecto de que una vez que cause 

ejecutoria esta sentencia, en términos de lo dispuesto 

por el artículo 77 de la Ley de Amparo: el [1] Congreso 

del Estado de Morelos; y [2] Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social de Congreso del Estado, 

en el respectivo ámbito de su competencia: 

 Contesten congruentemente el escrito petitorio 

presentado por la parte quejosa el treinta y uno de 

octubre de dos mil veintitrés. 

 Hecho lo anterior, notifiquen personalmente la 

respuesta correspondiente a la parte quejosa. 

En el entendido que la concesión del amparo no 

implica que la autoridad responsable emita su 

resolución en el sentido en que la parte quejosa lo 

desea.” 
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VI.- En Sesión Ordinaria de Pleno del diez de 

julio de dos mil veinticuatro, se aprobó el Decreto 

Número Dos Mil Trescientos Once, por el que se 

concedió pensión por Viudez a María del Rosario 

Sedano Laizo, en su calidad de cónyuge supérstite y 

por Orfandad a Ana Arteaga Molina en su calidad de 

descendiente en primer grado en línea recta por 

consanguinidad del de cujus Ricardo Arteaga 

Granados, mismo que fue remitido al Titular del Poder 

Ejecutivo del Estado para su publicación en el órgano 

de difusión del Gobierno del Estado mediante Oficio 

No. SSLyP/DPLyP/POEΜ/ΑÑΟ3/Ρ.Ο.2/2311/2024, de 

fecha 15 de julio de 2024, suscrito por el Secretario de 

Servicios Legislativos y Parlamentarios del Congreso 

del Estado de Morelos. 

VII.- No obstante, lo anterior, el Titular del Poder 

Ejecutivo mediante Oficio sin número, de fecha dos de 

septiembre de dos mil veinticuatro, devuelve el citado 

decreto pensionatorio con las observaciones que 

consideró pertinentes, solicitando reconsiderar el 

contenido del mismo. 

VIII. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se 

cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad 

Legislativa resuelva la solicitud de pensión de María 

del Rosario Sedano Laizo presentada el treinta y uno 

de octubre del dos mil veintitrés. En mérito de lo 

anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a 

la sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta 

Comisión dictaminadora somete a la consideración del 

Pleno de la Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

8º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 38, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado, los 

suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, tenemos a bien 

pronunciarnos respecto al escrito de solicitud de 

pensión por Viudez promovida por María del Rosario 

Sedano Laizo, en su calidad de cónyuge supérstite, 

indistintamente la solicitud de pensión por Orfandad, 

promovida por Ana Arteaga Molina en su calidad de 

descendiente en primer grado en línea recta por 

consanguinidad, del de cujus Ricardo Arteaga 

Granados, así como de la Observaciones formuladas 

por el Titular del Poder Ejecutivo al Decreto Número 

Dos Mil Trescientos Once, mediante el cual en su 

momento les fue concedida la pensión solicitada a las 

mencionadas solicitantes, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERÁNDOS 

El Titular del Ejecutivo, realiza las siguientes 

observaciones, exponiendo lo siguiente: 

… 

“En ese orden, se hace del conocimiento de ese 

Congreso del Estado lo siguiente: 

Esa Legislatura mediante el Decreto 2311, que 

nos ocupa, determinó procedente conceder una 

Pensión por Viudez a MARÍA DEL ROSARIO 

SEDANO LAIZO, en su calidad de cónyuge supérstite 

y por Orfandad a ANA ARTEAGA MOLINA, en su 

calidad de descendiente del de cujus RICARDO 

ARTEAGA GRANADOS, a razón del 100% de la 

última remuneración que hubiese gozado el 

pensionado, de conformidad a lo dispuesto por los 

artículos 64, 65 fracción II, inciso a), segundo párrafo, 

inciso c) y penúltimo párrafo de la Ley del Servicio 

Civil del Estado de Morelos. 

Ahora bien, para llegar a las conclusiones 

anteriores, en su Consideración II, establece que el de 

cujus RICARDO ARTEAGA GRANADOS, fue 

trabajador del Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento 

Municipal del Estado de Morelos, desempeñando los 

siguientes cargos: 

 Pensionado, mediante Decreto Número 243 de 

fecha 9 de diciembre de 2015, publicado en el 

Periódico Oficial "Tierra y Libertad" Numero 5366 con 

fecha 3 de febrero de 2016. 

A su vez, se advierte en esta Consideración II, 

que la información fue corroborada con el reporte que 

arroja las hojas de servicio y sueldo, sin número de 

folio, de fecha 14 de diciembre de 2023 y 25 de 

octubre de 2023, expedidas por el Director 

Administrativo del Instituto de Desarrollo y 

Fortalecimiento Municipal del Estado de Morelos; 

estableciendo la relación laboral que existió con dicho 

Instituto, y señalando que esta, obra en el Periódico 

Oficial "Tierra y Libertad" No. 5426, de fecha 17 de 

agosto de 2016, en su página 7, en el decreto No. 761, 

por el que se concede la pensión por Jubilación a 

Ricardo Arteaga Granados. 

Derivado de lo anterior, se observa que, en las 

Consideraciones previstas, se señalan dos Decretos 

mediante los cuales se le concede pensión por 

Jubilación al C. RICARDO ARTEAGA GRANADOS, el 

primero refiriendo al Decreto Número 243 publicado el 

3 de febrero de 2016 y el segundo al Decreto 761 

publicado el 17 de agosto del mismo año. 

En ese orden de ideas, se observa que en su 

Artículo 1, el citado Decreto 2311 establece que se 

concede pensión por Viudez a María del Rosario 

Sedano Laizo en su calidad de cónyuge supérstite y 

por Orfandad a Ana Arteaga Molina en su calidad de 

descendiente en primer grado en línea recta por 

consanguinidad del de cujus Ricardo Arteaga 

Granados, quién en vida prestó sus servicios en el 

Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del 

Estado de Morelos, como pensionado mediante 

Decreto Número 243 de fecha 9 de diciembre de 2015, 

publicado en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" 

Numero 5366 con fecha 3 de febrero de 2016. 
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Sobre ese contexto, se desprende que el 3 de 

febrero de 2016, se publicó en el Periódico Oficial 

"Tierra y Libertad" el Decreto Número Doscientos 

Cuarenta y Tres por el que se concede pensión por 

Jubilación al C. Ricardo Arteaga Granados, así mismo, 

el 17 de agosto de 2016, se publica en el citado 

Periódico Oficial "Tierra y Libertad" el Decreto Número 

Setecientos Sesenta y Uno por el que se abroga el 

diverso doscientos cuarenta y tres, de fecha quince de 

diciembre de dos mil quince, publicado en el Periódico 

Oficial "Tierra y Libertad" número 5366, el día tres de 

febrero de dos mil dieciséis, y se emite decreto 

mediante el cual se otorga pensión por Jubilación, al 

C. Ricardo Arteaga Granados, otorgándole una 

pensión por Jubilación a razón del 65% del último 

salario del solicitante y será cubierta por el Instituto de 

Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del Estado de 

Morelos, de conformidad a lo dispuesto por los 

artículos 55, 56 y 58 de la Ley del Servicio Civil del 

Estado. 

Derivado de lo anterior, se observa que en el 

Decreto 2311 que nos ocupa, el Congreso del Estado 

de Morelos, refiere al Decreto Número 243 de fecha 9 

de diciembre de 2015, publicado en el Periódico Oficial 

"Tierra y Libertad Numero 5366 con fecha 3 de febrero 

de 2016, mismo que fue abrogado por el Decreto 761 

publicado el 17 de agosto de 2016 en el citado órgano 

de difusión oficial del Estado de Morelos. 

En tal virtud, se advierte que la alusión al 

Decreto Número 243 resulta incongruente, toda vez 

que este Decreto actualmente se encuentra abrogado, 

siendo el Decreto 761 publicado el 17 de agosto de 

2016, el instrumento que debieron referir en el artículo 

1 del citado Decreto 2311, tal y como se precisa en la 

Consideración II del mismo Decreto que nos ocupa, 

toda vez que el citado Decreto 761, actualmente se 

encuentra vigente. 

Por otra parte, se estima conveniente realizar la 

precisión en la Consideración II, del decreto 2311 que 

nos ocupa, ya que refieren que las interesadas 

acreditaron fehacientemente que el de cujus fue 

trabajador del Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento 

Municipal del Estado de Morelos y desempeño como 

último cargo el de "pensionado, mediante Decreto 

Número 243 de fecha 9 de diciembre de 2015, 

publicado en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" 

Numero 5366 con fecha 3 de febrero de 2016" siendo 

este dato incorrecto, dado que como se mencionó 

anteriormente, el Decreto 761 publicado el 17 de 

agosto de ese mismo año, abroga al citado Decreto 

243. 

Por otra parte, se advierte que en el apartado I y 

IV de los ANTECEDENTES, refieren a la 

documentación requerida para solicitar la pensión, 

señalando que se recibió copia simple del periódico 

oficial 5426, de fecha 14 de agosto de 2016, siendo la 

fecha correcta el 17 de agosto de 2016. 

En ese sentido, el Decreto 2311 que se 

devuelve, no genera certeza en los términos que fue 
aprobado, ya que debe ser claro y preciso al señalar el 

instrumento legislativo que identifica al de cujus como 
pensionado del Instituto de Desarrollo y 

Fortalecimiento Municipal del Estado de Morelos. 
Por lo expuesto y fundado, se solicita 

respetuosamente a ese Congreso Local, reconsidere 
el contenido del aprobado Decreto 2311, siendo de 

trascendental importancia destacar que este Poder 
Ejecutivo Estatal devuelve el Decreto de mérito con el 

afán de ajustarse a la constitucionalidad y a la 
legalidad, teniendo como claro objetivo el...” 

Una vez analizados los argumentos que 
contienen las observaciones, así como de la revisión 

al Decreto observado y de la documentación que 
integra el expediente respectivo, esta Comisión 

Legislativa considera que es procedente la misma; por 
lo que, son necesarias las adecuaciones 

correspondientes, en términos de la propuesta 
planteada por el Ejecutivo para su plena validez y 

legalidad. 
Por lo anteriormente expuesto, esta comisión se 

sirve:  
DICTAMINAR 

PRIMERO. Se determinan como 
PROCEDENTE las observaciones realizadas por el 

Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, al DECRETO 
NÚMERO DOS MIL TRESCIENTOS ONCE, POR EL 

QUE SE CONCEDIÓ PENSIÓN POR VIUDEZ A 
MARÍA DEL ROSARIO SEDANO LAIZO, EN SU 

CALIDAD DE CÓNYUGE SUPÉRSTITE Y POR 
ORFANDAD A ANA ARTEAGA MOLINA EN SU 

CALIDAD DE DESCENDIENTE EN PRIMER GRADO 
EN LÍNEA RECTA POR CONSANGUINIDAD DEL DE 

CUJUS RICARDO ARTEAGA GRANADOS. 
SEGUNDO. Túrnese a la Mesa Directiva del 

Congreso del Estado a fin de que sea considerado 
para discusión ante la Asamblea General. 

Derivado de lo anterior, se expone al Pleno, el 
presente Dictamen: 

Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, le fue turnada para su análisis y dictamen 
correspondiente, la solicitud de Pensión por Orfandad, 

promovida por Ana Arteaga Molina en su calidad de 
descendiente en primer grado en línea recta por 

consanguinidad del de cujus Ricardo Arteaga 
Granados, indistintamente a la Comisión de Trabajo, 

Previsión y Seguridad Social, le fue turnada para su 
análisis y dictamen correspondiente, la solicitud de 

pensión por Viudez promovida por María del Rosario 
Sedano Laizo, en su calidad de cónyuge supérstite del 

de cujus Ricardo Arteaga Granados, acto continuo, de 
la documentación exhibida por las interesadas de la 

pensión y que obran como corresponde en sus 
expedientes, después de revisadas, se procede al 

estudio y análisis de las mismas en base a lo 
siguiente: 
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ANTECEDENTES: 

l.- Mediante escrito presentado en fecha 1 de 

febrero de 2024, Ana Arteaga Molina, por propio 

derecho, presentó ante este Congreso del Estado de 

Morelos, solicitud de pensión por Orfandad, por tener 

la calidad de descendientes en primer grado en línea 

recta por consanguinidad de quien en vida respondiera 

al nombre de Ricardo Arteaga Granados; 

acompañando para tal efecto, la documentación 

establecida en el inciso A), fracción I, II, y lll, inciso B), 

fracciones I, III y IV del artículo 57 de la Ley del 

Servicio Civil del Estado de Morelos, consistentes en: 

acta de nacimiento de la solicitante, constancia de 

estudios de la interesada, hoja de servicios y carta de 

certificación del salario expedidas por el Instituto de 

Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del Estado de 

Morelos, actas de nacimiento y el acta de defunción 

ambas del de cujus y copia simple del periódico oficial 

5426, de fecha 17 de agosto de 2016. 

II.- Con fecha 5 de marzo de 2024, esta 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, 

recibió de la Secretaria de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios, el turno correspondiente, integrando el 

expediente respectivo bajo el numeral LV1895/24. 

III.- Mediante escrito presentado en fecha 31 de 

octubre de 2023, María del Rosario Sedano Laizo, por 

propio derecho, presentó ante este Congreso del 

Estado de Morelos, solicitud de Pensión por Viudez en 

su calidad de cónyuge supérstite de quien en vida 

respondiera al nombre de Ricardo Arteaga Granados, 

acompañando para tal efecto, la documentación 

establecida en el inciso Al, fracción I, II, y III, inciso B), 

fracciones II, III y IV del artículo 57 de la Ley del 

Servicio Civil del Estado de Morelos; consistentes en: 

acta de nacimiento de la solicitante, acta de 

matrimonio, hoja de servicios y carta de certificación 

del salario expedida por el Instituto de Desarrollo y 

Fortalecimiento Municipal del Estado de Morelos, acta 

de nacimiento y acta de defunción del de cujus y copia 

simple del periódico oficial 5426, de fecha 17 de 

agosto de 2016. 

IV.- Con fecha 30 de noviembre de 2023, esta 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, 

recibió de la Secretaría de Servicios Legislativos y 

Parlamentarios, el turno correspondiente, integrando el 

expediente respectivo bajo el numeral 0428/19. 

CONSIDERACIONES: 

I.- En el presente caso, las interesadas, 

anexaron a sus solicitudes de pensión por viudez y 

orfandad respectivamente; el acta de defunción, 

registrada el día 30 de octubre de 2023, con número 

626, del libro 4, de la oficialía 3, del Registro Civil de 

Atlixco, Puebla, junto con el acta de nacimiento 

registrada el día 13 de octubre de 1965, con número 

586, del libro 2, de la oficialía 0001, del Registro Civil 

de Francisco I. Madero, Hidalgo, ambas del de cujus. 

II.- En el caso que nos ocupa, las interesadas, 
acreditaron fehacientemente que el de cujus fue 
trabajador del Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento 
Municipal del Estado de Morelos, desempeñando 
como último cargo el de: 

Director Administrativo del Instituto de 
Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del Estado de 
Morelos, siendo pensionado por Jubilación, mediante 
el Decreto Número 761, publicado en el Periódico 
Oficial "Tierra y Libertad" No. 5426, de fecha 17 de 
agosto de 2016, hasta el 01 de octubre del 2023, 
fecha en la que causó baja por defunción; quedando 
así establecida la relación laboral que existió con el 
Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del 
Estado de Morelos. 

III.- En ese orden de ideas, tenemos que, con la 
información presentada y valorada, esta Comisión 
dictaminadora ha agotado el procedimiento de estudio 
y dictaminación al que hace referencia la fracción I del 
artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, de igual forma, el legislador ha 
dejado asentado en el artículo 54, fracción VII, de la 
Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, que los 
empleados públicos, tendrán derecho a una pensión 
por jubilación, por cesantía en edad avanzada, por 
invalidez, por viudez, por orfandad y por ascendencia, 
en términos de las disposiciones legales aplicables. 

Del mismo modo, dentro del artículo 64 del 
mismo ordenamiento legal, hace mención que por la 
muerte del trabajador o de la persona que haya 
trabajado y se encuentre jubilado o pensionado por 
cualquiera de los Poderes o Municipios del Estado, 
dará derecho únicamente a una pensión por viudez 
que deberá ser solicitada al Congreso del Estado, 
reuniendo los requisitos señalados en el artículo 57 de 
esta Ley, pensión que se pagará a partir del día 
siguiente del fallecimiento, del mismo modo, dentro del 
segundo párrafo, inciso c) del artículo 65 de la Ley en 
mención reza, que, al momento del fallecimiento del 
servidor público pensionado, la cuota otorgada de la 
pensión a los beneficiarios del servidor público, será la 
última de que hubiere gozado el pensionado. 

IV.- Teniendo como precedente que se trataba 
de una persona que se encontraba gozando de una 
pensión por Jubilación al momento de su deceso, 
resulta aplicable el otorgamiento de la pensión por 
viudez y orfandad, conforme lo establecido por el 
artículo 64 y 65 fracción II, inciso a) de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos, preceptos legales 
mencionados con antelación prevén que, por 
fallecimiento del sujeto de la ley pensionado, dará 
derecho a una pensión por viudez y/o orfandad, misma 
que deberá ser solicitada ante el Congreso del Estado, 
de igual modo en su penúltimo párrafo, dice que en 
caso de ser varios beneficiarios, la pensión se dividirá 
en partes iguales, lo que en la especie acontece, 
máxime que se reúnen los extremos que para el efecto 
se requieren por la misma ley de la materia, siendo, en 
el presente caso en particular, la pensión por viudez, 
en la inteligencia de que las peticionarias de pensión 
adquirieron tal derecho al descenso del de cujus, por 
lo que, deberá percibir la pensión respecto al último 
monto pensionario del que fue sujeto el de cujus. 
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V.- Ahora bien, sirve además de sustento el 

hecho, que la interesada Ana Arteaga Molina en su 

calidad de descendientes en primer grado en línea 

recta por consanguinidad del de cujus, acreditó la 

necesidad de que se le otorgue favorable la pensión, 

ya que contaba con la edad de 17 años, 10 meses y 8 

días, a la fecha del fallecimiento del de cujus, dado 

que nació el día 07 de noviembre de 2005, conforme 

al acta de nacimiento que se anexó a su solicitud de 

pensión por orfandad con número 2776, del libro 10, 

de la oficialía 0001, del Registro Civil de Cuernavaca, 

Morelos, registrada el 05 de diciembre de 2005, del 

mismo modo presento la constancia de estudios, 

suscrita por la Directora de Servicios Escolares de la 

Universidad Internacional, documental que consta en 

el expediente. 

Por otra parte, acreditó y se reconoció la 

relación como cónyuge supérstite a la interesada con 

el pensionado finado, siendo que presentó copia 

certificada del acta de matrimonio debidamente 

expedida por la oficialía 0001, del libro 2, con número 

de acta 00408, con fecha de registro del 30 de agosto 

de 1986, del Registro Civil de Ayala, Morelos, 

documental con la que acreditó la relación matrimonial 

que existió entre el de cujus Ricardo Arteaga 

Granados y María del Rosario Sedano Laizo, esta 

último en su calidad de cónyuge supérstite. 

Situación que pone de relieve el hecho de que 

se encuentra colmada la hipótesis jurídica 

contemplada en el artículo 65 fracción II, inciso a) de 

la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, por lo 

que, es procedente asignar la pensión de Viudez y 

Orfandad, a las beneficiarias interesadas…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO DOS MIL TRESCIENTOS 

ONCE 

POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN POR VIUDEZ 

A MARÍA DEL ROSARIO SEDANO LAIZO, EN SU 

CALIDAD DE CÓNYUGE SUPERSTITE Y POR 

ORFANDAD A ΑΝΑ ARTEAGA MOLINA, EN SU 

CALIDAD DE DESCENDIENTE EN PRIMER GRADO, 

AMBAS DEL CUJUS RICARDO ARTEAGA 

GRANADOS 

ARTÍCULO 1. Se concede pensión por Viudez a 

María del Rosario Sedano Laizo, en su calidad de 

cónyuge supérstite y por Orfandad a Ana Arteaga 

Molina en su calidad de descendiente en primer grado 

en línea recta por consanguinidad del de cujus Ricardo 

Arteaga Granados, quien en vida prestó sus servicios 

en el Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento 

Municipal del Estado de Morelos, como Pensionado, 

mediante Decreto Número 761, publicado en el 

Periódico Oficial "Tierra y Libertad" Numero 5426 con 

fecha 17 de agosto de 2016. 

ARTICULO 2. La cuota mensual decretada, 
deberá cubrirse a razón del 100% de la última 
remuneración que hubiese gozado el pensionado, la 
cual deberá ser pagada a partir del día siguiente al 
fallecimiento, por el Instituto de Desarrollo y 
Fortalecimiento Municipal del Estado de Morelos, 
Dependencia que deberá realizar el pago en forma 
mensual, del Presupuesto otorgado en el Decreto 
Número Veinticinco, por el que se aprueba el 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2025, en términos de los artículos 
Primero, cuarto párrafo, Décimo Sexto, párrafo décimo 
octavo, Vigésimo Quinto, primer párrafo, Vigésimo 
Noveno, parte final del penúltimo párrafo y Disposición 
Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones 
presupuestales consignadas en el Decreto referido no 
resulten suficientes en la partida específica de 
pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el 
Ente Público podrá solicitar una reasignación 
presupuestal en términos de lo establecido en el 
Artículo Décimo Quinto, fracción VI del propio Decreto 
y las partidas respectivas de los ejercicios 
subsecuentes, cumpliendo con lo que disponen los 
artículos; 64, 65 fracción II, inciso a), segundo párrafo, 
inciso c) y penúltimo párrafo de la Ley del Servicio 
Civil del Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3. La cuantía de la pensión se 
incrementará de acuerdo con el aumento porcentual al 
salario mínimo vigente, atento a lo dispuesto por el 
segundo párrafo del artículo 66 de la Ley del Servicio 
Civil del Estado de Morelos, integrándose por el 
salario, las prestaciones, las asignaciones y el 
aguinaldo. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
PRIMERO. - Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos de 
su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad.” 

SEGUNDO. – Notifíquese personalmente la 
presente determinación a la peticionaria en el domicilio 
que haya señalado para oír y recibir notificaciones, y a 
efecto de dar debido cumplimiento a la sentencia 
pronunciada en el Juicio de Amparo Número 
1349/2024 promovido por la C. MARÍA DEL ROSARIO 
SEDANO LAIZO, infórmese al Juzgado Sexto de 
Distrito en el Estado de Morelos del presente Decreto; 
ambas actuaciones por conducto de la Dirección 
Jurídica de este Congreso del Estado de Morelos. 

TERCERO. - El presente Decreto, entrará en 
vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 
del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del cinco de junio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, al 
primer día del mes de julio del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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Al margen izquierdo un escudo del estado de 

Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”.- LA 

TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON 

SUS MANOS.- PODER LEGISLATIVO. LVI 

LEGISLATURA.- 2024- 2027.- H. CONGRESO DEL 

ESTADO DE MORELOS.- LVI LEGISLATURA 

Cuernavaca, Morelos, a 03 de julio del 2025. 

DR. JUAN SALGADO BRITO 

SECRETARIO DE GOBIERNO DEL ESTADO  

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

PRESENTE. 

Por medio del presente, me permito enviarle 

para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, la siguiente: 

FE DE ERRATAS al Decreto número SETENTA 

Y SIETE, POR EL QUE SE CONCEDE PENSIÓN 

POR JUBILACIÓN A BENONI CRISTINA PÉREZ 

CALDERÓN, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad” número 6443, de fecha 02 de julio de 2025, 

donde se asentó lo siguiente: 

DECRETO NÚMERO: SETENTA Y SIETE 

En la página 1, columna izquierda, primer 

párrafo, renglón 5 dice: 

… 

 Decreto Número Setenta y Siete 

… 

Debe decir:  

… 

Decreto Número Sesenta y Siete                                        

En la página 10, columna izquierda, primer 

párrafo, primer renglón dice: 

Decreto Número Setenta y Siete  

Debe decir:  

…  

Decreto Número Sesenta y Siete 

Sin otro asunto en particular por el momento, 

reciba un cordial saludo. 

ATENTAMENTE 

DIP. JAZMÍN JUANA SOLANO LÓPEZ  

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS. 

RÚBRICA. 

Al margen superior izquierdo un logotipo que 
dice: HACIENDA.- SECRETARÍA DE HACIENDA. 

MIRNA ZAVALA ZUÑIGA, SECRETARIA DE 
HACIENDA DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL CON 
FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS 
ARTÍCULOS 74, PÁRRAFO PRIMERO Y SEGUNDO, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, QUE 
REFORMA LA DEL AÑO DE 1888; 1, 3, PÁRRAFO 
PRIMERO Y SEGUNDO, 9, FRACCIÓN III, 14, 
FRACCIONES VIII, IX Y XXXVII; Y 24, DE LA LEY 
ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MORELOS, 14, FRACCIÓN LVI, DEL REGLAMENTO 
INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA DEL 
PODER EJECUTIVO ESTATAL; EN RELACIÓN CON 
LOS ARTÍCULOS 12, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y 26, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO FISCAL PARA 
EL ESTADO DE MORELOS, Y CON BASE EN LA 
SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Es de explorado derecho la obligación de los 

Mexicanos, dispuesta en el artículo 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, de contribuir a los gastos públicos de la 
Federación, de los Estados, de la Ciudad de México y 
del Municipio en que residan. 

Ahora bien, derivada de dicha obligación, se 
encuentra la facultad de la autoridad fiscal, cuya 
función constitutiva estriba en determinar créditos 
fiscales a cargo de los contribuyentes, establecido en 
el artículo 4 del Código Fiscal para el Estado de 
Morelos. 

En consecuencia y como forma de controlar la 
legalidad de los actos de autoridad, las disposiciones 
legales prevén los medios de impugnación que 
pueden ejercer los ciudadanos en su carácter de 
contribuyentes y en contra de los actos y resoluciones 
emitidos por las autoridades fiscales estatales, siendo 
uno el recurso de revocación previsto en el artículo 
116 del Código Fiscal de la Federación y 218 del 
Código Fiscal para el Estado de Morelos, el cual es 
iniciado por los contribuyentes en contra de actos y 
resoluciones emitidos por las autoridades fiscales 
estatales o las que se emiten derivado del Convenio 
de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal 
Federal. 

De esta forma, como parte de la certeza jurídica 
con que deben contar los contribuyentes, en materia 
contributiva, de conformidad con lo dispuesto por el 
Código Fiscal de la Federación, el Convenio de 
Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal 
respectivo, la Ley Orgánica de la Administración 
Pública para el Estado Libre y Soberano de Morelos, 
el Código Fiscal para el Estado de Morelos y el 
Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda del 
Poder Ejecutivo Estatal, corresponde a la Procuraduría 
Fiscal del Estado, substanciar los medios de defensa 
promovidos en contra de los actos emitidos por las 
autoridades fiscales del Estado, ya sea en su carácter 
de autoridad estatal o federal por el convenio 
precisado en este párrafo. 
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Por su parte, dentro del ámbito de atribuciones 
que confieren las disposiciones fiscales a nivel federal 
como estatal, corresponde a las Direcciones 
Generales de Auditoría Fiscal y de Política de Ingresos 
adscritas a la Coordinación de Ingresos, atender 
diversos trámites presentados por los contribuyentes 
en el estado. 

De este modo, los artículos 12 del Código Fiscal 
de la Federación y 26 del Código Fiscal para el Estado 
de Morelos, precisan los días que no deben ser 
contabilizados para efecto del cómputo de los plazos 
correspondientes, para la substanciación y 
presentación de recursos de revocación, 
considerando, entre otros, los días en que tengan 
vacaciones generales las autoridades fiscales, con 
excepción de los plazos para la presentación de 
declaraciones y pago de contribuciones, en cuyos 
casos esos días se consideran hábiles.  

Siendo así, en cumplimiento a la disposición 
emitida por la Secretaría de Administración, mediante 
circular número 018, de fecha 11 de junio de 2025, 
dirigida a los titulares de las Secretarías y 
Dependencias de la Administración Pública Central, en 
la cual informó que las vacaciones correspondientes al 
primer periodo del año 2025, para los trabajadores al 
servicio del Poder Ejecutivo Estatal, es el comprendido 
del 14 de julio del 2025 al 25 de julio del 2025.  

En las relatadas consideraciones, se razona una 
obligación ineludible de esta Secretaría de Hacienda, 
dar a  conocer a las diversas autoridades de los tres 
órdenes de Gobierno, así como al Público el periodo 
vacacional que, de manera general, gozará el personal 
de las Direcciones Generales de Política de Ingresos y 
de Auditoría Fiscal, adscritas a la Coordinación de 
Ingresos, así como la Procuraduría Fiscal de esta 
Secretaría de Despacho, ante las cuales se gestionan 
diversos trámites y servicios en materia fiscal, pues 
ello permitirá garantizar a los contribuyentes los 
derechos humanos de seguridad y certeza jurídica, a 
efecto de que adopten las medidas que consideren 
necesarias respecto a los plazos de presentación de 
recursos de revocación, así como para que queden 
informados que durante el plazo de asueto, no 
correrán los plazos para la interposición de dicho 
medio de impugnación, así como demás trámites y 
procedimientos competencia de la unidades 
administrativas referidas. 

Es de resaltar, con fundamento en el artículo 8 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública para 
el Estado Libre y Soberano de Morelos, que la 
expedición del presente acuerdo se rige por los 
principios de simplificación, agilidad, economía, 
información, precisión, legalidad, transparencia, 
austeridad e imparcialidad. 

Así mismo, el presente acuerdo cumple con lo 
dispuesto en el artículo 12 de la Ley de Planeación 
para el Estado de Morelos, al encontrarse plenamente 
vinculado con el “Plan Estatal de Desarrollo 2025 – 
2030”, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, número 6423 Extraordinaria, de fecha 09 de 
mayo de 2025, el cual en su Eje Rector 5 denominado 
“Gobierno Democrático y al Servicio del Pueblo”, 
establece en su Objetivo estratégico 5.3, la gestión de 

los recursos humanos y materiales que dispone el 
gobierno del Estado, con los principios de legalidad, 
honestidad, honradez, eficacia, eficiencia, economía, 
racionalidad, austeridad, transparencia, control y 
rendición de cuentas, para lo cual se determina en su 
Estrategia 5.3.3. la Profesionalización de las y los 
servidores públicos, con la finalidad de brindar una 
atención eficiente y de calidad a la ciudadanía 
morelense, vinculado en el Objetivo estratégico 5.4, 
que establece que se debe Consolidar un Estado con 
desarrollo económico sostenible, fortaleciendo la 
gestión tributaria y la adecuada asignación de 
recursos, otorgando mejores condiciones económicas 
y sociales a la población. 

Por lo anterior, he tenido a bien emitir el 
siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE DA A CONOCER 
AL PÚBLICO EN GENERAL, EL PRIMER PERIODO 
VACACIONAL CORRESPONDIENTE AL AÑO 2025, 
DE LA PROCURADURÍA FISCAL Y DE LAS 
UNIDADES ADMINISTRATIVAS ADSCRITAS A LA 
COORDINACIÓN DE INGRESOS DE LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA DEL PODER 
EJECUTIVO ESTATAL. 

PRIMERO. El primer periodo vacacional 
correspondiente al año 2025 del personal de la 
Procuraduría Fiscal del Estado, así como de la 
Dirección General de Política de Ingresos y Dirección 
General de Auditoría Fiscal adscritas a la 
Coordinación de Ingresos dependiente de la 
Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo Estatal, 
comprenderá del 14 de julio del 2025 al 25 de julio del 
2025. 

SEGUNDO. Con fundamento en los artículos 
12, segundo párrafo del Código Fiscal de la 
Federación y 26, segundo párrafo, del Código Fiscal 
para el Estado de Morelos, se hace del conocimiento 
que durante el citado periodo no se computarán plazos 
legales en los actos, trámites y procedimientos 
seguidos ante la Procuraduría Fiscal del Estado, así 
como de la Dirección General de Política de Ingresos y 
Dirección General de Auditoría Fiscal adscritas a la 
Coordinación de Ingresos. 

TERCERO. Quedan exceptuados del presente 
acuerdo el cómputo de los plazos correspondientes a 
declaraciones y pago de contribuciones, para lo cual 
permanecerán abiertas todas las oficinas 
recaudadoras adscritas a la Dirección General de 
Política de Ingresos de la Coordinación de Ingresos.  

CUARTO. Transcurrido el alusivo plazo, esto es, 
el 28 de julio 2025, las unidades administrativas a que 
se refiere el presente acuerdo, reanudarán sus 
actividades de manera ordinaria a efecto de brindar 
atención al público y continuará el cómputo de los 
plazos, actos, trámites y procedimientos en los días y 
horas correspondientes. 

Dado en Palacio de Gobierno, sede del Poder 
Ejecutivo del Estado, a los 26 días del mes de junio 
del 2025. 

SECRETARIA DE HACIENDA DEL PODER 
EJECUTIVO ESTATAL 

MIRNA ZAVALA ZUÑIGA 
RÚBRICA. 
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Al margen superior izquierdo un logotipo que 
dice: INFRAESTRUCTURA.- SECRETARÍA DE 
INFRAESTRUCTURA.- Y al margen superior derecho 
un escudo del estado de Morelos que dice: “TIERRA Y 
LIBERTAD”.- LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA 
TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que 
dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO.- 2024-2030. 

GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS 
SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA 

DIRECCIÓN GENERAL DE LICITACIONES Y 
CONTRATACIÓN DE OBRA PÚBLICA 

CONVOCATORIA 07 2025  
De conformidad con el artículo 28 de la Ley de 

Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma 
del Estado de Morelos, se convoca a los interesados a 
participar en la Licitación Pública Nacional, cuya 
Convocatoria que contiene las bases de participación 
se encuentra disponible para su consulta y obtención 
en las oficinas de la Dirección General de Licitaciones 
y Contratación de Obra Pública, ubicadas en Av. 
Universidad número 25, Colonia Chamilpa, C.P. 
62130, Cuernavaca, Morelos, en un horario de 09:00 a 
15:00 horas, desde el día de la publicación de la 
presente y hasta el sexto día natural previo al acto de 
presentación y apertura de proposiciones técnicas.  
No. de licitación SI-DGLCOP-OP-LP-32-2025 

Descripción general de 
la obra 

Construcción de techumbre 
tipo semi arco en explanada 
de la iglesia San Miguel 
Arcángel, Col. Amador 
Salazar, en la localidad de 
Santa Rosa Treinta, 
Tlaltizapán, Morelos. 

Lugar donde se 
llevarán a cabo los 
trabajos 

Localidad: Santa Rosa 
Treinta    Municipio: 

Tlaltizapán     
Fecha de publicación 09/07/2025     
Visita a instalaciones 15/07/2025      09:00 hrs 
Junta de aclaraciones 18/07/2025      09:00 hrs 
Presentación de 
propuestas y apertura 
de propuestas 
técnicas  

25/07/2025      09:00 hrs 

Apertura de 
propuestas 
económicas 

29/07/2025      09:00 hrs 

Fallo 31/07/2025      09:00 hrs 
Fecha estimada de 
inicio: 

04/08/2025 

Plazo de ejecución 60 días naturales 
 

No. de licitación SI-DGLCOP-OP-LP-33-2025 

Descripción general de 
la obra 

Construcción de techumbre 
de arcotecho en zocalo de 
Tezoyuca, ubicado en la 
localidad de Tezoyuca, 
Municipio de Emiliano 
Zapata, Morelos. 

Lugar donde se 
llevarán a cabo los 
trabajos 

Localidad: Tezoyuca    
Municipio: Emiliano Zapata     

Fecha de publicación 09/07/2025     
Visita a instalaciones 15/07/2025      10:00 hrs 
Junta de aclaraciones 18/07/2025      10:00 hrs 
Presentación de 
propuestas y apertura 
de propuestas 
técnicas  

25/07/2025      10:00 hrs 

Apertura de 
propuestas 
económicas 

29/07/2025      10:00 hrs 

Fallo 31/07/2025      10:00 hrs 
Fecha estimada de 
inicio: 

04/08/2025 

Plazo de ejecución 90 días naturales 
 

No. de licitación SI-DGLCOP-OP-LP-34-2025 

Descripción general de 
la obra 

Construcción de Ayudantia 
Municipal en la localidad de 
Santa Rosa 30, municipio de 
Tlaltizapan, Morelos 

Lugar donde se 
llevarán a cabo los 
trabajos 

Localidad: Santa Rosa 30    
Municipio: Tlaltizapan     

Fecha de publicación 09/07/2025     
Visita a instalaciones 15/07/2025      11:00 hrs 
Junta de aclaraciones 18/07/2025      11:00 hrs 
Presentación de 
propuestas y apertura 
de propuestas 
técnicas  

25/07/2025      11:00 hrs 

Apertura de 
propuestas 
económicas 

29/07/2025      11:00 hrs 

Fallo 31/07/2025      11:00 hrs 
Fecha estimada de 
inicio: 

04/08/2025 

Plazo de ejecución 90 días naturales 
 

No. de licitación SI-DGLCOP-OP-LP-35-2025 

Descripción general de 
la obra 

Rehabilitación  con concreto 
asfaltico del tramo carretero 
Tenango – Tetelilla del km 
0+000 al km 1+226, ubicado 
en el municipio de 
Jantetelco, Morelos. 

Lugar donde se 
llevarán a cabo los 
trabajos 

Localidad: Tenango - 
Tetelilla    Municipio: 

Jantetelco     
Fecha de publicación 09/07/2025     
Visita a instalaciones 15/07/2025      12:00 hrs 
Junta de aclaraciones 18/07/2025      12:00 hrs 
Presentación de 
propuestas y apertura 
de propuestas 
técnicas  

25/07/2025      12:00 hrs 

Apertura de 
propuestas 
económicas 

29/07/2025      12:00 hrs 

Fallo 31/07/2025      12:00 hrs 
Fecha estimada de 
inicio: 

04/08/2025 

Plazo de ejecución 120 días naturales 
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No. de licitación SI-DGLCOP-OP-LP-36-2025 

Descripción general de 
la obra 

Pavimentación del Acceso al 
parque “Mundo Imayina”, 
ubicado en la localidad de 
Jícarero, Municipio de 
Jojutla, Morelos. 

Lugar donde se 
llevarán a cabo los 
trabajos 

Localidad: Jícarero    
Municipio: Jojutla     

Fecha de publicación 09/07/2025     

Visita a instalaciones 15/07/2025      13:00 hrs 

Junta de aclaraciones 18/07/2025      13:00 hrs 

Presentación de 
propuestas y apertura 
de propuestas 
técnicas  

25/07/2025      13:00 hrs 

Apertura de 
propuestas 
económicas 

29/07/2025      13:00 hrs 

Fallo 31/07/2025      13:00 hrs 

Fecha estimada de 
inicio: 

04/08/2025 

Plazo de ejecución 90 días naturales 

 El acto de presentación y apertura de 
propuestas técnicas y económicas, así como la junta 
de aclaraciones y el punto de partida para la visita al 
sitio de realización de los trabajos, se llevará a cabo 
en las oficinas de la Dirección General de Licitaciones 
y Contratación de Obra Pública, ubicadas en Av. 
Universidad número 25, Colonia Chamilpa, C.P. 
62130, Cuernavaca, Morelos, el día y hora 
establecidos en el procedimiento. 

 El (los) idioma(s) en que deberá(n) presentar 
(se) la (s) proposición(es) será(n): español. 

 La(s) moneda(s) en que deberá(n) cotizarse 
la(s) proposición(es) será(n): Peso mexicano. 

 De acuerdo al artículo 51 de la Ley de Obra 
Pública y Servicios Relacionados con la Misma del 
Estado de Morelos y Capítulo Cuarto, Sección IV del 
Reglamento de la Ley de Obra Pública y Servicios 
Relacionados con la misma del Estado de Morelos, se 
otorgará un anticipo del 30%. 

 No se podrán subcontratar partes de la obra. 
 Para la obtención de las bases de licitación, 

las empresas interesadas las solicitaran mediante 
oficio de interés en participar dirigido al C. Rogelio 
Beltrán López, Director General de Licitaciones y 
Contratación de Obra Pública. 

 Los licitantes solo podrán presentar una 
propuesta por procedimiento de licitación; y en el caso 
de participación conjunta se deberá exhibir contrato de 
participación conjunta debidamente formalizado ante 
notario público. 

 Por tratarse de procedimientos en tiempos 
normales y con fundamento en el artículo 31 fracción 
XX de la Ley de Obra Pública y Servicios 
Relacionados con la Misma del Estado de Morelos, se 
llevará a cabo la revisión previa, consecuentemente, 
en el sobre que contenga la propuesta técnica, tendrá 
que adicionarse la documentación que establece el 
artículo 29 de la citada Ley, y la convocatoria. 

 Los criterios generales para la adjudicación del 

contrato serán: una vez hecha la evaluación de las 
proposiciones, se adjudicará el contrato a la persona 

que, entre los concursantes, reúna las condiciones 
legales, técnicas y económicas, requeridas por la 

convocante y garantice satisfactoriamente el 
cumplimiento de las obligaciones respectivas y cuente 

con la experiencia necesaria para la ejecución de los 
trabajos. Si una vez considerados los criterios 

anteriores resulte que dos o más proposiciones 
satisfacen los requerimientos de la convocante, el 

contrato se adjudicará de entre estos oferentes a 
quien presente la proposición cuyo precio sea el más 

bajo.  
 Origen de los recursos: 2025 – Ingresos 

Propios.  
 Ninguna de las condiciones establecidas en 

las bases de licitación, así como las proposiciones 
presentadas por los licitantes, podrán ser negociadas. 

 El LICITANTE que resulte adjudicado quedará 
obligado a firmar el contrato en las oficinas de la 

Dirección General de Licitaciones y Contratación de 
Obra Pública, ubicadas en Av. Universidad número 25, 

Colonia Chamilpa, C.P. 62130, Cuernavaca, Morelos, 
en la fecha y hora indicada en el acta del fallo, previa 

entrega de la garantía de cumplimiento por el diez por 
ciento (10 %) del monto del contrato y la garantía de 

anticipo por el cien por ciento (100%) del monto total 
otorgado,  en términos de los artículos 49 fracciones I 

y II de la Ley de Obra Pública y Servicios 
Relacionados con la Misma del Estado de Morelos; 49 

y 94 del Reglamento de la Ley de Obra Pública y 
Servicios Relacionados con la misma del Estado de 

Morelos, la falta de presentación de estas garantías en 
los términos establecidos será motivo para no firmar el 

contrato, pudiendo la Secretaría de Infraestructura sin 
necesidad de un nuevo procedimiento adjudicar el 

contrato, al participante que haya presentado la 
siguiente proposición solvente más baja, de 

conformidad con lo asentado en el dictamen a que se 
refiere el artículo 35 de la citada Ley, y así 

sucesivamente, en caso de que este último no acepte 
la adjudicación, de conformidad con el artículo 47 del 

mismo ordenamiento. 
 No podrán participar todas aquellas personas 

que tengan alguno de los impedimentos señalados en 
el artículo 52 de la Ley de Obra Pública y Servicios 

Relacionados con la Misma del Estado de Morelos.  
 Con base a lo establecido por los artículos 28 

fracción VIII y 29 de la Ley de Obra Pública y Servicios 
Relacionados con la Misma del Estado de Morelos, 

previo a la adquisición de bases, se hará una revisión 
a las empresas interesadas en participar en la 

ejecución de las obras. 
Cuernavaca, Morelos a 09 de julio de 2025. 

Adolfo Barragán Cena 
Secretario de Infraestructura del Poder Ejecutivo del 

Estado de Morelos. 
Rúbrica.  
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Al margen superior izquierdo un logotipo que 
dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO.- 2024-2030. 

EL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE 
Y SOBERANO DE MORELOS, A TRAVÉS DEL D. EN 
D. JUAN SALGADO BRITO, SECRETARIO DE 
GOBIERNO; LA MTRA. KARLA ALINE HERRERA 
ALONSO, SECRETARIA DE EDUCACIÓN Y LA 
MTRA. SILVIA SALAZAR HERNÁNDEZ, 
SECRETARIA DE BIENESTAR, EN EJERCICIO DE 
LAS ATRIBUCIONES CONFERIDAS POR LOS 
ARTÍCULOS 74 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, 
QUE REFORMA LA DEL AÑO DE 1888; 9 
FRACCIONES II, VII Y XIII, 14 FRACCIONES IX, XXIII 
Y XXXVII; 23 FRACCIONES II Y XXVII, 28 
FRACCIONES I, II, IV, VII Y XXIX Y 34 FRACCIONES 
III, INCISOS A), C) Y D), XVII Y XXIII DE LA LEY 
ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MORELOS, Y CON BASE EN LA SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece en el artículo 1o. párrafo primero 
que:  “En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece; en el párrafo quinto: Queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las 
personas”. 

Cuando las autoridades aplican normas de 
derechos humanos, deben guiarse por el principio pro 
persona contemplado en la Reforma constitucional de 
2011, que señala en su  artículo 1, párrafo segundo lo 
siguiente: “Las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia”. 

Por otro lado, la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos, que reforma la del año 
1888, en su artículo 1 Bis, se establece que   “En el 
Estado de Morelos se reconoce que todo ser humano 
tiene derecho a la protección jurídica de su vida, (...) y 
asegura a todos sus habitantes, el goce de los 
Derechos Humanos, contenidas en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la 
presente Constitución (...) En el Estado de Morelos, 
queda prohibida toda discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, la orientación sexual, 
el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las 
personas”. 

En nuestra Entidad, se han realizado reformas e 
impulsado leyes desde sociedad civil en conjunto con 
autoridades, encaminadas a erradicar los estigmas,
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prejuicios y garantizar el acceso al ejercicio de los 
derechos de la población de la diversidad sexual y de 
género, entre otras: 

● Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación 
en el Estado de Morelos. 

● Reforma al Código Penal Local Artículo 212 
quater, en el que se establece que, la discriminación 
es un delito. 

● Reforma Constitucional para reconocer 
jurídicamente el matrimonio igualitario.  

● Reforma al Código Familiar para el 
reconocimiento jurídico de las personas trans.   

● Reforma al Código Penal para prohibir los 
Esfuerzos para Corregir la Orientación Sexual e 
Identidad de Género (ECOSIG) 

De acuerdo a la Encuesta Nacional sobre 
Diversidad Sexual y de Género 2021,

2
 7.2% de la 

población en la Entidad pertenece a la población 
LGBTIQ+  es decir, más de ciento doce mil personas, 
por encima de la media nacional. De esta comunidad 
de atención prioritaria, a nivel nacional y con datos de 
la misma ENDISEG, se identifican como trans un 
millón de personas mayores de 15 años, quienes a lo 
largo de su vida han vivido una mayor exclusión, 
invisibilización, violencias, discriminación,  y una 
constante negación al ejercicio pleno de sus derechos, 
lo que deriva en deserción escolar, falta de empleo, 
obstaculización al acceso a la salud y atención médica 
de acuerdo a su género, precarización económica e 
incluso, la muerte por “crímenes de odio”, causales de 
que su esperanza de vida se reduzca a entre 35 y 37 
años,

3
 la mitad de la esperanza de vida promedio en 

nuestro país.  
Trans, es un término global que define a 

personas transgénero, transexuales, travestis y no 
binarias, cuya identidad de género, expresión de 
género o conducta no se ajusta a aquella 
generalmente asociada con el sexo que se les asignó 
al nacer. La identidad de género refiere a la 
experiencia de ser persona “hombre, mujer o no 
binaria”; la expresión de género se refiere al modo en 
que una persona se comunica con sus entornos 
sociales mostrando su identidad de género con sus 
conductas, su vestimenta,

4
 voz o sus formas 

corporales. Las siglas LGBTIQ son utilizadas para 
referirse a las personas: 

Lesbianas:  Mujer que se siente atraída erótica y 
afectivamente por mujeres. Es una expresión 
alternativa a “homosexual”, que puede ser utilizada por 
las mujeres para enunciar o reivindicar su orientación 
sexual. 

                                                      1
 Desvalorización o desacreditación de las personas de ciertos grupos de población, 

atendiendo a un atributo, cualidad o identidad de las mismas, que se considera inferior, 
anormal o diferente, en un determinado contexto social y cultural, toda vez que no se 
ajusta a lo socialmente establecido. Ciencias Sociales UNIR La Rioja 2025. 
2
 “Condiciones de vida de las poblaciones trans en México” Conapred 2017. 

ENDISEG=Boletín de prensa 31/ 2017, Ciudad de México, 19 de mayo de 2017 
3
 “Las personas trans y la identidad de género” American Psychological Association 

2024,  
4
  Encuesta Nacional sobre Diversidad Sexual y Género (ENDISEG) 2021,  

(ENDISEG WEB) 2022. 

https://www.inegi.org.mx/programas/endiseg/2021/
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Gays: Hombre que se siente atraído erótico 
afectivamente hacia otro hombre. Es una expresión 
alternativa a “homosexual” (de origen médico).  

Bisexuales: Capacidad de una persona de sentir 
una atracción erótica afectiva por personas de un 
género diferente al suyo y de su mismo género, así 
como la capacidad de mantener relaciones íntimas y 
sexuales con ellas. 

Trans: Término paraguas utilizado para describir 
diferentes variantes de 
transgresión/transición/reafirmación de la identidad y/o 
expresiones de género (incluyendo personas 
transexuales, transgénero, travestis, drags, entre 
otras), cuyo denominador común es que el sexo 
asignado al nacer no concuerda con la identidad y/o 
expresiones de género de la persona. 

Intersexuales: Es un término genérico para 
referirse a las personas en las que su anatomía o 
fisiología sexual no se ajusta completamente a los 
estándares definidos para los dos sexos que 
culturalmente han sido asignados como masculinos y 
femeninos. De esta manera, las características 
sexuales innatas en las personas con variaciones 
intersexuales podrían corresponder en diferente grado 
a ambos sexos. 

Queer:  Las personas queer, o quienes no se 
identifican con el binarismo de género, pueden 
manifestar, más que identidades fijas, expresiones y 
experiencias que: 1) se mueven entre un género y otro 
alternativamente; 2) se producen por la articulación de 
los dos géneros socialmente hegemónicos; 3) 
formulan nuevas alternativas de identidades, por lo 
que no habría, en sentido estricto, una transición que 
partiera de un sitio y buscase llegar al polo opuesto, 
como en el caso de las personas transexuales. 

Es urgente implementar todas las acciones, 
reformas, leyes, ajustes y medidas necesarias, 
encaminadas a saldar la deuda histórica, garantizar la 
igualdad, eliminar la discriminación y abonar a la 
inclusión y el reconocimiento de todos, todas y todes, 
en especial de las personas trans. 

Las entidades educativas, al ser parte de un 
sistema heteronormado, no están exentas de realizar 
actos de discriminación o de exclusión; sin embargo 
están obligadas a implementar lo necesario para que, 
en un esfuerzo conjunto, se garantice un entorno de 
respeto a la dignidad de todas las personas. 

Es por ello que, la implementación del presente 
Protocolo Sexogenérico para Trámites de Certificados 
y Títulos de Nivel Medio Superior y Superior en el 
Estado de Morelos, garantizará mediante un proceso 
administrativo, el acceso a la corrección documental 
de certificados y títulos de Nivel Medio Superior y 
Superior en armonía con la progresividad de las 
disposiciones constitucionales y tratados 
internacionales vigentes, y al mismo tiempo, es un 
acto de justicia y reparación colectiva hacia las 
personas trans quienes han sido históricamente 
excluidas. Es imperante crear un entorno de respeto a 
la dignidad de la persona -incluso en los casos de 
menores de edad mayores de 12 años-, garantizando 
el derecho a la libertad de elegir su identidad de 
género, aún si es distinta a la asignada al nacer; a 
cambiar su nombre y ser nombradas como lo decidan; 
a armonizar sus documentos académicos de acuerdo 
a su nombre jurídico y ejercer su profesión en 
concordancia con quienes realmente son. 

El sistema educativo avanza congruentemente 
con el dinamismo social y debe garantizar que, en sus 
centros educativos, planteles, aulas, oficinas, campus 
e instalaciones, ninguna persona sea discriminada por 
su orientación sexual, identidad de género, expresión 
de género o características sexuales. Estamos frente a 
un gran momento, el de convertir la esperanza en 
realidad acorde a la filosofía humanista para la paz y 
el buen vivir de este Gobierno, para que “ninguna 
persona se quede fuera y nadie se quede atrás”. 

Asimismo el presente protocolo, se encuentra 
alineado con el Plan Estatal de Desarrollo 2025-2030, 
publicado el 09 de mayo de 2025, en el Periódico 
Oficial “Tierra y Libertad” número 6423; el cual en su 
Eje Rector 3 denominado “Bienestar para el Pueblo”, 
en el rubro de Educación, establece como Objetivo 
Estratégico garantizar el derecho humano a una 
educación humanista y de excelencia, inclusiva, 
democrática, pluricultural, equitativa y colaborativa que 
fomente el amor a la patria y promueva la honestidad, 
los valores y la mejora continua del proceso educativo, 
en el que la escuela se concibe como un centro de 
aprendizaje comunitario para el desarrollo humano 
integral, para lo cual se determina en la estrategia 
3.7.2.2 Promover la permanencia en la educación 
media superior para asegurar que se concluya el nivel 
educativo; así como en la estrategia 3.7.3.2 Promover 
la permanencia y conclusión de la educación superior, 
entre otras acciones que serán primordiales para la 
educación en general y la inclusión como parte 
fundamental de los derechos humanos en la presente 
Administración Pública del Poder Ejecutivo Estatal.  

En armonía con lo anterior, la expedición del 
Protocolo para Trámites de Certificados y Títulos de 
Nivel Medio Superior y Superior en el Estado de 
Morelos, contribuirá al cumplimiento del Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 16 de la Agenda 2030 de la 
Organización de las Naciones Unidas, consistente en 
promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas, 
cobrando relevancia en el caso concreto, la meta 16.3 
en tanto promueve el estado de derecho en los planos 
nacional e internacional y garantiza la igualdad de 
acceso a la justicia para todos y la meta 16.6, para 
crear a todos los niveles, instituciones eficaces y 
transparentes; situaciones que definitivamente, están 
relacionadas con el presente protocolo.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, 
hemos tenido a bien expedir el siguiente: 

PROTOCOLO SEXOGENÉRICO PARA 
TRÁMITES DE CERTIFICADOS Y TÍTULOS DE 
NIVEL MEDIO SUPERIOR Y SUPERIOR EN EL 
ESTADO DE MORELOS 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

1. Fundamento Legal (Marco Jurídico) 
Este protocolo se basa en los siguientes marcos 

normativos: 
Internacionales: 
- Convención sobre la Eliminación de todas las 

formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW por 
sus siglas en inglés) 

- Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, Yogyakarta 

- Declaración Universal de Derechos Humanos 
y posteriores tratados internacionales de derechos 
humanos 1948 
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Nacionales: 
- Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 
- Ley General de Educación  
- Ley General de Educación Superior 
- Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 

Discriminación  
Estatales: 
- Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos 
- Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación 

en el Estado de Morelos 
- Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos 
- Código Familiar para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos 
- Código Procesal Familiar para el Estado Libre 

y Soberano de Morelos 
- Código Penal para el Estado de Morelos. 
2. Objetivo 
Establecer criterios, procedimientos y 

mecanismos administrativos internos que, garanticen a 
las personas el respeto, reconocimiento y ejercicio 
pleno del derecho a la identidad sexogenérica en la 
emisión de certificados, títulos y documentos 
académicos oficiales de los niveles medio superior y 
superior en el estado de Morelos, así como el derecho 
de ser identificadas con el nombre correspondiente al 
género con el que se identifiquen, cuando éste no 
coincida con el legalmente asignado.  

3. Ámbito de Aplicación 
Este protocolo es de observancia obligatoria 

para: 
- Instituciones públicas y privadas de educación 

media superior y superior en el estado de Morelos. 
- Direcciones de servicios escolares, áreas de 

titulación, archivos y registros escolares de las 
instituciones públicas y privadas de educación media 
superior y superior en el estado de Morelos. 
- Autoridades educativas estatales responsables de 
validar, certificar, autenticar y registrar documentación 
académica. 

4. Principios Rectores 
- No discriminación 
- Igualdad sustantiva 
- Respeto a la identidad de género 
- Confidencialidad 
- Seguridad jurídica 
- Interés superior de la persona 
Las dependencias y entidades de la 

administración pública estatal realizarán acciones para 
impulsar el respeto, la prevención, la protección, la 
sanción y el ejercicio efectivo de los derechos 
previstos en este protocolo. 

5. Glosario 
5.1. Para efectos del presente protocolo, se 

entenderá por: 
Derecho a la identidad de género: Es aquel que 

deriva del reconocimiento al libre desarrollo de la 
personalidad. Considera la manera en que cada 
persona se asume a sí misma, de acuerdo con su 
vivencia personal del cuerpo, sus caracteres físicos, 
sus emociones sentimientos, sus acciones, y conforme 
a la cual se expresa de ese modo hacia el resto de las 
personas. 

Discriminación: Toda distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que, por acción u omisión, 
con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni 
proporcional, y tenga por objeto o resultado 
obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
humanos y libertades. 

Diversidad sexual y de género: Hace referencia 
a todas las posibilidades que tienen las personas de 
asumir, expresar y vivir su sexualidad, así como de 
asumir expresiones, preferencias u orientaciones e 
identidades sexuales. Parte del reconocimiento de que 
todos los cuerpos, todas las sensaciones y todos los 
deseos tienen derecho a existir y manifestarse, sin 
más límites que el respeto a los derechos de las otras 
personas. 

Exclusión: Proceso por el cual las personas o 
comunidades son discriminados, marginados o 
relegados a los márgenes de la sociedad, 
impidiéndoles participar o integrarse en ella y acceder 
a las mismas oportunidades y recursos disponibles 
para el resto de la población.

5
 

Género: Se refiere a los atributos que social, 
histórica, cultural, económica, política y 
geográficamente, entre otros, han sido asignados a los 
hombres y a las mujeres. Se utiliza para referirse a las 
características que, social y culturalmente, han sido 
identificadas como “masculinas” y “femeninas”, las 
cuales abarcan desde las funciones que 
históricamente se le han asignado a uno u otro sexo, 
las actitudes que por lo general se les imputan, hasta 
las formas de vestir, caminar, hablar, pensar, sentir y 
relacionarse. 

Orientación sexual: Capacidad de cada persona 
de sentir una atracción erótica afectiva por personas 
de un género diferente al suyo, o de su mismo género, 
o de más de un género o de una identidad de género, 
así como la capacidad de mantener relaciones íntimas 
y sexuales con estas personas. En general, se 
descubre alrededor de los 10 años de edad. 

Prejuicio: Percepciones generalmente 
negativas, o predisposición irracional a adoptar un 
comportamiento negativo, hacia una persona en 
particular o un grupo poblacional, basadas en la 
ignorancia y generalizaciones erróneas acerca de 
tales personas o grupos, que se plasman en 
estereotipos. 

Sexogenérico: Hace referencia a todas las 
posibilidades que tienen las personas de asumir, 
expresar y vivir su sexualidad, así como su identidad y 
orientación sexuales.
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CAPÍTULO II 
PROCEDIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DE 

TÍTULOS, CERTIFICADOS, 
CONSTANCIAS, DIPLOMAS Y OTROS 

DOCUMENTOS ACADÉMICOS 

                                                      
5
 Ciencias Sociales UNIR La Rioja 2025 

6
 Diversidades sexogenéricas: ¿qué son y por qué son importantes? - Instituto de Ciencias 

Nucleares UNAM 2022 
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6. Procedimiento 
6.1. Solicitud de Reconocimiento de Identidad 

Sexogenérica 
La persona interesada podrá solicitar de manera 

personal y virtual la emisión de su certificado o título 
con su identidad de género reconocida, presentando: 

- Solicitud formal por escrito dirigida al área 
responsable de control escolar o titulación, solicitando 
el ajuste en los documentos académicos. 

- Acta de nacimiento rectificada 
- Acta primigenia 
- Identificación oficial vigente con los datos 

actualizados (INE, pasaporte o CURP). 
6.2. Verificación y Validación 
- La Dirección General de Educación Media 

Superior y Superior revisará que la documentación 
esté en orden y procederá al ajuste y rectificación en 
los sistemas escolares. 

- Se deberá respetar el nuevo nombre y género 
en todos los sistemas y documentos futuros 
(certificados, títulos, constancias, historial académico, 
etc.).  

- Cualquier procedimiento iniciado al amparo de 
este protocolo se realizará con la debida diligencia, de 
forma que pueda completarse de acuerdo a los plazos 
indicados. 

6.3. Autenticación de Certificados y Títulos 
La autenticación de certificados y títulos de nivel 

medio superior y superior, se realizará observando al 
efecto, la totalidad de los requisitos señalados para 
cada trámite en particular en el Registro Estatal de 
Trámites y Servicios y conforme a la normativa 
aplicable, sin perjuicio del otorgamiento de las 
facilidades que se requieran tratándose de la 
aplicación del presente protocolo. 

El pago de los derechos que correspondan por 
virtud de la realización de los trámites y servicios, 
serán los que al efecto se establecen en la Ley 
General de Hacienda, sin costo adicional con motivo 
de la aplicación del presente protocolo. 

6.4. Confidencialidad de Datos 
Las Instituciones públicas y privadas de 

educación media superior y superior en el estado de 
Morelos, adoptarán las medidas para proteger la 
dignidad e intimidad de las personas interesadas o 
solicitantes, y deberán apegarse a su aviso de 
privacidad. 

Se garantizará la confidencialidad del 
expediente con documentación de nombre primigenio 
para evitar actos de discriminación. 
- Solo la persona interesada podrá solicitar 
información o copias relacionadas con su expediente 
anterior. 

Las personas que intervengan en cualquier 
procedimiento administrativo ejecutado en este 
protocolo, deberán guardar una estricta 
confidencialidad y secreto sobre cualquier dato 
personal, que hayan conocido y no pueden transmitir 
ni divulgar la información sobre el contenido de las 
actuaciones realizadas. El presente protocolo se 
ejecutará con la mayor discreción, prudencia y debido 
respeto a todas las personas interesadas. 

La información que se obtenga, genere o 

resguarde con motivo de la actuación del presente 

protocolo, estará sujeta a lo establecido en las 

disposiciones en las materias de transparencia, 

acceso a la información pública, protección de datos 

personales, archivos y demás normativa aplicable. 

La información que se genere por virtud de la 

ejecución de este protocolo para fines estadísticos, de 

análisis, proyecciones o que resulte meramente 

informativa, será pública siempre y cuando se asegure 

la disociación de datos personales. 

La Secretaría de Educación a través de la 

Dirección General de Educación Media Superior y 

Superior, garantizará a toda persona usuaria, la 

confidencialidad en el manejo, uso, resguardo y 

conservación de cualquier documento o constancia 

que ésta le proporcione, así como de los registros, 

referencias y notas que realice de su intervención, 

asesoría y acompañamiento. 

6.5. Emisión de Documentos 

- Los documentos oficiales (certificados, títulos, 

diplomas, constancias, etc.) deberán ser emitidos con 

el nombre y género reconocidos legalmente, por la 

autoridad competente y acorde a lo señalado por la 

normativa aplicable. 

- No se incluirán notas o marcas que hagan referencia 

al cambio de datos. 

6.6. Armonización en Sistemas de Información 

Las instituciones deberán actualizar sus 

plataformas de registro escolar para reconocer 

cambios de identidad de género. 

- En caso de inconsistencias, el personal 

administrativo deberá actuar conforme a este 

protocolo, garantizando el respeto irrestricto a los 

derechos humanos. 

CAPÍTULO III 

SENSIBILIZACIÓN Y CAPACITACIÓN DEL 

PERSONAL 

7. Capacitación al Personal 

Las autoridades estatales e instituciones 

educativas deberán implementar programas de 

capacitación y sensibilización para el personal 

administrativo, docentes, operativos, sobre la identidad 

de género, derechos humanos, inclusión y atención 

digna, con especial énfasis en áreas de servicios 

escolares y titulación. 

CAPÍTULO IV 

SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN 

8. Seguimiento y Evaluación 

- La Secretaría de Educación del Estado de 

Morelos, en coordinación con la Dirección General de 

Derechos Humanos de la Secretaría de Gobierno, 

dará seguimiento al cumplimiento de este protocolo, 

pudiendo realizar las evaluaciones que estimen 

pertinentes. 

CAPÍTULO V 

INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y SANCIÓN 

9. Inspección y Vigilancia 
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Se establecerá un canal de quejas y 

sugerencias para reportar actos de discriminación o 

malas prácticas, enviándolo a los órganos internos de 

control que en su caso corresponda. 

La recepción de denuncias será a través de los 

mecanismos establecidos al efecto por las autoridades 

investigadoras.  

10. Sanción 

La Dirección General de Educación Media 

Superior y Superior y los órganos internos de control 

dentro del ámbito de sus respectivas competencias y 

acorde a la normativa aplicable, sancionarán las 

infracciones al presente protocolo. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Este protocolo entrará en vigor a 

partir del día siguiente a su publicación oficial con la 

finalidad de que las instituciones inicien las 

adecuaciones necesarias e implementación del 

mismo, en sus procesos y sistemas internos. Con la 

finalidad de dar cumplimiento en tiempo y forma, el 

protocolo deberá difundirse en y entre las instituciones 

educativas del estado por todos los medios a su 

alcance. 

SEGUNDA. La interpretación para efectos 

administrativos y la atención de los casos no previstos 

en el presente protocolo corresponderá a la Secretaría 

de Educación con la participación que en su caso 

corresponda a la Dirección General de Derechos 

Humanos u homóloga de la Secretaría de Gobierno.  

TERCERA. La Dirección General de Educación 

Media Superior y Superior deberá realizar las 

adecuaciones necesarias a sus Manuales de 

Organización y de Políticas y Procedimientos para 

ajustarlos al presente protocolo. 

CUARTA. La aplicación y observancia del 

protocolo deberá hacerse con los recursos humanos, 

materiales y presupuestarios asignados a las 

dependencias y entidades de la administración pública 

estatal, por lo que no implicará erogaciones 

adicionales. 

Dado en la ciudad de Cuernavaca, Morelos, a 

los veintisiete días del mes de junio del año dos mil 

veinticinco. 

D. EN D. JUAN SALGADO BRITO 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

MTRA. KARLA ALINE HERRERA ALONSO 

SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

MTRA. SILVIA SALAZAR HERNÁNDEZ 

SECRETARIA DE BIENESTAR 

RÚBRICAS. 

Al margen superior izquierdo un logotipo que 

dice: EDUCACIÓN.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN.- 

Y al margen superior un logotipo que dice: COBAEM.- 

Colegio de Bachilleres del Estado de Morelos. 

COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE 

MORELOS 

DIRECCIÓN GENERAL 

RESUMEN DE CONVOCATORIA A LA LICITACIÓN 

PÚBLICA NACIONAL   

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

39 de Ley sobre Adquisiciones, Enajenaciones, 

Arrendamientos y Prestación de Servicios del Poder 

Ejecutivo del Estado Libre y Soberano de Morelos, se 

convoca a los interesados a participar en la  Licitación 

Pública Nacional Presencial Número 

COBAEM/LA/001/2025, cuyas bases de participación 

están disponibles para su consulta en internet 

https://www.cobaem.edu.mx/2022-2024/index.php/transparencia/licitaciones-2025 o 

bien en Av. Alta Tensión 1728, Col. Cantarranas, 

Cuernavaca, Morelos, C.P. 62448, con número de 

teléfono 777-362-22-00 ext. 2016 a partir del día 9 de 

julio al 15 de julio de 2025,  de lunes a viernes de 9:00 

a 15:00 horas y cuya información relevante es: 

Carácter, medio y 

No. de Licitación 

LICITACIÓN PÚBLICA 

NACIONAL PRESENCIAL 

NÚMERO 

COBAEM/LA/001/2025 

Objeto de la 

Licitación  

Referente a la contratación 

abierta a plazos reducidos del 

servicio de impresión de guías 

didácticas del 1er y 3er 

semestre para el Colegio de 

Bachilleres del Estado de 

Morelos 

Volumen a adquirir Los detalles se determinan en 

la propia convocatoria 

Fecha de 

publicación  

9 de julio de 2025  

Fecha y hora de la 

junta de 

aclaraciones 

15 de julio de 2025 a las 11:00 

horas 

Fecha y hora para la 

visita a 

instalaciones/ 

entrega de muestras  

De acuerdo a las bases  

Fecha y hora para 

realizar la 

presentación y 

apertura de 

proposiciones. 

21 de julio a las 10:00 horas 

https://www.cobaem.edu.mx/2022-2024/index.php/transparencia/licitaciones-2025
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Fecha y hora para 

emitir el fallo. 

04 de agosto a las 16:00 horas 

Costo de bases  El pago se efectuará a través 

de la Subdirección Financiera, 

ubicada en Av. Alta Tensión 

1728, Col. Cantarranas, 

Cuernavaca, Morelos, C.P. 

62448, a los teléfonos 777 362 

22 00 a la ext. 2007. El costo 

será de $1,800.00 (Mil 

ochocientos pesos 00/100 

M.N.) al número de cuenta 

0124330005 del banco BBVA 

Bancomer, con CLABE  

012540001243300056, 

debidamente referenciado con 

el número de la presente 

licitación. 

Monto de garantía 

de seriedad de las 

propuestas 

5% del monto máximo de la 

propuesta económica  

Anticipo  No se otorgará anticipo. 

No podrán participar 

en el presente 

procedimiento:  

La persona que se encuentren 

en los supuestos del artículo 

40, fracción XVI de Ley sobre 

Adquisiciones, Enajenaciones, 

Arrendamientos y Prestación 

de Servicios del Poder 

Ejecutivo del Estado Libre y 

Soberano 

Podrán asistir: Quienes cumplan con los 

requisitos del artículo 39 

fracción IX Ley sobre 

Adquisiciones, Enajenaciones, 

Arrendamientos y Prestación 

de Servicios del Poder 

Ejecutivo del Estado Libre y 

Soberano.  

CUERNAVACA MORELOS A 09 DE JULIO DE 2025 

ATENTAMENTE  

LIC. MARIBEL ABARCA LÓPEZ 

DIRECTORA GENERAL DEL COLEGIO DE 

BACHILLERES DEL ESTADO DE MORELOS 

RÚBRICA. 

Al margen superior izquierdo un logotipo que 
dice: CONTRALORÍA.- SECRETARÍA DE LA 
CONTRALORÍA. 

ALEJANDRA PANI BARRAGÁN, SECRETARIA 
DE LA CONTRALORÍA DEL PODER EJECUTIVO 
DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS, EN 
EJERCICIO DE LAS ATRIBUCIONES QUE ME 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 74 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS; 9, FRACCIÓN X, 14, 
FRACCIONES III, VI, VIII, IX Y XXXVII, 15 Y 31, 
FRACCIONES I Y III DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS; 4, 7 Y 8, 
FRACCIONES XXVIII Y XLVIII DEL REGLAMENTO 
INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE LA 
CONTRALORÍA DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL; 
Y CON BASE EN LO SIGUIENTE: 

CONSIDERANDO 
De conformidad con el artículo 119 de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas, en los 
procedimientos de responsabilidad administrativa se 
tendrán como días hábiles todos los del año, con 
excepción de aquellos días que por virtud de ley, 
decreto o disposición administrativa, se determine 
como inhábil, durante los que no se practicará 
actuación alguna. 

En el mismo sentido, el artículo 66 de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado de 
Morelos, dispone que en los procedimientos de 
responsabilidad administrativa se estimarán días 
hábiles todos los del año, con excepción de aquellos 
días en los que por virtud de ley, algún decreto o 
disposición administrativa, se determine como inhábil, 
durante los que no se practicará actuación alguna. 

El artículo 25 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo para el Estado de Morelos, prevé que 
las actuaciones y diligencias se practicarán en días y 
horas hábiles, señalando el mismo ordenamiento legal 
que no son días hábiles los sábados, domingos, 
aquellos que se establezcan en el calendario oficial 
correspondiente y en los que por cualquier motivo se 
suspendan actividades en las dependencias o 
entidades de la Administración Pública Estatal o 
Municipal. 

En este sentido, el ARTÍCULO PRIMERO del 
Acuerdo mediante el cual se establece el calendario 
oficial del Gobierno del Estado de Morelos para el año 
2025, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” el 31 de diciembre de 2024, precisa que para 
el año dos mil veinticinco, son días hábiles todos los 
días del año, con excepción de los sábados y 
domingos de cada semana, además los siguientes: 01 
de enero; el primer lunes de febrero en 
conmemoración al 05 de febrero, con motivo de la 
promulgación de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; el tercer lunes de marzo, 
en conmemoración al 21 de marzo “Natalicio de Benito 
Juárez García”; 17 y 18 de abril, jueves y viernes de la 
semana mayor; 10 de abril, en conmemoración al 
“Aniversario luctuoso de Emiliano Zapata Salazar”; 01 
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de mayo, día del trabajo; 05 de mayo, en 
conmemoración a la Batalla de Puebla; 10 de mayo, 
para las madres trabajadoras, en conmemoración del 
Día de las Madres;  el tercer lunes de junio,  para los 
padres, en conmemoración del Día del Padre; 16 de 
septiembre, en conmemoración a la Independencia de 
México; 01 de noviembre, día de “Todos los Santos”; 
02 de noviembre, “Día de Muertos”; tercer lunes de 
noviembre en conmemoración al 20 de noviembre, 
“Revolución Mexicana”; 25 de diciembre, “Navidad”; y 
los demás días que sean declarados como inhábiles o 
de descanso obligatorio por las autoridades 
competentes, conforme a la normativa que resulte 
aplicable para cada caso concreto o según los 
distintos procedimientos que tengan a su cargo o 
cuando no puedan funcionar por causas de fuerza 
mayor. 

Por su parte, la Ley del Servicio Civil del estado 
de Morelos, reconoce en su artículo 33, que los 
trabajadores al servicio del Estado que tengan más de 
seis meses de servicios ininterrumpidos, gozarán de 
dos períodos vacacionales por año, con la finalidad de 
proporcionar descanso al trabajador para reponer las 
energías perdidas con motivo de la actividad laboral, 
sea ésta física o mental, tal como lo ha determinado la 
Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 
Circuito, en las tesis con número de registro digital 
273512, 212069 y 252331. 

Bajo este contexto, los trabajadores al servicio 
del estado adscritos a la Secretaría de la Contraloría, 
en específico a la Dirección General de 
Responsabilidades, que cumplan con la temporalidad 
marcada en la ley de la materia, disfrutarán de su 
primer período vacacional durante los meses de julio y 
agosto del 2025, obedeciendo a ello la expedición del 
presente acuerdo, por tratarse de días de descanso 
obligatorio para el personal en los que salvo los casos 
de excepción, no habrá labores, suspendiéndose por 
ello, el cómputo de los plazos y términos en los 
procedimientos y actividades a cargo de la citada 
unidad administrativa para no afectar los derechos de 
las partes ni de terceros. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, tengo 
a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE SUSPENDEN 
LOS PLAZOS Y TÉRMINOS LEGALES EN LA 
DIRECCIÓN GENERAL DE RESPONSABILIDADES 
DE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA DEL 
PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE MORELOS, 
CON MOTIVO DEL PRIMER PERÍODO 
VACACIONAL 2025. 

PRIMERO. Se suspenden los plazos y términos 
legales de las actividades, trámites, procesos y 
procedimientos de la Dirección General de 
Responsabilidades de la Secretaría de la Contraloría 
del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, durante el 
período que comprende del 14 de julio al 01 de agosto 
de 2025, reanudando los plazos y términos el día 04 
de agosto del año en curso, lo anterior con motivo del 
primer período vacacional del ejercicio 2025. 

La suspensión incluye la práctica de trámites, 
actuaciones, audiencias y diligencias en los 
procedimientos administrativos, así como su inicio, 
substanciación, resolución y medios de impugnación; 
la recepción de documentos e informes; el 
pronunciamiento de acuerdos y la práctica de 
notificaciones, citatorios, emplazamientos y 
requerimientos en general. 

SEGUNDO. Como consecuencia de lo anterior y 
para efectos legales y administrativos en el cómputo 
de los términos y plazos legales, no deberán contarse 
como hábiles los días del periodo de suspensión de 
plazos o términos objeto del presente Acuerdo. 

Se deberán prever las acciones que eviten el 
surgimiento de la caducidad y de la prescripción en los 
procedimientos administrativos, para lo cual se podrán 
habilitar días en términos de las disposiciones legales 
aplicables. 

TERCERO. Quedan excluidos de la aplicación 
del presente Acuerdo los siguientes trámites, 
actividades y procedimientos: 

1. La atención de los requerimientos del 
Ministerio Público, de los órganos jurisdiccionales y de 
otros entes públicos, recibidos oportunamente. 

Este caso de excepción no aplicará en aquellos 
asuntos que por su objeto, naturaleza, alcances y 
disponibilidad de la información, exista la imposibilidad 
material o jurídica para su remisión, por lo que se 
deberá solicitar la prórroga correspondiente a la 
autoridad solicitante. 

2. Las actuaciones, informes, diligencias, 
promociones, requerimientos, notificaciones y en 
general cualquier acto que resulte urgente, para ello 
se razonará en la actuación respectiva la urgencia del 
caso, mediante acuerdo fundado y motivado que 
habilite días y horas inhábiles para atender el caso en 
particular. 

3. Las solicitudes, procedimientos, medios de 
impugnación en materia de transparencia, acceso a la 
información y datos personales, los cuales se 
sujetarán al período vacacional previsto en su caso, en 
el calendario emitido al efecto por el Instituto 
Morelense de Información Pública y Estadística. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS: 
PRIMERA.- El presente Acuerdo entrará en 

vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial “Tierra y Libertad”. 

SEGUNDA.- Se derogan las disposiciones 
legales de igual o inferior rango jerárquico que se 
opongan a lo dispuesto en el presente instrumento. 

TERCERA.- Cualquier situación no prevista en 
el presente Acuerdo, relacionada con la suspensión de 
los plazos y términos, será resuelta por la persona 
titular de la Secretaría de la Contraloría del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. 

Dado en la ciudad de Cuernavaca, Morelos, a 
los treinta días del mes de junio del año dos mil 
veinticinco. 

LA SECRETARIA DE LA CONTRALORÍA 
DEL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 
ALEJANDRA PANI BARRAGÁN 

RÚBRICA.  
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Al margen superior izquierdo un logotipo que 

dice: BIENESTAR.- SECRETARÍA DE BIENESTAR. 

REGLAS DE OPERACIÓN DEL PROGRAMA 

FORTALECIMIENTO PARA EL BIENESTAR DE LAS 

PERSONAS LGBTIQ+ DE LA SECRETARÍA DE 

BIENESTAR DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL 

PARA EL AÑO 2025 

Silvia Salazar Hernández, Secretaria de 

Bienestar del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 19, 

párrafo primero y 74 de la Constitución Política para el 

Estado Libre y Soberano de Morelos; 14, fracción IX, 

34, fracciones V, IX, XII y XIII  de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Morelos, 

artículos 6 fracción III, 8, 9 inciso A y B, 11 fracción XI, 

17, 19 fracción X y 32 de a La Ley de Desarrollo Social 

del Estado de Morelos; 1, 2, fracción XI, 4, 11, fracción 

VI, 12 y 13, fracción IX de la Ley para Prevenir y 

Eliminar la Discriminación en el Estado de Morelos  y 

2, 4, 5, fracción IV, 8, fracción I y 13, fracción I, II, III, 

XII y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal y en relación a 

los Criterios Generales para la elaboración de Reglas 

de Operación de Programas de Desarrollo Social en el 

estado de Morelos, con base a los siguientes: 

CONSIDERANDO 

Que el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, a 

través del Plan Estatal de Desarrollo 2025-2030 —

publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” el 9 

de mayo de 2025, en el ejemplar número 6423— 

reconoce, en su Eje Rector 3: Bienestar para el 

Pueblo, a la población LGBTIQ+ como una de las 

Comunidades de Atención Prioritaria, debido a la 

discriminación histórica que ha enfrentado y a la 

desigualdad en la respuesta institucional para atender 

sus necesidades. 

Que de acuerdo con la Encuesta Nacional sobre 

Diversidad Sexual y de Género (ENDISEG) 2021, 

elaborada por el Instituto Nacional de Geografía y 

Estadística (INEGI) en México existen 

aproximadamente 4.6 millones de personas con una 

orientación sexual e identidad y expresión de género 

LGBTIQ+. De este total, el 51.7 % se identifica como 

bisexual; el 25 %, como gay u homosexual; el 10.6 %, 

como lesbiana; y el 11.2 % corresponde a otras 

orientaciones, como pansexual, demisexual, asexual, 

entre otras, que probablemente serán más visibles en 

futuras mediciones. 

En cuanto a la identidad y expresión de género, 

la misma encuesta señala que en el país hay 96.3 

millones de personas cisgénero, lo que representa el 

99.1 % de la población, y 908.1 mil personas trans, 

equivalentes al 0.9 %. De estas últimas, el 34.8 % se 

identifica como transgénero o transexual, mientras que 

el 65.2 % se reconoce como no binarie, género fluido, 

agénero, entre otras identidades. 

Estos datos son fundamentales para visibilizar a 
las personas LGBTIQ+ que, durante años, han sido 
excluidas de las políticas públicas y del marco legal, lo 
que ha limitado el reconocimiento, garantía de sus 
derechos y su bienestar. Las Entidades Federativas 
con mayor número de población LGBTIQ+ son: Estado 
de México con 490 mil, Ciudad de México con 311 mil, 
Veracruz con 308 mil, Jalisco con 298 mil y Nuevo 
León con 286 mil. 

En el estado de Morelos 112,675 se identifican 
como personas LGBTIQ+, lo que representa el 7.2% 
de la población del Estado (ENDISEG, 2021).  

Los municipios con mayor número como 
personas LGBTIQ+, son Cuernavaca, Jiutepec, 
Temixco, Cuautla, Emiliano Zapata, Tepoztlán, Jojutla, 
Ayala, Yecapixtla, Jonacatepec, Zacatepec y 
Tepalcingo.  

Entre las principales problemáticas que 
enfrentan las personas LGBTIQ+ son la discriminación 
y la violencia en los diversos ámbitos familiar, escolar 
o educativo, laboral y social.  Según la Encuesta 
Nacional sobre Discriminación (ENADIS, 2022), entre 
julio del 2021 y septiembre 2022, las entidades 
federativas con mayor porcentaje de población de 18 
años y más, que manifestó haber sido víctima de 
discriminación, fueron: Yucatán (32.1 %), Puebla (30.6 
%), Ciudad de México (29.6 %), Jalisco (27.1 %) y 
Morelos (23.3 %).  

Entre los principales motivos de discriminación 
se encuentra de la población de 18 años y más que 
manifestó haber sido discriminada en los últimos 12 
meses, 30.6 % lo atribuyó a su forma de vestir o 
arreglo personal (tatuajes, ropa, forma de peinarse, 
perforaciones), seguido por el 27.5 % atribuible al 
peso o la estatura, 23.7 % sobre opiniones políticas y 
solo el 3.1 % sobre la orientación sexual (Actualmente 
la ENADIS no pregunta discriminación sobre identidad 
y expresión de género). 

De la población de 18 años y más, 3.6 % refirió 
ser de la diversidad sexual y de género. De esta, 37.3 
% declaró haber sido discriminada en los últimos 12 
meses. Del porcentaje anterior, 41.8 % manifestó 
haberlo sido por su forma de vestir o arreglo personal 
(tatuajes, ropa, forma de peinarse, perforaciones) En 
prevalencia de experiencias de discriminación.  

En 2022, 48.8% de la población de la diversidad 
sexual y de género de 18 a 29 años declaró alguna 
experiencia de discriminación en los últimos 12 meses, 
mientras que, 45.6% de la población de 
afrodescendiente manifestó lo mismo. Uno de los 
grandes retos que se tienen es reconocer la 
interseccionalidad de la discriminación para poder 
generar acciones de política pública efectivas.  

El Plan Estatal de Desarrollo 2025-2030, 
identifica como un problema del diseño en la política 
social la exclusión de la población LGBTIQ+ por esta 
razón se busca contribuir a disminuir esta 
problemática y a la disminución de la discriminación a 
través del Programa de Fortalecimiento para el 
Bienestar de las Personas LGBTIQ+. 
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Este programa se encuentra alineado con el 

Objetivo 3.1 del PED: “Garantizar el desarrollo integral 

y sostenible de las personas, zonas y comunidades de 

atención prioritaria en el Estado de Morelos, con un 

enfoque de construcción de paz, derechos humanos, 

inclusión social y diversidad, promoviendo el bienestar, 

el respeto a las dinámicas locales, la participación 

activa y la mejora de las condiciones de vida.”; La 

Estrategia 3.1.2 “Crear y coordinar programas 

específicos para las Comunidades de Atención 

Prioritaria”; Líneas de acción 3.1.2.1 “Implementar 

programas y acciones para la inclusión social de las 

Comunidades  de Atención Prioritaria (CAP)” y 3.1.2.6 

“Promover, diseñar e implementar acciones para 

prevenir y atender la exclusión, el racismo, el clasismo 

y todo tipo de discriminación de las CAP”. 

Por lo anterior, la Secretaría de Bienestar del 

Poder Ejecutivo de Morelos para el ejercicio fiscal 

2025, emite las siguientes Reglas de Operación: 

1. NOMBRE DEL PROGRAMA  

“Programa de Fortalecimiento para el Bienestar 

de las personas LGBTIQ+ de la Secretaría de 

Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal para el año 

2025”. 

2. DEPENDENCIA RESPONSABLE DE LA 

EJECUCIÓN (URP) 

La Secretaría de Bienestar, a través de la 

Dirección General de Comunidades de Atención 

Prioritaria e Inclusión quien fungirá como unidad 

responsable del programa (URP), para la ejecución de 

las Reglas de Operación. 

3. DERECHO SOCIAL O CARENCIA QUE 

ATIENDE EL PROGRAMA 

Derecho a la igualdad y no discriminación. 

Carencia que se atiende: exclusión social y 

marginación de grupos históricamente discriminados, 

de conformidad con el Artículo 6 de la Ley de 

Desarrollo Social para el Estado de Morelos. 

4. DEFINICIONES  

Para los efectos de estas reglas, debe 

atenderse a las definiciones siguientes: 

I. Apoyo Social Único: Es aquella cantidad 

económica que contribuye al fortalecimiento de la 

economía y bienestar de las personas LGBTIQ+ y que 

se entregará por única ocasión. 

II. Capacitación: Es un proceso de enseñanza 

de aprendizaje para adquirir conocimientos, 

habilidades y herramientas para el desarrollo social, la 

inclusión, la igualdad y no discriminación. 

III. COEVAL: Comisión Estatal de Evaluación 

del Desarrollo Social. 

IV. Comité: Comité dictaminador. 

V. Días Hábiles: Lo correspondiente a los días 

que transcurren de lunes a viernes de cada semana, a 

excepción de días festivos, inhábiles o no laborales, 

que se emitan por ley, decreto o circular oficial; días 

en los que no correrán términos y plazos del 

programa. 

VI. Días Naturales: Los que transcurren del día 

lunes al día domingo de cada semana, incluyendo días 
festivos, inhábiles o no laborales. 

VII. Unidad Responsable del Programa (URP): 
La Dirección General de Comunidades de Atención 

Prioritaria e Inclusión de la Secretaría de Bienestar. 
VIII. Documentación soporte: Conjunto de 

documentos que integran el expediente del Programa 
Fortalecimiento para el Bienestar de las Personas 

LGBTIQ+. 
IX. Personas LGBTIQ+: Persona Lesbiana, Gay, 

Bisexual, Trans, Intersexual y Queer (No binaria). 
X. Programa: Al Programa Fortalecimiento para 

el Bienestar de las Personas LGBTIQ+ 
XI. Queja: Reclamación o protesta que se hace 

ante una autoridad a causa de un desacuerdo o 
inconformidad. 

XII. Secretaría: La Secretaría de Bienestar del 
Estado de Morelos. 

XIII. Zona de Atención Prioritaria: A las áreas o 
regiones, sean de carácter predominantemente rural o 

urbano, cuya población registra índices de pobreza, 
marginación indicativos de la existencia de marcadas 

insuficiencias y rezagos en el ejercicio de los derechos 
para el desarrollo social establecidos en la Ley 

General de Desarrollo Social; conforme al Decreto que 
emite la declaratoria de zonas de atención prioritaria 

para el estado de Morelos vigente. 
5. OBJETIVO GENERAL  

Contribuir al bienestar de las personas 
LGBTIQ+ en el Estado de Morelos, promoviendo la 

inclusión, la igualdad y disminuir la discriminación, 
mejorando sus conocimientos, habilidades y 

herramientas para el ejercicio pleno de sus derechos, 
mediante acciones de capacitación y formación. 

6. OBJETIVOS ESPECIFICOS  
I. Proporcionar capacitación y acciones de 

formación en temas sobre diversidad sexual, inclusión, 
igualdad, no discriminación, masculinidades y 

bienestar de las personas LGBTIQ+. 
II. Otorgar un Apoyo Social Único para personas 

LGBTIQ+ que radiquen en el estado de Morelos, 
priorizando aquellas que radiquen en Zonas de 

Atención Prioritaria, las cuales corresponden al listado 
de zonas de atención prioritaria determinadas para el 

estado de Morelos y que al efecto se publiquen en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad. 

7. UNIVERSO DE ATENCIÓN  
En el estado de Morelos se identifican como 

personas LGBTIQ+, 112,675 según la Encuesta 
Nacional sobre Diversidad Sexual y de Género 

(ENDISEG, 2021) elaborada por el Instituto Nacional 
de Geografía y Estadística (INEGI) 

8. POBLACIÓN OBJETIVO 
600 personas LGBTIQ+ de 18 a 64 años de 

todo el estado de Morelos, con preferencia en las 
personas que habitan en las Zonas de Atención 

Prioritaria (ZAP) determinadas por el COEVAL para el 
año 2025. 
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Queda totalmente prohibida toda discriminación 

de la población potencial u objetivo, motivada por 

origen étnico, religión, opinión, orientación sexual, 

identidad género, expresión de género, características 

sexuales, estado civil, nivel escolar o cualquier otra 

que tenga por objeto anular o menoscabar los 

derechos y libertades de la persona. El programa 

contribuye en la atención de los derechos de equidad 

y no discriminación, enunciados en el artículo 6 de la 

Ley de Desarrollo Social para el Estado de Morelos. 

9. DEFINICIÓN DEL BIEN O APOYO A 

ENTREGAR 

I. Capacitación y formación, se impartirán un 

total de 17 horas de capacitación sobre diversidad 

sexual, inclusión, igualdad, no discriminación, 

masculinidades y bienestar de las personas LGBTIQ+. 

La capacitación se llevará a cabo en dos sesiones 

bajo un formato híbrido (virtual y presencial) y estará 

dirigida a 600 personas que cumplan con los requisitos 

establecidos en las presentes Reglas de Operación.   

II. Apoyo social único consistente en $5,000.00 

(Cinco Mil Pesos 00/100 M.N) apoyo económico que 

contribuya al fortalecimiento de la economía y el 

bienestar de personas LGBTIQ+, aquellos que 

cumplan con un mínimo  de ochenta por ciento de las 

horas de las capacitaciones, conforme a lo establecido 

en las presentes reglas de operación. 

10. MECANICA DE ACCESO. 

a) La Secretaría de Bienestar, publicará las 

presentes reglas de operación en el Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad” y dará difusión de las mismas en los 

estrados, redes sociales y la página de la Secretaría 

de Bienestar: https://www.morelos.gob.mx/bienestar 

b) Realizar previamente el registro de llave MX 

por medio de la CURP, en https://www.llave.gob.mx; 

para las personas que previamente cuenten con llave 

MX, pueden iniciar el registro.  

c) Las personas solicitantes podrán realizar su 

registro en la página 

https://sire.morelos.gob.mx/r/programa-bienestar-lgbtiq 

a partir del siguiente día de su publicación y durante 

los siguientes veinte días naturales. 

d) Una vez realizado el registro, el sistema 

asignará de forma automática un número de folio a 

cada solicitud, el cual deberá conservar y será único e 

intransferible. LA EMISIÓN DEL FOLIO NO 

REPRESENTA LA APROBACIÓN PARA 

PARTICIPAR EN EL PROGRAMA Y RECIBIR LOS 

APOYOS. 

e) Las personas LGBTIQ+ interesadas, podrán 

realizar su registro en línea en la página 

https://sire.morelos.gob.mx/r/programa-bienestar-lgbtiq 

de manera personal o asistida, deberán contar con 

clave llave MX, correo electrónico y número de 

teléfono móvil y cumplir con los siguientes: 

10.1.  REQUISITOS 

Los documentos deberán subirse al sistema, en 

formato PDF o JPG, con buena resolución, claros y sin 

tachaduras: 

I. Identificación Oficial Vigente (INE vigente, 

Pasaporte, Cartilla liberada) con domicilio de 

residencia en el estado de Morelos. 

II. Comprobante de domicilio vigente de no más 

de 6 meses de emitido a la fecha de presentar 

documentos (Recibo de luz, agua, teléfono y cable) 

III. Carta bajo protesta de decir verdad que 

pertenece a la población LGTBIQ+. 

IV. Escrito libre no mayor a una página, que 

contenga una breve narrativa que desde su 

experiencia de vida, proponga cuales son los temas o 

acciones más importantes a trabajar en beneficio de 

las personas LGBTIQ+ en el estado de Morelos; en 

caso de haber realizado actividad (es) a favor de esta 

población, realizar una descripción de la (s) misma (s). 

En caso de no adjuntar los documentos 

solicitados,  que estos sean diferentes a los 

solicitados, que la credencial de elector no se 

encuentra completa por ambos lados, legible, vigente, 

o bien no permitan acreditar los datos registrados por 

la persona solicitante, la solicitud de apoyo registrada 

se considerará como improcedente. 

11. PROCESO OPERATIVO PROGRAMA. 

Para llevar a cabo el proceso operativo y el 

ejercicio de los recursos, las personas LGBTIQ+ que 

deseen participar en el presente programa, así como 

el personal adscrito a la URP, observarán y se 

sujetarán a la siguiente: 

11. 1. MECÁNICA OPERATIVA. 

a) Una vez cerrado el registro, y durante los 

quince días hábiles posteriores, la URP integrará un 

expediente digital por cada folio, con los documentos 

de la persona solicitante y procederá a la revisión y 

análisis para seleccionar por orden de prelación, las 

solicitudes que cumplan con los requisitos y que 

acrediten su residencia en el estado de Morelos, en 

las localidades preferentes de las Zonas de Atención 

Prioritarias. 

b) Posteriormente se entregará al Comité 

Dictaminador el listado de solicitudes aprobadas, 

improcedentes, canceladas y no beneficiadas. 

c) El Comité Dictaminador revisará y dará 

legalidad, así como el visto bueno,  aprobando en 

sesión el listado presentado por la URP en un plazo no 

mayor a los diez días hábiles. 

d) La URP publicará con base en el acta, a más 

tardar cinco días hábiles después de la sesión del 

Comité Dictaminador, a través de la página oficial y en 

estrados de la Secretaría de Bienestar la relación de 

los folios que hayan resultado en sentido positivo para 

ser acreedores al apoyo del programa. Esta 

publicación surtirá los efectos de notificación.  

https://www.morelos.gob.mx/bienestar
https://www.llave.gob.mx/
https://sire.morelos.gob.mx/r/programa-bienestar-lgbtiq
https://sire.morelos.gob.mx/r/programa-bienestar-lgbtiq
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e) A los folios aprobados se les hará llegar el 
resultado vía correo electrónico, en el que se indicará 
modalidad, fecha, hora y lugar de la capacitación 
correspondiente. 

f) La papelería, la documentación, así como la 
publicidad y promoción oficial de este programa, 
deberán incluir la siguiente leyenda: “Este programa 
es público, ajeno a cualquier Partido Político. Queda 
prohibido su uso para fines distintos al Desarrollo 
Social. Quien haga uso indebido de los recursos de 
este Programa deberá ser denunciado ante las 
autoridades conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables”. 

11.2 CRITERIOS DE SELECCIÓN PARA 
SOLICITUDES DE APOYO. 

Las solicitudes que tengan la probabilidad de 
ser sujetos de apoyo serán las que: 

a) Cumplan el 100% de los documentos 
requeridos y demás disposiciones de las presentes 
Reglas de Operación. 

b) Que radiquen preferentemente en alguna 
localidad de las zonas de atención prioritaria 
establecidos por la COEVAL. 

c) Se buscará que se cubra la totalidad de los 
municipios de todo el Estado, además del criterio de la 
interseccionalidad de las Comunidades de Atención 
Prioritaria. 

d) Contar con tiempo y disposición para cumplir 
con el mínimo de ochenta por ciento de la capacitación 
presencial y virtual, el cual es requisito indispensable 
para recibir el Apoyo Social Único. 

e) Se tomarán en cuenta las narrativas 
expuestas por las personas solicitantes. 

11.3 CRITERIOS DE IMPROCEDENCIA, 
CANCELACIÓN E INCUMPLIMIENTO 

Serán improcedentes las solicitudes de apoyo: 
a) Con registro incompleto en el sistema 

electrónico de registro del programa. 
b) Que presenten inconsistencias en la 

información del registro o en la documentación que se 
adjunta. 

c) Que la credencial de elector expedida por el 
Instituto Nacional Electoral (INE) explícitamente 
consigne un Estado diferente al estado Morelos; que 
se adjunte borrosa, oscura o ilegible; o que no se 
encuentre vigente.  

d) Que hayan concluido el registro de solicitud 
de apoyo sin que hayan adjuntado los documentos 
solicitados; que los documentos adjuntos sean 
diferentes a los solicitados; que los documentos 
adjuntos sean ilegibles, es decir, que impidan la 
lectura de nombre, domicilio, claves y demás 
información que la URP deberá cotejar; que los 
documentos adjuntos pertenezcan a persona diversa 
de la titular del registro. Bajo ninguna circunstancia la 
Secretaría recibirá documentación de forma impresa, 
una vez que se haya concluido el proceso de registro 
de solicitud de apoyo, con la finalidad de modificar, 
sustituir o complementar la documental adjunta en el 
registro. 

e) Que la Clave Única de Registro de Población 

(CURP) señale la Clave CURP pertenezca a persona 

diversa de la persona titular del registro. 

f) Que se encuentren registradas en dos o más 

ocasiones con la misma Clave Única de Registro de 

Población (CURP), con información diferente; se 

procederá dictaminar como improcedentes todas las 

solicitudes registradas con la misma CURP. En caso 

de que existan dos o más registros con la misma 

CURP y la misma información, y con diferente número 

de folio, la URP podrá someter los casos ante el 

Comité Dictaminador, para determinar su estatus. En 

las que la persona solicitante de apoyo realice 

acciones tendientes a menoscabar la veracidad del 

programa alterando o violentando los procedimientos 

establecidos en las reglas de operación.  

g) En las que la persona solicitante de apoyo 

tenga menos de 18 años cumplidos. 

h) Las demás que considere el Comité 

Dictaminador del programa. 

Serán cancelado el registro en caso de: 

a) Cualquier incumplimiento de las presentes 

reglas de operación. 

b) Detectar falsedad, inconsistencia o falta de 

probidad en la información proporcionada en la en 

cualquier etapa del proceso.  

c) No concluir el trámite administrativo 

correspondiente por parte de la persona solicitante, 

por no entregar documentación completa. 

d) La renuncia voluntaria  por escrito a la 

solicitud de apoyo. 

12. MECANISMOS DE TRANSPARENCIA 

Con la finalidad de otorgar transparencia a los 

procedimientos que se desarrollan por parte de la 

Secretaría en el marco del presente programa, se 

integrará un Comité Dictaminador, el cual tiene las 

atribuciones relativas a la correcta ejecución, 

dictaminación y vigilancia  de todo lo relativo a las 

Reglas de Operación. 

13. VALIDACIÓN DE SOLICITUDES Y 

EXPEDIENTE 

Todo registro presentado ante la URP que 

cumpla con las disposiciones y documentos de las 

presentes Reglas de Operación tendrá que pasar por 

un proceso de validación y de selección, que estará a 

cargo de la URP. Una vez realizada la validación 

conforme a los criterios de selección, se integrará un 

informe resolutivo de las solicitudes de apoyo 

seleccionadas para entregar Comité Dictaminador.  

14. COMITÉ DICTAMINADOR 

El Comité es la instancia colegiada responsable 

de aprobar y seleccionar, mediante votación por 

mayoría simple, los registros presentados por la URP. 

Asimismo, le corresponde revisar y avalar el dictamen 

técnico emitido, a fin de garantizar la transparencia, 

legalidad y equidad del proceso. 
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El Comité estará integrado por personas 

servidoras públicas con voz y voto, conforme a la 
siguiente estructura: 

I. Presidencia: Titular de la Secretaría de 
Bienestar del Poder Ejecutivo; (voz y voto) 

II. Secretaría Técnica: Titular de la Dirección 
General de Comunidades de Atención Prioritaria e 

Inclusión; (voz) 
III. Vocalía 1: Titular de la Dirección General de 

Programas, Proyectos Especiales y Coordinación 
Interinstitucional; (voz y voto) 

IV. Vocalía 2: Titular de la Unidad de Enlace 
Jurídico; (voz y voto)  

Como invitados permanentes solo con voz: 
Una persona representante de la Contraloría del 

Estado de Morelos y una persona representante del 
Consejo Ciudadano de Desarrollo Social del Estado de 

Morelos; (Voz). 
14.1.  LAS ATRIBUCIONES DEL COMITÉ SON: 

a) Instalar el Comité Dictaminador del Programa 
mediante sesión ordinaria; la convocatoria para la 

instalación del Comité se realizará por parte de la 
persona titular de URP correspondiente, quien funge 

como secretario técnico, precisando la fecha y hora.  
La URP presentará ante el Comité Dictaminador las 

reglas de operación y el calendario de sesiones. 
b) Sesionar ordinariamente a partir de la 

instalación del Comité Dictaminador y de manera 
extraordinaria cuando la operación del programa lo 

requiera; la convocatoria deberá realizarse a través de 
la persona titular de la URP correspondiente, con un 

tiempo mínimo de veinticuatro horas antes. 
c) Analizar las solicitudes de apoyo que se 

hayan registrado con motivo del programa en el 
sistema electrónico, con apego a lo establecido en las 

reglas de operación. 
d) Validar y en su caso aprobar de forma oficial 

el listado proporcionado por la URP, previamente 
analizado, así como las solicitudes que recibirán el 

apoyo social, a través de votación simple con mayoría 
de cincuenta por ciento más uno en sesión, aplicando 

los criterios de selección y demás disposiciones de las 
presentes reglas de operación, con los folios 

susceptibles de ser dictaminadas como aprobadas, 
improcedentes, canceladas o no beneficiadas, de 

conformidad con los criterios consignados en las 
reglas de operación. 

e) Analizar y en su caso dictaminar la 
aprobación de solicitudes de apoyo, clasificadas 

inicialmente como no beneficiadas, en caso de que la 
URP lo ponga a su consideración, en la orden del día 

correspondiente. 
f) Integrar y emitir el dictamen resolutivo de las 

solicitudes de apoyo aprobadas. 
g) Publicar a través del titular de la URP el 

dictamen resolutivo en el portal de internet, estrados y 
redes sociales de la Secretaría a más tardar a los 

cinco hábiles, posteriores a la aprobación del dictamen 
por parte del Comité Dictaminador. 

h) Considerar que la aprobación de solicitudes 
de apoyo se realice preferentemente contemplando 
cada uno de los 36 municipios del estado de Morelos, 
así como las Zonas de Atención Prioritarias (ZAP); sin 
embargo, se valorará la proporción de participación de 
las personas, así como el cumplimiento de criterios, de 
conformidad con lo establecido en las reglas de 
operación, aún si no se beneficia a los 36 municipios 
del estado de Morelos. 

i) Considerar que la aprobación de solicitudes 
de apoyo, se realice preferentemente por orden de 
prelación en el registro, para acceder al curso de 
capacitación seleccionado por cada persona. 

j) Cancelar las solicitudes aprobadas en caso de 
incumplimiento de las Reglas de Operación, falta de 
probidad, y falsedad en la información. 

k) En el caso de que exista cancelación de 
algún tipo de apoyo para un beneficiario, el Comité 
Dictaminador conocerá la relación de folios 
correspondientes a los apoyos cancelados, así como 
el monto total derivado de las cancelaciones para 
validar y aprobar y se proceda con ello al reintegro a la 
Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo. 

l) Interpretar las Reglas de Operación, 
procedimientos, mecanismos y así como los casos no 
previstos en las mismas. 

m) Determinar la solución a conflictos o 
controversia que derive de las presentes Reglas de 
Operación, cuya resolución será de carácter 
inapelable. 

n) Es atribución del secretario(a) técnico(a) la 
elaboración de las actas de acuerdos en cada una de 
las sesiones. 

o) Analizar, resolver y dictaminar todos los 
casos y situaciones atípicas y no previstas en las 
Presentes Reglas de Operación que se presenten o 
desprendan de los diferentes procedimientos y que la 
URP correspondiente ponga a su consideración con 
motivo del desarrollo del presente Programa. 

p) Autorizar las bajas o cancelación de personas 
beneficiarias en el programa. 

15. ENTREGA DEL APOYO 
15.1 CAPACITACIONES 
Con el objetivo de fortalecer las habilidades y 

conocimientos de las personas beneficiarias, se 
llevarán a cabo capacitaciones como parte del proceso 
para acceder al Apoyo Social Único. Estas actividades 
formativas se realizarán en formato híbrido (presencial 
y virtual), con una duración total de 17 horas, y estarán 
enfocadas en brindar herramientas útiles sobre 
diversidad sexual, inclusión, igualdad, no 
discriminación, masculinidades y bienestar de las 
personas LGBTIQ+. A continuación, se detallan las 
condiciones y lineamientos de participación: 

a) Las capacitaciones se desarrollarán durante 
los meses de agosto, septiembre y octubre del 
presente año, en modalidades presencial y virtual. Las 
personas beneficiarias recibirán con anticipación un 
aviso por correo electrónico con la información 
correspondiente a horarios, sedes y modalidad de 
participación. 
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b) Es requisito cumplir con un total de 17 horas 

de capacitación. Para recibir el Apoyo Social Único, 

las personas beneficiarias deberán acreditar al menos 

el 80 % de asistencia. 

c) En las sesiones virtuales, será obligatorio 

mantener la cámara encendida y participar 

activamente. La persona encargada de la capacitación 

llevará un registro de asistencia y participación. La 

falta de cumplimiento será considerada como 

inasistencia. 

d) Las sesiones de capacitación presenciales se 

llevarán a cabo en diversas sedes ubicadas en el 

estado de Morelos. Las personas interesadas podrán 

seleccionar, durante el proceso de registro, la sede 

que mejor se adecúe a la ubicación de su municipio de 

origen. En caso de que una sede haya alcanzado su 

capacidad, la Unidad Responsable del Programa 

(URP) podrá reasignar a las personas participantes a 

otra sede disponible. En cada sesión, será obligatorio 

registrar la asistencia al inicio de la actividad. 

15.2 APOYO SOCIAL ÚNICO. 

La entrega del Apoyo Social Único se realizará 

conforme a los criterios de transparencia, orden y el 

cumplimiento de los requisitos por parte de las 

personas beneficiarias. A continuación, se describen 

las condiciones, modalidades y plazos establecidos 

para su entrega y dispersión: 

a) El Apoyo Social Único será entregado a 

través de una tarjeta bancaria, por conducto de la 

Unidad Responsable del Programa (URP) de la 

Secretaría. La entrega será personal, requerirá la firma 

de recibido y, sin excepción, deberá realizarse 

directamente a la persona beneficiaria. 

b) Para ser acreedoras al Apoyo Social Único, 

las personas beneficiarias deberán haber acreditado al 

menos el 80 % del total de horas de capacitación, la 

cual se impartirá en formato híbrido (presencial y 

virtual). 

c) La entrega de las tarjetas se realizará durante 

un evento público, en el lugar, fecha y hora que 

determine la URP, previsto para el mes de noviembre. 

d) Una vez entregadas las tarjetas, la dispersión 

de los recursos económicos se efectuará en un plazo 

máximo de diez días hábiles. En caso de no acudir al 

evento de entrega, las personas beneficiarias contarán 

con un periodo de cinco días naturales para recoger la 

tarjeta personalmente en las oficinas de la Secretaría, 

ubicadas en Avenida Plan de Ayala número 825, 

Tercer Piso, Plaza Corporativo Arcos Cristal, Colonia 

Teopanzolco, Cuernavaca, Morelos, en un horario de 

lunes a viernes de 9:00 a 16:00 horas. En caso de no 

recogerla en el plazo establecido, se procederá a la 

cancelación del apoyo. 

16. DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS 

PERSONAS PARTICIPANTES DEL PROGRAMA. 

Las personas LGBTIQ+ del estado de Morelos 

que presente solicitud para participar en el Programa 

tendrán los siguientes derechos y obligaciones: 

16.1 DERECHOS 

a) Recibir un trato digno, respetuoso, oportuno, 

equitativo y con calidad, sin discriminación, con 

enfoque de género e interseccional. 

b) Acceder a los apoyos que otorga el 

programa, conforme a lo establecido en las presentes 

Reglas de Operación. 

c) Recibir información adicional y a que sus 

dudas sean aclaradas en todo momento por personal 

de la URP, pudiendo ser a través del correo 

electrónico cesar.guerra@morelos.gob.mx, vía 

telefónica al número 7773.10.06.40. EXT 66460 o 

bien, de forma presencial, en las instalaciones de la 

Secretaría de Bienestar, ubicadas en avenida Plan de 

Ayala número 825, Tercer Piso, Plaza Corporativo 

Arcos Cristal, Colonia Teopanzolco, Cuernavaca 

Morelos. 

d) Ser informadas de la resolución del registro al 

Programa. 

e) Las personas beneficiarias de conformidad 

con el artículo 66 de la Ley de Desarrollo Social para 

el Estado de Morelos, serán registradas en el Padrón 

Único de Beneficiarios de Programas Sociales 

conforme a los Lineamientos Generales para la 

integración, validación y actualización del Padrón de 

Beneficiarios del Estado de Morelos. 

16.2  OBLIGACIONES 

a) Conducirse con verdad en la información que 

proporcione, con motivo de su registro en el programa; 

así como en la información o documentación que le 

sea solicitada por parte de las personas servidoras 

públicas adscritas a la Secretaría de Bienestar del 

Poder Ejecutivo de Morelos. 

b) Leer y cumplir las presentes reglas de 

operación y procedimientos que establezcan r el 

Comité Dictaminador. 

c) Verificar, ordenar, actualizar y/o entregar 

según corresponda, la documentación solicitada por la 

Secretaría, en todos los procesos que se desarrollarán 

en el programa. 

d) Respetar el dictamen resolutivo que emita del 

Comité Dictaminador del programa, respecto a la 

dictaminación de su solicitud registrada. 

e) Informar a esta secretaría sobre cualquier 

cambio que resulte relevante para que la URP 

desarrolle los procedimientos de seguimiento 

correspondientes; incluyendo principalmente el cambio 

de número telefónico, dirección de correo electrónico y 

domicilio de residencia, en su carácter de persona 

beneficiaria del Programa. 
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f) Facilitar también a la Secretaría de Bienestar, 

a través de la URP el acceso físico a la información 

documental correspondiente para cotejo en caso de 

requerirlo. 

g) Contar con el expediente completo en original 

para los casos en los que sea requerido. 

17. RESTRICCIONES. 

a) Por ninguna circunstancia, las personas 

servidoras públicas aceptarán físicamente 

documentación para registrar o complementar el 

registro de participación en el programa, fuera de las 

fechas y plazos establecido para dicho procedimiento. 

b) Las personas participantes del presente 

programa son las únicas e inmediatas responsables 

de las acciones que realicen con motivo del 

cumplimiento de los diferentes procesos de las reglas 

de operación, así mismo, son las únicas personas 

responsables de obtener los beneficios y cumplir con 

las obligaciones que contraigan a su nombre, en 

general con toda aquella persona física o moral con 

quien realice transacciones y/o celebre instrumentos 

jurídicos, administrativos, contables, comerciales entre 

otros. 

c) Las personas que participen en el presente 

programa observarán puntualmente las 

recomendaciones e indicaciones que para tal efecto 

señale la Secretaría de Bienestar, a través de la URP 

a fin de garantizar el orden y correcta ejecución de 

cada uno de los procesos de éste.  

d) No podrán acceder a los apoyos del 

programa: Funcionarios y Servidores Públicos 

Estatales, personal de la Secretaría de Bienestar del 

Estado de Morelos, integrantes del Comité 

Dictaminador y demás personas servidoras públicas  

que tengan injerencia directa o indirecta en el 

Programa. 

18. CANCELACION DE LOS APOYOS 

Serán canceladas las solicitudes de apoyo en 

los siguientes casos: 

a) Cuando la persona solicitante manifieste, de 

forma escrita, su decisión de  ya no participar en el 

Programa. 

b) Cuando la persona solicitante no asista a la 

sede asignada para la capacitación presencial, no 

participe en las sesiones virtuales, o no cumpla con al 

menos el 80 % del total de horas de capacitación. 

c) Cuando se detecte que la información 

proporcionada es falsa o inconsistente. 

d) Cuando se detecte que se mintió sobre su 

orientación sexual, identidad de género y/o expresión 

de género. 

e) Cuando existan inconsistencias entre la 

documentación presentada durante el registro. 

f) No localización de la persona beneficiaria.  

g) Muerte de la persona beneficiaria, el cual no 

podrá ser entregado a otra persona familiar. 

h) Las personas que a los cinco días naturales 

posteriores a la fecha de entrega de las tarjetas física, 

no acuda a recogerla en las oficinas de la URP. 

19. VIGENCIA Y PRESUPUESTO 

El presente programa estará vigente durante el 

ejercicio fiscal 2025 y cuenta con un presupuesto 

asignado de $3,000,000.00 (tres millones de pesos 

00/100 M.N.), correspondiente a la clave presupuestal 

AF130010, autorizado por la Secretaría de Hacienda 

del Poder Ejecutivo del estado de Morelos. 

20. CONTRALORÍA SOCIAL 

Se propiciará la participación de los 

beneficiarios del programa a través de la Contraloría 

Social de la Comisión Estatal de Evaluación del 

Desarrollo Social (COEVAL), quien podrá dar 

acompañamiento, para el seguimiento, supervisión y 

vigilancia del cumplimiento de la correcta aplicación de 

las presentes reglas de operación. 

Para la integración de la Contraloría Social, la 

Comisión Estatal de Evaluación del Desarrollo Social 

elegirá a los integrantes de entre los beneficiarios que 

se encuentren registrados, en observancia a la 

normatividad aplicable en la materia. 

Así mismo, se reconoce a la Contraloría Social 

de la Secretaría de la Contraloría  como el mecanismo 

de las personas beneficiarias de manera organizada, 

independiente, voluntaria y honorífica, para verificar el 

cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de 

los recursos públicos asignados a los programas 

estatales, artículo 17 de su Reglamento Interior de la 

Secretaria de la Contraloría; y los Lineamientos para la 

promoción y operación de la Contraloría Social en 

Programas de Desarrollo Social del Gobierno del 

Estado de Morelos. 

21. MECANISMOS DE INFORMACIÓN. 

21.1 QUEJAS Y DENUNCIAS 

Las personas interesadas podrán emitir sus 

quejas y denuncias en la Secretaría de Bienestar del 

Gobierno del Estado de Morelos, ubicada en Avenida 

Plan de Ayala, número 825, tercer piso, colonia 

Teopanzolco, Cuernavaca, Morelos, con un horario de 

9:00 a 16:00 horas. 
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Para el caso de las denuncias ciudadanas, 

faltas o actos administrativos que atenten en contra 

del programa o de las personas beneficiadas; así 

como actos u omisiones que puedan dar lugar a fincar 

responsabilidades administrativas, civiles o penales de 

servidoras y servidores públicos, podrán presentar la 

denuncia o queja que corresponda ante la Secretaría 

de la Contraloría del Estado de Morelos, ubicadas en 

calle Mariano Abasolo #6 antes #100 edificio Laureles 

local #105, no., Int 1er Piso, Col. Centro Cuernavaca. 

C.P. 62000, a través del siguiente procedimiento de 

buzón en línea de quejas y sugerencias: 

Procedimiento para presentar quejas o 

denuncias: 

Ingresar a la página 

http://buzonciudadano.morelos.gob.mx Ingresar al 

apartado “presentar queja o sugerencia”. 

I. Elegir la forma de presentar: “anónima” o “no 

anónima”. 

II. Registrar los datos personales: nombre, 

primer apellido y  segundo apellido. 

III. Elegir la dependencia: “Secretaría de 

Bienestar”. 

IV. Elegir el tipo de comentario: sugerencia o 

comentario”, “reconocimiento” o “queja”. 

V. Registrar el mensaje; en caso de referir 

hechos o acontecimientos, señalar la fecha en que se 

presentaron. 

Todos los mensajes recibidos, serán atendidos 

en un periodo máximo de 10 (diez) días hábiles, 

contados a partir de la fecha del registro. 

21.2 DATOS DE CONTACTO DE LA 

SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA DEL PODER 

EJECUTIVO. 

Así mismo se pone a disposición de la 

ciudadanía los siguientes datos de contacto de la 

Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado 

de Morelos, como sigue: 

Número telefónico 7773292200 ext. 1904 y/o el 

correo electrónico contraloria.social@morelos.gob.mx. 

Horario de atención: lunes a viernes en el 

horario de 08:00 a 17:00 horas. 

Todos los mensajes recibidos vía correo 

electrónico o en el buzón ciudadano en línea, serán 

atendidos en un periodo máximo de 10 (diez) días 

hábiles, contados a partir de la fecha de registro. 

21.3.  SOLICITUDES DE INFORMACIÓN 

Las personas interesadas en ejercer su derecho 

de acceso a la información pública (DAI) podrán 

hacerlo en la Unidad de Transparencia, de forma 

presencial, de lunes a viernes de 09:00 a 16:00 horas 

en las instalaciones de la Secretaría de Bienestar del 

Gobierno del Estado de Morelos, ubicada en avenida 

Plan de Ayala, número 825, tercer nivel, colonia 

Teopanzolco, Cuernavaca, Morelos, o mediante la 

Plataforma Nacional de Transparencia, 

https://www.plataformadetransparencia.org.mx  

21.4. PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES 

En todo momento la persona beneficiaria podrá 

ejercer los derechos ARCO (acceso, rectificación, 

cancelación y oposición) de los datos personales 

recabados, mediante solicitud en la Unidad de 

Transparencia en domicilio conocido. 

Los datos personales recabados serán 

utilizados con las finalidades siguientes: validar que se 

cumplan los requisitos de elegibilidad para ser persona 

beneficiaria de este Programa, asimismo serán 

integrados en el sistema de información con los 

padrones de beneficiarios de los programas sociales 

de la Comisión Estatal de Evaluación del Desarrollo 

Social del Estado de Morelos. Por lo tanto, se 

garantiza la protección de los Datos Personales que 

sean recabados y transferidos conforme con las 

disposiciones en materia de transparencia, acceso a la 

información pública y protección de datos personales 

en posesión de sujetos obligados.  

21.5. AVISO DE PRIVACIDAD INTEGRAL 

La Secretaría es la responsable de recabar, 

resguardar y transmitir los datos personales de las 

personas que soliciten el ingreso al programa, así 

como responsable del uso y protección de los datos 

recabados, conforme a la normatividad aplicable, se 

puede consultar el Aviso de Privacidad Integral en la 

liga electrónica siguiente:  

https://www.morelos.gob.mx/bienestar 

TRANSITORIO ÚNICO. - Publíquese en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, así como en la 

página de la Secretaría de Bienestar en 

https://www.morelos.gob.mx/bienestar, Cuernavaca, 

Morelos a 20 de junio 2025. 

Atentamente, 

Mtra. Silvia Salazar Hernández 

Secretaria de Bienestar del Poder Ejecutivo de 

Morelos. 

Rúbrica.  

http://buzonciudadano.morelos.gob.mx/
https://www.plataformadetransparencia.org.mx/
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AVISO DE PRIVACIDAD INTEGRAL 

DEL PROGRAMA “FORTALECIMIENTO PARA EL 

BIENESTAR DE LAS PERSONAS LGBTIQ+ DE LA 

SECRETARÍA DE BIENESTAR DEL PODER 

EJECUTIVO ESTATAL PARA EL AÑO 2025”. 

La Secretaría de Bienestar del Poder Ejecutivo 

Estatal, con domicilio en Avenida Plan de Ayala 825 

3er nivel Corporativo Plaza Cristal, Colonia 

Teopanzolco, Código Postal 62350, en Cuernavaca, 

Morelos Tel 777 3101048 ext. 66486. Es responsable 

del tratamiento de los datos personales en 

cumplimiento con la Ley General de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 

(LGPDPPSO), la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos (LPDPPSOEM), Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Morelos (LTAIPEM) y la demás 

normatividad que resulte aplicable, por consiguiente, 

se emite el siguiente Aviso de Privacidad. 

Finalidades del tratamiento para las cuales se 

obtienen los datos personales. 

En relación con el intercambio de información 

que por cuestiones de socialización del derecho 

humano de acceso a la información y del derecho 

humano de protección de datos personales, la 

Secretaría de Bienestar a través de la Dirección 

General de Comunidades de Atención Prioritaria e 

Inclusión, implementará el Programa “Fortalecimiento 

para el Bienestar de las Personas LGBTIQ+ de la 

Secretaría de Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal 

para el Año 2025” recabará, incorporará y tratará sus 

datos personales con el fin de beneficiar a las 

personas participantes, para otorgar el apoyo como 

beneficiarios del Programa señalado, así mismo, se 

hará la integración de expedientes de cada persona 

registrada y que resulte beneficiaria, acreditando la 

identidad para la realización de trámites 

administrativos y fiscales, control de asistencia, 

formato de aceptación de medio de entrega. 

La información requerida para el registro de las 

participantes, en el programa “Fortalecimiento para el 

Bienestar de las Personas LGBTIQ+ de la Secretaría 

de Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal para El Año 

2025”, deberá ser proporcionada mediante el registro 

electrónico, con el fin de facilitar la identificación y el 

manejo adecuado. 

Datos personales: Nombre completo, CURP, 

domicilio, edad, fecha de nacimiento, sexo, estado 

civil, nivel de estudio, ocupación, correo electrónico, 

identificación oficial, carta bajo protesta de decir 

verdad de pertenecer a la población LGBTIQ+, escrito 

libre que contenga las propuestas, contacto de 

teléfono, nombre del municipio y localidad, datos de 

lugar de nacimiento. 

  

De igual forma se hace de conocimiento que los 

datos personales sensibles que se solicitarán son: 

orientación sexual, identidad de género, discapacidad, 

auto adscripción o identidad étnica, si eres jefa o jefe 

de familia dando el tratamiento de conformidad con los 

criterios de protección de datos personales que regula 

la ley aplicable. 

Con fundamento en la normatividad aplicable en 

materia de protección de datos personales, se informa 

que las fotografías y/o imágenes captadas en el marco 

de las actividades del programa podrán ser utilizadas 

con fines informativos, estadísticos, de transparencia, 

rendición de cuentas, promoción institucional y 

evaluación de políticas públicas. Estas imágenes 

podrán publicarse en medios impresos, electrónicos o 

digitales de la Secretaría, siempre garantizando el 

respeto a la dignidad, privacidad y derechos de las 

personas. Al proporcionar sus datos y/o permitir la 

toma de fotografías, usted autoriza su uso para los 

fines antes mencionados, salvo que manifieste lo 

contrario por escrito. 
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Para el tratamiento de los datos personales 

sensibles, se solicitará el consentimiento expreso de la 

persona titular de forma verbal, electrónica o escrita, 

de conformidad con el artículo 7 y 15 de la Ley 

General de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados; así como los artículos 

14 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos. 

Es importante señalar que la información 

recabada de las personas LGBTIQ+ que no resulten 

beneficiarias, se tratará de conformidad con los 

criterios de protección de datos personales que regula 

la ley aplicable. 

¿Con quién compartimos su Información 

personal y para qué fines? 

Para el caso de personas beneficiarias del 

Programa descrito anteriormente, se informa que la 

Dirección General de Comunidades de Atención 

Prioritaria e Inclusión, realiza la integración y transfiere 

los datos a la Comisión Estatal de Evaluación del 

Desarrollo Social (COEVAL), Órgano Desconcentrado 

de la Secretaría de Bienestar, con la finalidad de 

recabar la información de las personas beneficiarias 

en los diferentes programas que se ejecutan en el 

Estado de Morelos. Lo anterior de conformidad con el 

artículo 68 de la Ley de Desarrollo Social para el 

Estado de Morelos, y los Lineamientos Generales para 

la integración, validación y actualización del Padrón 

Único de Beneficiarios del Estado de Morelos. 

Así mismo, la Dirección General de 

Comunidades de Atención Prioritaria e Inclusión, se 

compromete a velar para que todos los principios 

legales de protección en torno a la transferencia de 

sus datos personales se lleven a cabo de manera 

responsable. 

El presente Aviso de Privacidad se emite de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 2 

fracción II, V y VI, 3 fracción I, II, XXVIII, XXXIII, 4, 7, 

15, 17, 18, 20, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 31, 32 y 43 de 

la Ley General de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 1, 3 

fracción I, II, IX, X, XI, XXV, XXXVI, XXXVIII, 6, 11, 

12, 14, 18, 19, 21, 22, 23, 24, 25, 27,28, 33, 36, 79, 

80 y 89 de la Ley de Protección de Datos Personales 

en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos; artículo 11 fracción I y 49 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Morelos; 4 fracción I, 9 fracción XIII, y 34 de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública del 

Estado Libre y Soberano de Morelos; 1, 2, 3, 

fracciones I, XII y XXIV, 4, 5, fracción IV, 8, 10 fracción 

XXI y XLIII del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal. 

En caso de requerir revocar el consentimiento 

otorgado para el tratamiento de los datos personales, 

se deberá presentar la solicitud ante el Comité de 

Transparencia de la Secretaría de Bienestar; sin 

embargo, es importante que tenga en cuenta que, 

para cumplir con alguna obligación legal, se requiere 

seguir tratando sus datos personales. Asimismo, usted 

deberá considerar que, para ciertos fines, la 

revocación de su consentimiento implicará que no se 

pueda seguir siendo beneficiaria de dicho programa, y 

así la conclusión de su relación con el Programa 

“Fortalecimiento para el Bienestar de las Personas 

LGBTIQ+ de la Secretaría de Bienestar del Poder 

Ejecutivo Estatal para el Año 2025”. 

La entrega de los datos personales señalados 

es de carácter facultativo, sin embargo; es importante 

precisar que, de no proporcionarlos, no será posible 

dar cumplimiento a las finalidades antes mencionadas. 
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Mecanismos para ejercer los Derechos ARCOP  
Usted tiene derecho a conocer qué datos 

personales tenemos de usted, para que los utilizamos 
y las condiciones del uso que les damos (Acceso). 
Asimismo, es su derecho solicitar la corrección de su 
información personal en caso de que este 
desactualizada, sea inexacta o incompleta 
(Rectificación); tiene derecho a que eliminemos de 
nuestros registros o base de dataros cuando considere 
que la misma no está siendo utilizada conforme a los 
principios, deberes y obligaciones previstos en la 
normativa (cancelación); tiene derecho a oponerse al 
uso de sus datos personales para fines específicos 
(Oposición); Cuando se traten datos personales por 
vía electrónica en un formato estructurado y 
comúnmente utilizado, el titular tendrá derecho a 
obtener del responsable una copia de los datos objeto 
de tratamiento en un formato electrónico estructurado 
y comúnmente utilizado que le permita seguir 
utilizándolos (Portabilidad). 

Para el ejercicio de cualquiera de los derechos 
ARCOP, usted deberá presentar la solicitud respectiva 
en el domicilio de la Secretaría de Bienestar, que está 
ubicada en Plaza Arcos Cristal, Avenida Plan de 
Ayala, número 825 C.P 62350, Colonia Teopanzolco, 
del Municipio de Cuernavaca, Morelos, por medio de 
un escrito libre, dirigido a nuestra Unidad de 
Transparencia de lunes a viernes en un horario de 
9:00 a 17:00 horas, solicitándole sus derechos a 
ejercer, anexando la identificación oficial (INE, 
pasaporte vigente), para acreditar su identidad o 
bien, a través del correo electrónico 
ut.bienestar@morelos.gob.mx. 

¿Cómo puede limitar el uso o divulgación de su 
información personal? 

Con el objeto de que usted pueda limitar el uso 
y divulgación de sus datos personales, se solicita 

lo haga saber al correo electrónico 
ut.bienestar@morelos.gob.mx. 

El presente aviso de privacidad puede sufrir 
modificaciones, cambios o actualizaciones derivadas 
de nuevos requerimientos legales; de nuestras propias 
necesidades por los servicios que ofrecemos, de 
nuestras prácticas de privacidad, o por otras causas. 
Podrá ser modificado en cualquier momento para 
cumplir con actualizaciones legislativas, 
jurisprudenciales, políticas internas, de la Dirección 
General de Comunidades de Atención Prioritaria e 
Inclusión o cualquier otra causa a entera discreción 
en tal caso las modificaciones estarán disponibles a 
través de la página 
https://www.morelos.gob.mx/bienestar o en las 
oficinas señaladas en este Aviso. 

Órgano Garante 
El Instituto Morelense de Información Pública y 

Estadística, es el órgano garante del derecho de 
protección de datos personales ubicado en calle 
Atlacomulco, no. 13, esq. La Ronda, colonia 
Cantarranas, Cuernavaca, Morelos, C.P. 62448, Tel. 
(777) 629 4000, correo electrónico: 
imipe.ut@gmail.com. 

FECHA ELABORACION: 26 DE JUNIO DEL 
2025 

AVISO DE PRIVACIDAD SIMPLIFICADO 

DEL PROGRAMA “FORTALECIMIENTO PARA EL 

BIENESTAR DE LAS PERSONAS LGBTIQ+ DE LA 

SECRETARÍA DE BIENESTAR DEL PODER 

EJECUTIVO ESTATAL PARA EL AÑO 2025”. 

La Secretaría de Bienestar del Poder Ejecutivo 

Estatal, con domicilio en Avenida Plan de Ayala 825 

3er nivel Corporativo Plaza Cristal, Colonia 

Teopanzolco, Código Postal 62350, en Cuernavaca, 

Morelos Tel 777 3101048 ext. 66486. Es responsable 

del tratamiento de los datos personales en 

cumplimiento con la Ley General de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 

(LGPDPPSO), la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos (LPDPPSOEM), Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Morelos (LTAIPEM) y la demás 

normatividad que resulte aplicable, por consiguiente, 

se emite el siguiente Aviso de Privacidad. 

Finalidades del tratamiento para las cuales se 

obtienen los datos personales.  

En relación con el intercambio de información 

que por cuestiones de socialización del derecho 

humano de acceso a la información y del derecho 

humano de protección de datos personales, la 

Secretaría de Bienestar a través de la Dirección 

General de Comunidades de Atención Prioritaria e 

Inclusión, implementará el “Fortalecimiento para el 

Bienestar de las Personas LGBTIQ+ de la Secretaría 

de Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal para el Año 

2025”, recabará, incorporará y tratará sus datos 

personales con el fin de beneficiar a las personas 

participantes, para otorgar el apoyo como beneficiarios 

del Programa señalado. 

La información requerida para el registro de las 

participantes, en el programa “Fortalecimiento para el 

Bienestar de las Personas LGBTIQ+ de la Secretaría 

de Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal para el Año 

2025”, deberá ser proporcionada mediante el registro 

electrónico con el fin de facilitar la identificación y el 

manejo de adecuado, se solicita:  

Así mismo, se hará la integración de 

expedientes de cada persona registrada y que resulte 

beneficiaria, acreditando la identidad, para la 

realización de trámites administrativos y fiscales, 

control de asistencia, formato de aceptación de medio 

de entrega. 

De igual forma se hace de conocimiento que los 

datos personales sensibles que se solicitarán son: 

orientación sexual, identidad de género, discapacidad, 

auto adscripción o identidad étnica, si eres jefa o jefe 

de familia dando el tratamiento de conformidad con los 

criterios de protección de datos personales que regula 

la ley aplicable. 

mailto:ut.bienestar@morelos.gob.mx.
mailto:ut.bienestar@morelos.gob.mx
http://www.morelos.gob.mx/bienestar
mailto:imipe.ut@gmail.com.
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Con fundamento en la normatividad aplicable en 

materia de protección de datos personales, se informa 

que las fotografías y/o imágenes captadas en el marco 

de las actividades del programa podrán ser utilizadas 

con fines informativos, estadísticos, de transparencia, 

rendición de cuentas, promoción institucional y 

evaluación de políticas públicas. Estas imágenes 

podrán publicarse en medios impresos, electrónicos o 

digitales de la Secretaría, siempre garantizando el 

respeto a la dignidad, privacidad y derechos de las 

personas. Al proporcionar sus datos y/o permitir la 

toma de fotografías, usted autoriza su uso para los 

fines antes mencionados, salvo que manifieste lo 

contrario por escrito. 

¿Con quién compartimos su Información 

personal y para qué fines? 

Para el caso de personas beneficiarias del 

Programa descrito anteriormente, se informa que la 

Dirección General de Comunidades de Atención 

Prioritaria e Inclusión, realiza la integración y transfiere 

los datos a la Comisión Estatal de Evaluación del 

Desarrollo Social (COEVAL), Órgano Desconcentrado 

de la Secretaría de Bienestar, con la finalidad de 

recabar la información de las personas beneficiarias 

en los diferentes programas que se ejecutan en el 

Estado de Morelos. Lo anterior de conformidad con el 

artículo 68 de la Ley de Desarrollo Social para el 

Estado de Morelos, y los Lineamientos Generales para 

la integración, validación y actualización del Padrón 

Único de Beneficiarios del Estado de Morelos. 

Así mismo, la Dirección General de 

Comunidades de Atención Prioritaria e Inclusión, se 

compromete a velar para que todos los principios 

legales de protección en torno a la transferencia de 

sus datos personales se lleven a cabo de manera 

responsable. 

¿Cómo puede revocar su consentimiento para 

el uso de sus datos personales? 

En caso de requerir revocar el consentimiento 

otorgado para el tratamiento de los datos personales, 

se deberá presentar la solicitud ante el Comité de 

Transparencia de la Secretaría de Bienestar; sin 

embargo, es importante que tenga en cuenta que para 

cumplir con alguna obligación legal se requiere seguir 

tratando sus datos personales. Asimismo, usted 

deberá considerar que, para ciertos fines, la 

revocación de su consentimiento implicará que no se 

pueda seguir prestando el beneficio del programa a la 

conclusión de su relación con la Dirección General de 

Comunidades de Atención Prioritaria de la Secretaria 

de Bienestar del Poder Ejecutivo Estatal. 

¿Cómo puede limitar el uso o divulgación de su 

información personal?  

Con el objeto de que usted pueda limitar el uso 

y divulgación de sus datos personales, se solicita lo 

haga saber al correo electrónico 

ut.bienestar@morelos.gob.mx. o presentar su solicitud 

a la Unidad de transparencia (UT), de la Secretaría de 

Bienestar del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. 

Notificación del aviso de privacidad 

El presente aviso de privacidad puede sufrir 

modificaciones, cambios o actualizaciones derivadas 

de nuevos requerimientos legales; de nuestras propias 

necesidades por los programas que ofrecemos, de 

nuestras prácticas de privacidad, o por otras causas. 

Podrá ser modificado en cualquier momento para 

cumplir con actualizaciones legislativas, 

jurisprudenciales, políticas internas, de la Dirección 

General de Comunidades de Atención Prioritaria e 

Inclusión o cualquier otra causa a entera discreción en 

tal caso las modificaciones estarán disponibles a 

través de la página https://www.morelos.gob.mx/bienestar 

o en las oficinas señaladas en este Aviso.  

Sitio donde podrá consultar el aviso de 

privacidad integral. 

La Secretaría de Bienestar de Morelos hace de 

su conocimiento que puede solicitar el aviso de 

privacidad integral a través de la Dirección General de 

Comunidades de Atención Prioritaria e Inclusión  en la 

página web https://www.morelos.gob.mx/secretarias/secretaria-

de-bienestar. 

¿Dónde puedo ejercer mis derechos ARCOP? 

Para el ejercicio de cualquiera de los derechos 

ARCOP, usted deberá presentar la solicitud respectiva 

en el domicilio del “Secretaría de Bienestar” por medio 

de un escrito libre o formato de derechos arcop 

dirigido a nuestra Unidad de Transparencia de lunes a 

viernes DE 9:00 a 17:00  horas solicitándole sus 

derechos a ejercer, anexando la identificación (cédula 

profesional, cartilla del servicio militar nacional, INE, 

pasaporte vigente) para acreditar su identidad o bien, 

a través de la Plataforma Nacional de Transparencia 

(PNT): 

https://www.plataformadetransparencia.org.mx/

web/guest/ 

FECHA ELABORACION: 26 DE JUNIO DEL 

2025 

mailto:ut.bienestar@morelos.gob.mx
https://www.morelos.gob.mx/bienestar
https://www.morelos.gob.mx/secretarias/secretaria-de-bienestar
https://www.morelos.gob.mx/secretarias/secretaria-de-bienestar
https://www.plataformadetransparencia.org.mx/web/guest/
https://www.plataformadetransparencia.org.mx/web/guest/
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Al margen superior izquierdo un logotipo que dice: impepac.- Instituto Morelense de Procesos Electorales y 
Participación Ciudadana.- CONSEJO ESTATAL ELECTORAL. 

ACUERDO IMPEPAC/CEE/171/2025 QUE PRESENTA LA SECRETARÍA EJECUTIVA AL CONSEJO 
ESTATAL ELECTORAL DEL INSTITUTO MORELENSE DE PROCESOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA, POR EL QUE SE REVOCA Y DELEGA A LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE ESTE ÓRGANO 
COMICIAL, QUE TIENEN DELEGADA LA OFICIALÍA ELECTORAL; EN ATENCIÓN AL OFICIO 
IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025.  

ANTECEDENTES 
1. APROBACIÓN DEL REGLAMENTO DE OFICIALÍA ELECTORAL DEL INSTITUTO MORELENSE DE 

PROCESOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA. Con fecha doce de diciembre de dos mil catorce, en 
sesión extraordinaria del Consejo Estatal Electoral, emitió el acuerdo IMPEPAC/CEE/021/2014, a través del cual se 
aprobó el Reglamento de la Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación 
Ciudadana. 

El Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, 
fue publicado el treinta y uno de diciembre del dos mil catorce, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 
5247, sexta época.  

2. REFORMA AL REGLAMENTO DE OFICIALÍA ELECTORAL DEL INSTITUTO MORELENSE DE 
PROCESOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA. Con fecha nueve de junio de dos mil diecisiete, en 
sesión extraordinaria del Consejo Estatal Electoral, emitió el acuerdo IMPEPAC/CEE/033/2017, a través del cual se 
aprobó la modificación entre otros reglamentos al Reglamento de la Oficialía Electoral del Instituto Morelense de 
Procesos Electorales y Participación Ciudadana. 

Las modificaciones al Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 
Participación Ciudadana, fue publicado el diez de noviembre del dos mil catorce, en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, número 5548, sexta época. 

3. APROBACIÓN DEL ACUERDO IMPEPAC/CEE/332/2023. En sesión extraordinaria urgente del Consejo 
Estatal Electoral, celebrada el seis de noviembre del año dos mil veintitrés, fue aprobado el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/332/2023, a través del cual el Consejo Estatal Electoral, designó como Secretario Ejecutivo del 
Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, al M. en D. Mansur González Cianci Pérez. 

4. ACUERDO IMPEPAC/CEE/079/2025. Con fecha trece de marzo del año dos mil veinticinco en sesión 
extraordinaria del Consejo Estatal Electoral se aprobó el acuerdo IMPEPAC/CEE/079/2025, mediante el cual “SE 
REVOCO Y SE DELEGO A LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE ESTE ÓRGANO COMICIAL, QUE TIENEN 
DELEGADA LA OFICIALÍA ELECTORAL; EN ATENCIÓN AL OFICIO IMPEPAC/SE/MGCP/618/2025”.  

5. OFICIO IMPEPAC/SE/MGCP/2321/2025. Con fecha trece de junio del año dos mil veinticinco, el Secretario 
Ejecutivo de este órgano comicial, giró el oficio IMPEPAC/SE/MGCP/2321/2025, dirigido a los Directores Ejecutivos 
Titulares de áreas del IMPEPAC, en cumplimiento a lo que establecen los artículos 2, 8, 10 y 11 del Reglamento de 
Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, mediante el cual se 
solicitó la actualización de la lista del personal adscrito a sus áreas, al que se le debería revocar, confirmar y/o 
adicionar la función de oficialía electoral.  
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6. CONSTANCIAS DE CONTESTACIONES AL OFICIO IMPEPAC/SE/MGCP/2321/2025. Con fechas trece y 

diecisiete de junio del año dos mil veinticinco,  la Dirección Ejecutiva de Administración y Financiamiento, la Dirección 

Ejecutiva de Organización y Partidos Políticos, la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral, Educación Cívica y 

Participación Ciudadana y  la Dirección Jurídica de la Secretaría Ejecutiva, del Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadana, rindieron respuesta al oficio IMPEPAC/SE/MGCP/2321/2025, informando la 

actualización de la lista del personal adscrito a sus áreas, al que se le debería delegar, revocar o ratificar la función de 

oficialía electoral, a través de los siguientes:  
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DIRECCIÓN EJECUTIVA  NÚMERO DE OFICIO  

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN Y 

FINANCIAMIENTO  
IMPEPAC/DEAF/MEDS/337/2025  

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ORGANIZACIÓN Y PARTIDOS 

POLÍTICOS 
IMPEPAC/DEOYPP/JABV/490/2025  

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE CAPACITACIÓN ELECTORAL,  

EDUCACIÓN CÍVICA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
IMPEPAC/DECEECyPC/MEMO-265/2025 

DIRECCIÓN JURÍDICA IMPEPAC/SE/DJ/AML/259/2025 

7. OFICIO IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025. Con fecha diecisiete de junio del año dos mil veinticinco, el D. en 

D. Y G.  Mansur González Cianci Pérez, en su calidad de Secretario Ejecutivo de este órgano comicial, giró el oficio 

IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025, dirigido a la Directora Jurídica de la Secretaría Ejecutiva, en cumplimiento a lo que 

establecen los artículos 2, 8, 9, 10 y 11 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadana, en virtud del cual se revocó y delegó  la oficialía electoral a diversos servidores 

públicos y para mayor certeza se puede apreciar a continuación. 
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Derivado de lo anterior, este Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana con base en el apartado de antecedentes emite el siguiente acuerdo al tenor de los 

siguientes:  

CONSIDERANDOS 

I. COMPETENCIA. De conformidad con los artículos 41, Base V, apartados B y C, y el artículo 116, párrafo 

segundo, fracción IV, incisos a) y b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 63 párrafo tercero 

del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; el Instituto Nacional Electoral y el 

Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, tendrán a su cargo en sus respectivas 

jurisdicciones,  la organización de las elecciones bajo la premisa de que en el ejercicio de la función electoral serán 

principios rectores los de constitucionalidad, certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad, 

objetividad, equidad, definitividad, profesionalismo y paridad de género; por tanto esta Comisión Ejecutiva 

Permanente de Asuntos Jurídicos del Consejo Estatal Electoral, es competente para emitir el presente acuerdo. 
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II. Por su parte, los artículos 116 párrafo segundo, fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 99 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 63, 69, fracción I y 71 

del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; establecen que el Instituto 

Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, gozará de autonomía en su funcionamiento e 

independencia en sus decisiones y contará con un órgano de dirección superior y deliberación denominado Consejo 

Estatal Electoral, integrado por un Consejero Presidente  y seis Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; por 

un Secretario Ejecutivo y un representante por cada partido con registro o coalición que concurrirán a las sesiones 

sólo con derecho a voz, responsables de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en 

materia electoral. 

III. Por su parte, el artículo 63 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de 

Morelos, establece que el Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, es un organismo 

público local electoral, constitucionalmente autónomo, que cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propio, en 

cuya integración concurren los ciudadanos y los partidos políticos; que goza de autonomía en su funcionamiento, 

independencia en sus decisiones, será la autoridad en materia electoral y de participación ciudadana, profesional en 

su desempeño, autónomo en su funcionamiento e independiente en sus decisiones, tendrá a su cargo la preparación, 

desarrollo y conclusión de los procesos electorales locales ordinarios y extraordinarios, así como los de participación 

ciudadana.  

IV. Que el artículo 116, fracción IV, inciso c), numeral 6, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece que los organismos públicos locales electorales contarán con servidores públicos investidos de 

fe pública para actos de naturaleza electoral, cuyas atribuciones y funcionamiento serán reguladas por la ley. 

V. Que el artículos 98, numeral 3, incisos a), b) y c),  de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales; establecen que la ley local establecerá los servidores públicos que estarán investidos de fe pública para 

actos o hechos de naturaleza electoral, así como su forma de delegación, los que deberán ejercer esta función 

oportunamente y tendrán entre otras, las siguientes atribuciones: a petición de los partidos políticos, dar fe de la 

realización de actos y hechos en materia electoral que pudieran influir o afectar la equidad en las contiendas 

electorales locales; solicitar la colaboración de los notarios públicos para el auxilio de la función electoral durante el 

desarrollo de la jornada electoral en los procesos locales, y Las demás que se establezcan en las leyes de las 

entidades federativas. 

VI. Por otra parte, el artículo 64, párrafo primero, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para 

el Estado de Morelos, establece que el Instituto Morelense ejercerá la función de oficialía electoral respecto de actos 

o hechos exclusivamente de naturaleza electoral, para lo cual contará con servidores públicos que estarán investidos 

de fe pública, que deberán ejercer esta función oportunamente y tendrán, entre otras, las siguientes atribuciones: a 

petición de los partidos políticos, dar fe de la realización de actos y hechos en materia electoral que pudieran influir o 

afectar la equidad en las contiendas electorales locales y solicitar la colaboración de los notarios públicos para el 

auxilio de la función electoral durante el desarrollo de la jornada electoral en los procesos locales. 

Además de lo anterior, el artículo 64, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado 

de Morelos, dispone que el Consejo Estatal Electoral tendrá la atribución de delegar la función de oficialía electoral. 

VII. El ordinal 65 señala que son fines del Instituto Morelense, los siguientes:  

[…] 

I. Contribuir al desarrollo de la vida democrática y coadyuvar en la promoción y difusión de la cultura política;  

II. Consolidar el régimen de partidos políticos y la participación electoral de las candidaturas independientes;  

III. Garantizar a los ciudadanos el ejercicio de los derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus 

obligaciones;  

IV. Garantizar a los pueblos y comunidades indígenas el ejercicio de su derecho a la autodeterminación y 

autonomía para decidir sus formas internas de convivencia, organización política y elección de sus autoridades o 

representantes, en los términos de sus Sistemas Normativos Indígenas y de lo establecido por la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos;  

V. Asegurar la celebración periódica y pacífica de las elecciones para renovar a los integrantes de los Poderes 

Legislativo y Ejecutivo y de los ayuntamientos del Estado y, en su caso, los procesos de participación ciudadana, y  

VI. Promover la participación ciudadana en la emisión del sufragio y velar por la autenticidad y efectividad del 

mismo. 

[…] 

VIII. El artículo 66, fracciones I, II y V, del Código Comicial Local, establece que corresponde al Instituto 

Morelense las funciones de aplicar las disposiciones generales, reglas, lineamientos, criterios y formatos que, en 

ejercicio de las facultades le confiere la Constitución Federal, la normativa y las que establezca el Instituto Nacional 

Electoral, garantizar los derechos y el acceso a las prerrogativas de los partidos políticos y candidatos, así como 

orientar a los ciudadanos en la Entidad para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones político-

electorales.  
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IX. Por su parte el, numeral 67, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de 

Morelos, señala que para el desempeño de sus actividades, el Instituto Morelense contará con el personal calificado 

perteneciente al Servicio Profesional Electoral, sistema que comprenderá los mecanismos de selección, ingreso, 

capacitación, profesionalización, promoción, evaluación, rotación, permanencia y disciplina; asimismo contará con el 

personal de la rama Administrativa. La vía de ingreso privilegiada al Instituto Morelense, será a través del concurso 

público, y al igual que los demás mecanismos estará sujeta a lo establecido en el Estatuto del Servicio Profesional 

Electoral Nacional y del Personal de la Rama Administrativa. El Instituto Nacional regulará la organización y 

funcionamiento de este Servicio. 

X. De igual forma, el numeral 69 del Código Electoral Local, estipula que el Instituto Morelense ejercerá sus 

funciones en toda la Entidad y se integra con los siguientes órganos electorales:  

I. El Consejo Estatal Electoral;  

II. Las Comisiones Ejecutivas Permanentes y Temporales;  

III. Los Consejos Distritales Electorales;  

IV. Los Consejos Municipales Electorales;  

V. Las Mesas Directivas de Casilla, y  

VI. Los demás organismos que la normativa y este Código señalen. 

XI. Por su parte el artículo 98, fracción XXXVII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 

Estado de Morelos, dispone entre otras cosas, que es atribución del Secretario Ejecutivo del Instituto Morelense de 

Procesos Electorales y Participación Ciudadana, ejercer la función de oficialía electoral. 

XII. De conformidad con lo que establece el artículo 1, del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto 

Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, dispone que es de observancia general y tiene por 

objeto regular el ejercicio de la función de Oficialía Electoral por parte de los funcionarios públicos del Instituto 

Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, así como las medidas para el control y registro de las 

actas generadas en el desempeño de la propia función y el acceso de los Partidos Políticos, candidatos 

independientes y ciudadanía en general a la fe pública electoral. 

XIII. Que el artículo 2 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, señala que la Oficialía Electoral es una función de orden público cuyo ejercicio corresponde 

al Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana y se ejerce por conducto del Secretario 

Ejecutivo, así como de los funcionarios públicos del Instituto Morelense en quienes se delegue esta función. 

XIV. Por su parte, el numeral 3, inciso a), b), c) y d) del Reglamento aludido, sostiene que  la función de 

Oficialía Electoral tiene por objeto, dar fe pública para: constatar dentro y fuera del Proceso Electoral, actos y hechos 

que pudieran afectar la equidad en la contienda electoral; evitar, a través de su certificación, que se pierdan o alteren 

los indicios o elementos relacionados con actos o hechos que constituyan presuntas infracciones a la legislación 

electoral; recabar, en su caso, elementos probatorios dentro de los procedimientos instruidos, tramitados y 

sustanciados por la Secretaría Ejecutiva y certificar cualquier otro acto, hecho o documento relacionado con las 

atribuciones propias del Instituto Morelense, de acuerdo con lo establecido en este Reglamento. 

XV. El artículo 5 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, dispone que además de los principios electorales de constitucionalidad, certeza, legalidad, 

independencia, imparcialidad, equidad, objetividad, definitividad, profesionalismo, máxima publicidad y paridad de 

género, en la función de Oficialía Electoral, se deberá observar lo siguiente: a) Inmediación. Implica la presencia 

física, directa e inmediata de los servidores públicos que ejercen la función de Oficialía Electoral, ante los actos o 

hechos que constatan; b) Idoneidad. La actuación de quien ejerza la función de Oficialía Electoral ha de ser apta para 

alcanzar el objeto de la misma en cada caso concreto; c) Necesidad o intervención mínima. En el ejercicio de la 

función, deben preferirse las diligencias de constatación que generen la menor molestia a los particulares; d) Forma. 

Para su validez, toda actuación propia de la función de Oficialía Electoral ha de constar por escrito; e) Autenticidad. 

Se reconocerá como cierto el contenido de las constancias emitidas en ejercicio de la función, salvo prueba en 

contrario; f) Garantía de seguridad jurídica. Garantía que proporciona quien ejerce la fe pública, tanto al Estado como 

al solicitante de la misma, pues al determinar que lo relacionado con un acto o hecho es cierto, contribuye al orden 

público y a dar certeza jurídica; y g) Oportunidad. La función de Oficialía Electoral será ejercida dentro de los tiempos 

propicios para hacerla efectiva, conforme a la naturaleza de los actos o hechos a constatar. Lo que implica constatar 

los hechos antes de que se desvanezcan. 

XVI. Por su parte, el artículo 8 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadana, prevé que el Secretario Ejecutivo delegará la función de Oficialía Electoral a 

los servidores públicos del Instituto Morelense que considere aptos para el ejercicio de dicha función. 

XVII. En ese sentido, el ordinal 9, del Reglamento de Oficialía Electoral, agrega también que los funcionarios 

públicos en quienes recaiga la delegación de la oficialía electoral, deberán fundar su actuación en las disposiciones 

legales aplicables, además de conducirse en apego a los principios rectores de esta función. 
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XVIII. El artículo 10 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana prevé que el Secretario Ejecutivo, podrá revocar en cualquier momento la delegación del 

ejercicio de la función de Oficialía Electoral, con el objeto de delegarla en otro funcionario público, o bien, porque 

estime innecesaria o inviable jurídica o materialmente su realización. 

XIX. Por su parte el artículo 11 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadana prevé que el Secretario Ejecutivo, podrá delegar mediante oficio, la función de 

Oficialía Electoral a los funcionarios públicos del Instituto Morelense que así considere, derivado de su operatividad, 

lo que hará del conocimiento del Consejo Estatal en la sesión inmediata posterior que celebre. 

XX. A su vez, el artículo 13, del Reglamento multicitado, señala que corresponde al Secretario Ejecutivo del 

Instituto Morelense: dar seguimiento a la función de Oficialía Electoral que desempeñen los servidores públicos del 

Instituto Morelense en los que se delegue dicha función; llevar un registro de las peticiones recibidas en la Secretaría 

Ejecutiva, así como de las actas y diligencias que se lleven a cabo en el ejercicio de la función de oficialía electoral. 

En este contexto, no obstante de que ya se han citado diversos artículos, se considera oportuno realizar un 

breve análisis de los ordenamientos jurídicos aplicables, relativos a la delegación de la función de oficialía electoral, 

misma que a continuación se citan:  

1. Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Morelos: 

 Criterios de Interpretación del Código:  

[…] 

Artículo 1.  

[…] 

La interpretación de este Código será conforme a los criterios gramatical, sistemático y funcional, atendiendo a 

lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 1º, el último párrafo del artículo 14, y el artículo 133 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

[…] 

 Fundamento Legal de la Función de Oficialía Electoral en el Código:  

[…] 

Artículo 64. El Instituto Morelense ejercerá la función de oficialía electoral respecto de actos o hechos 

exclusivamente de naturaleza electoral, para lo cual contará con servidores públicos que estarán investidos de fe 

pública, que deberán ejercer esta función oportunamente y tendrán, entre otras, las siguientes atribuciones: 

 a) A petición de los partidos políticos, dar fe de la realización de actos y hechos en materia electoral que 

pudieran influir o afectar la equidad en las contiendas electorales locales; 

b) Solicitar la colaboración de los notarios públicos para el auxilio de la función electoral durante el desarrollo 

de la jornada electoral en los procesos locales, y  

c) Las demás que se establezcan en las leyes del Estado.  

El Consejo Estatal tendrá la atribución de delegar la función de oficialía electoral. 

[…] 

 Atribuciones del Consejo Estatal Electoral  

[…] 

Artículo *78. Son atribuciones del Consejo Estatal, las siguientes: 

[…] 

III. Expedir los reglamentos y lineamientos necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones; 

[…] 

 Facultad del Secretario Ejecutivo de Ejercer la Función de Oficialía Electoral en el Código 

[…] 

Artículo 98. Son atribuciones del Secretario Ejecutivo del Instituto Morelense: 

[…] 

XXXVII. Ejercer la función de oficialía electoral; 

[…] 

2. Reglamento de Oficialía Electoral del IMPEPAC 

[…] 

Artículo 1.- El presente Reglamento es de observancia general y tiene por objeto regular el ejercicio de la 

función de Oficialía Electoral por parte de los funcionarios públicos del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, así como las medidas para el control y registro de las actas generadas en el desempeño de 

la propia función y el acceso de los Partidos Políticos, candidatos independientes y ciudadanía en general a la fe 

pública electoral. 

Artículo 2.- La Oficialía Electoral es una función de orden público cuyo ejercicio corresponde al Instituto 

Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana y se ejerce por conducto del Secretario Ejecutivo, así 

como de los funcionarios públicos del Instituto Morelense en quienes se delegue esta función.  
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La función de Oficialía Electoral se ejercerá con independencia y sin menoscabo de las atribuciones de la 
Secretaría Ejecutiva, para constatar y documentar actos o hechos dentro de su ámbito de actuación y como parte de 
su deber de vigilar el Proceso Electoral. 

[…] 
DELEGACIÓN DE LA FUNCIÓN DE OFICIALÍA ELECTORAL 

[…] 
Artículo 7.- El Secretario Ejecutivo del Instituto Morelense tiene como atribución ejercer la función de oficialía 

electoral, conforme a lo previsto en el artículo 98, fracción XXXVII del Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales para el Estado de Morelos. 

Artículo 8.- El Secretario Ejecutivo delegará la función de Oficialía Electoral a los servidores públicos del 
Instituto Morelense que considere aptos para el ejercicio de dicha función. 

Artículo 9.- Los funcionarios públicos en quienes recaiga la delegación de la oficialía electoral, deberán fundar 
su actuación en las disposiciones legales aplicables, además de conducirse en apego a los principios rectores de esta 
función.  

Artículo 10.- El Secretario Ejecutivo, podrá revocar en cualquier momento la delegación del ejercicio de la 
función de Oficialía Electoral, con el objeto de delegarla en otro funcionario público, o bien, porque estime innecesaria 
o inviable jurídica o materialmente su realización.  

Artículo 11.- El Secretario Ejecutivo, podrá delegar mediante oficio, la función de Oficialía Electoral a los 
funcionarios públicos del Instituto Morelense que así considere, derivado de su operatividad, lo que hará del 
conocimiento del Consejo Estatal en la sesión inmediata posterior que celebre. 

[…] 
El énfasis es propio. 
Del análisis de los preceptos citados en párrafos precedentes, resulta preciso realizar una interpretación 

sistemática de los ordenamientos jurídicos aplicables para tal efecto, es decir tomando en consideración de manera 
concatenada tanto lo estipulado en el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Morelos, 
así como lo establecido en el Reglamento de Oficialía Electoral del IMPEPAC. 

Conforme lo anterior, para mayor entendimiento este Consejo Estatal Electoral, considera oportuno citar la 
siguiente definición del autor Víctor Emilio Anchondo Paredes, misma que a continuación transcribimos: 

[…] 
“Interpretación Sistemática.-  
Esta interpretación es la que busca extraer del texto de la norma un enunciado cuyo sentido sea acorde con el 

contenido general del ordenamiento al que pertenece. Procura el significado atendiendo al conjunto de normas o 
sistema del que forma parte.  

Un precepto o una cláusula deben interpretarse no de manera aislada, sino en conjunto con los demás 
preceptos o cláusulas que forman parte del ordenamiento o del negocio en cuestión.  

La razón es que el sentido de una norma no sólo está dado por los términos que la expresan y su articulación 
sintáctica, sino por su relación con las otras normas. 

Antonio Piccato opina que las normas jurídicas no pueden ser comprendidas fuera del contexto al que 
pertenecen; el sentido de un enunciado normativo muchas veces se ve completado por otros enunciados 
pertenecientes al mismo ordenamiento o a uno distinto, por lo que en rigor la interpretación de las normas jurídicas no 
puede hacerse sobre la base del aislamiento de los enunciados. Para obtener una regla de derecho completa es 
preciso hacer una compleja travesía constructiva por muchos enunciados, es decir, por muchas normas.  

La explicación de esta vinculación entre una norma y las demás del mismo ordenamiento o entre una cláusula 
y el resto del contrato, se encuentra en que las primeras, que forman parte de un todo, no pueden tener un significado 
distinto de las demás y mucho menos contradictorio, pues el conjunto de preceptos o de estipulaciones no se concibe 
como una simple acumulación o agregado de disposiciones, sino como un verdadero y propio sistema; por lo que la 
interpretación sistemática conduce a entender la norma particular en función del contexto general y de manera 
conforme a este último. 

[…] 
Más aún, la interpretación sistemática se apoya no sólo en la conexión material entre los preceptos y en las 

razones lógicas que apelan a la unidad íntima de conexión de los apartados de un artículo, sino también en “…las 
razones históricas o los antecedentes doctrinales.”

1
  

[…] 
El énfasis es propio. 
Ahora bien, de lo anterior este Consejo Estatal Electoral, advierte que del análisis sistemático y armonizado de 

la legislación aplicable al presente asunto, podemos colegir que el Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Morelos, establece que la interpretación de la citada codificación será conforme a los 
criterios gramatical, sistemático y funcional, es decir, el propio ordenamiento jurídico contempla la relación existente 
con otra normativa que sea compatible y acorde al contenido del propio Código. 

                                                      
1
 Víctor Emilio Anchondo Paredes, “Métodos de interpretación Jurídica”, Revista Quid Iuris, UNAM, 2012, ISSN: 1870-5707 
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En este contexto, se tiene que el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Morelos, 
señala en su artículo 64 que el Instituto Morelense ejercerá la función de oficialía electoral respecto de actos o hechos 
exclusivamente de naturaleza electoral, para lo cual contará con servidores públicos que estarán investidos de fe 
pública, así mismo señala que el Consejo Estatal Electoral, tendrá la atribución de delegar la función de oficialía 
electoral; estableciendo además las atribuciones con las que cuenta el Consejo Estatal Electoral, destacando entre 
ellas la de expedir reglamentos que sean necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones; además también la 
facultad que tiene el Secretario Ejecutivo para la ejercer la función electoral.  

En dicha tesitura se considera menester precisar que tal y como se advierte del párrafo precedente, la Ley es 
clara al señalar por una parte la atribución con la cuenta este órgano comicial para ejercer la función electoral y al 
mismo tiempo establece de manera implícita la facultad del Secretario Ejecutivo para poder ejercer dicha función. 

No obstante lo anterior, es importante que se precise que el multicitado Código establece las atribuciones con 
las que cuenta el Consejo Estatal Electoral, para expedir reglamentos que sean necesarios y útiles para el 
funcionamiento y cumplimiento de las atribuciones con las que cuenta este organismo autónomo; de conformidad con 
lo que dispone el artículo 78, fracción III, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de 
Morelos.  

En este sentido, se tiene que derivado de la atribución con la que cuenta el Consejo Estatal Electoral, para 
efecto de expedir reglamentos que sean acordes y necesarios para el cumplimiento de las atribuciones del citado 
Consejo, en fecha doce de diciembre de dos mil catorce, se expidió el Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto 
Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, asimismo el nueve de junio de dos mil diecisiete el 
pleno del Consejo Estatal Electoral emitió el acuerdo IMPEPAC/CEE/033/2017, a través del cual se aprobó la 
modificación al Reglamento de la Oficialía Electoral, el cual es de observancia general y se elaboró con el objeto de 
regular de manera específica el ejercicio de la función de Oficialía Electoral por parte de los funcionarios públicos de 
este instituto que en el ejercicio de esta facultad desempeñen esta función, por lo que las normas contenidas en dicho 
reglamento son de cumplimiento obligatorio para este Instituto, máxime que aún se encuentra vigente. 

Por lo que de manera específica, el multicitado Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de 
Procesos Electorales y Participación Ciudadana, es el documento normativo que se expidió con el objeto de regular 
todo lo inherente la función de oficialía electoral y en el cual se contempla la naturaleza, estructura, funciones y norma 
todos los aspectos de cumplimiento obligatorio para quienes ejercen y tiene facultades para delegar dicha función de 
oficialía electoral; por lo tanto como se hace notar, en dicho documento se establecen las bases que de manera 
específica regulan la oficialía electoral y que deben ser cumplidas de manera obligatoria por este instituto; pues se 
trata del conjunto de normas que de manera concreta contienen las directrices que regulan y norman todo lo relativo a 
la función de oficialía electoral.   

En tal virtud, del análisis sistemático del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de 
Morelos, en armonización con el Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 
Participación Ciudadana, se obtuvo en primer término que este último fue expedido por el Consejo Estatal Electoral, 
con la finalidad de normar de manera específica la función de oficialía electoral, resaltando en lo que aquí interesa 
que dentro de los preceptos legales en él establecidos se encuentra de manera clara y precisa un apartado relativo a 
“DELEGACIÓN DE LA FUNCIÓN ELECTORAL”  en el cual se establece en el artículo 8 del citado reglamento, que  
“El Secretario Ejecutivo delegará la función de Oficialía Electoral a los servidores públicos del Instituto Morelense que 
considere aptos para el ejercicio de dicha función…”.  

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio Jurisprudencial, con número de registro 172521, emitido por el 
Pleno de la SCJN, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 30/2007, Publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, página 1515, de rubro y testo siguiente: 

FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LÍMITES. La facultad reglamentaria está limitada por los principios de 
reserva de ley y de subordinación jerárquica. El primero se presenta cuando una norma constitucional reserva 
expresamente a la ley la regulación de una determinada materia, por lo que excluye la posibilidad de que los aspectos 
de esa reserva sean regulados por disposiciones de naturaleza distinta a la ley, esto es, por un lado, el legislador 
ordinario ha de establecer por sí mismo la regulación de la materia determinada y, por el otro, la materia reservada no 
puede regularse por otras normas secundarias, en especial el reglamento. El segundo principio, el de jerarquía 
normativa, consiste en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el contenido de una 
ley, es decir, los reglamentos tienen como límite natural los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a 
la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, sin que pueda contener 
mayores posibilidades o imponga distintas limitantes a las de la propia ley que va a reglamentar. Así, el ejercicio de la 
facultad reglamentaria debe realizarse única y exclusivamente dentro de la esfera de atribuciones propias del órgano 
facultado, pues la norma reglamentaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella 
derivan, siendo precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse reglamentos que provean a la exacta 
observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del qué, quién, dónde y 
cuándo de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al reglamento de ejecución competerá, por 
consecuencia, el cómo de esos mismos supuestos jurídicos. En tal virtud, si el reglamento sólo funciona en la zona 
del cómo, sus disposiciones podrán referirse a las otras preguntas (qué, quién, dónde y cuándo), siempre que éstas 
ya estén contestadas por la ley; es decir, el reglamento desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por 
la ley y, por tanto, no puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni mucho menos contradecirla, sino 
que sólo debe concretarse a indicar los medios para cumplirla y, además, cuando existe reserva de ley no podrá 
abordar los aspectos materia de tal disposición.  
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El énfasis es propio.  

Asimismo sirven de apoyo a lo anterior por analogía, los siguientes criterios, con número de registro 202664, 
emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.3o.A.20 A, 

Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Abril de 1996, página 396 y número de 
registro 195084, emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 

I.5o.T.53 K, publicada en el  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Diciembre de 1998, página 
1047; de rubros y textos siguientes:  

FACULTADES IMPLICITAS, PRESIDENTE DE LA COMISION NACIONAL DE VALORES. ES COMPETENTE 
PARA RESOLVER EL RECURSO DE REVOCACION. (ARTICULO 50 DE LA LEY DEL MERCADO DE VALORES). 

El principio de competencia, entendido en su origen como la aptitud atribuida expresamente a una autoridad, 
por una norma jurídica, para llevar a cabo determinadas conductas o actos, acepta actualmente una interpretación 

menos rígida. Según ésta, al lado de las facultades expresas existirían las facultades implícitas, es decir, aquellas 
potestades que resultan imprescindibles o necesarias para que la autoridad pueda realizar las funciones que le han 

sido encomendadas por ley, sin que ello implique que la competencia del órgano sea rebasada o desconocida. Para 
identificar estas últimas se requiere: a) la existencia de una facultad expresa que por sí sola sea imposible de ser 

ejercida; y b) que entre la facultad expresa y la implícita haya una relación de medio a fin. Precisado lo anterior, este 
órgano colegiado llega a la conclusión de que el presidente de la Comisión Nacional de Valores sí cuenta con 

facultades implícitas para la resolución del recurso de revocación previsto en la Ley del Mercado de Valores. Ello a 
partir de una sana interpretación de los artículos 40 y 50 de la ley de la materia, dado que el primer dispositivo en cita 

establece que la Comisión Nacional de Valores es el organismo encargado de vigilar la debida observancia de dicha 
Ley y de sus disposiciones reglamentarias, mientras que la segunda norma mencionada indica que el recurso de 

revocación, establecido en beneficio de los particulares, deberá interponerse bien ante la Junta de Gobierno de la 
Comisión mencionada o ante su presidente, en este último caso, siempre que la resolución que se impugna haya sido 

emitida por servidores públicos de la Comisión distintos a la Junta de Gobierno y al presidente mismo. Por su parte, el 
quinto párrafo de este mismo artículo señala un plazo para la resolución de dicho recurso, según corresponda 

resolverlo a la Junta de Gobierno o al presidente de la Comisión. En estas condiciones, si la ley prevé la existencia de 
un recurso administrativo y dicho recurso debe ser resuelto por el presidente o por la Junta de Gobierno en un lapso 

determinado, es evidente que las autoridades al emitir resolución en las instancias presentadas ante ellas, no hacen 
sino cumplir con el ordenamiento en la materia, actuando al amparo de las facultades que implícitamente les está 

concediendo la norma. De adoptarse una conclusión contraria, resultaría absurdo que la ley previera tanto el recurso 
como la resolución del mismo, sin que existiera una dependencia u órgano facultado para tramitarlo y resolverlo. 

Debe también considerarse la prevalencia del interés público, habida cuenta que la sociedad está interesada no sólo 
en que se establezcan recursos administrativos que permitan, en su caso, la corrección de los errores u omisiones en 

que pueden incurrir las autoridades en el desarrollo de sus funciones, sino además que éstos sean efectivamente 
resueltos, posibilitando a los particulares un acceso pronto y expedito a la justicia. (El énfasis es propio) 

FACULTAD EXPRESA, SIGNIFICADOS DE. 
La facultad expresa debe entenderse de acuerdo con el contexto jurídico en el que se utilice, y puede ser: a) En 

oposición a facultades implícitas; b) Como forma de atribución de competencias de los funcionarios; y, c) Como 
elemento de garantía de la autoridad competente.  De lo anterior se desprende que no basta para reconocer tal o cual 

carácter el que se manifieste ostentar determinado cargo, ni tampoco puede aceptarse en virtud de la imputación de 
alguna conducta efectuada por la contraparte. (El énfasis es propio) 

En tal sentido, de una interpretación realizada de manera sistemática, gramatical y funcional a la legislación y 
reglamentación de este Instituto, podemos concluir en el presente caso, que el Titular de la Secretaría Ejecutiva del 

IMPEPAC cuenta con facultades para delegar la función de oficialía electoral toda vez que la expedición del 
Reglamento de Oficialía Electoral no vulnera el principio de reserva de ley ni de subordinación jerárquica, es decir, 

que la facultad del Consejo Estatal Electoral, señalada en el artículo 64 del Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales no excluye la posibilidad de que esta pueda regularse por una norma secundaria, como lo es el 

reglamento.  
Asimismo, el principio de jerarquía normativa tampoco se ve menoscabado al considerar que el ejercicio de la 

facultad reglamentaria ejercida por el Consejo Estatal Electoral, al aprobar el Reglamento de Oficialía Electoral no 
alteró ni modificó el contenido ni los alcances de la función de oficialía electoral.  

Lo anterior es así ya que el Código establece la determinación del qué, quién, dónde y cuándo de una situación 
jurídica general, y el reglamento establece el cómo de esos supuestos, de conformidad con lo establecido en el 

criterio jurisprudencial antes señalado.  
Por otra parte, y de una “interpretación conforme”, este Consejo Estatal Electoral, no advierte una colisión 

normativa, entre lo señalado por el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, y 
lo establecido por el Reglamento de Oficialía Electoral de este Instituto, por tanto, este Consejo Estatal Electoral, 

busca salvaguardar esa atribución con la que cuenta el Instituto Electoral Local respecto a la delegación de la oficialía 
electoral.  
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Es por ello que este Consejo Estatal Electoral, a través de una interpretación conforme, la cual no solamente 

tiene la finalidad de resolver problemas de colisión normativa, sino también la de procurar salvaguardar el derecho 

alegado con el contenido en la norma tratando de armonizar el sistema normativo, estima que cumple con lo señalado 

por el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y en lo establecido en el 

Reglamento de Oficialía Electoral de este Instituto. 

XXI. Conforme a lo señalado en el considerando XVI, el Secretario Ejecutivo puede delegar las facultades de 

Oficialía Electoral a los Consejos Distritales y Municipales u otros servidores públicos de este Instituto, de 

conformidad con los artículos 98, fracción XXXVII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 

Estado de Morelos y 2 del Reglamento de la Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, así el citado artículo 64 del Código Electoral Local en correlación con el artículo 5 del 

Reglamento de Oficialía Electoral de este Instituto dispone que través de dicha función de Oficialía Electoral se podrá 

hacer constar hechos que influyan o afecten la organización del proceso electoral a petición de los órganos del 

Instituto. 

Por su parte el artículo 2 del citado Reglamento, señala que la Oficialía Electoral es una función de orden 

público cuyo ejercicio corresponde al Instituto a través del Secretario Ejecutivo, a través de los Secretarios de los 

Consejos Distritales y Municipales cuando sea delegada dicha facultad, de otros servidores públicos del Instituto o 

estén a su cargo, en los que se delegue dicha función respecto de actos o hechos de naturaleza exclusivamente 

electoral, ya sea que ocurran dentro o fuera del proceso electoral. 

Ahora bien, derivado de la necesidad de contar exclusivamente con servidores públicos que puedan atender 

las actividades de este Organismo Público Local, en uso de la función de la oficialía electoral, y con base en lo 

establecido por el artículo 11 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, el Secretario Ejecutivo de este órgano comicial, mediante oficio 

IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025, estableció el listado de las personas a los cuales de delega la función de Oficialía 

Electoral a los funcionarios públicos del Instituto Morelense que así consideró derivado de su operatividad, ello en 

atención a las atribuciones que le son conferidas por la normatividad electoral vigente.  

En tales circunstancias, es dable precisarse que el pleno del Consejo Estatal Electoral, tomando en 

consideración lo establecido por el numeral 78, fracción XLVIII, del Código de Instituciones y Procedimientos 

Electorales para el Estado de Morelos, considera oportuno por una parte REVOCAR y DELEGAR a los servidores 

públicos de este órgano comicial, de conformidad con lo expuesto en el oficio IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025, de 

fecha diecisiete de junio de dos mil veinticinco, toda vez que se atendió a los extremos previstos por el numeral 11 del 

Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana.  

Ahora bien, como se expone en el oficio IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025, en razón del contexto en que se 

desarrolla el presente año 2025, el cual, si bien corresponde a periodo no electoral, es necesaria la ejecución de 

diversas actividades en materia de participación ciudadana, de constitución de partidos políticos locales, de 

liquidación de partidos políticos locales, entre otras, lo que condujo a la necesidad de contratar al personal necesario 

para la realización de dichas actividades. 

Derivado del desarrollo de las citadas actividades, será necesario realizar certificaciones en cumplimiento a lo 

establecido en el ordinal 98, fracción XXXVII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado 

de Morelos, 8  y 11  del Reglamento de la Oficialía Electoral, 17 del Reglamento para las organizaciones de la 

ciudadanía que pretendan constituirse como Partido Político Local, 47 del Reglamento de Fiscalización para las 

organizaciones ciudadanas que pretenden constituirse como partidos políticos locales, el Secretario Ejecutivo tiene la 

atribución de ejercer la función de Oficialía Electoral, a fin de constatar actos en materia electoral, verificar que las 

asambleas municipales o distritales se celebren de acuerdo con la ley y que se cumplan los requisitos de quórum y 

aprobación de documentos básicos, así como la de delegar dicha función a las personas servidoras públicas aptas 

para ello, en el cual se establece los siguientes servidores públicos:  

1. Personas servidoras públicas del IMPEPAC, a quienes se revoca la función de Oficialía Electoral de 

conformidad con lo establecido por el acuerdo IMPEPAC/CEE/079/2025. 

NOMBRE ÁREA DE ADSCRIPCIÓN 

Daniel Antonio Sánchez Luna  Secretaría Ejecutiva 
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2. Personas servidoras públicas del IMPEPAC, a quienes se delega la función de Oficialía Electoral:   

NOMBRE  ÁREA DE ADSCRIPCIÓN 

Lucero Morán Vázquez 

Patricio Xavier Ramírez Cervera 

Hiram Valencia Martínez 

Daira Reyes Navarrete 

Carolina Hernández Ramos 

Ricardo Javier Adán Vilorio 

Marcelo Gilberto Tapia Rosales 

Catherine Yasmín Cortés Ventura 

Emilio Guzmán Montejo 

Alan Flores Galeana 

Sergio Bernal Estrada 

Mayra Luz Nava del Toro 

Christian Martin Castillo Cuevas 

Daniela Báez Ruiz 

 

 

Secretaría Ejecutiva 

 

José Antonio Barenque Vázquez 

Irene Avalos Zamora 

Diana Celina Lavín Olivar 

María Teresa Rendón Guadarrama 

Vianey Antúnez Ramos 

Cindy Mariel González Bonfil 

Ana Paola Villafuerte Osorio  

Antonio Quezada Serrano  

Judith Velázquez Islas  

Jessie Rodríguez Barrera  

Raúl Mark Rivera  

Octavio Augusto Landa Apaez  

Zuriel Mauro Franco Ramírez  

Juan Miguel Ortiz Montiel  

Jessica Dolores Valdez Maytorena 

María Guadalupe Dávila Romero  

David Armenta González 

Karla Sabrina Gutiérrez Adame 

Miguel Adán Millán Juárez 

Karina Lupita Díaz Campos 

Emilio Cisneros Pedroza 

Alfredo Tapia Tapia 

Luis Alfredo Nava Nava 

Lisseth Lévaro Domínguez 

 

 

Dirección Ejecutiva de Organización y 

Partidos Políticos. 

 

Karina Ortega Olivares 

Ángel Emanuel Armas Figueroa 

Cynthia Reyes López 

Ethan Rene Ramírez Altamirano 

Alma Saraí Flores Sánchez 

David Vázquez Valle 

Joanan Hizay López Hernández 

Alberto Inocencio Ovando García 

Carlos Facundo Jaimes Aguilar 

Maricarmen Tirado Ponce 

Alejandro Galván Santoyo 

 

Dirección Ejecutiva de Capacitación 

Electoral, Educación Cívica y 

Participación Ciudadana. 

 

María Eugenia Díaz Salazar 

Ariadna Meneses Martínez 

Gabriela Isabel Padilla Lino 

Elizabeth Indili Pérez 

Rocío Lilia Camarillo Hernández 

Jorge Xavier Guevara Ramírez 

 

Dirección Ejecutiva de Administración y 

Financiamiento 
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NOMBRE  ÁREA DE ADSCRIPCIÓN 

Rosa María Carbajal Ramírez 

Daniel Alberto Hernández Vázquez 

Adriana Sotelo Toledo 

Irma Ruiz Sosa 

José Fernando Vergara Bahena 

Valeria Yazbeth Hernández Hernández 

Abigail Montes Leyva 

Edith Uriostegui Jiménez 

Juan Carlos Álvarez González 

María Del Carmen Torres González 

Isaac Castillo Bautista 

Leonardo Cristobal Parra Chavero 

Amayrani Muñoz González 

Jorge Luis Onofre Díaz 

Mario Edgar Martínez Velasco 

José Eduardo García Flores 

Ivonne Santos Martínez  

Jaqueline Guadalupe Lavín Olivar 

Roxana Aide Rodríguez Morales  

Wendy Elizabeth Gutiérrez Toledo 

Claudia Itzel González Fuentes 

 

Dirección Jurídica de la Secretaría 

Ejecutiva 

En mérito de lo anterior, se EXHORTA a los ciudadanos a quienes se les delega la función de oficialía 

electoral, se apeguen a los principios rectores de la materia electoral, tales como certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, equidad, objetividad, definitividad, profesionalismo, máxima publicidad y paridad de género, en 

atención a las disposiciones legales aplicables. 

Por otra parte, derivado de la emisión del presente acuerdo, este Consejo Estatal Electoral, estima necesario 

dejar sin efectos todos aquellos oficios, memorandos o similares a través de los cuales se delegó la función de 

oficialía electoral a los servidores públicos de este Instituto, quedando intocadas las actividades que se realizaron 

mientras contaron con la oficialía electoral, previo a la aprobación del presente acuerdo.  

No obstante lo anterior, la delegación de la función de la oficialía electoral, aprobada en el presente acuerdo, 

no limita las atribuciones del Secretario Ejecutivo, el D. en D. y G.  Mansur González Cianci Pérez, en términos del 

artículo 98, fracción XXXVII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, en 

consonancia con el ordinal 7 del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, por lo que deberá seguir ejerciendo sus atribuciones en términos de la legislación aplicable. 

Por todo lo anterior, con fundamento, en lo previsto por artículos 41, Base V, apartados B y C, y el artículo 116, 

párrafo segundo, fracción IV, incisos a), b) y c) numeral 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 98, numeral 3, incisos a), b) y c), 99 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 63 

párrafo tercero, 64, 65, 66, fracciones I, II y V, 67, 69, fracción I, 71, 78, fracción XLVII, 98, fracción XXXVII,  del 

Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; 1, 2, 3 inciso a), b), c) y d), 5, 8, 9, 

10, 11 y 13, del Reglamento de Oficialía Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación 

Ciudadana, 17 del Reglamento para las organizaciones de la ciudadanía que pretendan constituirse como Partido 

Político Local, 47 del Reglamento de Fiscalización para las organizaciones ciudadanas que pretenden constituirse 

como partidos políticos locales; es que este Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales 

y Participación Ciudadana del Estado de Morelos, emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Este Consejo Estatal Electoral, es competente para emitir el presente acuerdo, en términos de la 

parte considerativa del mismo. 

SEGUNDO. Se APRUEBA REVOCAR a los servidores públicos que tienen delegada la Oficialía Electoral, 

quedando intocadas las actividades que se realizaron mientras contaron con estas funciones previas a la aprobación 

del presente acuerdo y se DELEGA a los servidores públicos con las mismas facultades, señalados mediante el oficio 

IMPEPAC/SE/MGCP/2366/2025 de conformidad con lo razonado en la parte considerativa del presente acuerdo. 
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TERCERO. Se EXHORTA a los servidores públicos a quienes se les delega la función de oficialía electoral, se 

apeguen a los principios rectores de la materia electoral, conforme a lo señalado en la parte considerativa del 

presente acuerdo.  

CUARTO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva de este Instituto, notifique por oficio el presente acuerdo a los 

funcionarios públicos a los que se les delega la función de oficialía electoral. 

QUINTO. El presente acuerdo no limita las atribuciones del Secretario Ejecutivo, el D. en D. y G. Mansur 

González Cianci Pérez, en términos del artículo 98, fracción XXXVII, del Código de Instituciones y Procedimientos 

Electorales para el Estado de Morelos, en consonancia con el ordinal 7 del Reglamento de Oficialía Electoral del 

Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, por lo que deberá seguir ejerciendo sus 

atribuciones en términos de la legislación aplicable. 

SEXTO. Notifíquese el presente acuerdo a los partidos políticos, para los efectos conducentes. 

SÉPTIMO. Una vez aprobado el presente acuerdo, surtirá efectos el mismo para los efectos conducentes.  

OCTAVO. Publíquese el presente acuerdo en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial 

del Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

NOVENO. Publíquese el presente acuerdo en los estrados físicos y en la página oficial del Instituto Morelense 

de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, en atención al principio de máxima publicidad. 

El presente acuerdo es aprobado por unanimidad de las Consejeras y los Consejeros Electorales; en sesión 

extraordinaria del Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación 

Ciudadana, celebrada en la ciudad de Cuernavaca, Morelos, el día veinte de junio del año dos mil veinticinco, siendo 

las doce horas con diecinueve minutos.  

MTRA. MIREYA GALLY JORDÁ 

CONSEJERA PRESIDENTA 

RÚBRICA. 

D. EN D Y G. MANSUR GONZÁLEZ CIANCI PÉREZ 

SECRETARIO EJECUTIVO 

RÚBRICA. 

CONSEJEROS ELECTORALES 

MTRA. ELIZABETH MARTÍNEZ GUTIÉRREZ 

CONSEJERA ELECTORAL 

MTRA. MAYTE CASALEZ  CAMPOS 

CONSEJERA ELECTORAL 

MTRO. PEDRO GREGORIO ALVARADO RAMOS 

CONSEJERO ELECTORAL 

C. P. MARÍA DEL ROSARIO MONTES  ÁLVAREZ 

CONSEJERA ELECTORAL 

M. EN D. ADRIÁN MONTESSORO CASTILLO 

CONSEJERO ELECTORAL 

ING. VICTOR MANUEL SALGADO MARTÍNEZ 

CONSEJERO ELECTORAL 

REPRESENTANTES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 

M. EN D. LAURA GUADALUPE FLORES SÁNCHEZ 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

LIC. HORTENCIA FIGUEROA PERALTA 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO DEL TRABAJO 

LIC. ALBERTO ALEXANDER ESQUIVEL OCAMPO 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO MOVIMIENTO CIUDADANO 

LIC. OMAR DAMIÁN GONZÁLEZ 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO MORENA 

LIC. OSCAR JIRAM VÁZQUEZ ESQUIVEL 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA MORELOS 
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Al margen superior izquierdo un Escudo 

Nacional que dice: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS.- PODER JUDICIAL.- H. TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA. 

ACUERDO 03/2025 

MAGISTRADAS Y MAGISTRADOS; JUECES 

DE PRIMERA INSTANCIA CIVILES, FAMILIARES, 

ESPECIALIZADOS EN MATERIA DEL TRABAJO, DE 

CONTROL, TRIBUNALES DE ENJUICIAMIENTO Y 

DE EJECUCIÓN; JUEZ ESPECIALIZADO EN 

ORALIDAD MERCANTIL, JUEZ ÚNICO EN MATERIA 

PENAL TRADICIONAL, JUECES MENORES Y DE 

PAZ; FUNCIONARIOS, Y EMPLEADOS 

ADMINISTRATIVOS QUE LABORAN EN EL H. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO 

DE MORELOS; AUTORIDADES FEDERALES, 

ESTATALES Y MUNICIPALES; FORO MORELENSE 

Y PÚBLICO EN GENERAL.  

PRESENTE. 

Se comunica que en Sesión Extraordinaria 

celebrada con esta fecha, por las Magistradas y los 

Magistrados Integrantes del Pleno del Honorable 

Tribunal Superior de Justicia del Estado, se dictó un 

acuerdo que a la letra dice: 

ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO 

POR EL QUE SE DESIGNA A LA JUEZA DE 

PRIMERA INSTANCIA QUE INTEGRARÁ LA JUNTA 

DE ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA 

DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MORELOS, 

EN CUMPLIMIENTO AL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA 

DISPOSICIÓN DÉCIMA SEGUNDA TRANSITORIA 

DEL DECRETO NÚMERO 165, PUBLICADO EN EL 

PERIÓDICO OFICIAL “TIERRA Y LIBERTAD” 

NÚMERO 6426 DE DIECINUEVE DE MAYO DEL 

AÑO EN CURSO, POR EL QUE SE REFORMA, 

ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, 

EN MATERIA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 

DE MORELOS, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 

92-A PÁRRAFO PRIMERO DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS Y 114 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MORELOS. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En cumplimiento al último párrafo de 

la disposición décima segunda transitoria del decreto 

número 165, publicado en el periódico oficial “Tierra y 

Libertad” número 6426 de diecinueve de mayo del año 

en curso, por el que se reforma, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia del 

Poder Judicial del Estado de Morelos, en relación con 

el artículo 92-A párrafo primero de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos y 114 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Morelos, atendiendo a que la Junta de Administración, 

Vigilancia y Disciplina es un órgano administrativo que 

se integra por el Presidente en funciones del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Morelos, quien 

también lo será de dicha Junta; por un Magistrado y un 

Juez de Primera Instancia, estos últimos designados 

por el Pleno del Tribunal y un Secretario General, 

quien da fe de sus actos; se propuso al Pleno del 

Tribunal Superior de Justicia del Estado, la terna 

correspondiente para la designación de la Jueza de 

Primera Instancia integrante de la Junta de 

Administración, Vigilancia y Disciplina del Poder 

Judicial, conformada por los Jueces Yoloxóchitl García 

Peralta, Juan Pablo González Avilés y Ana Gabriela 

Rogel Olvera.  

SEGUNDO. Una vez realizada la votación de la 

terna, se obtuvo la siguiente votación:  

Jueza Yoloxóchitl García Peralta, dieciséis votos 

a favor;  

Hecho lo anterior, se procede a la designación 

de la Jueza Integrante de la Junta de Administración, 

Vigilancia y Disciplina del Poder Judicial del Estado de 

Morelos, mediante la emisión del siguiente: 



09 de julio de 2025  PERIÓDICO OFICIAL  Página 179 

ACUERDO 

PRIMERO. En cumplimiento al último párrafo de 

la disposición décima segunda transitoria del decreto 

número 165, publicado en el periódico oficial “Tierra y 

Libertad” número 6426 de diecinueve de mayo del año 

en curso, por el que se reforma, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia del 

Poder Judicial del Estado de Morelos, en relación con 

el artículo 92-A párrafo primero de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos y 114 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Morelos, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Morelos, designa a la Yoloxóchitl García 

Peralta como Integrante de la Junta de Administración, 

Vigilancia y Disciplina del Poder Judicial del Estado de 

Morelos a partir del once de junio del año dos mil 

veinticinco hasta que se integre el órgano de 

administración judicial, conforme a la disposición 

transitoria antes citada. 

SEGUNDO. Se procede a la Protesta de ley 

ante este Pleno para los efectos legales a que haya 

lugar. 

TERCERO. La Junta de Administración, 

Vigilancia y Disciplina del Poder Judicial del Estado de 

Morelos, queda integrada por el Magistrado Juan 

Emilio Elizalde Figueroa, Presidente del Honorable 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de Morelos, 

quien también lo será de dicha Junta; por el 

Magistrado Integrante Francisco Hurtado Delgado y 

por la Jueza de Primera Instancia Yoloxóchitl García 

Peralta. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente acuerdo entrará en vigor 

el día de su aprobación, esto es, el día once de junio 

del dos mil veinticinco, por el Pleno del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Morelos. 

SEGUNDO. Publíquese el presente acuerdo en 

el periódico Oficial “Tierra y Libertad”, así como, en el 

Boletín Judicial y página electrónica de este Tribunal; 

asimismo hágase del conocimiento mediante el oficio 

de estilo que corresponda a la Junta de 

Administración, Vigilancia y Disciplina del Poder 

Judicial del Estado de Morelos; así como a las 

autoridades Federales, Estatales y Municipales. 

Así lo acordó el Honorable Pleno del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Morelos por 

mayoría de votos, por las Magistradas y los 

Magistrados integrantes del H. Pleno del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado, Jaime Castera 

Moreno, Cecilia Verónica López González, Elda Flores 

León, Rolfi González Rodríguez, Eduardo Horacio 

López Castro, Marta Sánchez Osorio, Juan Gabriel 

Vargas Téllez, María Luisa Sánchez Osorio, Francisco 

Hurtado Delgado, Nancy Giovanna Montero Mercado, 

Alejandra Hernández García, Arturo Loza Flores, 

Manuel Díaz Carbajal, Bertha Leticia Rendón 

Montealegre, José Anuar González Cianci Pérez, 

Anahí Bahena López y Juan Emilio Elizalde Figueroa; 

ante la Secretaria General de Acuerdos Licenciada 

Nidiyare Ocampo Luque, quien da fe. 

Dado en el Salón de Plenos a los once días del 

mes de junio de dos mil veinticinco. 

ATENTAMENTE. 

MAGISTRADO PRESIDENTE DEL H. TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL ESTADO DE MORELOS. 

JUAN EMILIO ELIZALDE FIGUEROA. 

SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS. 

M. EN D. NIDIYARE OCAMPO LUQUE. 

RÚBRICAS. 
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AVISO 
AL PÚBLICO EN GENERAL 

Se comunica al público en general que para la publicación de documentos en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”,  se deberá cumplir con lo establecido en el Reglamento del Periódico Oficial para 
el Estado Libre y Soberano de Morelos.  

INDICADOR DE PRECIOS: 
De acuerdo al artículo 120 de la Ley General de Hacienda del Estado, los precios a pagar por publicaciones en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, son los siguientes: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

REQUISITOS PARA LA INSERCIÓN DE DOCUMENTOS A PUBLICAR PARA EL PODER LEGISLATIVO, 
JUDICIAL Y EJECUTIVO A TRAVES DE SUS DEPENDENCIAS 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 
al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 
expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 
con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 
de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. (No aplica para el Poder Legislativo y Judicial; así como 
organismos autónomos y particulares). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación en el kiosco electrónico, ubicado en Palacio de Gobierno; 
oficina de telégrafos o bancos autorizados. 

 En el caso de Organismos se deberá presentar original o copia certificada del acta en la que se aprobó el 
documento a publicar. 

 El documento original y versión electrónica se deberá presentar en la Secretaría de Gobierno. 
 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 
C.P. 62000.  

LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 
ART. 120 

 
Fracción II.    DEL PERIÓDICO OFICIAL "TIERRA Y LIBERTAD": TARIFA EN 

UMA 
A) VENTA DE EJEMPLARES: 

1. 
SUSCRIPCIÓN SEMESTRAL 
1.1 EDICIÓN IMPRESA 5.50 
1.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 5.50 

2. 
SUSCRIPCIÓN ANUAL: 
2.1 EDICIÓN IMPRESA 10.50 
2.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 10.50 

3. EJEMPLAR DE LA FECHA: 0.15 
4. EJEMPLAR ATRASADO DEL AÑO EN CURSO: 0.30 
5. EJEMPLAR DE AÑOS ANTERIORES: 0.40 

6. 
EJEMPLAR DE EDICIÓN ESPECIAL POR LA PUBLICACIÓN DE 
LEYES O REGLAMENTOS E ÍNDICE ANUAL: 

1.00 

7. EDICIÓN ESPECIAL DE CÓDIGOS: 2.50 
8. PERIÓDICO OFICIAL EN DISCO COMPACTO: 1.00 
9. COLECCIÓN ANUAL: 15.00 

B) 
INSERCIONES: PUBLICACIONES ESPECIALES, EDICTOS, LICITACIONES, 
CONVOCATORIAS, AVISOS Y OTROS QUE SE AUTORICEN: 

1. 

DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL, ESTATAL O MUNICIPAL Y AUTORIDADES 
JUDICIALES: 

 

1.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $ 1,030.00 POR PLANA: 0.01 
1.2. POR CADA PLANA: 14.50 

2. 
DE PARTICULARES:  
2.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $1,030.00 POR PLANA: 0.05 
2.2. POR CADA PLANA: 14.50 
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EN EL CASO DE AYUNTAMIENTOS: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, 

solicitando la publicación, con copia de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Acta de Cabildo de fecha correspondiente a la aprobación del documento a publicar, debidamente certificada. 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 

de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 

C.P. 62000. 

 Original o copia certificada del acta de Cabildo debidamente firmada. 

TRÁMITES DE PARTICULARES: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 

de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D., o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C.D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas s/n, primer piso, Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, C.P. 

62000. 

MEDIO DE INFORMACIÓN: 

Teléfono para dudas sobre el trámite de publicación: 3-29-22-00, Ext. 1353. 

LAS PUBLICACIONES SE PROGRAMARÁN DE LA SIGUIENTE MANERA: 

Para la publicación en la edición ordinaria de cada miércoles de aquellos documentos que cumplan los 

requisitos establecidos, se deberán recibir a más tardar el día viernes de la semana anterior, debiendo acreditar su 

pago a más tardar el día lunes de la semana en la que se deberá realizar la publicación. 

 


